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A
l final del proceso editorial de este libro nos 11 -gó la noticia
que nunca debe llegar: el fallecirnienro de su al tor. Sabíamos
de la enfermedad de Paulo de Mesquita Neto -ero no de su

gravedad. Él se la guardó hasta el último día con esa ~ ibiduría de la
gente que piensa que lo más doloroso de la partida de a púen no es la
ausencia que queda sino la fuerza del olvido que se vier e.Y comenzÓ
a luchar por dejar este legado que será un recuerdo pen ranente de su
pensar y vivir. Porque si algún sentido nos da la vida er nuestro pasar
por la tierra es el legado que dejamos.Y si alguien cump ió plenamen­
te esa misión fue Paulo de Mesquita Neto.porque él ca; 10 en los ver­
sos de WH.Auden era de aquellos que "hacían el bien, con la certeza
de que no era suficiente, y esperaban mejorar viviendo' .

Un gran investigador sin arrogancia intelectual: madi sto, sin ironía,
limpio y transparente en las relaciones. Aunque firme e 1 las discusio­
nes tenía un modo discreto para no hacerse sentir y I n sentido del
humor comedido. Ps.ulo logró lo que los universitario: queremos de
la academia y de la vida, una trayectoria llena de aportes plenos y con­
sistentes en el tiempo. El papel que Paulo desempeñé en el debate
público sobre la seguridad pública fue extraordinario, h ciendo inves­
tigaciones, publicando documentos y escribiendo arrío los de prensa.
Participó incansablemente en discusiones y numeros rs comisiones
gubernamentales y sempre estuvo a disposición de los movimientos
de la sociedad civil. Muy raros son los intelectuales ( ue consiguen
actuar en diferentes frentes: el Estado, la sociedad civil T la investiga­
ción de punta e innovadora.

Nunca alguien conlC> Paulo, siempre nosotros corno él.

Paulo Sérgio Pinheiro
y Nancy Cardia

Núcleo de Estudos da Violencia
Universidade de Sao Paulo

Fernando e irrión M.

y Andreir I Torres
Programa de Estuc lOS de la Ciudad

FLACSO Se .e Ecuador



Presentación .

Prólogo .

9

11

1. Crimen, violencia e incertidumbre política en Br, sil 27

II. Seguridad pública . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. 51

III. Haciendo y midiendo el progreso en seguridad P' blica 57

IV Políticas municipales de seguridad ciudadana:
problemas y soluciones ..... . . . . . . . . . . . . . . 69

V Los municipios y la seguridad pública 105

VI. El Foro Metropolitano de Seguridad Pública y la
ampliación del debate sobre la violencia en Sao Pulo 121

VII. Seguridad, justicia y derechos humanos en Brasil

VIII. Los derechos h.nnanos en el gobierno de Lula ..

IX. Policía, fuerzas armadas y democracia en Brasil

147

163

187

X. Investigación y práctica policial en Brasil 213

XI. La policía comunitaria en Sao Paulo:
problemas de implementación y consolidación . . . . . . .. 243



XII. Desafíos de la reforma policial en América Latina. . . . .. 275

XIII. Reforma del sistema de seguridad pública 285

Bibliografia 303

Publicaciones del autor . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. 329



E
l crecimiento de la violencia y la inseguridad ci idadana es un
fenómeno social de gran trascendencia que está a ectando la vi­
da de las personas a nivel mundial. No obstante los niveles en

que se expresa este t~nómeno no son homogéneos. El1 1 ha generado
un extenso debate alrededor de este complejo tema, qL ~ busca dicta­
minar las causas y posibles consecuencias de las múlti .les violencias
que aquejan nuestras sociedades. De igual manera, se l: ¡ considerado
necesaria la construcción de redes sociales e institucion les que apor­
ten y refresquen conocimientos desde distintos lugares, oerspectivas y
enfoques para un mejor entendimiento de la naturaleza lel fenómeno.

Paralelamente, en este siglo nos enfrentamos a Ulld escalada cre­

ciente del discurso sobre seguridad, relacionado princip: lmente a pro­
blemas como la violencia urbana, la delincuencia orgai izada y el te­
rrorismo internacional. Este clima puede conllevar una .xcesiva segu­
ritización de los enfoques académicos, discursos polín. os y políticas
sociales, que pueden .ener como corolario una búsqued paranoica de
la seguridad y la generación de procesos de represión, 1 rarginación y
exclusión social como producto de estas prácticas; de all que más que
nunca sea necesario ,~enerar un campo de reflexión fre ite a un pro­
blema que es innegable, y que necesita ser tomado en c lenta y anali­
zado profundamente por la academia y los hacedores de políticas, que
tienen el compromiso ineludible de atender las contin ras demandas
ciudadanas.

Es en este marco que la Facultad Latinoamericana d( Ciencias So­
ciales Sede Ecuador, el Ilustre Municipio del Distrito 11etropolitano
de Quito y la Corporación Metropolitana de Segurids i Ciudadana,
presentan la colección "Ciudadanía y Violencias", Cuy J objetivo es
constituirse en una base bibliográfica que contribuya alonocimiento 9



y debate sobre temas relacionados a la seguridad ciudadana a nivel
mundial, en América Latina, la región Andina y contextos locales más
específicos. Los 12 tomos de esta colección compilan los trabajos de
autores y autoras internacionales, de reconocida trayectoria en el aná­
lisis y reflexión de la violencia, como fenómeno social, y de la seguri­
dad ciudadana, como propuesta de política pública que busca construir
ciudadanía y mitigar los impactos de la violencia social. Esta colección
atiende al desafio actual de generar herramientas de consulta académi­
ca e investigativa que puedan enriquecer, complejizar y democratizar
el debate actual de la seguridad ciudadana.

10

Paco Moncayo
Alcalde

1. Municipio del Distrito
Metropolitano de Quito

Adrián Bonilla
Director

FLACSO - Ecuador



And 'ea Betancourt'

E
l concepto de "seguridad ciudadana" ha surgic ) en América
Latina en un contexto democrático, habiendo d. jado en el pa­

sado los regímenes dictatoriales y autoritarios que reinaron

hasta la década de los años ochenta. Pese a que el té, mino ha sido
aceptado en los países latinoamericanos, existe todavía ma compren­

sión difusa respecto al mismo y sus modelos de aplica- ión varían de

país a país. Su importancia e inclusión en las agendas pi blicas de mu­
chos países se debe a la presencia de un fenómeno com in: el aumen-"]

to del delito, el crimen organizado y otras manifestacio les de violen- "

cia. Así, el debate de la seguridad ciudadana ha pasado I or un profun-
/"

do cuestionamiento del rol de los Estados en la garantí de la seguri-

dad, éste es llamado ya no a proteger a una nación del' enemigo" ex­

terno sino a mantener el orden público, proteger a la ci idadania, pre­

venir las violencias y el delito, resolver los conflictos q¡; ~ surgen den­

tro de las sociedades 'f promover la convivencia ciudada la y democrá­

tica de sus habitantes,

Previo al periodc de transición democrática en la n gión, la segu­

ridad era principalmente abordada siguiendo la doctrir 1 de la "segu­
ridad nacional", la cual se refiere a la protección que se provee al Es­
tado, al territorio de la nación y a la estabilidad polític: y económica

de las instituciones públicas, frente a amenazas externa, La seguridad

pública -o, actualmente mejor conocida como segurid rd ciudadana­
en cambio, se enfoca en proteger a las personas, sus bie les privados y
sus derechos "cautelando la integridad física, económica {moral de

Investigadora, Programa de Estudios de la Ciudad- FLACSO Sede. cuador. 11
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ciudadanos, con ausencia de amenazas o coerciones ilegítimas sobre su

libertad y derechos civiles" (Escobar et al. 2004:5).
Las definiciones de la "seguridad ciudadana" son múltiples; sin em­

bargo, como se constata en la Declaración Universal de los Derechos
Humanos, la seguridad es un derecho de todas las personas. Pese a que
no existe una relación explícita entre los derechos humanos y la segu­
ridad ciudadana, se entiende que un Estado de Derecho debe promo­
ver los derechos humanos de todos sus ciudadanos/as, por lo que no
debe optar ni apoyar iniciativas de represión, y debe favorecer, en su
lugar, iniciativas que propendan al desarrollo humano (Gómez 2006:6­
11). El concepto entonces, relativamente innovador, abarca una varie­
dad de nuevas temáticas relacionadas con todo fenómeno que pueda
afectar el bienestar y el desarrollo, e involucra la participación demo­
crática de la ciudadanía. Así, la seguridad ciudadana trae consigo nue­
vos desafíos, reúne a diversos actores sociales -que anteriormente eran
considerados ajenos a esta tarea- y obliga a repensar formas distintas de
aproximar la seguridad: desde reformas en las instituciones policiales y
las fuerzas armadas hasta propuestas de desarrollo, modelos económi­
cos, participación comunitaria y gobernanza local.

Posiblemente, una particularidad de la seguridad ciudadana es su
principal circunscripción a la ciudad, siendo éste el espacio que, fren­
te al crecimiento económico y polarizado que experimenta la urbe y
a la conglomeración de comunidades e identidades distintas que allí se
reúnen, se convierte en un escenario de desigualdad, con deficiencias

,/ de servicios básicos, precariedad y conflictos sociales. El aumento de la
violencia y la delincuencia en las ciudades ha impulsado que la ciuda­
danía demande respuestas más efectivas e integrales que las ofertadas
por el gobierno central. Es ante esta situación que los gobiernos loca­
les de las ciudades en América Latina comienzan a acoger la compe­
tencia de la seguridad, por ser éstos más cercanos a la población y, por
lo tanto, los más adecuados para responder a sus necesidades con ma­
yor rapidez y efectividad. Ello permite pensar además que los gobier­
nos locales son los más aptos para abordar los problemas de seguridad
ciudadana no sólo a través del control, sino también de la prevención
(Dammert y Paulsen 2005).



La seguridad ciudadana en América Latina se enfren :a actualmen­
te a algunas adversidades. Por un lado, el concepto no h sido amplia­
mente discutido y analizado en el contexto regional. Los gobiernos lo­
cales lo han adoptado sin tener una clara definición de los objetivos,
indicadores y estrategias necesarios para abordar el ten 1. Una forma
de afrontar estas deficiencias es crear espacios de discusié n y participa­
ción, a través del diálogo entre gobiernos locales y a, tores sociales
preocupados por la seguridad de la localidad. Pero tamb én, es necesa­
rio compartir/intercambiar experiencias entre ciudade y países, ser
analíticos y críticos frente a políticas que hayan sido apli: adas en el ex­
terior y reflexionar a~erca de las bases teóricas de la seg .rridad ciuda­

dana, para así ir definiendo un concepto claro y pertine ate a nuestras
realidades.Vale reconocer que hay varios delitos y viole] cias comunes
a lo largo del continente, que aunque muestren caracter sticas globales
y particulares de cada localidad, pueden ser estudiadas c mjuntamente
en el diseño de políticas y soluciones.

Frente a la relativa ausencia de investigación académ ca en torno a
este tema y tomando en cuenta el carácter multidiscipli iario del mis­
mo, se ha iniciado la creación de redes internacionales que ayudan a
intercambiar, compartir y nutrir los sistemas de segurivad ciudadana
en América Latina. En la última década, se han creado edes regiona­
les, como por ejemplo, la Red 14 del programa region: l de coopera­
ción de la Unión Europea URB-AL, con sede en Chik , que se dedi­

ca al debate y la discusión de seguridad ciudadana er tre gobiernos
municipales latinoamericanos y europeos. Asimismo, la Organización
de los Estados Americanos, en el año 2003, adopta la "I eclaración de
Seguridad en las Américas", la cual propone un aborda. e más abierto
y plural de la seguridad, y hace un llamado a la coopera .ión y trabajo
conjunto entre organizaciones nacionales, internacional. s, académicas,
organismos públicos y privados, grupos de derechos hun anos, cuerpos
de seguridad locales y nacionales y otros actores social s en el trata­
miento de la seguridad ciudadana'.

2 Ver: http://pdba.georgetown,edu/Security/security_s.html. 13



En este caso, la colección de libros "Ciudadanía y Violencias" sur­
ge también como otra interesante iniciativa que responde a algunos de
los propósitos mencionados previamente. Ésta sirve de espacio de in­
tercambio de experiencias y se convierte en un pódium de discusión
teórica sobre la seguridad ciudadana. El proyecto editorial, coordina­
do por el Programa de Estudios de la Ciudad de FLACSO Sede Ecua­
dor, respaldado por la Dirección de Seguridad Ciudadana del Distrito
Metropolitano de Quito, y financiado por la Corporación
Metropolitana de Seguridad y Convivencia Ciudadana (CORPOSE­
GURIDAD) recopila doce libros de autores/as latinoamericanos/as
que aportan al entendimiento de la seguridad ciudadana desde varias
aristas y proporcionan una mirada a modelos, estrategias y experien­
cias aplicadas internacionalmente.

Paulo de Mesquita Neto, autor brasilero, presenta el Volumen 6 de
esta colección y nos invita a pensar sobre el rol y el desempeño de la
seguridad ciudadana en la era democrática, la función de las institucio­
nes tradicionales -como la policía- y la intervención de nuevos acto­
res -como los gobiernos locales- en esta nueva competencia. Los tre­
ce capítulos que componen este libro se basan en las investigaciones y
propuestas que Mesquita Neto había venido desarrollando en su ciu­
dad de residencia, Sao Paulo, Brasil. Este tomo es, lastimosamente, uno
de los últimos trabajos que realizó antes de su fallecimiento en el pre­
sente año. Es con honor, tributo e inmensa estima que presentamos los
Ensayos sobre seguridad ciudadana, un conjunto de escritos de diversas
temáticas que plasman los últimos aportes de este reconocido acadé­
mico. A través de sus estudios, y pese a su ausencia, Mesquita Neto
continuará generando reflexión acerca de los derechos humanos en la
gestión de la seguridad, despertando cuestionamientos respecto a los
modelos de seguridad en regímenes democráticos, enriqueciendo, así,
la conceptualización de la seguridad ciudadana y la gestión de la mis­
ma por parte de los gobiernos locales y centrales en los contextos la­
tinoamericanos.

Mesquita Neto inició su experiencia en el campo de la seguridad,
la justicia y los derechos humanos en la Universidad de Sao Paulo,
donde realizó sus estudios en Derecho Penal y trabajó para la Comi-



sión de Justicia y Paz. Simultáneamente, ingresó a la Ponificia Univer­
sidad Católica de Sao Paulo para entrenarse en Corm, nicación con
una especialización en Periodismo. Tras terminar amba: carreras, du­
rante tres años se desempeñó como reportero y redact: r de Folha de
sao Paulo, el diario 1: rasilero más leído. Tras esta exper encía laboral,
Mesquita Neto se trasladó a la Universidad de Colum1 ia, en Nueva
York, para hacer una maestría y, posteriormente, un loctorado en
Ciencias Políticas. Después de haber permanecido ocho iños en Nue­
va York, regresó a Sao Paulo en 1995 y se unió al Núcle ) de Estudios
de laViolencia (NEV-USP)3 como investigador, y al Del artamento de
Ciencias Políticas de la Universidad de Sao Paulo come profesor aso­
ciado. En el Núcleo trabajó en la preparación del PIar Nacional de
Derechos Humanos para el Ministerio de Justicia, mor [toreó su im­
plementación y participó en su revisión. En este período empezó tam­
bién sus estudios sobre la reforma de la policía en Brasil { sobre la po­
licía comunitaria. En 1998, regresó nuevamente a Nuev. York para in­
tegrarse al Centro sebre el Crimen, Comunidades y e .iltura (Center
on Crime, Communities and Culture) del Open Socíety Inst tute con el tí­
tulo de Senior Soros Justice Fellow. En el año 2000, retor ió por vez fi­
nal a Brasil para desempeñar el cargo de Secretario Eje: utivo del Ins­
tituto Sao Paulo Contra la Violencia, posición que ma ituvo hasta el
año 2004. En 2005 retornó al NEV-USP.

Quizás una de la> actividades con las que más const .nte y entera­
mente se comprometió a lo largo de su experiencia lal oral y acadé­
mica, fue su lucha pcr el respeto a los derechos humanc i. Desde 1995
hasta sus últimos días de trabajo, denunció el atropella mento de los
derechos humanos en Brasil y coordinó el área de Mor toreo de De­
rechos Humanos del NEV-USP. Trabajó también como consultor pa­
ra múltiples organizaciones; en varias ocasiones fue con ultor del Alto
Comisionado de las .Naciones Unidades para los Dereclos Humanos,
en Cabo Verde; participó en la escritura del Primer, Seg .indo y Tercer
Informe Nacional sobre los Derechos Humanos en Bi isil y ayudó a
implementar el Plan Nacional de Derechos Humanos ( )NDH).

3 Núcleo de Estudos da Violénda, Universidade de sao Pau/o. 15
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Paulo Mesquita Neto estuvo además involucrado en una variedad
de funciones y áreas relacionadas con la inmersión del gobierno local
en la gestión de la seguridad pública y la conformación de la policía
comunitaria en Brasil. Aportó a la formulación del Programa Nacio­
nal de Seguridad Pública en el año 2000, presentado por el Ministe­
rio de Justicia; y, a nivel local, se desempeñó como Secretario Ejecuti­
vo del Fórum Metropolitano de Seguridad Pública de Sao Paulo (en­
tre 2001 y 2004), una experiencia que le permitió involucrarse en el
diseño de políticas locales de seguridad ciudadana.

Finalmente, Mesquita Neto contribuyó al estudio e implementa­
ción de la reforma policial y el modelo de policía comunitaria, pues,
como expresan sus propias palabras "la reducción de la violencia social
está asociada a la reducción de la violencia policial" (citado en Viera
2007). Trabajó como miembro de la Comisión Estatal de Policía Co­
munitaria de la Policía Militar en el Estado de Sao Paulo y produjo un
sinnúmero de escritos en inglés y en portugués sobre la reforma poli­
cial, entre ellos, "Paths Towards Judicial and Police Reform in Latin
America" (2007), "Public-Private Partnerships for Police Reform in
Brazil" (2006), "La policía comunitaria en Sao Paulo: problemas de
implementación y consolidación" (2004) y "Fuerzas armadas, policías
y seguridad pública en Brasil: instituciones y políticas gubernamenta­
les" (1999). En el año 2003, publicó el libro Human Rights and the Po­
liee in Tiansitional Countries, en el cual unifica sus dos áreas de interés
más sólidas: los derechos humanos y la reforma policial situados en el
contexto de gobiernos que han transitado del totalitarismo a la demo­
cracia. Estas temáticas las vuelve a retomar en la publicación aquí pre­
sente, mas en esta ocasión, son insertados en el marco del gobierno y
las políticas públicas a nivel local.

Como se ha señalado, son varios los vacíos que quedan por deba­
tir y definir en cuanto a la seguridad ciudadana. Mesquita Neto, a tra­
vés de la experiencia brasilera, y específicamente la de Sao Paulo, ha
intentado responder a algunas de las interrogantes que surgen: ¿qué se
entiende por seguridad ciudadana en regímenes democráticos?, ¿cómo
enfrenta el gobierno local esta competencia?, ¿han cambiado las po­
líticas de seguridad para acoplarse a la visión de la seguridad ciudada-



na?, ¿se han insertado los derechos humanos en las prá. ticas y políti­
cas de la seguridad ciudadana?, y ¿cuál es el rol y qué d, safios enfren­
tan las instituciones policiales desde este enfoque?

Para desarrollar estas preguntas, Mesquita Neto pre enta un con­
junto de ensayos que se desenvuelven alrededor de cuat o ejes princi­
pales: el concepto de seguridad pública (utilizada como equivalente al
de seguridad ciudadana); el rol de los gobiernos locales en la seguri­
dad ciudadana; la reforma policial, y; los derechos huma lOS en Brasil.

Con su primer ensayo, "Crimen, violencia e incertic umbre políti­
ca en Brasil", Mesquita Neto hace una introducción al e tado de la se­
guridad pública actual en su país, demostrando que, pt se a la transi­
ción democrática, el crimen y la violencia continúan elevándose y
afectando a los grupes sociales más vulnerables del Brasi .Así también,
revela la ausencia de un sistema de seguridad pública el ro y definido
que actúe con objetivos comunes y concisos y que mar tenga una es­
trecha relación con la ciudadanía. Mesquita Neto nos I frece una se­
rie de diagnósticos, estudios y propuestas orientadas al t "atamiento de
esta deficiencia. En el segundo capítulo, "Seguridad púllica", el autor

hace un breve acercamiento al concepto de seguridad uiblica intro­
ducido en la Constitución Federal Brasilera de 1988, ql e se superpo­
ne a las antiguas nociones de seguridad nacional y segu -idad interna.
Mesquita Neto recalca que en su uso del término, a lo L rgo de los es­
critos, seguridad pública equivale a seguridad ciudadar 1, siendo este
último utilizado especialmente por organizaciones no g tbernamenta­

les promotoras de la democracia, para resaltar el protago usmo de la/el
ciudadana/o en este nuevo enfoque. En esta introduce ón, Mesquita
Neto invita al lector a rescatar el significado de la seg¡ ridad pública
en el contexto democrático y a entenderla como una :ondición so­
cial de convivencia pacífica y de respeto por los derec. LOS, la vida, la
libertad y la igualdad de todas las personas. Así tambié 1, las políticas
de seguridad en democracia se determinan por la trar: .parencia y la
participación social -características que el autor destaca ontinuamen­
te en sus ensayos.

Uno de los ternas sobre los que más profundiza es a gobernanza
local y la seguridad ciudadana, interés que se ancla en : 1 experiencia 17
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del diseño de políticas locales en el marco de las actividades del Foro
Metropolitano de Seguridad Pública de Sao Paulo. El autor recuerda
que la seguridad pública, más allá de ser una tema político e ideológi­
co, es un asunto técnico y metodológico que requiere materializar los
resultados e instaurar un ambiente urbano seguro. El capítulo III, "Ha­
ciendo y midiendo el progreso en seguridad pública", presenta una se­
rie de instrucciones y recomendaciones prácticas sobre cómo definir
objetivos de seguridad pública que integren los esfuerzos de varios ac­
tores y aporten a la disminución de la violencia y a mejorar la calidad
de vida -sin limitarse a la definición de metas policiales. Consecuen­
temente, explica cómo es posible construir claros indicadores que per­
mitan evaluar los impactos de las políticas, programas y acciones en el
largo plazo. Para el autor, previo a cualquier reforma, estructura o ac­
ción de prevención, es indispensable definir, desde las políticas locales
y nacionales de seguridad pública, objetivos concretos e indicadores
que evalúen el progreso en relación a estos objetivos y, por ende, el de­
sempeño de los gobiernos.

En el capítulo IV, "Políticas municipales de seguridad ciudadana:
problemas y soluciones", Mesquita Neto ofrece una sección didáctica
respecto al desarrollo de políticas municipales de seguridad pública. Ex­
plica que los gobiernos locales (municipios) son, por un lado, los orga­
nismos más cercanos a la población y a las situaciones de conflicto, por
lo que tienen la capacidad para desarrollar políticas de seguridad pre­
ventivas y eficaces que respondan a las expectativas de las comunidades
urbanas. Por otro lado, los gobiernos locales pueden asociarse con or­
ganizaciones sociales y generar mayor coordinación y colaboración en­
tre los esfuerzos del Estado y de la ciudadanía. Hace también un reco­
rrido conceptual por las políticas estatales, federales, municipales y las
estrategias represivas y preventivas que pueden ser adoptadas por cada
uno de los niveles políticos. Presenta, asimismo, un claro esquema so­
bre cómo desarrollar políticas municipales de seguridad ciudadana me­
diante cinco pasos: el diagnóstico, la formulación, la implementación, el
monitoreo y la evaluación; procesos que no sólo pueden desarrollarse
en el contexto brasilero, sino también en países donde la descentraliza­
ción es viable y los gobiernos locales manejan el tema de la seguridad



pública. Hacia el final de este capítulo, se incluyen tres po íticas que de­
ben 'ser adoptadas por los municipios: políticas de emI oderamiento;
políticas de reducción del crimen y promoción de la segt ridad del ciu­
dadano/a, y; políticas de democratización. Estas política favorecen la
cooperación entre el gobierno central y la gestión local' fortalecen el
carácter democrático y transparente del sistema de segurdad ciudada­
na, aspectos que todavía requieren consolidación en gra 1 parte de los
países latinoamericanos. Un capítulo como éste ofrece e irectrices cla­
ras y útiles para quien es están construyendo un modelo 1 e políticas de
seguridad ciudadana, sea en Sao Paulo, Quito o en cualc uier otra ciu­
dad con interés de in:ervenir en la seguridad pública.

En el capítulo V, "Los municipios y la seguridad púl; ica", el autor
analiza las condiciones que han impulsado la intervenci m de los go­
biernos municipales en la seguridad ciudadana y cómo esta inserción
ha transformado la es:ructura del sistema de seguridad piblica en Bra­
sil. Desde la transición a la democracia, a finales de 198 I Y principios
de 1990, los municipios adoptan una serie de competer cias en temas
de salud, educación y asistencia social; y, en el año 2001 algunos mu­
nicipios incorporan la seguridad ciudadana a su agenda -olitica -en el
caso de Sao Paulo, a través de la creación del Foro Met .opolitano de
Seguridad Pública. Mesquita Neto aclara que la coordin ición entre el
gobierno federal, los estados y las alcaldías municipales e: imprescindi­
ble en esta área. En Brasil, por ejemplo, no existe una 1 olítica nacio­
nal de seguridad pública que apoye y dirija las iniciativ lS de preven­
ción de los gobierno; estatales y los municipios; lo que se observa es
una conjunción alea:oria de políticas, programas y ac iones prove­
nientes de ambos gobiernos que, en ocasiones, converg n y, en otras,
divergen. En el caso de las acciones estatales en Sao P; ulo, éstas son
primordialmente dirigidas al control y la aplicación de la ley penal;
mientras que los municipios, han creado consejos, comi iones y foros
-entre ellos el Foro Metropolitano- para generar polític lS de carácter
preventivo y crear una guardia municipal que ayude a in plementarlas.
Aunque todavía no se puede evaluar el éxito o fracaso e e la inserción
de los municipios en la seguridad pública, Mesquita l' eto reconoce
que los gobiernos locales deben definir sus roles y los t stados redefi- 19
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nir los suyos en relación a esta área, lo cual no significa que el estado
central (federal para este caso) deba retirar su intervención en la segu­
ridad. Significa que debe adoptar visiones que, además de controlar y
penalizar, prevengan el crimen y la violencia y lo hagan conjuntamen­
te con el apoyo del municipio, la guardia municipal, la policía y otras
organizaciones relacionadas.

Precisamente, en Sao Paulo una de las principales iniciativas eje­
cutadas por el municipio en su inserción al tema de seguridad públi­
ca es la creación del Foro Metropolitano de Seguridad Pública, el ob­
jeto de análisis del capítulo VI (escrito conjuntamente con Carolina
de Mattos Ricardo). El tema de la seguridad se fue instaurando en la
ciudad a través de una variedad de programas, centros de estudio, mo­
vimientos y organizaciones no gubernamentales que surgieron a raíz
del aumento de la violencia en Brasil -con una tasa de 27 homicidios
por cada 100 mil habitantes en el año 2000- y tras el lanzamiento del
Plan Nacional de Derechos Humanos en 1996 y el Plan Nacional de
Seguridad Pública en 2000. Es así que en el año 2001 se crea el Foro
Metropolitano de Seguridad Pública como espacio de intercambio y
debate entre autoridades municipales, federales, estatales y miembros
de la sociedad civil. El objetivo general del Foro ha sido reducir la vio­
lencia a través de medidas preventivas y, con la colaboración de la so­
ciedad civil, la academia y los distintos niveles de gobierno, formular
propuestas innovadoras. Hasta el momento, este Foro ha logrado resul­
tados en cuanto a la ampliación de la información delictiva, el forta­
lecimiento de las guardias municipales y la instalación de un banco de
proyectos sociales y de revitalización urbana para prevenir la violencia
en los sectores más violentos de la ciudad. De esta forma, el Foro res­
ponde efectivamente a las dos visiones preponderantes en el debate de
la seguridad ciudadana en Brasil: a la visión punitiva y de control y a
la visión que busca reducir los factores de riesgo de manera integral.

Un tercer eje que Paulo de Mesquita Neto desarrolla en este libro
es el de los derechos humanos en la justicia y la seguridad, especial­
mente durante la presidencia de Luiz Inácio Lula da Silva. En el capí­
tulo VII, "Seguridad, justicia y derechos humanos en Brasil", el autor
se cuestiona la relevancia de los derechos humanos en el control y la



prevención del crimen tras la democratización del país.A irrna, así, que
desde el atentado del 11 de septiembre en Nueva York, e comenzó a
respaldar -tanto en Brasil como en EE.Ul.J, y en la regi )ll- la aplica­
ción de métodos de control severos, e incluso, a justifica el atropella­
miento de los derechos humanos con el fin de recib r protección
frente a situaciones de violencia extrema -como la delinc uencia arma­
da y los secuestros- legitimando la práctica de torturas ejecuciones,
prisiones arbitrarias y otras tácticas heredadas del régimc :1 autoritario.
Mesquita Neto hace un breve recuento del nivel y las .ircunstancias
de las violaciones a los derechos humanos en los regím ries autorita­
rios (décadas de 1960 y 1970), Yla incorporación de este; derechos en
la Constitución de 1988 y en las leyes y políticas de los iños noventa.
Pese a las demandas y esfuerzos realizados por la sociee ld civil, y los
convenios internacionales establecidos para hacer respeta -Ios derechos
humanos, en los últimos años se ha tendido a dificultar la sanción de
quienes violan los derechos humanos y a legitimar el us ) de la fuerza
y la violencia en pro de la instauración de la ley y el or len.

Frente al auge de los defensores de la violación limn ada, controla­
da y minimizada de los derechos humanos, Mesquita N eto argumen­
ta que ésta es una visión dudosa ya que finalmente leg tima la viola­
ción a los derechos humanos, y esta legitimidad, respaldda por el go­
bierno, a su vez incentiva a los grupos y organizacione ; criminales a
utilizar la violencia. Por otro lado, es un método costose dado que re­
quiere de personas, equipamientos y capacitación para e~ ecutar un cas­
tigo violento dentro de un marco controlado. Por últiro, esta táctica
es eficaz sólo bajo circunstancias especiales; en la mayor a de los casos
las violaciones de los derechos humanos sobrepasan los controles y se
tornan en prácticas perjudiciales más que eficaces. Me: quita Neto le
apuesta a la inclusión de dichos derechos en las leyes y P' .líticas de pre­
vención para genera: una sociedad segura y de conviv .ncia pacífica.
Desafortunadamente, es poca la prioridad que los derehos humanos
reciben en el contexto democrático brasilero.

En el capítulo VIl 1 ,"Los derechos humanos en el ge oierno de Lu-
la", los autores (Mesquita Neto y Adriana A. Loche) ha .en un análisis
presupuestario de la inversión en los derechos humanos íurante el pri- 21



mer mandato del presidente -tras haber insertado los objetivos del
Plan Nacional de Derechos Humanos II (PNDH II) en la planifica­
ción y presupuesto del gobierno federal. Pese a este avance, los auto­

res encontraron inconsistencias entre el presupuesto designado por la
Secretaría Especial de Derechos Humanos y el utilizado en la imple­
mentación de los convenios del PNDH II, habiendo invertido menos
en los programas del PNDH II en el periodo 2003-2004 que en
2002-2003. Esto demuestra que los derechos humanos no fueron una
prioridad para el primer gobierno de Lula, como no lo son en mu­
chos otros gobiernos democráticos de la región -lo cual se opone a la
seguridad como derecho y a los Estados de Derecho como garantes de
la seguridad.

En el cuarto eje sobre el cual trabaja Paulo Mesquita Neto, el au­
tor analiza y reflexiona sobre la complejidad de la reforma policial y
apoya la creación de la policía comunitaria. En el capítulo IX, "Poli­
cía, fuerzas armadas y democracia en Brasil", Mesquita Neto analiza el
rol de las fuerzas armadas en el sistema de seguridad pública y su in­
fluencia en las instituciones policiales brasileras -las cuales fueron ini­
cialmente capacitadas por las fuerzas armadas. El autor revela, así, que
en su país las funciones de la policía y los militares no fueron clara­
mente definidas durante la transición democrática, por lo que se ha re­
querido de esfuerzos por parte del gobierno para separar ambas insti­
tuciones, reformar (democratizar) la policía y concentrar sus interven­
ciones en el control y la prevención del delito. Finalmente, Mesquita
Neto propone la redefinición del rol de ambas instituciones en la ga­
rantía de la seguridad pública, incorporando una visión de respeto a
los derechos humanos y aplicando ciertas prácticas de fortalecimiento
democrático: vigilancia comunitaria, rendición de cuentas, creación de
defensorías del pueblo e investigación de malas prácticas policiales.

En el capítulo X, "Investigación y práctica policial en Brasil", se
hace un paneo de las investigaciones de la práctica policial que surgen
en las dos últimas décadas -tiempo en el cual se produce un alto cre­
cimiento de inseguridad urbana, se incrementa la presencia de la se­
guridad privada, se crean guardias municipales y, frente a la crisis de se­
guridad en Brasil, se opta por la intervención del Ejército. La propues-



ta más popular, entonces, se enfoca en la reforma de la ir stitución po­
licial para que ésta sea más eficiente en el control y la pur ición del cri­
men y la violencia. A raíz de estos cambios, sin ernbarg ), las policías
militar, federal y civil han provocado muertes de civiles en enfrenta­
mientos, aportando así a una sociedad más violenta al desafiar uno de
los valores fundamentales del Estado de Derecho: el res] eto a los de­
rechos humanos. Por otro lado, la policía mantiene una e: :ructura cen­
tralizada y militarizada, burocrática y rígida, con pocos, llores demo­
cráticos, lejana a la ci.idadanía y escaso control por part , de la socie­
dad. Cualquier tipo de reforma democrática de la policí u otra insti­
tución encargada de la seguridad, debe basarse en: la "gd 'antia del Es­
tado de Derecho, la protección de los derechos humano: y la consoli­
dación de la democracia" (Mesquita Neto 2008: 241).

En el capítulo XI, "La policía comunitaria en Sao Pat lo: problemas
de implementación y consolidación", el autor introduc el concepto
de policía comunitaria, como un nuevo método de vig lancia que se
basa en la cercanía y trabajo conjunto entre la comunid .d y las auto­
ridades policiales. Pese a las dificultades que enfrenta est ~ concepto al
momento de ser integrado a las instituciones policiales actuales (que
mantienen la estructura antigua), la policía comunitaria e onstituye una
forma de identificar la aparición de los problemas que ac .chan a la co­
munidad e intervenir adecuadamente sin recurrir a la ref roducción de
la violencia. Mesquita Neto recomienda clarificar el coi cepto de po­
licía comunitaria, integrarlo en la definición de politicas de seguridad
pública y reformularia capacitación de los y las policías iara que pue­
dan acercarse a la comunidad, receptar sus peticiones y preocupacio­
nes e instaurar la seguridad sin hacer uso de la violencia

Pese a las propuestas presentadas en esta sección, Iv esquita Neto
reconoce los desafios que enfrenta la reforma policial, tnto en Brasil
como en el resto de América Latina, debido a la falta de consenso res­
pecto a sus bases y objetivos frente a la fortaleza con la e le surgen ac­
tualmente los modelos represivos y legalistas de seguric Id, y la inefi­
cacia de estos modelos en un contexto de constante aur lento del cri­
men y la violencia. En el capítulo XII, "Desafíos de la :eforma poli-
cial", se hace una breve presentación de las visiones de reforma (de- 23
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mocrática, humanitaria, legalista, pacifista y desarrollista) y analiza la
dificultad de generar cambios en una institución que no es priorita­
ria en las agendas gubernamentales y que no sufrió mayores alteracio­
nes durante y después de la transición democrática. En Brasil, las po­
licías federales, estatales y las guardias municipales, al igual que los go­
bernantes, han venido presentando una serie de propuestas de refor­
ma -combinando estrategias represivas con preventivas-; al mismo
tiempo, sin embargo, la gran crisis de seguridad pública ha reforzado
la presencia e intervención militar por encima de la policial, fortale­
ciendo la función represiva de esta última y promoviendo su accionar
violento. Mesquita Neto invita a los y las lectoras a cuestionar la efi­
cacia de las estrategias duras y militarizadas de la era post-11 de sep­
tiembre, a través de debates, discusiones y foros que permitan tomar
conciencia sobre la crisis del sistema de seguridad pública actual y la
importancia de reformar la policía para construir el camino hacia una
seguridad humana, preventiva y democrática.

Para cerrar este tomo, Paulo Mesquita Neto recoge varias de las
ideas y recomendaciones que viene desarrollando a lo largo del libro.
En el último capítulo, "Reforma del sistema de seguridad pública",
destaca nuevamente la importancia de generar políticas de seguridad
pública coherentes con los principios democráticos, empezando por la
transformación de una institución en particular: la policía. En este en­
sayo, Mesquita Neto hace un recorrido a través de las propuestas de
reforma del sistema de seguridad pública después de la transición, pe­
ro nos recuerda que la democracia no se instaura sólo mediante el sis­
tema electoral, sino más bien, a través del desempeño de sus institu­
ciones. Es así que insiste en que la policía sea integralmente democrá­
tica, es decir, que sea transparente, que se subordine a la ley, que acoja
el respeto por los derechos humanos y se acerque a las expectativas de
la población.

Paulo de Mesquita Neto, a lo largo de este texto, defiende explíci­
tamente la necesidad de retornar a los principios básicos del Estado de
Derecho, sobre los cuales, inicialmente, debía asentarse la seguridad
pública o ciudadana. La garantía de los derechos humanos, la seguri­
dad como un derecho de la totalidad de la ciudadanía, la consolida-



ción de una policía preventiva y desmilitarizada, son algt nos de los as­
pectos que Mesquita Neto desarrolla y defiende en sus 1 nsayos. La re­
flexión sobre estos temas cobra importancia en la era pe sterior al ata­
que de las Torres Gemelas, en la cual se ha venido refo zando la ten­
dencia represiva, punitiva y controladora de los sistema: de seguridad
mundial, al tiempo que se ha ido abandonando el respe o por los de­
rechos civiles y humanos. Los ensayos aquí presentado generan una
reflexión contemporánea y necesaria para la consolidaci m de la segu­
ridad pública que esperamos ayude a levantar sistemas rr ás democráti­
cos que restablezcan la convivencia pacífica entre los y las habitantes
de la región.
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1. Crimen, violencia e
inc:ertidumbre P9Jíti<:ª~~nJ~[ª~I ',,,,,,,, '''''''~':''',:,

E
ste capítulo analiza el crecimiento del crimen y J 1 violencia en
Brasil a partir del periodo de transición del aun ritarismo a la
democracia y demuestra que dicho crecimiento e distribuye y

concentra de manera desigual en áreas geográficas y g :upos sociales
específicos. El análisis sugiere que, desde la transición l la democra­
cia, los conflictos institucionales y la incertidumbre pcítica respecto
al rol que cumple el Estado, la sociedad civil y el sector privado en el
área de seguridad pública han contribuido a que aume nte el crimen
y la violencia en el país. El crimen organizado, particul: rmente el co­
mercio ilegal de drogas y armas; la ineficiencia, corrup ión y violen­
cia policial, y; las desigualdades sociales y económicas, ( atendidas fre­
cuentemente como responsables del crecimiento del cr men y la vio­
lencia, refuerzan esta tendencia en áreas y grupos parti .ulares. El au­
mento del crimen y la violencia, sin embargo, refleja tar ibién los con­
flictos institucionales y la incertidumbre política que xiste en rela­
ción a la seguridad pública. Estos conflictos y desconci rtos, a su vez,
contribuyen a la ausencia o a la debilidad de prácticas . instituciones
que garanticen la rendición de cuentas por parte de lo servicios pú­
blicos y privados de seguridad, y su subordinación a 1; ley, la comu­
nidad y la ciudadanía.

Texto publicado originalmente corno "Crime, violencia e incerteza -oliticano Brasil",
en Paulo de Mesquita Neto et al. (2001) "A violencia do cotidiano", :adernosAdenauer,
Vol. 1. Sao Paulo: Fundación Konrad Adenauer Stiftung. p. 9-41. Tan bién publicado en
inglés bajo el título: "Crime, Violencc and Political Uncertainty ir Brazil", en Mark
Shaw (ed.) (2001) Cri.ne and Polidngin Transitional Sotieties. Seminar. .eport 8,Johannes­
burgo: Fundación Konrad Adenauer Stiftung-South Mrican Institu e of International
Affairs. 27



El crecimiento del crimen y la violencia

La información disponible en Brasil no refleja adecuadamente la mag­
nitud y distribución del crimen y la violencia en el país. Los datos más
confiables se refieren a homicidios y otras formas de violencia que de­
sembocan en muertes. El Ministerio de Salud, basándose en el análisis
de certificados de muertes, provee información sobre el número de
muertes por homicidio, agresión u otras formas de violencia registra­
das en todos los estados de Brasil desde 19792

• No obstante, un núme­
ro significativo de muertes violentas continúa siendo registrado como
resultado de situaciones de intención indeterminada', Más aún, de
acuerdo a recientes estudios, el Ministerio de Salud no registra el 20%
del número total de muertes ocurridas a lo largo del país (Catáo
1999:9)4.

Tabla 1

Muertes violentas resultantes de agresiones o eventos

de intención indeterminada, Brasil 1998

Amapá 160 420.834 38,02 0,00 0,00

28

2 Información disponible en la página web de DATASUS: www.datasus.gov.br.
3 En 1998, el Ministerio de Salud registró 117.603 muertes violentas o provocadas por

causas externas. Dentro de este universo se contaban 41.916 muertes (35%) causadas
por agresión y 13.117 muertes (11%) de intención no determinada, por lo que, even­
tualmente, podrían ser el resultado de agresión u homicidio.

4 El porcentaje es mayor en las regiones del Norte (41,3%) y del Nordeste (44,9%) e in­
cluso más alto en algunos estados como Maranháo (70,6%) y Piauí (68,9%).
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Tabla 1 (continuaciór:)

Fuente: Ministerio de Salud/ DATASUS/SIM.

Los gobiernos estatales han proporcionado información sobre los crí­
menes registrados por la policía desde la transición a 1 democracia,
aunque los métodos ele registro criminal y la calidad de 1 información
varían significativamente en los diferentes estados brasik ros'.

5 El Estado de Sao Paulo publica las estadísticas de crímenes registra los por la policía
cada tres meses en el Diário Oficial do Estado de Sao Pauio (www.imsp.com.br). y ca­
da año en el A'llIário Estatistico do Estado de Sao Paulo (www.sead.gov.br/produto­
si anuario). 29



Una serie de encuestas de victimización efectuadas desde la tran­
sición a la democracia indican que un alto porcentaje de la actividad
criminal no es reportada a la policía. Entre las encuestas se incluyen las
siguientes: la primera IBGE ejecutada en 1988 (IBGE 1990); UNI­
CRI en 1992 (Alvazzi del Frate y Zvekic 1995); PHO en 1996 (Bri­
ceño-León, Carneiro y Cruz 1999); CPDOC-FGV/ISER en 1995­
1996 (Pandolfi et al. 1999); CPDOC-FGV/ISER en 1997; ILANUD­
/ Data Folha en 1997 (Kahn 1998); Fundación SEADE en 1998, y;
NEV-USP en 1999 (Cardia 1999).

La mayoría de las encuestas, sin embargo, concentran su atención
en las ciudades y estados de Río de Janeiro y Sao Paulo. La encuesta
ejecutada por NEV-USP6 en 1999 se centra en diez capitales estatales,
mientras que la encuesta conducida por IBGE" en 1998 fue la única
de alcance nacional. A pesar de estas limitaciones, la información dis­
ponible es suficiente para demostrar que en Brasil el crimen y la vio­
lencia, especialmente los homicidios, han aumentado desde la transi­
ción a la democracia. El número de muertes violentas y muertes pro­
vocadas por causas externas incrementó de 70.212 en 1980 a 117.603
en 1998 (67,5%). En el mismo período, el número de muertes provo­
cadas por homicidio y agresión aumentó de 13.910 a 41.916
(201,3%). La proporción de muertes causadas por agresión en relación
al número total de muertes violentas incrementó de 19,8% a 35,6%, y
la tasa de homicidios aumentó de 11,7 homicidios por cada 100 mil
habitantes en 1985 a 25,9 en 1998 (121,4%)8.

Adicionalmente, ha habido un incremento significativo en la tasa
de homicidios cometidos con armas de fuego. De acuerdo a un estu­
dio, en Brasil la tasa de homicidios (por 100 mil habitantes) subió de
11,7 en 1980 a 23,7 en 1996 (102,5%), mientras que la tasa de homi­
cidios por arma de fuego aumentó de 5,1 a 14 en el mismo período
(174,5%). Asimismo, el porcentaje de homicidios por arma de fuego
en relación al número total de homicidios aumentó de 43,6% a 59%
(Catáo 1999) (ver Tabla 2).

30

6 Núcleo de Estudos da Violéncia, Unioersidade de Sao Paulo (Núcleo de Estudios de la Vio­
lencia, Universidad de Sao Paulo).

7 Instituto Brasileiro de Geografia e Estadística (Instituto Brasileño de Geografía y Estadística).
8 Información disponible en la página web de DATASUS: www.datasus.gov.br.
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Tabla 2
Homicidios por arma de fuego, Brasil 1980-1996

Fuente: Ministerio de Salud/DATASUS/SIM (en Catáo 1999:38,60).

Distribución desigual

La información disponible indica que el riesgo a ser vícti na de un cri­
men violento se distribuye de manera desigual en las d ferentes áreas
geográficas y grupos sociales del país. Más aún, aunque e riesgo al cri­
men violento ha aurrentado en todos los estados, la tasa de incremen­
to ha variado significativamente en las diferentes áreas geográficas y
grupos sociales.

En 1998, el Distri to Federal y otros nueve estados re sistraron tasas
de homicidio por agresión (por 100 mil habitantes) más .ltas que la ta- 31



sa promedio en Brasil. Cinco de estos estados se encuentran al Norte
y Centro-Oeste de la frontera: Roraima (51,02), Rondónia (38,71),
Amapú (38,71), Mato Grosso (35,64) y Mato Grosso do Sul (33,57).
Otros cuatro estados tienen amplias y crecientes regiones metropoli­
tanas al Sudeste y Nordeste: Pernambuco (58,77), Espíritu Santo
(57,85), Río de Janeiro (55,52) y Sao Paulo (39,64). La tasa de homi­
cidios para el Distrito Federal fue de 32,91 (ver Tabla 1).

Diecisiete estados registraron una tasa de homicidios por agresión

por debajo del promedio nacional, mientras que seis estados registra­
ron tasas menores a 10/100 mil: Bahia (9,89), Minas Gerais (8,84), Río
Grande do Norte (8,46), Santa Catarina (8,11), Maranháo (5,17) Y
Piauí (5,23)9 (ver Tabla 1).

Al comparar los periodos 1980-1984 y 1990-1995, la tasa de ho­
micidios promedio se ha incrementado en el Distrito Federal y en
otros 24 estados, mientras que sólo en dos estados ha declinado. Los
estados de Mato Grosso (165,3%) Y Sergipe (161%) registraron los in­
crementos más altos. Los estados de Minas Gerais (-10%) y Piauí (­
2,3%), en cambio, registraron disminuiciones en la tasa de homicidios
(ver Tabla 3). La tasa promedio de homicidios con armas de fuego se

incrementó en el Distrito Federal y en todos los 26 estados del Brasil.
Los incrementos más altos se registraron en los estados de Roraima
(2.600%), Sergipe (333%) y el Distrito Federal (268%) (ver Tabla 4).

El crecimiento de la violencia está, hasta cierto punto, concentra­
da en áreas urbanas y regiones metropolitanas. Mientras el número to­
tal de muertes causadas por homicidio o agresión en Brasil aumentó

de 13.910 en 1980 a 41.916 en 1998 (201,3%), en las 27 capitales de
estado ese número incrementó de 4.947 en 1980 a 15.286 en 1998
(209%). En las 12 regiones metropolitanas, el mismo número subió de
6.552 en 1980 a 23.770 en 1998 (262,8%).

32
9 Estos seis estados tienen un número relativamente alto de muertes que no están regis­

tradas y/o son registradas como resultado de eventos de intención no determinada.Ver
Tabla 1.
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Tabla 3
Variación en la tasa de homicidios, Brasil 1980-1995

rt~~:::.or 'MM"'--;: 1'985-8"
'''M 'fió'" ",.,." ,,.,."' 11980-84

Brasil 14,il 18,3 22,6 23,6
n '''o 24,0 45,5 38,6 89,6

Acre 10,0 20,2 22,0 102

10,:\ 11,6 17,3 12,6

Roraima 17," 23,2 40,2 31,1

Pará 1O,H 13,2 14,2 22,2

Amapá 9,': 11,9 24,7 22.7

Tocantíns nd 7,2 8,4 nd

Maranháo s.s 6,2 8,0 77,1

Pianí 4/~ 4,6 4,3 4,5

Ceará 9,(, 8,7 10,0 -9,4

Río G.Norte 8,:- 7,3 9,0 -14,1

Paraíba 12,0 13,6 12,3 13,3

23,H 32,6 37,2 37,0

Alagoas 21,1 27,1 25,9 28,4

Sergipe 7,í' 5,9 20,1 -23,4

Barna 4,1 6,6 9,7 61,0

Minas Gerais 8,ü 7,1 7,2 -11,3

Espirito Santo 16,E 25,0 38,5 48,8

Río 20) 26,3 47,0 27,1

Sao Paulo 18,~ 26,9 30,4 43,1

Paraná 12,S 11,9 14,3 -7,8

Santa Catarina 7,4 6,9 7,8 -6,8

Río Grande Sul 8,3 11,3 15,9 36,1

Mato Grosso Sul 19,5 18,9 25,2 -3,1

]\A, 'n r-~"n 7,5 21,5 19,9 186,7

Goiás 17,1 17,7 17,8 3,5

Distrito Federal 14,3 21,6 33,7 51,0

Fuente: Ministerio de Salud/DATASUS/SlM (en Catáo 1999:37).

nd: no disponible. 33



Tabla 4
Variación en la tasa de homicidios por arma de fuego,

Brasil 1980-1995

Brasil

Acre

Distrito Federal

34 Fuente: Ministerio de Salud/DATASUS/SIM (en Catáo 1999:57).
nd: no disponible
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En 1998, las 12 regiones metropolitanas registraron ( l 56,7% de las
muertes provocadas por agresión, siendo que la pobl. ció n de estas
áreas representaban el 36,7% de la población total del P: ís. Las dos re­
giones metropolitanas más grandes (Sao Paulo y Río deaneiro) regis­
traron 15.896 homicidios o 37,9% del total de homici. lios en Brasil.
Las dos ciudades más grandes, Sao Paulo y Río de Jane ro registraron
8.826 homicidios o 21% del total de homicidios en el ¡ aís.

Respecto a la distribución del crimen violento en los diferentes
grupos sociales, es claro que la mayoría de las víctimas de homicidio
son hombres. La tasa de homicidios para los hombres i icrementó de
21,2/100 mil en 1981) a 43,5 en 1996 (105,2%). La tasa le homicidios
para mujeres también aumentó substancialmente, de 2.3/100 mil en
1980 a 4,4 en 1996 (91,3%) (ver Tabla 5).

Tabla 5
Tasas de homicidio por género, Brasil 1990-1995

Fuente: Ministerio de Salud/DATASUS/SIM (en Catáo 1999:38).

Año

1980

1981
1982

1983
1984

1985
1986
1987

1988

1989

1990

1991
1992

1993
1994

1995
1996

11,7

12,9
12,9

14,1
15,8
14,9

15,5
17,1

17,0

20,5
22,0

20,8

19,1

20,3
21,3

23,9

23,7

21,2

23,4

23,4

25,6
28,8

27,3

28,6
31,7

31,4

38,1
40,9

38,3

35,3
37,4
39,3
44,0
43,5

2,5
2,7

2,8

2,9
3,3
3,5
3,6
3,2

3,4

3,7

4,2
4,4
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En cuanto a los grupos etarios, ha habido cambios importantes en
la tasa de homicidios para el grupo de edad entre 15 y 22 años. En el
Estado de Río de janeiro, la tasa de homicidios promedio para jóve­
nes entre 15 y 17 años aumentó de 15,2/100 mil en el periodo 1980­
1984 a 55,5 en 1990-1995 (265%). Para jóvenes entre los 18 y 21
años, ha habido un incremento en la tasa de 38,4 a 99 en los mismos
periodos (157%) (ver Tabla 6).

Tabla 6
Variación en la tasa de homicidios por edad,

Estado de Río de Janeiro 1980-1995

Fuente: Ministerio de Salud/DATASUS/SIM (en Catáo 1999:51).
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En el Estado de Sao Paulo, la tasa de homicidios promedio para jóve­
nes entre 15 y 17 años aumentó de 18,3/100 mil en 1980-1984 a 38,3
en 1990-1995 (109%). Para la población entre 18 y 21 años dicha ta­
sa aumentó de 38,3/100 mil a 73,3 en el mismo periodo (91%) (ver
Tabla 7).
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Tabla 7

Variación en la tasa de homicidios por edad,

Estado de Sao Paulo 1980-1995

Fuente: Ministerio de Salud/DATASUS/SIM (en Catáo 199:51).

En 1995, la población comprendida entre 18 y 21 años a canzó una ta­
sa de homicidios de 139/100 mil en Río de Janeíro -el estado con la
tasa más alta para este grupo etario, seguido por Amap (94), el Dis­
trito Federal (90), Roraima (86), Espíritu Santo (84) y ~ áo Paulo (78)
(Catáo 1999:18).

Inequidad social

Los mapas del delito indican que las tasas de homicidio -nás altas se re­
gistran en la periferia de las grandes ciudades y las regi. nes metropo­
litanas. Es en estas regiones donde los problemas de pe breza, desem-
pleo y la falta de vivi enda adecuada y servicios básicos - entre ellos sa- 37



lud, educación, transporte, comunicación, seguridad y servicios judi­
ciales- son particularmente agudos. Es también aquí donde, pese a la
transición del autoritarismo a la democracia en la década de los años
ochenta, se continúan perpetrando graves violaciones a los derechos
humanos -incluyendo ejecuciones sumarias, torturas y detenciones ar­
bitrarias en manos de la policía, agentes de la seguridad privada y or­
ganizaciones o grupos criminales".

En 1999, en la ciudad de Sao Paulo, la tasa de homicidios variaba
de 4,111100 mil en Moema (un barrio adinerado en el centro de la
ciudad) a 116,23 en Jardim Ángela (un barrio en desventaja situado en
la parte sur de la ciudad). En la ciudad de Diadema, dentro de la Re­
gión Metropolitana de Sao Paulo, la tasa de homicidios alcanzó los
149,76/100 mil en 1999 (ver Tablas 8 y 9).

Tabla 8

Variación en la tasa de homicidios,

ciudad de Sao Paulo 1996-1999

10 Para tener una visión general del problema, ver: Cardia (2000); Pinheiro (2000); Pin­
heiro et al. (1998).
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Tabla 8 (continuación)

Distrito 1996 11999 Varo (%) Distrito 11996

Cidade Dutra 70,37 80,84 14,58 Barra Funda 34,88

68,17 177,75 14,05 Sao 139,78

46,70 77,68 66,35 Santo Amaro 55,58

Itairo Paulista 63,09 76,82 1 21,77 doÓ 33,03

jacaná 47,98 76,39 59,21 Tucuruvi 24,53

Río Pequeno 66,40 74,51 12,20 Casa veroe 37,12

Pq.Do Carmo 48,10 72,70 51,14 Penha 24,43

92,16 72,62 -21,21 31,55 :

Sacorná 63,19 67,45 6,74 Belém 32,89
Arh,. Ah,;~ 47,99 66,83 39,26 23,55

VilaJacuí 58,01 65,67 13,19 Butantá 28,04

Vilo M,.¡' 38,88 64,48 65,85 ~ 112,47ww

Itaquera 58,54 64,47 10,12 Tatuapé 16,78

Lajeado 63,23 64,45 1,93 Lapa 122,24

Sao Miguel 43,36 63,96 41,02 Vila Matilde 27,17

Sao Mateus 65,60 62,35 -4,95 Vila Formosa 132,83

Jaguaré 44,33 61,95 39,73 Campo Belo 43,59

Jardim Helena 57,43 61,79 7,59 1Mooea 123,50

José Bonifácio 33,69 60,98 81,03 Bela Vista 38,54

Socorro 54,74 59,70 90,07 Água Rasa 115,00

Vila Curucá 49,73 59,08 18,8 Consolacáo 10,07

Tremembé 30,72 57,80 88,18 Pinheiros 112,95

República 40,28 57,11 41,78 Santana 29,55

labazuara 69,69 57,05 -18,14 ltaim Bibi 22,59

Vila Medeiros 35,07 55,69 58,81 Saúde 21,23

Parí 51,85 54,16 4,46 Carráo 25,19

Perus 46,89 53,79 14,71 Liberdade 13,99

Ipiranga 30,86 53,55 73,52 Alto de no._ L l5,80

Jaguará 31,10 53,02 70,45 Perdizes 9,64

Raposo Tavares 47,03 50,74 7,89 Santa Cecilia 27,70

Marsilac 80,94 50,70 -37,36 Vila Mariana 15,30

Cursino 48,05 50,09 4,25 Garden Paulista 6,72

VilaAndrade 38,80 50,07 29,05 Moema 14,84

Fuente:FundaciónSEADE(en Fo/hade sao Pau'o),
39
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Tabla 9
Variación en la tasa de homicidios,
Región Metropolitana de Sao Paulo 1996-1999

Ciudad 1996 1999 Var. (%)

Diadema 129,49 149,76 15,65

Embu-Guayu 61,68 136,57 121,41

Itapecerica da Serra 111,19 105,7 -4,93

ltapevi 54,87 93,76 70,88

Barueri 49,90 92,59 85,55

Francisco Morato 51,04 86,56 69,59

Jandira 45,26 83,29 84,02

ltaquaquecetuba 66,05 82,89 25,50

Embu 105,19 81,50 -22,53

Taboao da Serra 64,80 78,09 20,51

Guarulhos 56,66 72,13 27,30

Osasco 58,69 69,41 18,28

Mauá 57,30 67,64 18,05

Río Grande da Serra 34,63 66,40 91,73

Cotia 30,81 59,70 93,79

Sao Bernardo do Campo 56,02 58,86 5,07

Santana do Parnaíba 33,39 57,89 73,35

Santo André 44,29 53,84 21,55

Carapicuiba 47,08 53,68 14,02

Ferraz daVasconcelos 39,51 47,97 21,41

Cajamar 44,92 44,01 -2,03

Sao Lourenyo da Serra 29,74 43,57 46,54

Arujá 35,66 43,52 22,05

Juquitiva 32,09 43,44 35,40

Mairiporá 50,30 42,94 -14,62

Suzatio 36,04 . 41,87 16,16

Franco da Rocha 64,23 41,54 -35,33

Poá 29,54 37,96 28,51
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Tabla 9 (continuación)

Fuente: Fundación SEADE (en Folha de sao Paulo},

Contrastes similares están presentes en las ciudades y á: eas metropo­
litantas de Río de janeiro, Salvador, y, en menor grado, ( .uritiba (CE­
DEC 1997a, 1997b, 1996a, 1996b). En las áreas rurale : los homici­
dios y la totalidad de violaciones a los derechos huma lOS tienden a
concentrarse en los sectores lejanos a los centros urb: nos. En estas
áreas, la sociedad estatal y civil están ausentes o debilit idas, y se dan
violentos e intensos conflictos entre terratenientes, tr: bajadores sin
tierras, mineros y grupos indígenas. Es además bastar: :e más dificil
obtener información relacionada a homicidios y violaci mes a los de­
rechos humanos, pues la prensa y las organizaciones no mbernamen­
tales son, frecuenterrente, la principal fuente de infon ración en es­
tos sectores".

11 Entre las organizaciones no gubernamentales que registran y reporta l casos de violen­
cia y de violaciones a los derechos humanos en las áreas rurales est n el Movimiento
Nacional de Derechos Humanos (Movímento Nacional de Direitos H 'manos), el Movi­
miento de Trabajadore; Rurales Sin Tierra (Movímento dosTrabalhad. 'es Rurais Sem Te­
rra),la Comisión Pastoral de Tierras (Comíssiio Pastora/ da Terra) y el ( onsejo Indigenis­
ta Misionario (Conse/h,) Indigenista Míssíonário).

~!,
;~
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Explicaciones e interpretaciones

Los estudios sobre las causas y razones del crecimiento del crimen y la
violencia siguen avanzando en Brasil. Estos estudios dan forma a, y a
su vez son moldeados por, no sólo el debate académico!teórico, sino
también el debate público/político. Ello es, parcialmente, resultado de
la creciente importancia del crimen y la violencia como temas públi­
cos/políticos. También refleja el gran rol que han jugado los cientistas
sociales dentro de las organizaciones gubernamentales y no guberna­
mentales durante los procesos de transición y consolidación democrá­
tica (Adorno 1993; Paixáo 1988; Zaluar 1999).

La mayor parte de los análisis coinciden en que la calidad de la in­
formación en torno al crimen y la violencia ha mejorado desde la épo­
ca de la transición a la democracia. Es claro también que las mejoras en
la capacidad para registrar actividades criminales han evidenciado incre­
mentos en los índices delictivos en muchos estados. Sin embargo, está
claro que dicho aumento no puede ser atribuido solamente a los avan­
ces en el registro de hechos delictivos, sino también debe ser compren­
dido como resultado del incremento real del crimen y la violencia.

Hay múltiples factores que contribuyen al crecimiento del crimen
y la violencia en Brasil. Analistas de distintas disciplinas, contextos teó­
ricos y posiciones políticas tienden a enfatizar diferentes factores y a
proponer soluciones diversas al problema. Así, son tres las principales
aproximaciones para analizar dicho crecimiento y pueden ser catego­
rizadas como económicas, políticas y sociales.

Analistas posicionados a la izquierda del espectro político suelen
hacer hincapié en que los factores económicos -como la pobreza, el
desempleo, la desigualdad económica y los conflictos de clase- contri­
buyen al crecimiento del crimen y la violencia (Maricato 1995; Oli­
ven 1980; Weffort 1980). Esta aproximación concentra su atención en
la desestabilización y los impactos negativos que provocan las crisis

" económicas, el desarrollo capitalista y, más recientemente, la globaliza­I ción. Explican el crimen y la violencia como estrategias de supervi­
; vencia y de lucha en una sociedad con altos niveles de desigualdad

42 ~ económica y conflictos de clase.



Esta perspectiva ha sido particularmente instrumenta en el análisis
de la violencia política y la violencia entre clases y gru JOS sociales ­
como la ejercida por miembros de grupos dominantes 'f agentes del
Estado en contra de grupos subordinados, y viceversa, e L áreas rurales
y urbanas. Sin embargo, ha sido menos útil al momento de analizar la
violencia interpersonal y, en especial, las variaciones en .os niveles de
violencias entre clases o grupos similares.

Analistas del ala derecha del espectro político atril» yen el creci­
miento del crimen y la violencia a factores relacionado. con la inca­
pacidad estatal de mantener la ley y el orden, y de pre zenir y repri­
mir acciones ilegales y violentas. Enfatizan la debilidad fe las institu­
ciones estatales y las organizaciones responsables de al licar la ley y
mantener el orden, asi como la fortaleza y el estatus int ernacional de
las organizaciones criminales (Cardia 2000; Flores 19S ~; Silva Filho
2000;Vidigal 1989). Esta aproximación presta atención .la desestabi­
lización y los impactos negativos que acarrean los proCf sos de mode­
nización, democratización y globalización, y explica e crimen y la
violencia como estrategias para maximizar ganancias en una sociedad
caracterizada por bajos niveles de control social y altos. iiveles de im­
punidad. Esta aproximación ha sido particularmente Cl nstructiva en
el análisis del delito y la violencia asociados al crimen o ganizado, pe­
ro es menos útil para el análisis del crimen y la violen ia a nivel in­
terpersonal.

Analistas ubicados en el centro del espectro político tienden a re­
forzar la contribución de factores que socavan la capac dad de la so­
ciedad para asegurar el respeto a la ley y la provisión d derechos ci­
viles, políticos y sociales básicos para la mayoría de la P oblación. Más
específicamente, ellos se enfocan en la debilidad de las 1 rácticas e ins­
tituciones que protegen a la ciudadanía y los derechos 1 umanos, y de
los medios legales y pacíficos de resolución de confl ctos (Adorno
1998a, 1999; Cardia 2000; Caldeira 2000; Pandolfi et al. 1999; Pinhei­
ro 1996, 2000; Soares 1996). Esta aproximación enfatiza la larga histo­
ria de regímenes autoritarios, discriminación racial e in .quidad social
en Brasil. También se centra en la naturaleza del procese de transición
y consolidación democrática, la persistencia de relacione; no civiles en 43



la sociedad, el autoritarismo socialmente establecido y la cultura de la
violencia en el país. Finalmente, esta aproximación analiza la limitada
capacidad que tienen los gobiernos democráticos y las organizaciones
de la sociedad civil para fortalecer el dominio de la ley y consolidar las
instituciones y prácticas necesarias para proteger a la ciudadanía y ga­
rantizar los derechos humanos.

Desde esta perspectiva, el crimen y la violencia tienden a ser com­
prendidos como estrategias para resolver conflictos en un contexto ca­
racterizado por una profunda discriminación racial, inequidad social y
debilidad por parte de las institiuciones democráticas. Esta aproxima­
ción ha sido particularmente útil en el análisis de la violencia inter­
personal y las violaciones de los derechos humanos dentro de una mis­
ma clase, grupo o comunidad.

Entre los factores adicionales que contribuyen al crecimiento del
crimen y la violencia, los analistas destacan la diseminación de drogas
y armas de fuego en la sociedad, así como el crecimiento de organi­
zaciones criminales asociadas al comercio ilegal de los mismos. Este
factor ha sido considerado importante en Río de ]aneiro (Soares 1996;
Zaluar 1999).

Respuestas al crimen y la violencia

44

Las primeras respuestas al crecimiento del crimen y la violencia fue un
incremento en el número de agentes empleados en los servicios pú­
blicos y privados de seguridad, y un aumento del gasto público y pri­
vado en servicios de seguridad.

Brasil opera bajo un sistema político federal a través del cual los es­
tados independientes controlan las principales fuerzas policiales, espe­
cialmente la policía militar y la civil. La policía militar es responsable
del control policial extensivo y el mantenimiento del orden, mientras
que la policía civil se hace responsable de la investigación criminal.

El gobierno federal controla las fuerzas armadas, la policía federal
y la policía federal vial. Las fuerzas armadas, bajo el control del Minis­
terio de Defensa desde 1999, es responsable no sólo de la defensa ex-
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terna sino también dé mantener la ley y el orden. La po icía federal y
la policía federal vial son ambas relativamente pequeñas: la primera es
responsable del control de fronteras y la investigación de crímenes fe­
derales (incluyendo, por ejemplo, el tráfico de drogas), m entras que la
segunda se hace cargo del control de las carreteras y autc pistas federa­
les. Además de estas agencias de seguridad, la Constituci m Federal de
1988 (artículos 142 y 144) autorizó a los gobiernos mun cipales a em­
plear guardias municipales.

El número de personas contratadas en la policía milit ir ha aumen­
tado de 185.000 en 1981 a 234.777 en 1985, y de 243,( JO en 1991 a
339.762 en 1995. El número de policías empleados en 1 .s fuerzas po­

liciales civiles (incluyendo la policía civil, la policía fed. ral, la policía
federal vial y las guardias municipales) incrementó de 1O~ .234 en 1985
a 154.435 en 1995. Entre 1985 y 1995, el número de a~ entes policia­
les y guardias municipales subió de 339.900 a 494.162 (~5,4%)12.

En el año 2000, Brasil tenía 472.803 oficiales polic ales (368.900
en la policía militar, 103.903 en la policía civil y 20.220 .n cuerpos de
bomberos militares independientes) t3. En Sao Paulo, el estado con la

población y la fuerza policial más grandes del país, el núr iero de agen­
tes de la policía militar incrementó de 54.767 en 1982; 82.021 en el
año 2000 (49,8%). El número de agentes empleados po la policía ci­
vil aumentó de 16.265 en 1982 a 36.883 en 2000 (121 ,8%). El total
de agentes policiales entonces subió de 71.032 oficial ~s en 1982 a
118.904 en 2000 (67,4%)14.

A pesar de la transición a la democracia y la auser cia virtual de
amenazas externas, el número de soldados en las fuerzas armadas tam­
bién creció de 272.550 en 1981 a 296.700 en 1991, ¡ 336.800 en

12 Información de 1981 y 1991, tomada de Mesquita Neto (1995) e SS (1994). Infor­
mación de 1985, 1995, tomada de Garotinho (1998).

13 Datos del Ministerio c.eJusticia, Secretaría Nacional de Seguridad 1 rblica,
14 Con una población de aproximadamente 35 millones, el Estado de : áo Paulo tiene un

agente policial por cada 295 habitantes. La razón es comparable a aql ella de Italia, don­
de hay un policía por cada 286 habitantes. Para propósitos de compa ación, España tie­
ne un agente de policÍl por cada 276 habitantes: Francia tiene un ag nte de policía por
cada 270 habitantes, y; el Reino Unido tiene un agente policial por cada 407 habitan­
tes (Monet 1993: 124-125). 45



1994 (219.000 en la armada, 58.400 en la naval y 59.400 en las fuer­
zas aéreas)", Como respuesta a las presiones de los grupos conservado­
res, la Constitución Federal de 1988 y la Ley Complementaria N°
9711999 estableció que, además de la policía, las fuerzas armadas se­
rían responsables de hacer cumplir la ley y mantener el orden en Bra­
sil. La Policía Nacional de Defensa, establecida en 1996, decretó que
las fuerzas armadas debían estar preparadas para proteger al país de
grupos armados y organizaciones criminales de países vecinos, parti­
cularmente en la región Amazónica o al interior del territorio nacio­
nal (Álvares 2000).

Adicional al incremento en el número de personas empleadas en
el sector de la seguridad pública, el número de empleados contratados
en servicios de seguridad privada aumentó de 640.500 en 1985 a 1
millón, aproximadamente, en 1995. Este dato no incluye a policías que
toman trabajos independientes con agencias de seguridad privada ni a
otras personas empleadas ilegalmente o irregularmente por empresas
privadas de seguridad (Garotinho 1998:87). En consecuencia, la inver­
sión privada en seguridad ha superado a la inversión pública. Un estu­
dio reciente estimó que el gasto anual en servicios de seguridad reali­
zado por el sector público es de R$ 18 billones (aproximadamente
USD 10 billones), mientras que el sector privado gasta aproximada­
mente R$ 22 billones (alrededor de USD 12,2 billones)".

La expansión de las fuerzas policiales y la inversión en servicios de
seguridad fue seguida por un aumento en el número de reclusos. Estos
números variaron de 28.538 en 1969 a 88.041 en 1988, 126.152 en
1993,170.000 en 1997 y 204.000 en el año 2000 aproximadamente".

15 Mesquita Neto (1995) e IISS (1994).
16 Ver:"Aumento de la violéncia faz setor privado gastar mais que Estado" ("Un crecimien­

to en la violencia hace que el sector privado gaste más que e! Estado"), en Válor, 4 de ju­
lio de 2000. De acuerdo a un estudio conducido por el Banco Interamericano de Desa­
rrollo, e! costo anual de la violencia en Brasil puede alcanzar los 65 millones USo.

17 Información sobre e! número de reclusos no estaba al momento disponible en Brasil.
Agradezco a Fernando Salla de! Núcleo de Estudios de la Violencia de la Universidad
de Sao Paulo por haberme proveído los datos presentados en este texto. Las fuentes son
IBGE (1972), la publicación Revista do Conselho Nacional de Política Criminal e Peniten­
ciária,Vol. 1, N° 2 (1994) Y la revista semanal Veja, 23 de febrero de 2000.



Restan por responder algunas preguntas sobre si el cr -cimiento de
la inversión en seguridad pública y privada ha sido exce: lVO, suficien­
te o insuficiente en relación al control del crimen y el n antenimien­
to de la ley y el orden. Sin embargo, si se examinan las est dísticas que­
da claro que estas inversiones no han provocado una redu ción del cri­
men violento.

En Brasil, a pesar del crecimiento en el número de ag .ntes policia­
les y guardias municipales -de 339.900 en 1985 a 494. l62 en 1995
(45,4%)- la tasa de homicidios incrementó de 14,9/100 mil en 1985
a 23,9 en 1995 (60,4%). En el Estado de Sao Paulo, a pes; r del aumen­
to en el número de agentes de la policía, de 71.032 en 1~ 32 a 116.564
en 1998 (64,1%), la tasa de homicidios subió de 16/10C mil en 1982
a 36,1 en 1996 (125,6%).

Grupos conservadores argumentan que la inversión e l servicios de
seguridad no ha sido suficiente para contener el crecim ento del cri­
men y la violencia. También sostienen que el control del lelito requie­
re no sólo de inversié n adicional en servicios de seguric ad, sino tam­
bién de la expansión de la autoridad y el poder de la pI licía, la justi­
cia penal, y, de ser necesario, de las fuerzas armadas, par mantener el
orden y hacer cumplir la ley.

Grupos de izquierda argumentan que la inversión e L servicios de
seguridad es demasiado alta y que, para controlar el crii .ien y la vio­
lencia, es necesario hacer cambios en las políticas econó: aicas y socia­
les que puedan reducir la pobreza y la desigualdad. De de esta pers­
pectiva, las políticas eocnómicas y sociales que se han e ifocado en el
proceso de estabilización económica han debilitado el iiipacto de los
servicios de seguridad y han fomentado condiciones fav! .rables para el
crecimiento del crimen y la violencia.

Grupos del centro del espectro político argumenta r, en cambio,
que el problema no es tanto la magnitud de la inversiói, sino la cali­
dad de los servicios de seguridad. En particular, defiende l que para re­
ducir el crimen y la violencia se necesita mejorar la ca] dad de la se­
guridad y reformar los servicios de justicia penal. Adíci onalmente, se
debe extender el acceso a estos servicios y asegurar que .os mismos se
manejen con responsabilidad y obediencia ante la ley, la comunidad y
la ciudadanía. Este debate político es muy importante.



No obstante, el problema del crecimiento del crimen y la violen­
cia se mantiene, ya sea como consecuencia de desigualdades económi­
cas y sociales, servicios de seguridad insuficientes e inadecuados, y I o
la diseminación de drogas y armas. Es también el resultado de la in­
certidumbre política y los conflictos institucionales no resueltos du­
rante la transición del autoritarismo a la democracia. Estos factores so­
cavan los esfuerzos para mejorar la calidad de los servicios de seguri­
dad y justicia penal.

Incertidumbre política y conflicto institucional

Desde la transición a la democracia en el Brasil se ha generado gran
incertidumbre en cuanto a la estructura del sistema público de segu­
ridad. Este desconcierto se centra particularmente en los roles del go­
bierno federal, los gobiernos estatales, los gobiernos municipales, la so­
ciedad civil y el sector privado en el control y prevención del crimen.
La Constitución Federal de 1988 promovió cambios muy limitados en
torno a la estructura del sistema de seguridad pública establecida bajo
el régimen autoritario. Ha habido, sin embargo, una resistida, refutada
pero progresiva, tendencia hacia la reforma y la descentralización del
sistema de seguridad pública. Esta reforma incluye:

La limitación del rol de las fuerzas armadas y la expansión del rol
de las fuerzas policiales en la garantía de la seguridad pública (Mes­
quita Neto 1999d, 2ÜÜla).

La adopción de modelos de policía comunitaria por parte de la po­
licía militar en los estados federales (Mesquita Neto 1999b; Muniz
et al. 1997).

La creación de guardias municipales.

! La expansión de los servicios de seguridad privada.

I48 ~ El proceso de descentralización ha contribuido a la disminución de la
~ brecha entre los proveedores de servicios de seguridad y las comuni-



dades o ciudadanos/as que usan y pagan por estos serv cios. También
ha incrementado las inconsistencias entre la Constituci m Federal de
1988 y la estructuralfuncionamiento del sistema público de seguridad.
El resultado es una intensificación del conflicto que exist ~ sobre las re­
glas constitucionales que norman la estructura/funcional liento del sis­
tema de seguridad pública. Algunos de estos aspectos co iílictivos son:

Hay grupos que defienden la expansión y grupos qu : defienden la
limitación del rol de las fuerzas armadas en la seguri lad pública.

Hay grupos a favor y otros en contra de la creación de una guar­
dia nacional.

Hay grupos a favor y otros en contra de la unificaci m de la poli­
cía militar y la po licía civil.

Hay grupos a favor y grupos en contra del desarrolk de la policía
comunitaria.

Hay grupos a favor y otros en contra de la expansiói de los servi­
cios de seguridad privada.

Estos conflictos debilitan e ilegitiman las reglas constit icionales que
rigen la estructuralfuncionamiento del sistema de segu idad pública.
Provocan que sea más dificil, si no imposible, que los oí ciales guber­
namentales y las autoridades policiales autoricen la imple nentación de
reglas y ejercicios de control sobre los servicios de segt ridad, asegu­
rando su efecitividad, eficiencia, imparcialidad, respons: bilidad y re­
ceptividad ante a la ley, la comunidad y la ciudadanía.

Desde el periodo de transición a la democracia, la i icertidumbre
política y el conflicto institucional en el tema de la segi ridad pública
no están directamente relacionados con el crecimiento d J crimen y la
violencia. Son, sin embargo, grandes obstáculos para el pI rceso de me­
joramiento de la calidad de los servicios de seguridad, ( ue son esen­
ciales para el control y la prevención del crimen y la vic lencia.
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Prospectos para el futuro

La investigación ha demostrado que existen múltiples factores que
contribuyen al aumento del crimen y la violencia en Brasil. El proble­
ma del control del delito y la conflictividad social no puede ser resuel­
to tan sólo a través de la reducción de las desigualdades económicas
y/o el aumento de la capacidad de los estados para penalizar acciones
violentas e ilegales. Es indispensable mejorar la calidad de los servicios
de seguridad y justicia penal, así como su responsabilidad y receptivi­
dad ante la ley, la comunidad y los ciudadanos/as. Los centros de in­
vestigación y las ONG -especialmente en Sao Paulo, Río de Janeiro,
Minas Gerais y Río Grande do Sul- han intensificado su apoyo a la
reforma para mejorar la calidad e incrementar la transparencia de es­
tos servicios. Como respuesta a este movimiento, el gobierno federal
anunció el Programa Nacional de Derechos Humanos en 1996 y el
Programa de Seguridad Pública en el año 2000\8.

Aunque estos programas son extremedamente importantes, repre­
sentan los primeros pasos en un proceso de cambio de largo aliento.
Cabe mencionar que la opinión pública, los gobiernos estatales, la en­
tidad judicial y la legislativa se han dividido y han brindado un redu­
cido apoyo a la reforma de servicios de seguridad y justicia criminal.
Queda por descubrir si estos programas, con la ayuda del gobierno fe­
deral, centros de investigación y ONG, serán capaces de reducir el ni­
vel de incertidumbre política y conflicto institucional, así como pro­
mover la reforma y mejorar la calidad de los servicios de seguridad. Es
posible, no obstante, que no sean capaces de superar la incertidumbre
política ni los conflictos inter-institucionales, dos obstáculos que han
debilitado las políticas y los programas gubernamentales desde la tran­
sición a la democracia.

50
18 Ambos programas están disponibles en la página web del Ministerio de Justicia:

www.mj.gov.br. Sobre el Programa Nacional de Derechos Humanos, ver Pinheiro y
Mesquita Neto (1997,1998,1999).



E
n Brasil, particularmente en las décadas de 1980 '1990, el cri­
men, la violencia y la inseguridad, intensificados oor el crimen
organizado, tráfico de drogas, contrabando de ar: [las y corrup­

ción, pasaron a ser parte de la cotidianidad de los centro urbanos bra­
sileños, principalmente en las áreas llamadas periféricas J desprovistas
de los servicios esenciales para la convivencia ordenada, 1 acífica y tran­
quila entre individuos y colectividades.

Dentro de este ct.adro, crecieron las demandas socia] es por seguri­
dad y las inversiones gubernamentales en políticas de se, uridad públi­
ca, así como en las policías federales y estatales y en las guardias mu­
nicipales, que son, de acuerdo con la Constitución Fedei 11 de 1988, las
organizaciones responsables por la seguridad pública.

El resultado limitado, o por lo menos por debajo de las expectati­
vas, de estas políticas e inversiones, desde el punto de vis a de la reduc­
ción del crimen, la violencia y la inseguridad, es cense. uencia de di­
versos factores. Existen deficiencias en la formulación é implementa­
ción de las políticas. ::-Iay, aún, deficiencias en la forma ( omo las orga­
nizaciones responsables por la seguridad pública prest, n su servicio.
Existen también problemas estructurales que aquejan a la sociedad
brasileña, entre ellos la exclusión y marginalización eco iómica, social
y cultural de amplios segmentos de la población.

Sin minimizar la importancia de estos factores, este .apítulo llama
la atención sobre un problema teórico-conceptual que lificulta, en la
práctica, la reducción del crimen y la violencia y el aun ento de la se-

Texto publicado originalmente como: "Seguranca Pública", en S, "(a-Feira, N° 8, p.
238-244. Sao Paulo: Editora 34. 2006. 51
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guridad en los centros urbanos. Las políticas e inversiones en el área de
seguridad pública no producen los resultados esperados, en parte, de­
bido al hecho de que los responsables de estas políticas e inversiones
comprenden poco o nada, y dan poca o ninguna importancia a la ra­
zón de ser de las políticas e inversiones en seguridad pública.

"Seguridad pública" es un concepto ambiguo, utilizado con signi­
ficados diferentes y a veces conflictivos.

Seguridad pública puede significar una condición o situación de
hecho, de convivencia ordenada, pacífica y tranquila, en una determi­
nada comunidad o sociedad. En este sentido, seguridad pública es la fi­
nalidad u objetivo de un conjunto de acciones realizadas por un con­
junto de individuos, grupos u organizaciones, que pueden ser agentes
públicos, privados y/o comunitarios.

En sociedades modernas más complejas y con organizaciones esta­
tales diferenciadas y especializadas el concepto de seguridad pública
pasó a significar una de las funciones del Estado. Específicamente, el
concepto pasó a indicar el conjunto de acciones dirigidas a asegurar la
convivencia ordenada, pacífica y tranquila de los individuos, grupos y
organizaciones de la sociedad, realizadas por agentes públicos especia­
lizados (policías y guardias) con mayor o menor grado de profesiona­
lización. En este sentido, el concepto de seguridad pública pasó a ser,
de manera creciente, utilizado en contraposición al concepto de segu­
ridad privada, en la medida que el primero se refiere a la seguridad
provista por agentes públicos y, el segundo, a la seguridad provista por
agentes privados.

En regímenes democráticos, el concepto de seguridad pública
tiende a hacer referencia principalmente a la garantía de los derechos
de la ciudadanía, particularmente a la vida, a la libertad y a la igual­
dad de todos ante la ley, elementos fundamentales del "Estado de
Derecho". En regímenes autoritarios, al contrario, el concepto de se­
guridad pública tiende a hacer referencia principalmente a la garan­
tía de la ley y del orden público al interior del Estado, siendo mu­
chas veces asociado al concepto de "seguridad interna", por oposi­
ción a la "seguridad externa", las dos caras del concepto de "seguri­
dad nacional".
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En Brasil, y en otros países de América Latina en lo que se esta­
blecieron regímenes autoritarios en las décadas de 19f O Y 1970, el
concepto de seguridad pública adquirió una connotae ón negativa,
siendo asociado al concepto de seguridad interna y seg iridad nacio­
nal. Pasó a indicar la seguridad del Estado o del gobierr o, más que la
seguridad de ciudadanos y ciudadanas. Por esta razón, el la secuencia
de los procesos de transición a la democracia, en las dé, Idas de 1980
y 1990, ganó fuerza en la región, particularmente en los oaises de len­
gua española, el concepto de "seguridad ciudadana" en oposición al
concepto de seguridad pública, que tendría una connot ción positiva
e indicaría la prioridad de la seguridad de la ciudadanía y no del Es­
tado o del gobierno.

La Constitución Federal de 1988 conocida como' Constitución
Ciudadana" constituye un marco importante en el proc -so de transi­
ción del régimen autoritario al régimen democrático en Brasil.Al ela­
borar la Constitución de 1988 el Congreso Constituye rte introdujo
varios cambios en la Constitución de 1967. Uno de ello fue la elimi­
nación de la sección de la Constitución de 1967 dedica, a a la "Segu­
ridad Nacional" (artículos 89 a 91) y la introducción, e 1 su lugar, de
una sección dedicada al "Consejo de la República y C, nsejo de De­
fensa Nacional" (también artículos 89 a 91). La Constin ción de 1988
innovó también, al introducir un título dedicado a la "D -fensa del Es­
tado y de las Instituciones Democráticas" que incluye tre capítulos re­
ferentes al "Estado de Defensa y Estado de Sitio" (artícul >s 136 a 141),
a las "Fuerzas Armadas" (artículos 142 y 143) y a la "Se¡: .rridad Públi­
ca" (artículo 144).

No obstante, el destino constitucional de las fuerzas .rrnadas cam­
bió muy poco entre 1967 y 1988. La Constitución de 1967 estable­
cía que "las fuerzas armadas se destinan a defender la Pa ria ya garan­
tizar los Poderes constituidos, la ley y el orden" (artícu o 92, párrafo
1). La Constitución de 1988 dice, a su vez, que las fuerz s armadas "se
destinan a la defensa de la Patria, a la garantía de los poe eres constitu­
cionales y, por iniciativa de cualquiera de éstos, de la le) y del orden"
(artículo 142). Sin embargo, en 1967 las fuerzas armada eran tratadas
como instrumentos de defensa de la "seguridad nacion il" y, en 1988
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pasaron a ser tratadas como instrumentos de "defensa del Estado y de
las instituciones democráticas" junto con las policías federales, las po­
licías estatales y las guardias municipales.

La policía militar y los cuerpos de bomberos militares son consi­
derados en la Constitución de 1988, al igual que en la de 1967, como
"fuerzas auxiliares, reserva del Ejército". En 1967, sin embargo, la po­
licía militar tenía como misión "mantener el orden y la seguridad in­
terna en los Estados, en los Territorios y en el Distrito Federal" (artí­
culo 13, párrafo 4).Ya en la Constitución de 1988, incluida en el ca­
pítulo referente a la seguridad pública, la policía militar pasó a tener
como misión "el patrullaje extensivo y la preservación del orden pú­
blico" (artículo 144, párrafo 5). Los cuerpos de bomberos militares,
por su parte, pasaron a tener como misión "la defensa civil" (artículo
144, párrafo 5)2.

En la historia reciente del país, por lo tanto, ganó fuerza el concep­
to de "seguridad pública", que sustituye a los conceptos de "seguridad
interna" y de "seguridad nacional". Es como si los conceptos de "se­
guridad interna" y "seguridad nacional" estuviesen asociados al auto­
ritarismo y el concepto de "seguridad pública" estuviese asociado a la
democracia, y el cambio constitucional reflejase o promoviese un
cambio en la naturaleza, estructura y funciones de las fuerzas armadas
y las organizaciones policiales, acompañando los cambios del régimen
político. Sucede, sin embargo, que esta asociación no es automática.

La Constitución Federal de 1988 adoptó el concepto de "seguri­
dad pública" pero de forma ambigua e imprecisa. Estableció en el ar-

2 La modificación referente a! destino de la policía militar en la Constitución de 1988,
sin embargo, no trajo grandes cambios en relación a lo establecido durante e! régimen
autoritario por e! Decreto-Ley 667 de 1969. Según este decreto, la policía militar tenía
como misión e! "mantenimiento de! orden público y la seguridad interna" y la com­
petencia para "ejecutar con exclusividad, exceptuando las misiones peculiares de las
fuerzas armadas, e! patrullaje extensivo, uniformado, planificado por la autoridad com­
petente, a fin de asegurar el cumplimento de la ley, e! mantenimiento de! orden públi­
co y e! ejercicio de los poderes constituyentes". El Decreto-Ley 667, de! 27 de julio de
1969, cuya redacción fue alterada, pero no de forma sustancia!, por los decretos
1.07211969 y 2.010/1983, tenía como base e! Acto Instituciona!5, de! 13 de diciem­
bre de 1968.
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tículo 144 que "la seguridad pública, deber del Estado, c erecho y res­
ponsabilidad de todos, es ejercida para la preservación ( el orden pú­
blico y de la incolumnidad de las personas y del patrirr: onio, a través
de los siguientes órganos: 1- policía federal; II- policía J ederal de ca­
rreteras; III- policía ferroviaria federal; IV- policías civil -s: V- policías
militares y cuerpos de bomberos militares".

De acuerdo con la Constitución de 1988, la seguric ad pública es
una función de orgarizaciones estatales especializadas, e pecíficamen­
te de la policía y el CJerpo de bomberos, dirigida hacia la protección
del orden público, las personas y el patrimonio. Queda ( laro la inten­
ción de distinguir "seguridad pública" y "seguridad priv da" a medida
que la seguridad pública es definida como una función de organiza­
ciones estatales. Pero es aún confuso lo que la segurida. pública dice
respecto de la función prioritaria de la protección del E .tado, del go­
bierno o de los ciudadanos y las ciudadanas. Es como si a transición a
la democracia no hubiese sido completa, y las organizac ones estatales
responsables por la seguridad pública pasasen a dedican ~ a la protec­
ción de la ciudadanía, pero sin dejar de lado su funció: principal de
protección del Estado o del gobierno.

Frente a esta confusión conceptual y ambigüedad e onstitucional,
grupos y organizaciones comprometidos con la consoli lación y per­
feccionamiento de la democracia brasileña, con el objeti 'o de promo­
ver reformas en el sistema y en las políticas de segurida 1pública, co­
menzaron a utilizar el concepto de "seguridad ciudadan L",en sustitu­
ción del concepto de "seguridad pública".Y al referirse 1 la seguridad
de ciudadanos y ciudadanas en áreas urbanas, utilizaron t . concepto de
"seguridad urbana", también en oposición al concepto Ie "seguridad
pública". Otro concepto utilizado es el de "defensa soci rl".

El problema es qt:e esta sustitución de un concepto 'or otro no es
suficiente ni necesaria para promover cambios en el si: :ema y en las
políticas de seguridad pública. Poco puede contribuir, la compren­
sión y resolución del problema del crimen, la violencia y la inseguri­
dad, del crecimiento del crimen organizado y de la con upción en los
centros urbanos.Al contrario, puede aumentar la confusi in conceptual
y política tornando aún más dificil el pretendido proce o de cambio. 55



Más aún, esa sustitución conceptual mantiene la idea de que la segu­
ridad pública, ciudadana o urbana es esencialmente una función de
agentes públicos y no de agentes privados -idea ésta que no corres­
ponde a los hechos y, más específicamente, a los cambios en los siste­
mas y políticas de seguridad pública en la sociedad contemporánea.

En lugar de la producción de nuevos conceptos, tal vez la mejor
estrategia para reformar sistemas y políticas y promover la seguridad
pública, sea rescatar el significado de este concepto en regímenes de­
mocráticos.Asociarlo prioritariamente a la garantía de los derechos de
la ciudadanía, particularmente la vida, la libertad y la igualdad de to­
dos ante la ley, y no al mantenimiento de la ley y el orden público.

Sin embargo, esta estrategia parece ser insuficiente frente a las limi­
taciones y, en algunos casos, la crisis de los servicios de seguridad pú­
blica, el crecimiento de los servicios de seguridad privada y comuni­
taria, y las múltiples y diversas combinaciones de servicios públicos,
privados y comunitarios en las sociedades contemporáneas. En este
nuevo contexto, tal vez la mejor estrategia para promover la seguridad
pública sea entendiéndola no simplemente como una función del Es­
tado, realizada por agentes públicos, sino también como una condición
o situación de hecho de convivencia ordenada, pacífica y tranquila, en
una determinada comunidad o sociedad. En este sentido, seguridad
pública sería la finalidad u objetivo de un conjunto de acciones reali­
zadas por un conjunto de individuos, grupos u organizaciones, que
pueden ser agentes públicos, privados y/o comunitarios, teniendo en
cuenta, sobretodo, la garantía de los derechos de ciudadanos y ciuda­
danas, particularmente la vida, la libertad, y la igualdad de todos ante
la ley. Es una estrategia osada, quizás radical, pero frente a la crisis de
la seguridad pública, vale la pena por lo menos discutirla seriamente.



111. Haciendo y midiendo el pro ~reso

E
l objetivo de este capítulo es presentar algunas deas sobre la
definición de objetivos y la construcción de in, icadores para
hacer y medir progresos en el área de seguridad 1ública. No se

trata de prescribir un conjunto particular de objetivos e indicadores, a
pesar de hacerlo, de forma aún preliminar, para promove el debate. Se
trata principalmente de señalar la importancia de la defi iición de ob­
jetivos y la construcción de indicadores para el mejoram ento de la se­
guridad pública. Los progresos en las áreas de la econoi iía, la salud y
la educación no han ocurrido por casualidad, o simple: aente por un
aumento en las inversiones, resultaron más bien de pro. esos de largo
plazo con ensayos, errores y aciertos, que tuvieron come componente
importante la definición de objetivos y la construcción ( e indicadores
para medir el progreso en cada área.

Antecedentes

La crisis de la seguridad pública que vivió el Estado d Sao Paulo a
partir del día 12 de mayo de 20062

, además de sorpren< er a las auto-

Texto publicado originalmente como: "Fazendo e medindo progre so em seguran~a

pública", en PraiaVerme/ha, N° 14-15, p. 184-196. Río de ]aneiro: l niversidad Estatal
de Río de ]aneiro. 2005.

2 El 12 de mayo de 2006 marca el inicio de una ola de violencia prop ciada por una se­
rie de ataques contra funcionarios y autoridades públicas del Estado le Sao Paulo. Di­
chos actos fueron coordinados por una organización criminal cono, ida como Primer
Comando de la Capital (PCC), en repudio a la transferencia de 765 oresos vinculados
a esta organización a la Penitenciaria 2, de Presidente Venceslau. Los .icesos estuvieron 57



ridades, provocó una gran perplejidad ante las políticas de seguridad
pública, justicia penal y administración carcelaria implementadas en
este estado, en muchos aspectos semejantes a las políticas adoptadas en
otros estados del país. ¿Cómo es posible que un estado en que hubo
una reducción de la tasa de homicidios por seis años consecutivos, que
se creía estaba siendo capaz de vencer la lucha contra el crimen y la
violencia, pasa repentinamente a ser mirado como un estado en crisis,
un estado donde las autoridades gubernamentales son incapaces de
mantener la ley y el orden, y de garantizar la vida, la libertad y la se­
guridad personal de la ciudadanía, inclusive la de sus propios agentes?

La particularidad de esta crisis, en relación a las ocurridas en el pa­
sado en Sao Paulo, Río de Janeiro y otros estados del país, no es si­
quiera su intensidad y grado de violencia y la incapacidad por parte
del poder público de dar respuestas efectivas a los ataques de sus pro­
pios agentes. El cambio más importante se observa en que esta crisis
suscitó una parálisis política, en lugar de generar nuevas propuestas de
reforma de las políticas y organizaciones de la seguridad pública, co­
mo ocurrió en crisis anteriores: Carandirú en Sao Paulo (1992), Can­
delaria y Vigário Geral en Río de Janeiro (1993), Corumbiara (1995),
El Dorado dos Carajás en Pará (1997), Favela Naval en Diadema
(1997), huelgas de la policía en trece estados brasileños (1997), secues­
tro del ómnibus 174 en Río de Janeiro (2000), Operación Castelinho
en Sao Paulo (2002) y N ova Iguacu en la Baixada Fluminense (2005).

Desde la transición a la democracia, diversas propuestas de reforma
en el área de seguridad pública fueron presentadas en el país, incluyen­
do: a) propuesta de la Comisión Provisional de Estudios Constitucio­
nales, presentada al Congreso Constituyente que se reunió entre 1987
y 1988; b) propuestas de enmienda constitucional para alterar el artí­
culo 144 de la Constitución Federal, del diputado Hélio Bicudo
(1991) y del gobernador Mário Covas (1997); c) Ley 9.299, del 7 de
agosto de 1996 (Iusticia Militar), y Ley 9.455, del 7 de abril de 1997
(Tortura); d) presentación del documento Medidas Minimas para Refor-
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acompañados de una serie de amotinamientos en diversas cárceles del estado y final­
mente conllevaron a enfrentamientos entre la policía y el PCC, paralizando a la ciudad
de Sao Paulo y dejando un saldo de más de 150 muertos.



ma da Seguranca Pública, por parte de la Comisión Gre ~ori en 1997
(Ministério da justica 1997a); e) Plan Nacional de Segr :idad Pública
y Fondo Nacional de Seguridad Pública en el año 2000, r; f) Plan Na­
cional de Seguridad Pública-Arquitectura del Sistema Ú rico de Segu­
ridad Pública en 2003. Además de las propuestas de refe rma de la se­
guridad pública que integran el Programa Nacional de 1 lerechos Hu­
manos de 1996 y 2002, así como el Plan de Acciones p ra la Preven­
ción y Control de Torturas del año 20053 (ver también, 1 capítulo IX
de este volumen).

Posterior a la crisis de Sao Paulo, con la aproximacié n de las elec­
ciones para autoridades estatales y federales en octubre de 2006, los
debates y propuestas para el área de seguridad pública parecen sim­
plemente repetir las discusiones de elecciones y crisis pasadas: rees­
tructuración de la Secretaría Federal para asuntos de se~ uridad públi­
ca y eventualmente 11 creación de un ministerio; reestr rcturación de
la Secretaría Estatal responsable de la seguridad públic ; cambios le­
gislativos; mayor articulación con y entre Ministerio I úblico, Poder
Judicial, Administración Carcelaria, Defensoría Pública 'sociedad ci­
vil. Sin nunca olvidar las inversiones en políticas econó nicas, sociales
y culturales de prevención y, naturalmente, en el increrr ento, califica­
ción y valorización elel efectivo policial, así como en e equipamien­
to de la policía.

¿Por qué estas propuestas con inevitables variaciones de un partido
a otro, de un estado a otro, se repiten en cada elección? Para algunos,
porque son propuest;;s de acción capaces de producir m. joras en la se­
guridad pública. Pan otros, porque aunque puedan pn ducir avances
en la seguridad pública nunca son efectivamente imple nentadas des­
pués de las elecciones. El debate es importante, pero par :e del supues­
to de que el objetivo de estas propuestas es conocido po: todos: el me­
joramiento de la seguridad pública. Sorprendente o COI: zenientemen­

te pocos candidatos y gobernantes se arriesgan a decir: ) que entien-

3 A esta lista deben ser s.ñadidas las propuestas presentadas por gobier lOS estatales y or­
ganizaciones no gubernamentales en los diversos estados de la fed ración, referentes
particularmente a proyectos de defensorías del pueblo, policía comun taria, veedurías de
resultados y control de la violencia policial,



den por "mejorar la seguridad pública", es decir, cuales serían de he­
cho los objetivos de la política de seguridad pública de su gobierno.

El problema radica en que, sin la definición y presentación de ob­
jetivos claros para las políticas de seguridad pública, no es posible cons­
truir indicadores que permitan medir y evaluar objetivamente el pro­
greso realizado en relación a los objetivos declarados por los gober­
nantes y los resultados esperados por la sociedad. Lo que es un proble­
ma para la mayor parte de la sociedad puede tornarse en beneficioso
para los malos gobernantes, en la medida en que éstos eluden que su
gobierno sea evaluado objetivamente por sus competidores y por la
sociedad.

Objetivos e indicadores

Existe desde hace algunos años un movimiento en el área de los de­
rechos humanos y de la gobernabilidad democrática, incluyendo la
gobernabilidad de la seguridad y de la justicia, favorable al desarrollo
de indicadores para medir progresos y evaluar impactos de políticas,
organizaciones y programas o acciones en relación a determinados ob­
jetivos'.

Un indicador es una medida que ayuda a "responder la pregunta
sobre cuánto, o si efectivamente, se está logrando progresar hacia un
objetivo determinado" (definición de USAID citada en Vera Institute
of Justice 2003:2)'. En este sentido, la definición de objetivos clara­
mente es un presupuesto para la definición de indicadores. Por lo tan­
to, la definición de indicadores depende de la disponibilidad de datos
e informaciones que permitan "medir" progresos en relación a objeti­
vos determinados.
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Ver, por ejemplo: Carr Center for Human Rights Policy (2005); Landman (2004); Me­
tagora (200Sa, 200Sb); Spink (2000); UNDP (2006a, 2006b). En portugués ver: Belloni,
Costa y Magalháes (2001); Draibe (2001); Sessions (2001); Spink (2001). Agradezco a
Guilherme de Almeida y Paula Poncioni por la indicación de algunos de estos textos.
Agradezco a Christopher Stone por haberme señalado este texto, que es una referencia
en el área de monitoreo y evaluación de progresos en el sector de seguridad y justicia.
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En el área de seguridad pública desde hace mucho iempo, y re­
cientemente en muchos lugares, es frecuente confundir los objetivos
de la política de seguridad pública con las metas de la pe licía, como si
todo lo referente a la seguridad pública fuera responsabil :lad de la po­
licía y viceversa. La principal consecuencia de esta confisión es la no
responsabilización de los gobernantes por los resultados de la política
de seguridad pública, lo mismo que ocurre en relación; la policía en
lo que concierne al rol que ella efectivamente desempeñ o puede de­
sempeñar en la política de seguridad pública.

Los objetivos de 11 policía y los de los programas y cciones de la
institución, también son objeto de equivocación. En esn caso, la con­
secuencia es la no responsabilización de los dirigentes de la policía por
el progreso hacia los objetivos de la organización y la ne responsabili­
zación de los gerentes y operadores por los resultados ( e sus progra­
mas y acciones.

Los objetivos de la política de seguridad pública son 1 ecesariamen­
te más amplios que los de la policía, que se insertan o d .ben insertar­
se en el contexto deaquella. Los objetivos de ésta, a su ' ez, son nece­
sariamente más amplios que los relativos a programas y icciones de la
policía, que se insertan o deben insertarse en el cante: to de los ob­
jetivos de la policía y de la política de seguridad públic. .

De forma simplif cada, podríamos identificar y clasi icar estos ob­
jetivos en tres categorías: a) objetivos políticos: de las p rlítícas de se­
guridad pública; b) objetivos organizacionales: de las ( rganizaciones
policiales, y; c) objetivos operacionales: de los progran as y acciones
de las organizaciones policiales y de otras organizacio les, guberna­
mentales y no gubernamentales, involucradas en la po. .tica de segu­
ridad pública.

A partir de una discusión de los objetivos de las pol ticas de segu­
ridad pública y de la policía, este capítulo procura avar lar en el per­
feccionamiento dichas políticas a través de la construcc ón de indica­
dores capaces de medir el progreso en relación a objetiv )s específicos.

w

~61



Políticas de seguridad públíca

En Brasil, los objetivos tradicionales de las políticas de seguridad han
sido: mantener la ley y el orden, preservar la vida, la libertad y la segu­
ridad de las personas. Sin embargo, se puede hablar, más específica­
mente, de reducir la incidencia de delitos, particularmente de críme­
nes violentos que resultan en muerte, pérdida o restricción de la liber­
tad y daños a la integridad física y patrimonial de las personas (en nú­
mero absoluto o por 100 mil habitantes).

La constatación de que la victimización por crímenes y violencias
no es homogénea, pues varía en función de áreas geográficas, situacio­
nes localizadas, grupos sociales específicos (de edad, género, raza/co­
lor, nivel de ingreso/renta etc.), llevó a discusiones sobre la incorpo­
ración de la reducción del crimen, la violencia y la inseguridad en de­
terminadas áreas, situaciones o grupos sociales, como objetivos de po­
líticas de seguridad pública.

La comprobación de que la proliferación de ambientes en que se
instaura el desorden y se diseminan crímenes no violentos y contra­
venciones aumenta el riesgo de crímenes violentos y letales, también,
provocó el debate acerca de la incorporación de políticas que se plan­
tearan reducir el delito no violento y las contravenciones como meta
a lograr en las políticas de seguridad pública.

La promoción de la seguridad de las personas, asociada a la reduc­
ción del miedo y la inseguridad y a la mej ora de la calidad de vida, fue
incorporada más recientemente como un objetivo adicional más am­
plio de las políticas de seguridad pública, a partir de la constatación de
que la experiencia y la percepción de las personas no están necesaria­
mente correlacionadas.

Se establece así, gradualmente, una diferenciación entre dos macro­
concepciones de seguridad pública que frecuentemente no son expli­
citadas y, menos aún, compartidas por el gobierno, la policía y la so­
ciedad. Son concepciones contradictorias y pueden por lo tanto coe­
xistir, combinarse e incorporarse de diferentes formas en políticas de
seguridad pública. Pero son concepciones conflictivas o divergentes
que apuntan a estrategias igualmente disímiles de mejoramiento de la
seguridad pública.
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Por un lado, tenemos una concepción más tradicion 1, que podría

ser denominada "rnin.malista", según la cual se establece .ma ecuación

entre la mejora de la seguridad pública y la reducción de crímenes,
contravenciones y/o violencias en la comunidad o .ociedad. De

acuerdo a esta concepción, la reducción de crímenes, co itravenciones

y/o violencias sería condición necesaria y suficiente, o ior lo menos

prioritaria, para mejorar la seguridad pública. El objeto de la política

de seguridad pública son los crímenes, contravenciones y violencias,

no las personas a ellos expuestas directa o indirectamente en condición
de víctimas, agresores testigos, familiares, miembros de a vecindad o

de la comunidad, etc.

Por otro lado, una concepción más innovadora, que: .odria llamar­
se "rnaximalista", considera que existe una ecuación entr : la mejora de

la seguridad pública :r la reducción del miedo y la insej uridad y/o el
aumento de la calidad de vida de las personas en la cor umidad o so­
ciedad. La reducción de crímenes, contravenciones y/o violencias se­

ría aún, de acuerdo con este pensamiento, condición nec -saria pero no

suficiente o prioritaria, para la mejora de la seguridad ¡: ública. En es­

te sentido, el objeto de la política de seguridad pública .on las perso­
nas expuestas directa o indirectamente a crímenes, con ravenciones y
violencias (Adorno, Cardia y Poleto 2003; Cardia y . .chiffer 2002;
Mesquita Neto 2006).

En este cuadro, aún se presta poca atención a la redi cción del cri­

men y del miedo o de las inseguridades generadas p lr los propios

agentes de seguridad pública que incluyen pero no se Imitan a los y
las policías. Del mismo modo, no se toma en cuenta 1; necesidad de
mejorar la imagen de los agentes de seguridad pública y aumentar la

confianza que la población deposita en estos profesional es,así como la

colaboración que les prestan. El cuadro es diferente en 1 aíses donde se
reconoce que estos son componentes fundamentales de los problemas
de seguridad pública, del incremento del crimen y de L violencia, in­
clusive del crimen organizado, del miedo y de la insegu idad de la po­

blación, y de su relación con las autoridades gubernam entales (Ador-

no et al. 2006). 63



Cualquiera de estos objetivos son demasiado amplios para que
puedan ser logrados exclusivamente a través de programas y acciones
policiales. No pueden, por lo tanto, ser considerados objetivos de la
policía y mucho menos de programas o acciones policiales específicos.
Son objetivos de políticas de seguridad pública.

A partir de una definición de objetivos de la política de seguridad
pública, como por ejemplo, la reducción de los crímenes violentos o fa­
tales, del miedo y de la inseguridad, o la mejora de la calidad de vida de
la población, es posible iniciar un proceso de discusión y construcción
de indicadores para medir el progreso en dirección a estos objetivos.

Si la meta es la reducción de crímenes violentos, por ejemplo, es
importante definir, en primer lugar, qué tipo de crímenes violentos se­
rán utilizados como indicadores: los que resultan en muerte, aquellos
que al contrario no llevan a la muerte, o una combinación de ambos.
En el primer caso, posibles indicadores son: homicidio, lesión corpo­
ral seguida de muerte, robo seguido de muerte, extorsión mediante se­
cuestro seguido de muerte, estupro seguido de muerte, tortura segui­
da de muerte, etc. En el segundo caso, son indicadores probables, por
ejemplo: tentativa de homicidio, lesión corporal, robo, extorsión me­
diante secuestro, estupro, tortura, privación arbitraria de libertad, etc.
Sin embargo, para la definición de los objetivos e indicadores a ellos
relacionados es fundamental verificar sobre que crímenes existen o
pueden producirse informaciones confiables para la construcción de
indicadores.

En el caso de los homicidios, por ejemplo, los registros de ocurren­
cias delictivas de la policía y los registros de óbito, del sector salud,
pueden ser fuentes de datos para la construcción de indicadores. En el
caso del robo de vehículos, los registros de ocurrencias delictivas son
también una fuente de datos importante, lo que no ocurre con regis­
tros de otro tipo de robos cuya tasa de subregistro es conocidamente
elevada. En el caso del robo a residencias, robo en calles y áreas públi-

~ cas, lesiones corporales, estupro, tortura, etc., además de muchos otros
'1.
~ crímenes violentos y principalmente no violentos, la mayor fuente de
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1datos para la construcción de indicadores son las investigaciones de
l' victimización -aún no producidas regularmente en Brasil.



Lo mismo ocurre si el objetivo es la reducción del] riedo y la in­
seguridad y/o la mejora de la calidad de vida de la pob ación. Es im­
portante definir qué mdicadores serán utilizados para mi dir el progre­
so en relación a estos objetivos: inseguridad/calidad de , ida en la resi­
dencia, en la familia, en el barrio, en la vía pública, en Teas públicas,
en la escuela, en el trabajo, de día, de noche, etc. En este caso, las fuen­
tes de datos para la construcción de indicadores no pue len ser los re­
gistros de ocurrencias delictivas, pero sí, investigacione ; de opinión;
grupos focales; entrevistas con especialistas, líderes corm nitarios o pe­
queños grupos, o estableciendo preferencias por casas, a -artamentos o
condominios; frecuencia en vías y áreas públicas; frecue .cia en activi­
dades diurnas y nocturnas, etc.

Organizaciones policiales

Como ya ha sido señalado, en Brasil hay tres tipos prir cipales de or­
ganizaciones policiales: la policía federal, la policía civil) la policía mi­
litar. Cada una de ellas tiene objetivos específicos, de al uerdo con su
naturaleza y misión. Este análisis focaliza los objetivos l ue son o de­
ben corresponder a las organizaciones policiales indepe adiencementc
de su naturaleza y msión.

Tradicionalmente, cuando se habla de los objetivos c ~ la policía, se
hace referencia a dos tipos de objetivos: a) reducción rel crimen; b)
aumento de la productividad de la policía, en la forma d ~: detenciones
en flagrante, aprehensiones de los buscados, captura de a mas y drogas,
recuperación de objetos producto de robos, apertura d expedientes,
investigaciones concluidas, crímenes solucionados, tiern] o de respues­
ta para atender la ocurrencia delictiva, etc.

En el primer caso, se incurre en el error mencion Ido arriba de
confundir el objetivo de la organización policial con el objetivo de la
política de seguridad pública. En el segundo caso, el en or consiste en
confundir el objetivo de la organización policial con J objetivo de
uno de sus departamentos, programas o acciones.

La eficacia, eficiencia y legitimidad de la policía, poro tanto, cual- 65



66

quiera sea la policía y cualquiera sea su objetivo en el contexto de la
política de la seguridad pública, es reconocida cada vez más como de­
pendiente de la confianza y de la colaboración de la población. Desde
ahí comienza la popularidad de conceptos como policía comunitaria,
policía de proximidad/cercanía, policía para la resolución de proble­
mas, etc.

A partir de esta constatación, se configuran dos grandes objetivos
de la organización policial que pasan a ser: a) aumentar la confianza de
la población hacia la policía, y; b) mejorar la calidad del servicio pres­
tado a la población, particularmente a víctimas y testigos de delitos y
personas interrogadas por la policía. Estando ausentes tales requisitos,
la policía se torna prácticamente incapaz de implementar sus progra­
mas y acciones, así como de colaborar con el éxito de la política de
seguridad pública.

Si el objetivo es aumentar la calidad del servicio prestado a la po­
blación, adecuando la calidad de los servicios a las expectativas de la
población, posibles indicadores para medir progreso en relación a este
objetivo son: proporción de personas satisfechas con el servicio pres­
tado por la policía; proporción de víctimas, testigos y personas interro­
gadas satisfechas con el servicio prestado por la policía; número y tipo
de reclamos con respecto a la policía; proporción de personas satisfe­
chas con la respuesta de la policía, entre otros. Las fuentes de informa­
ción para estos indicadores son varias: encuestas de opinión; entrevis­
tas con personas que necesitan los servicios de la policía; entrevistas
con personas que fueron interrogadas por la policía; reclamos presen­
tados en las comandancias y defensorías del pueblo y ante los promo­
tores responsables del control externo de la policía; respuestas a dichos
reclamos, etc.

Si el aumento de la confianza que la población deposita en la po­
licía es el objetivo, algunos posibles indicadores para medir el progre­
so en esta dirección son: número y tipo de llamadas recibidas por la
policía (absoluto y por 100 mil habitantes); número y tipo de quejas
registradas en la policía (absoluto y por 100 mil habitantes); propor­
ción de víctimas y de testigos que hacen sus declaraciones en la poli­
cía; proporción de liderazgo comunitario que expresa confianza en la
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policía; proporción de la población que expresa confiar za en la poli­
cía, etc. Hay diversas fuentes de información para tales ir dicadores, en­
tre ellas: los registros de llamadas y de ocurrencias delic ivas de la po­
licía; investigaciones de victimización y de opinión; ent: evistas con lí­
deres comunitarios y pequeños grupos, etc.

Al igual que los objetivos de las políticas de segurid .d pública, los
objetivos de las organizaciones policiales pueden ser di .tribuidos por
regiones geográficas, situaciones localizadas y grupos so .iales específi­
cos (en función de edad, género, raza/color, nivel de re: .ta, etc.).

Perspectivas

Hacer y medir el progreso en el área de la seguridad pt blica depende
naturalmente no sólo de la definición de objetivos y 1; construcción
de indicadores, pues el grado de efectividad en su defini .ion, así como
en su utilización, puede ser un instrumento decisivo el la mejora de
la seguridad pública.

El debate sobre la seguridad pública no sólo es poi: :ico e ideoló­
gico, sino también técnico, teórico y metodológico. 1 n este debate
técnico, los profesionales del sector ofrecen una contrib zción impres­
cindible, pero no poseen el monopolio del saber sobre as políticas de
seguridad pública y las organizaciones policiales. La pz °ticipación de
representantes de centros académicos, organizaciones le la sociedad
civil y comunidades involucradas es fundamental.

En Brasil, pasos importantes hacia la valoración del ( ebate técnico,
teórico y metodológico que podrá proveer fundamente s para la defi­
nición de objetivos y la construcción de indicadores er el área de se­
guridad pública, comienzan a ser dados en la Secretan l Nacional de
Seguridad Pública (SENASP). Desde el gobierno de F mando Hen­
rique Cardoso, al cual da continuidad el gobierno de LIla, personas y
grupos que pasaron por la SENASP trataron de desarrol ar herramien­
tas para perfeccionar la recolección de datos e infornaciones sobre
ocurrencias delictivas, actividades policiales, muertes vio entas y el per-
fil organizacional de las policías en el país. Además, la ;ENASP trata 67



de implementar un protocolo para permitir la comunicación entre sis­
temas estatales de recolección de datos e información. Existen también
planes para la realización de investigaciones de victimización, para la
recolección de información sobre el control interno y externo de la
policía y el flujo de casos en el sistema de justicia penal, pasando por
las policías, el Ministerio Público, el Poder Judicial, la Defensoría PÚ­
blica y la Administración Carcelaria.

El progreso en esta área dependerá del apoyo que se brinde a la
continuación e intensificación de este esfuerzo por parte del gobier­
no federal y de la colaboración de los gobiernos estatales a partir del
año 2007. Pero dependerá, principalmente, de una inversión de prio­
ridades en las políticas de la seguridad pública y en las organizaciones
policiales.

No interesan las propuestas vagas de mejora de la seguridad públi­
ca, de inversiones en reformas de la legislación, de estructuras de go­
biernos y de organizaciones policiales o de inversiones en programas
y acciones de prevención y control del crimen y de combate al cri­
men organizado. Es urgente incorporar a las políticas de seguridad pú­
blica y a las organizaciones, programas y acciones policiales, objetivos
claros e indicadores capaces de medir el progreso en la realización de
estos objetivos. Propuestas con innumerables y ambiciosos objetivos
no tendrán éxito si no se cuenta con indicadores, datos e información
para medir el progreso y evaluar el impacto de las mismas. Es preferi­
ble, sobre todo al inicio, establecer un número limitado de objetivos,
pero que dispongan, cada uno de ellos, de un conjunto de indicado­
res y de una serie de fuentes confiables de datos e informaciones que
permitan, a los propios agentes de la seguridad pública y a la sociedad
en general, llevar un efectivo monitoreo y evaluación de la política de
seguridad pública y el desempeño de las organizaciones policiales.



IV. Políticas municipales
de seguridad ciudadana:

Seguridad ciudadana y políticas municipales

La seguridad ciudadana y las políticas municipales de seg rridad ciuda­
dana adquieren importancia creciente en América Lati.a a partir de
los procesos de transición del autoritarismo a la democ: acia. En Bra­
sil, el tema de la seguridad pública y las políticas mun cipales clara­
mente ganaron fuerza en la agenda política a partir del la] zamiento del
Plan Nacional de Seguridad Pública y de las eleccione . municipales
del año 2000. En la región y en el país, organizaciones nternaciona­
les -agencias de la Organización de las Naciones Unid: ;, agencias de
cooperación internacional, Banco Mundial, Banco Inter unericano de
Desarrollo, entre otras- impulsaron la promoción de pol ticas munici­
pales de seguridad ciudadana o seguridad pública, enfati :ando de ma­
nera particular la importancia de la inserción de los mu iicipios o del
poder local en la promoción de esfuerzos de prevenciór del crimen y
la violencia'.
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Texto publicado originalmente como; "Políticas de seguran~a cidad : problemas e so­
Iucóes", en SérieAnáli¡es e Propostas, N° 33. Sao Paulo: Fríedrich ] bert Foundatíon.

2006.
El Programa Ciudades Más Seguras, del Programa de las Naciones Inidas para Asen­
tamientos Humanos (UN-Hábítat), integra diversas agencias de la O \IU y agencias in­
ternacionales que apoyan políticas municipales o locales de seguri. ad, incluyendo e!
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, la Oficina de lS Naciones Uni­
das Contra las Drogas y el Crimen, la Organización Mundial de la alud, e! Foro Eu­
ropeo para la Segurida:l Urbana, e! Centro Internacional para Preve¡ ción de la Crimi­
nalidad y e! Consejo Nacional de Prevención de! Crimen de Estad, ; Unidos. El Ban­
co Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo también pI 'mueven políticas
municipales de seguric.ad pública, como las demás agencias, enfatiza: do la importancia
de programas y acciones de naturaleza preventiva.



En América Latina, más que en Brasil, ganó fuerza el concepto de
"seguridad ciudadana" (Bailey y Darnmert 2005; Darnmert y Paulsen
2005; Escobar et al. 2005; Palrnieri 2003). La opción por la expresión
"seguridad ciudadana" se atribuye a que, durante el período de regí­
menes autoritarios los asuntos de seguridad pública fueron confundi­
dos y tratados como asuntos de "seguridad interna" y de "seguridad
nacional" -en los dos casos, con una implicación clara de asociar estos
asuntos sólo o prioritariamente a las fuerzas policiales y, todavía más,
a las fuerzas armadas. Desde esta perspectiva, quedó en segundo plano
el desarrollo de políticas de seguridad pública, no sólo en el sistema de
justicia penal sino también, y principalmente, en las organizaciones de
la sociedad civil.

Por lo tanto, la expresión "seguridad ciudadana" ganó fuerza para
marcar la diferencia entre las políticas de seguridad pública desarrolla­
das durante los regímenes autoritarios y aquellas que se generaron des­
pués del proceso de transición a la democracia en los países de la re­
gión. Lo que diferencia a los dos tipos de políticas no es sólo el hecho
de que los gobernantes democráticos son elegidos a través de proce­
sos electorales, sino también que las políticas democráticas deberían
caracterizarse por su transparencia, participación social, subordinación
a la ley y respeto a los derechos humanos.

Es como si la expresión "ciudadana" viniera a calificar o adjetivar
la expresión "seguridad pública" marcando su naturaleza democrática.
Utilizar la expresión "seguridad ciudadana", en lugar de "seguridad
pública ciudadana", además de facilitar el discurso tiene el efecto cla­
ro de reafirmar la importancia del respeto a las reglas de la democra­
cia y del Estado de Derecho, así como de las organizaciones del siste­
ma de justicia penal y de la sociedad civil, en el desarrollo de políticas
de seguridad pública en regímenes democráticos.

La transformación conceptual, sin embargo, más que reflejar una
transformación en la naturaleza de las políticas de seguridad pública
desarrolladas en la región, sirvió de base para la discusión y formula­

'1 ción de estrategias que buscaban adecuar las políticas de seguridad pú­
! blica a las exigencias de la democracia. Años después de la transición a

70 Bla democracia en la región, es claro que no hay una relación directa o
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simple entre los cambios en los regímenes políticos y le ; cambios en
las políticas de seguridad pública. A pesar de los avance; en la cons­
trucción de un régirren democrático, el crimen, la vial .ncia y la in­
justicia continúan siendo problemas crónicos en los paíse ; de la región
(O'Donnell, Méndez y Pinheiro 2000).

¿Por qué políticas municipales de seguridad ciudada la?

El que las políticas de seguridad pública sean responsab lidad del po­
der local constituye la norma en los Estados Unidos e Ir ~laterra,don­
de la gran mayoría de las policías son municipales o loe: les. El interés
de los países latinoamericanos en políticas municipales de seguridad
pública adviene, sin embargo, no sólo por la observació de las expe­
riencias americanas e inglesas, sino también por el se! uimiento del
proceso de descentralización de las políticas de segurid Id pública en
países europeos que tienen policías nacionales, es decir, ( ande la segu­
ridad pública es principalmente responsabilidad del Es ado nacional:
Francia (Neme 2005;, Italia, España y Portugal. Las políicas en el área
de seguridad pública de Canadá y Alemania, dos países, on un Estado
Federal y descentralizado, también fueron objeto de al ención en los
países latinoamericanos.

La descentralización de las políticas de seguridad pú .lica en Euro­
pa Continental se desarrolló paralelamente a la transfor nación de las
políticas municipales en Estados Unidos e Inglaterra. Le ; dos procesos
fueron impulsados por cambios en la sociedad y en el E tado contem­
poráneo y en las formas de criminalidad y violencia qu ~ comenzaron
a afectar a las sociedades más desarrolladas (Dias Neto: 005)3.

3 Ver las publicaciones de la Série Policia e Sociedade, que hace parte ( , un programa de
transferencia de tecnología de! Núcleo de Estudios de laViolencia dr la Universidad de
Sao Paulo (NEV-USPI, en conjunto con la Fundación Ford y la Ed .ora de la Univer­
sidad de Sao Paulo (EDUSP). Las publicaciones se encuentran lista las en el siguiente
link: http://www.neyusp.org/portugues/index.php?option=com_ ontent&task=vie­
w&id=1391&Iternid= 132. 71



En Brasil, el que las organizaciones policiales y del sistema de jus­
ticia penal fuesen federales y estatales, representó un factor particular
que contribuyó a promover la descentralización de las políticas de se­
guridad pública. Dicho proceso se impulsó también a partir de la
constatación de que el problema del crecimiento del crimen y de la
violencia tiene una dimensión urbana, alcanza áreas determinadas y
grupos específicos como si fuesen epidemias, y cuando es tratado lo­
calmente, a partir de un análisis de los factores de riesgo y de protec­
ción presentes en las áreas y grupos de mayor incidencia, puede ser
comprendido y prevenido (Pinheiro et al. 1998).

En un segundo momento se comprendió que los municipios, aun­
que no posean organizaciones policiales sino apenas guardias munici­
pales, tienen capacidades para desarrollar políticas de seguridad públi­
ca que los estados y el gobierno federal no tienen. Es el caso particu­
lar de la presencia de organizaciones y servicios municipales en las ciu­
dades y barrios, y su cercanía a las comunidades y asociaciones loca­
les, que facilitan: a) el desarrollo de políticas que se adecúen a la reali­
dad local y sean sensibles a las expectativas de la población; b) el esta­
blecimiento de alianzas entre agencias gubernamentales y organizacio­
nes de la sociedad, y; c) la operación de instrumentos democráticos de
control, rnonitoreo y evaluación de las políticas públicas (Soares 2005).
Estas capacidades, sin embargo, especialmente en un Estado Federal,
no sustituyen pero sí pueden reforzar, complementar o suplementar las
capacidades de los estados y del gobierno federal, si son utilizadas de
forma integrada (Azevedo 2004).

Por lo tanto, los procesos de descentralización política y adminis­
trativa, siempre y cuando naturalmente estén acompañados de des­
centralización de recursos, pueden contribuir al desarrollo y perfec­
cionamiento de políticas y programas locales de seguridad pública.
Estos procesos, sin embargo, son particularmente dificil es en munici­
pios de menor tamaño, en los que existe gran concentración de po­
der económico y político en familias, grupos o empresas. En estos ca­
sos, la descentralización de las políticas públicas puede aumentar el
riesgo de instrumentalización del gobierno por parte de familias, gru­
pos y empresas que detentan el poder local. La solución no es nece-
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sariamente dejar de descentralizar, pero se puede inver ir en cambios
en la estructura del sistema político, en la identificaciór y promoción
de buenas prácticas políticas y administrativas en la esí -ra local, y en
la calificación y valorización de los servidores públicc s municipales
(Azevedo 2004).

¿Qué son las políticas municipales de seguridad ciu ladana?

Políticas y programas

Las políticas difieren de los programas, aunque pueden ser delineadas
en el marco de programas de gobierno. Las políticas im -lican directa­
mente el compromiso de autoridades públicas que asunen la respon­
sabilidad de velar por su desarrollo. Los programas, aune ue desarrolla­
dos bajo la responsabilidad de autoridades públicas, pue len ser ejecu­
tados por agentes públicos, privados o comunitarios,' por diversas
combinaciones de agentes. Así, las políticas son formada ; por conjun­
tos de programas que se desarrollan a través de una seri ' de acciones.

PoUticas municipales, estatales y federales

Las políticas municipales se diferencian de las políticas esatales y fede­
rales en la medida que son desarrolladas por autoridade municipales.
Sin embargo, tales políticas incorporan recursos estatale y federales o
constituyen la implementación en la esfera municipal o ocal, de polí­
ticas estatales o federales.

Políticas municipales de seguridad ciudadana

Las políticas municipales de seguridad ciudadana son aql ellas orienta-

das a la reducción del crimen y la violencia, y a la promc ción de la se- ~:',;.'., 73
guridad de la ciudadanía. Pensadas de esta forma, puede l ser desarro-



lladas no sólo de forma reactiva, después de la emergencia o creci­
miento de problemas de crimen, violencia e inseguridad, sino también
de forma proactiva, a fin de evitar la emergencia o incremento de es­
tos problemas. Promover la seguridad de la ciudadanía implica no só­
lo reducir el miedo y la sensación de inseguridad que provoca el ries­
go de victimización, sino principalmente desarrollar acciones para evi­
tar o minimizar las posibilidades de emergencia y crecimiento del cri­
men y la violencia asociadas a este riesgo.

Estrategias

- Estrategias preventivas y represivas

Las políticas de seguridad ciudadana adoptan estrategias preventivas o
represivas para tratar los problemas del crimen, la violencia y la inse­
guridad. Las estrategias represivas son aquellas basadas en la punición
o en la amenaza de punición como forma de impedir o disuadir la
práctica de delitos y violencias por parte de individuos, grupos y or­
ganizaciones. Las estrategias de prevención son aquellas basadas en ac­
ciones orientadas a la reducción de la incidencia y la reincidencia de
acciones criminales y violentas, y a la minimización de daños. Se cen­
tran no en la punición o amenaza de punición de individuos, grupos
y organizaciones que practican delito y ejercen violencia, sino en la re­
ducción de los factores que aumentan el riesgo (factores de riesgo) y
el aumento de los factores que lo disminuyen (factores de protección)
(Mesquita Neto et al. 2004; WHO 2002).

Las políticas de seguridad ciudadana pueden adoptar estrategias
esencialmente preventivas o represivas, o combinar de diferentes ma­
neras las dos estrategias, dependiendo del tipo de problema y de los
instrumentos disponibles para su resolución. En el caso de los munící­

pios brasileños que no poseen organizaciones policiales, sino apenas
guardias municipales, los gobiernos municipales tienen capacidades
más compatibles con el desarrollo de políticas basadas en estrategias de
prevención. Si necesitasen o quisiesen desarrollar políticas centradas en



estrategias represivas, dependerían necesariamente de u la integración
con el gobierno estatal y el gobierno federal.

El desarrollo de políticas y programas de prevenciór del crimen y
la violencia se dificulta por la prevalencia de una conce pción de pre­
vención en el área de seguridad pública según la cual la : .revención es­
taría compuesta por acciones de naturaleza exclusivarne ate económi­
ca, social y cultural, de responsabilidad principalmente d : organizacio­
nes estatales actuando en estas áreas y organizaciones se ciales. La pre­
vención no sería, por lo tanto, una responsabilidad de 12 ; organizacio­
nes estatales actuando en las áreas de la seguridad públic. justicia penal
y administración careelaria, en las cuales cabría solament ~ la aplicación
de la ley y, más específicamente, la identificación, deten .ión, persecu­
ción, juzgamiento y punición de los responsables por e cometimien­
to de crímenes.

En este sentido, la prevención incluye principalment acciones que
son más conocidas como acciones de "prevención pri naria", como
por ejemplo, acciones de reducción de la desigualdad, conómica, de
promoción de la edu cación y la salud, del deporte, entr -tenimiento y
cultura, de prevención y tratamiento del abuso de alcoh >1 y drogas, de
mejora de la infraestructura urbana y habitacional y dé recuperación
del espacio público.

Esta concepción está apoyada en la idea de que las ac .iones de pre­
vención se caracterizarían principalmente por la natur, leza de la ac­
ción, más específicamente, por la anterioridad al crimen y a la violen­
cia, y por la ausencia de punición o amenaza de punició 1, más no tan­
to por el resultado o consecuencia de la acción.

Una concepción alternativa se apoya en la idea de qle las acciones
de prevención se caracterizan principalmente por el res rltado o con­
secuencia de la acción, más específicamente, por la redu, ción de la in­
cidencia de los daños y de la reincidencia del crimen y 1 violencia en
la sociedad, y por elaumento de la seguridad de la ciuc adanía.

En este sentido, incluye también acciones de organ: zaciones esta­
tales actuando en las áreas de la seguridad pública, justi cia criminal y
administración carcelaria. Por ejemplo, contratos locale: de seguridad
(Neme 2005); programas de mediación y resolución pa .ítica de con-
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flictos; atención, orientación y protección a víctimas de crímenes y
violencias; aplicación de medidas socioeducativas a adolescentes en
conflicto con la ley; calificación profesional de personas presas; rein­
serción en la familia y en la comunidad del adolescente que cumplió
una medida socioeducativa y de quienes egresan del sistema carcela­
rio, etc. Estas acciones ocurren posteriormente al crimen o violencia,
adoptándose en el área de seguridad pública conceptos desarrollados
en el área de la salud, como acciones de prevención secundaria (inme­
diatas o de corto plazo) o terciarias (de mediano y largo plazo).

Esta concepción alternativa permite una mejor comprensión del
hecho de que las estrategias preventivas no son incompatibles o anta­
gónicas a las estrategias represivas, ni son de responsabilidad exclusiva
de organizaciones estatales actuando en el área económica, social, cul­
tural y de organizaciones sociales. Son también responsabilidad de or­
ganizaciones estatales actuando en las áreas de la seguridad pública,
justicia penal y administración carcelaria.

Una concepción de la prevención centrada en los resultados y
no en la naturaleza de las acciones desarrolladas permite una mejor
integración de programas y acciones en diversas esferas y áreas del
gobierno y de la sociedad, dirigiéndolas al objetivo común de re­
ducir el crimen y la violencia y aumentar la seguridad de la ciuda­
danía. Al mismo tiempo, permite el desarrollo de políticas de pre­
vención que integren programas y acciones de diversos tipos en di­
versas áreas, ampliando así el alcance y el impacto de dichos progra­
mas y acciones.

Más aún, esta concepción llama la atención sobre la necesidad de
monitorear y evaluar el impacto de diversos tipos de políticas, progra­
mas y acciones. Solamente a partir de este monitoreo y evaluación es
posible identificar, en todas las áreas, aquellas políticas que efectiva­
mente contribuyen a la reducción del crimen y la violencia, así como
al aumento de la seguridad de los ciudadanos; y que, por lo tanto, pue­
den ser llamadas acciones de prevención.

Las acciones de naturaleza económica, social y cultural no son ne­
cesariamente preventivas pues pueden, al contrario, contribuir a au­
mentar el crimen, la violencia y la inseguridad. Por otro lado, las ac-



ciones policiales, delictivas y carcelarias pueden ser no sé lo de natura­
leza punitiva, sino también preventiva.

- Estrategias estatales y sociales

Las políticas de segundad ciudadana adoptan estrategias .statales o so­
ciales para tratar los problemas del crimen, la violencia 1 la inseguri­
dad. Dichas estrategias se basan en acciones dirigidas o administradas
directamente por el Estado, particularmente en las áreas de la seguri­
dad pública, justicia p enal y administración carcelaria, pe o también en
otras áreas de actuación del Estado como: salud, educ: ción, trabajo,
asistencia-promoción social, cultura, vivienda e infraestn ctura urbana,
etc.

Las estrategias sociales se basan en acciones dirigidas o administra­
das directamente por la sociedad, a través de organizac ones sociales,
privadas y cornunitar.as, Las acciones sociales pueden est rr -pero no lo
son necesariamente- integradas a las acciones estatales, n la constitu­
ción de políticas de seguridad ciudadana.

- Tipología de estrategias en políticas de seguridad ciud idana

Diferenciando y combinando las estrategias preventivas '1 represivas, y
las estrategias estatales y sociales, es posible identificar va iaciones en la
naturaleza de las estrategias adoptadas en políticas de se! uridad ciuda­
dana municipales, estatales o federales, que pueden ser' isualizadas en
la tipología presentada en el Cuadro 1.
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Cuadro 1
Tipología de estrategias en políticas de seguridad ciudadana

Prevención Estatales-preventivas Sociales-preventivas

Represión Estatales-represivas Sociales-represivas

SocialesEstatales1-11-
De acuerdo esta tipología, las estrategias pueden ser preventivas o re­
presivas, estatales y/o sociales. Naturalmente, los cuatro tipos de estra­
tegias no son antagónicos o mutuamente exclusivos. Las políticas de
seguridad ciudadana pueden combinar diferentes estrategias, con ma­
yor o menor énfasis en estrategias de naturaleza preventiva y social. En
Brasil, las políticas municipales de seguridad ciudadana tienden a com­
binar estrategias estatales y sociales de naturaleza preventiva. Frecuen­
temente, sin embargo, incorporan estrategias sociales de naturaleza re­
presiva. Solamente cuando hay integración y colaboración entre el
municipio y el estado, las políticas municipales incorporan estrategias
estatales represivas.

Las estrategias estatales-preventivas son características de programas
gubernamentales cuyos objetivos y resultados son la reducción del cri­
men y la gravedad del daño causado por el delito y la violencia, así co­
mo la reincidencia en la agresión y victimización. Los programas gu­
bernamentales en el área de la salud y la educación, por ejemplo, son
de naturaleza preventiva cuando incorporan entre sus objetivos y re­
sultados la reducción del crimen y la violencia.

Las estrategias estatales-represivas son características de los progra­
mas gubernamentales cuyos objetivos y resultados son la identificación



y detención o captura de quienes son responsables por a práctica de
crímenes, infracciones y violencias. Asimismo, los prograi nas de patru­
llaje, ronda y vigilancia desarrollados por guardias munici Jales,adquie­
ren naturaleza represiva cuando limitan sus objetivos y 1 esultados a la
identificación y detención o captura de los responsables oor la prácti­
ca de crímenes, infracciones y violencias.

Las estrategias soci ales-preventivas como las estatales- rreventivas se
presentan en programas cuyos objetivos y resultados sor la reducción
del crimen, la gravedad del daño causado y la reinciden: ia en la agre­
sión y victimización. Pero, al contrario de las segundas, s m desarrolla­
das por organizaciones sociales. Los programas desarrolla los por orga­
nizaciones sociales qce enfatizan la educación y profesic nalización de
niños, adolescentes y: óvenes, por ejemplo, no son necesa "Íamente pre­
ventivos.Adquieren naturaleza preventiva cuando incorp oran entre sus
objetivos y resultados la reducción del crimen y la viole acia.

Las estrategias sociales-represivas como las estatales- 'epresivas son
características de programas cuyos objetivos y resultados son la identi­
ficación y detención o captura de quienes son respo [sables por la
práctica de crímenes, infracciones y violencias. Pero SOl desarrolladas
por organizaciones sociales, organizaciones no guberna nentales, aso­
ciaciones de moradores, etc. Los programas de policía 'omunitaria y
los servicios de seguridad privada, por ejemplo, adquie en naturaleza
represiva cuando limitan sus objetivos y resultados a la ic entificación y
detención o captura de los responsables por la práctica de crímenes,

infracciones y violencias.
En el caso brasileño, en que los municipios tienen a o sumo guar­

dias municipales pero no policías y sistemas de justicia] ropios, las es­
trategias más viables son de naturaleza preventiva, sean ¿ itas estatales o
sociales, que articulan alianzas y colaboraciones entre le ; organizacio­
nes del gobierno municipal, la sociedad civil y el sectoi privado.

Particularmente, cuando las políticas municipales inr )rporan estra­
tegias punitivas, son importantes las alianzas y colabora, iones con or­
ganizaciones estatales y federales. Sin embargo, incluso .n el contexto
de estrategias preventivas, las alianzas y colaboraciones entre las dife­
rentes esferas del gobierno son fundamentales para reso ver problemas 79



locales que dependen de esas articulaciones y para potenciar progra­
mas estatales y federales implementados a nivel local.

Focalízaeión

En el área de la seguridad ciudadana, como en el área económica o
social, hay un debate sobre las ventajas y desventajas de las políticas
universales o focalizadas. Para los defensores de las políticas universa­
les, las políticas focalizadas tienen alcance limitado y, frecuentemente,
no resultan en la reducción del crimen y la violencia, pero sí en su
migración hacia otras áreas geográficas, en el desplazamiento de otros
grupos sociales, o aún en el cambio de la naturaleza del crimen o la
violencia.

Defensores de la focalización argumentan, por su parte, que los crí­
menes y las violencias son problemas distribuidos de forma bastante
diferenciada geográfica y socialmente. En las grandes ciudades y regio­
nes metropolitanas, por ejemplo, los crímenes violentos fatales inciden
particularmente en áreas caracterizadas por una alta concentración ha­
bitacional y domiciliaria, con pocos derechos económicos, sociales,
culturales, y afectan principalmente a la población joven (Adorno,
Cardia y Poleto 2003; Akerman y Bousquat 1999; Assis 1999; Cardia
2004; Cardia y Schiffer 2002; Minayo y Souza 2003; Peres 2004; Pin­
heiro et al. 1998). Frente a la escasez de recursos, la focalización en
áreas, grupos o problemas específicos es considerada la mejor opción,
con mayores posibilidades de producir los resultados esperados. Argu­
mentan también que los problemas de la migración y del desplaza­
miento pueden ser minimizados, y que los cambios en la naturaleza
del crimen o de la violencia no son necesariamente negativos. Los crí­
menes y las violencias graves pueden venir a ser sustituidos por deli­
tos y violencias de menor gravedad, con evidentes beneficios para la
sociedad.

Las políticas de seguridad ciudadana pueden focalizar las acciones
en áreas geográficas determinadas, para así reducir los crímenes, las
violencias y, a su vez, promover la seguridad de la ciudadanía en áreas



específicas: calles, manzanas, barrios, distritos con altos í idices de cri­
men o violencia, etc. Alternativamente, pueden focalizar ?;rupos socia­
les de víctimas y agresores, planteándose como objetivo 1 educir críme­
nes y violencias sufridos o practicados por miembros c ~ grupos más
expuestos a este tipo de amenazas: familias desestructu adas, niños y
adolescentes fuera de la escuela.jóvenes sin trabajo, adol escentes y jó­
venes con parejas involucradas en actividades criminales personas de­
pendientes de alcohol y drogas, residentes de áreas con alta densidad
poblacional y habitacional y sin acceso a derechos fUI damentales y
servicios esenciales, entre otros.

Asimismo, las po.íticas de seguridad ciudadana pu den focalizar
problemas, así como tipos específicos de crímenes y viol encias: críme­
nes o violencias que causan muerte, delitos contra la per ona, contra el
patrimonio, el orden público, etc. Pueden naturalmente combinar di­
ferentes enfoques, siendo dirigidos hacia problemas ,specíficos en
áreas geográficas y para grupos determinados. Focalizar e en los pro­
blemas tiene la ventaja de facilitar la identificación e i itegración de
agentes, y la generación de alianzas para el desarrollo d ~ la política y
la resolución de los problemas.

El desarrollo de las políticas municipales
de seguridad ciudadana

Los procesos de desarrollo de políticas municipales de : eguridad ciu­
dadana no están orientados por un modelo único, aunq le siguen me­
todologías semejantes con una serie de etapas comur: es. Es posible
pensar en procesos estructurados en cinco etapas: diagn istico, formu­
lación, implementación, monitoreo y evaluación, cada u la de ellas con
una serie de pasos (Darnmert y Díaz 2005; Darnmert y] unecke 2005;
Paulsen 2005; World Bank 2003).

Estas cinco etapas, sin embargo, no se desarrollan en .ma secuencia
lineal, una tras otra, ni siquiera de forma rígida. Son etap is interdepen­
dientes, desarrolladas con flexibilidad. Por ejemplo: el di .gnóstico pre-
cede a la formulación de la política pero en el proceso d ~ formulación 81



e implementación de la política frente a problemas inesperados, pue­
de haber la necesidad de profundizar o detallar el diagnóstico inicial.

Por otro lado, ya en el proceso de formulación de la política, es
importante tener en cuenta las necesidades de los procesos de imple­
mentación, monitoreo y evaluación de la política. Las posibilidades
de éxito disminuyen drásticamente si, ya en la fase de formulación,
no se piensa en los instrumentos de implementación, monitoreo y
evaluación.

El proceso de desarrollo de la política es flexible, adaptándose así a
las características de los municipios, los problemas, las áreas y los gru­
pos. El desarrollo de una política de seguridad ciudadana naturalmen­
te se da de forma diferente en municipios de 1 millón, 500 mil o 100
mil personas, dependiendo del tipo de problema existente y de las
áreas y grupos afectados. Además, en el desarrollo de la política surgen
obstáculos y resistencias que deben ser superados, y oportunidades que
pueden ser aprovechadas. Sin flexibilidad y adaptación, los éxitos son
escasos.

Diagnóstico delproblema

El diagnóstico del problema es un proceso que involucra principal­
mente seis pasos:

Identificar los problemas de crimen, violencia y seguridad más im­
portantes en el municipio.

Identificar las áreas afectadas por estos problemas y sus característi­
cas fisicas, económicas, sociales, culturales y político-administrati­
vas.

Identificar las causas, factores de riesgo y de protección que con­
tribuyen a aumentar o a disminuir la magnitud de los problemas.

Identificar las consecuencias económicas, sociales, culturales y po­
líticas de estos problemas.



Identificar las organizaciones, grupos, programas y ~ cciones rela­
cionados con estos problemas, sea en calidad de ge reradores del
problema, de afectados por los problemas y/o de solu- ionadores de
estos problemas.

Identificar un problema o conjunto de problemas pr oritarios que
pueden ser objeto de la política municipal de segurid d ciudadana.

- Diagnóstico del problema: desafíos y sugerencias

El diagn6stico es un proceso continuo: el diagnóstico de problema es
una etapa anterior a la formulación de la política, P' ro no se cie­
rra con el inicio del proceso de formulación de la po itica, El diag­
nóstico es actualizado y modificado de acuerdo a L ¡ necesidades
que surjen durante los procesos de formulación e im alementación

de la política.

El diagnóstico depende de información calificada: datos e i rformaciones
calificadas, confiables y válidas deben orientar los pro esos de diag­
nóstico del problema y formulación de políticas. Dat )S válidos son
aquellos que efectivamente se refieren al objeto del :iiagnóstico y
de la política. Además, son aquellos que son producir os a partir de
metodologías y técnicas reconocidas y adecuadas. 1 1 alianza con
universidades y centros de estudios e investigaciones especializados
contribuye a cualificar los datos e informaciones. Los datos e infor­
maciones calificados son necesarios pero no suficien es.

El diagn6stico depende de información comprensible: el a iálisis y com­
prensión de datos e informaciones posibilitan su ade cuada utiliza­
ción en el diagnóstico de problemas y en la formula, ión de políti­
cas de seguridad ciudadana. La alianza con universid ides y centros
de estudios e investigaciones especializados contribu re al análisis y
comprensión de los datos e informaciones.

El diagnóstico depende de información compartida: compa tir datos e in­
formaciones, por ejemplo, a través de la construcción de bancos in­
tegrados de datos, es lo que permite el diagnóstico ( =problemas y



la formulación de políticas capaces de integrar acciones de organi­
zaciones gubernamentales de diversas áreas de la administración
pública y de la sociedad.

El diagn6stico focaliza factores de riesgo: la caracterización de "grupo
de riesgo" o "área de riesgo" puede tener un efecto negativo al es­
tigmatizar determinados grupos y áreas. Focalizar los factores de
riesgo y su mayor o menor incidencia en grupos y áreas es una for­
ma de minimizar la posibilidad de estigmatizar dichos grupos y
áreas lo cual contribuye a aumentar en lugar de disminuir el ries­
go de violencia contra estos grupos y estas áreas.

El diagn6stico mapea formas de organizaci6n, movilizaci6n y participacién
de la sociedad y analiza el tipo de relaci6n que se establece entre Estado y
sociedad: es importante conocer las diferentes formas de organiza­
ción, movilización y participación de la sociedad e identificar cual
es el rol del Estado, si es inductor o limitador y controlador de la
participación de la sociedad.

El diagn6stico se basa en datos cuantitativos y cualitativos: en el diagnós­
tico, los datos cuantitativos son complementados con datos cuali­
tativos. Los datos cuantitativos incluyen principalmente estadísticas
producidas por organizaciones gubernamentales o no guberna­
mentales, a partir de registros y levantamientos de datos sobre el
problema y su contexto histórico y social. Los datos cualitativos in­
cluyen percepciones y expectativas de grupos específicos del go­
bierno y de la sociedad, levantados a partir de entrevistas, grupos
focales, reportes, documentos, prensa, estudios, etc.

Formulaci6n de la política

La formulación de la política de seguridad ciudadana es un proceso
que involucra siete pasos principales:
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1. Seleccionar el problema o conjunto de problemas que son objeto

de la política municipal de seguridad cíudadana.



2. Seleccionar los objetivos de la política municipal de ~ ~guridad ciu­
dadana para solucionar estos problemas, en particula los objetivos
asociados a la reducción de la magnitud del problerr a, de las con­
secuencias del problema, o de ambos.

3. Identificar las posibles estrategias y alianzas para so ucionar estos
problemas.

4. Seleccionar la estrategia o conjunto de estrategias y 1. s alianzas que
permitan solucionar estos problemas de la mejor ma lera.

5. Identificar y seleccionar los programas y acciones J ara la imple­
mentación de la estrategia seleccionada.

6. Identificar los responsables de la implementación d. la estrategia,
así como de los programas y acciones seleccionados.

7. Identificar los recursos necesarios para la implement. ción de la es­
trategia y los programas y acciones seleccionados.

- Formulación de la política: desafíos y sugerencias

La formulación tiene como reierencia principios y directric ?s de seguridad
ciudadana: estos principios y directrices orientan la ormulación e
implementación de las políticas de seguridad ciudad ma. Los prin­
cipios son precep :os más generales que definen valo es básicos de­
mocráticos sobre Jos cuales debe estar anclada toda y cualquier po­
lítica de seguridad ciudadana: transparencia, partic: oación social,
responsabilidad legal, respeto a los derechos human >s, etc. Las di­
rectrices son líneas básicas de acción derivadas de los principios
que orientan toda y cualquier política de seguridad oública.

La formulación comienza en elgabinete del alcalde: el lide razgo político
del alcalde es crucial en la formulación e implement ición de polí­
ticas municipales de seguridad ciudadana, condiciór indispensable
para asegurar la interdisciplinariedad, intersectoriali: ad y sustenta­
bilidad de las políticas. De la participación del alcald ~, desde el ini­
cio del proceso de formulación de la política hasta lel proceso de
diagnóstico del problema, depende el éxito de las P' .líticas. 85



La formulación incluye laformación de consensos: en el área de seguri­
dad pública hay posiciones divergentes y conflictivas sobre el cri­
men, la violencia y la inseguridad. La exposición y discusión de di­
vergencias y conflictos es el primer paso para la formación de con­
sensos mínimos necesarios para la implementación, sustentabilidad
y éxito de políticas de seguridad ciudadana. Los consensos no son
fijos pero pueden cambiar, aumentar o disminuir en el proceso de
desarrollo de la política.

La formulación depende de demandas calificadas: la calificación de las
demandas presentadas por organizaciones gubernamentales y so­
ciales depende en parte del grado de experiencia y conocimiento
del problema, siendo muchas veces necesario calificar las demandas
a fin de adecuarlas a las necesidades de formulación, implementa­
ción, monitoreo y evaluación de las políticas de seguridad ciuda­
dana. Las demandas poco claras y precisas, conflictivas o contradic­
torias, precisan ser calificadas en el proceso de definición de obje­
tivos, estrategias, programas y acciones de las políticas de seguridad.

Laformulación incluye la dqinición delnombre de lapolítica: la compren­
sión, reconocimiento, adhesión de los gestores/as y operadores pú­
blicos y de la población son facilitados por la adopción de nombres
que presenten de forma simple, directa, clara y precisa los princi­
pios, directrices y objetivos de la política. En Santo André, munici­
pio de la Región Metropolitana de Sao Paulo, por ejemplo, un pro­
grama inicialmente denominado "Programa Integrado de Inclusión
Social" terminó siendo llamado "Santo André más Igual".

Implementación de la política

I
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La implementación de la política de seguridad ciudadana es un proce­
so que involucra cinco pasos principales:

1. Constituir la unidad de gestión de la política de seguridad ciuda­
dana.



2. Desarrollar planes de acción para implementar la pe lítica y la es­
trategia o estrategias seleccionadas, con objetivos de corto, medio
y largo plazo, definidos de forma clara y precisa, y ur cronograma.

3. Organizar y movilizar recursos y alianzas para imple nentar la po­
lítica y la estrategia o estrategias seleccionadas.

4. Implementar los programas y acciones previstos en e cronograma.
5. Reformular los programas y acciones en función de las necesida­

des detectadas en el proceso de monitoreo y evaluar ión de la po­
lítica.

- Implementación: desanos y sugerencias

La implementación depende degestores/as y profesionales lel sector públi­
co: los gestores/as públicos tienen un rol fundamenta l en la prepa­
ración, organización y movilización de profesionales Iel sector pú­
blico y de grupo~. y organizaciones de la sociedad, .ara la imple­
mentación de políticas de seguridad ciudadana. El lic erazgo políti­
co del alcalde es fimdamental, pero no garantiza la m.vilización del
gobierno y de la sociedad civil si no hay gestores/as e ipaces de via­
bilizarla.

La implementación depende de los liderazgos comunitario, organizaciones
y movimientos socio/es: los liderazgos comunitarios, or, anizaciones y
movimientos sociales poseen la capacidad de moviliar actores lo­
cales y garantizara participación de la comunidad. P .seen también
la capacidad para movilizar y articular la participaci sn de agentes
públicos, además de sustentar y dar continuidad a P! )gramas y ac­
ciones durante pr·xesos de cambio de gobierno. La , rganización y

movilización de estos liderazgos, organizaciones y rr ovimientos es
una prioridad en el desarrollo de las políticas de se¡ uridad ciuda­

dana. El éxito de dichas iniciativas, sin embargo, dej ende no de la
instrurnentalización de liderazgos, organizaciones y movimientos
para fines político-partidarios, sino de su articulació: . para fines de
resolución de problemas. Consejos, foros, conferenci s y audiencias
públicas efectivamente orientadas al desarrollo de po iticas, en lugar



de a la acomodación o cooptación de grupos con finalidades polí­
tico-partidarias, son formas de motivar la participación de lideraz­
gos, organizaciones y movimientos de la sociedad.

La implementación depende de la organización, movilización y participa­
ción degrupos espedficos: las políticas de seguridad ciudadana son de­
sarrolladas en función de problemas específicos e implementadas
en áreas específicas. La participación de la sociedad en el desarro­
llo de políticas de seguridad ciudadana se puede beneficiar de la
organización y movilización de la sociedad en general, pero obe­
dece fundamentalmente a la organización y movilización de los
grupos relacionados a estos problemas y áreas específicas.

La implementación depende de la capacitación de los gestores / as, profesio­
nales del sector público y liderazgos comunitarios: siendo un área de in­
novación, en la que los municipios tienen poca experiencia y co­
nocimiento acumulado, las políticas de seguridad ciudadana de­
penden de la capacitación de gestores/as, profesionales y liderazgos
que no sólo diagnostiquen problemas y formulen políticas, sino
que también implementen los programas y acciones que las cons­
tituyen. Esta capacitación debe estar orientada por la naturaleza del
problema, los objetivos y las estrategias de las políticas, y debe ade­
cuarse a las necesidades locales.

• La implementación depende de acciones de corto, mediano y largo plazo:
articular programas y acciones de corto, mediano y largo plazo
contribuye a la sustentabilidad y éxito de las políticas municipales
de seguridad ciudadana. Los programas y acciones con resultados
en el corto plazo son importantes para movilizar al gobierno y a la
sociedad en su implementación y crear condiciones favorables pa­
ra la ejecución de programas y acciones cuyos resultados aparecen
solamente en el mediano y largo plazo.

La implementación depende de la comunicación social: el uso de los me­
dios de comunicación social influye en las actitudes y acciones de
los y las profesionales del sector público y de la población en rela­
ción a las políticas de seguridad ciudadana. Los periódicos y revis-



tas locales, radios y televisiones comunitarias son alia, os importan­
tes en el proceso e.e movilización del gobierno y de 1 sociedad pa­
ra la implementación de estas políticas. Los medios le comunica­
ción locales transmiten mensajes y alcanzan públicc ; que no son
los mismos de los medios nacionales e internacional s.

La implementación en los municipios que tienen guardias nunidpales de­
pende de la colaboración entre las policías estatales y lagU{ -dia municipal:
en Brasil hay conflictos frecuentes entre policías estat les y guardias
municipales, no sólo en relación al rol constitucions l de las guar­
dias sino, principaimente, en relación a sus acciones e 1 el área de la
seguridad pública La definición de responsabilidade y la colabo­
ración entre la guardia municipal y las policías estata es en progra­
mas y acciones necesarios para la resolución de probl. mas de la co­
munidad, debe ser considerada en la formulación e implementa­
ción de las políticas de seguridad ciudadana.

Monitoreo y evaluación de la implementación y de los resultac JS

El monitoreo y evaluación de la implementación y result idos de la po­
lítica de seguridad ciudadana es un proceso que involuc a cinco pasos
principales:

1. Construir indicadores para medir progresos y evaluar el impacto de
la política, de los programas y las acciones de segurid id ciudadana.

2. Desarrollar un método para recolectar y analizar dat )s e informa­
ciones necesarios para el monitoreo y evaluación.

3. Ejecutar las actividades de monitoreo y evaluación.

4. Producir informes periódicos sobre el progreso e imj acto de la po­
lítica, programas y acciones de seguridad ciudadana.

5. Reformular la política en función de las necesidades detectadas en
el proceso de monitoreo y evaluación.
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- Monitoreo y evaluación: desafíos y sugerencias
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Monitoreo y evaluación democráticos: los procesos de monitoreo y eva­
luación se fundamentan en criterios técnicos y científicos, pero
también, en criterios políticos. Las políticas de seguridad ciudada­
na, por definición, tienen un carácter democrático y se fortalecen
con la adopción de criterios y procesos de monitoreo y evaluación.
El monitoreo y la evaluación son procesos democráticos cuando
incluyen y cuentan con la participación no sólo de especialistas y
agentes públicos, sino también de representantes de la sociedad y,
particularmente, de grupos afectados por la política ya que sobre
ellos recaen los costos y/o los beneficios.

Monitorear y evaluar la implementación: la implementación se refiere
a la efectiva realización de los programas y acciones definidos en la
formulación de la política. Antes de monitorear y evaluar resulta­
dos es necesario monitorear y evaluar la implementación de la po­
lítica. Sin monitorear y evaluar la implementación es imposible sa­
ber si, y en qué medida, los resultados positivos o negativos están
relacionados con la implementación adecuada o inadecuada de la
política o a otros factores.

Monitoreo y evaluación de resultados: los resultados se entienden co­
mo las consecuencias e impactos producidos por la implementa­
ción de la política. Las consecuencias pueden ser intencionales o
no intencionales, mientras que los impactos pueden ser positivos y
negativos. Focalizar solamente las consecuencias esperadas e im­
pactos positivos, y desconsiderar o minimizar la importancia de
consecuencias no esperadas y resultados negativos, es un error co­
mún que disminuye la calidad y descalifica procesos de manitoreo
y evaluación.

El monitoreo y la evaluaciónlocalizan la reducción de muertes violentas y
homicidios y otros objetivos: los números y tasas de muertes violentas
y homicidios son indicadores fundamentales de resultado e impac­
to debido a su confiabilidad, validez y comparabilidad superior a
otros indicadores normalmente disponibles. Pero estos indicadores



no siempre son los más relevantes para monitorear y e zaluar las po­
líticas de seguridac ciudadana. Otros tipos de crírnene ; y violencias
que no resultan er; muerte, la magnitud de factores d ~ riesgo y de
protección, inclusive normas y valores dominantes el el gobierno
y en la sociedad son indicadores adicionales y hasta m ts adecuados,
dependiendo de los objetivos de la política.

El monitoreo y la evaluación dependen del detalle de los pro. 'ramas y accio­
nes, la dejinuién de responsabilidades y desagregación o e: )ecificación del
presupuesto: el deta.le de los programas y acciones, la Iefinición de
responsabilidades y desagregación o especificación de presupuesto
aumenta la transparencia de las políticas, orienta la ecolección y
análisis de datos e informaciones y facilita el monitc 'eo y evalua­
ción de las políticas públicas. En el área de la segur idad pública,
donde los datos e informaciones son frecuentemente tatados como
reservados o secretos, es fundamental diferenciar entre reservas y se­
cretos justificables y no justificables en el proceso de :lefinición de
responsabilidades y desagregación o especificación de presupuesto.

El monítoreo y la evaluación consideran la ificacia, ificienCl 1 y equidad de
las políticas: la eficacia tiene que ver con la realizaciói de los obje­
tivos de la política y la obtención de los resultados esperados. La
eficiencia se refiere a la relación costo-beneficio en el desarrollo de
la política. La equidad con la distribución de los ca tos y benefi­
cios en el desarrollo de la política.

Competencias y habilidades

El desarrollo de políticas municipales de seguridad ciud idana requie-
re de la disponibilidad y movilización de recursos técn cos, adminis­
trativos, políticos, económicos y sociales por parte del rm nicipio.Ade-
más de los recursos, este proceso exige que se cuente ce n profesiona-
les preparados, con competencia y habilidad para ernpl. ar dichos re­
cursos. Parte fundamental del proceso de desarrollo de p rliticas muni­
cipales de seguridad ciudadana tiene que ver, por lo tal to, con la ca- 9I



pacitación de profesionales y la adquisición de las competencias y ha­
bilidades necesarias para coordinar y realizar el diagnóstico, formula­
ción, implementación, monitoreo y evaluación de la política.

- Información

Datos e informaciones sobre los problemas existentes, los factores de
riesgo y de protección, el progreso y el impacto de políticas, progra­
mas y acciones, son insumos esenciales para el desarrollo de políticas
municipales de seguridad ciudadana.

Satisfactoriamente, las organizaciones gubernamentales (municipa­
les, estatales y federales) y no gubernamentales, cada vez más, produ­
cen -desde el proceso de transición hacia la democracia- y ponen a
disposición datos e informaciones de varios tipos, que sirven de base
para las políticas municipales de seguridad ciudadana.

Generalmente el mayor problema no es la inexistencia o el acceso
a datos e informaciones sino la calidad de los mismos y su dispersión.
Bastante asociado a la cuestión de la calidad está el tema de la capaci­
dad de los gestores/as de políticas municipales de seguridad ciudada­
na para recolectar, sistematizar y analizar datos e informaciones, eva­
luar su calidad y utilizarlos para diagnosticar problemas, formular, im­
plementar, monitorear y evaluar políticas (Lima 2005). Aunque no
tengan la calidad deseada por los gestores/as de políticas, los datos dis­
ponibles aún pueden ser útiles en la medida que los gestores/as sean
capaces de conocer y tomar en cuenta las limitaciones de dicha infor­
mación en el desarrollo de políticas. Particularmente, cuando eso no
ocurre, es importante que los agentes sean capaces de reconocer sus
propias limitaciones para analizar los datos, a fin de solicitar apoyo de
terceros o, por lo menos, adoptar mayor prudencia en el desarrollo de
las políticas.

- Interdisciplinariedad
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El crimen, la violencia y la inseguridad son problemas complejos y
multifacéticos, con causas de naturaleza biológica, sicológica, econó-



mica, social, cultural y política. No se trata simplemente ( e un proble­
ma de impunidad, que puede ser solucionado a través de mecanismos
de control social y de políticas de seguridad pública, crin inal y carce­
larias más eficaces.

Los altos índices de homicidios en una ciudad o barri ) no resultan
simple o necesariamente de la impunidad de los respon: ables por los
crímenes. Además de la ineficacia de las políticas de seg .ridad públi­
ca, criminal y carcelaria, la superposición de desventajas ( carencias de
naturaleza individual, familiar, educacional, económica, s.cial o cultu­
ral contribuye de manera decisiva al incremento de l( s índices de
agresión y victimización por homicidio (Cardia 2003, 2( 04).

Los/as investigado res/ as movilizan conocimientos de diversas dis­
ciplinas para conocer los factores de riesgo y los factores ( e protección
que contribuyen positiva o negativamente al crecimienn del crimen,
la violencia y la inseguridad en la sociedad. Movilizanstos conoci­
mientos, también, para identificar programas y acciones ( tpaces de re­
ducir los factores de riesgo y aumentar los factores de prc :ección fren­
te a diferentes tipos do: crimen, violencia o inseguridad, T en diferen­
tes áreas geográficas y grupos sociales.

Las políticas de seguridad ciudadana comprensivas, d esarrolladas a
partir de los conocimientos de diversas disciplinas y diri, .idas para ese
conjunto de factores de riesgo y de protección son más d ficiles de de­
sarrollar. Sin embargo, por otro lado, tienen mayor alean :e y posibili­
dades de éxito.

- Intersectorialidad

El desarrollo de políticas de seguridad ciudadana comp ensivas e in­
terdisciplinarias implica la integración y colaboración de irofesionales,
no sólo de diversas disciplinas sino también de diversas o ·ganizaciones
gubernamentales y no gubernamentales. Los profesional ~s de la salud
trabajan en agencias de salud, públicas y privadas; los prt fesionales de
la educación, en agencias de educación, también públic lS y privadas;
los policías, promotores, defensores y jueces desempeñan sus funciones
en agencias del sistema de seguridad pública y justicia pe ral; los inves- 93



tigadores/as de diversas disciplinas trabajan en universidades y centros
de investigación; mientras que los y las líderes civiles trabajan en orga­
nizaciones privadas, sociales y comunitarias.

Las secretarías, coordinaciones, comités, grupos gestores y grupos
de trabajo son tipos de organizaciones que vienen siendo creadas por
municipios para desarrollar políticas municipales de seguridad ciuda­
dana intersectoriales e interdisciplinarias. En la medida en que depen­
den de competencias y habilidades disponibles en el gobierno estatal
y federal, y en la sociedad civil, la participación de profesionales de es­
tas áreas fortalecen y contribuyen al desarrollo de dichas políticas.

- Participación

Un factor crucial para el desarrollo de las políticas de seguridad ciu­
dadana es su sustentabilidad en el tiempo, lo que depende fundamen­
talmente del grado de participación y de apoyo político por parte de
quienes son responsables de su implementación, así como de sus be­
neficiarios.

En municipios donde la sociedad civil es más organizada y movi­
lizada, la participación social en el desarrollo de políticas de seguridad
ciudadana es facilitada y, muchas veces, reivindicada por grupos y sec­
tores representativos. Una de las principales motivaciones de los go­
biernos municipales para invertir en seguridad ciudadana es justamen­
te la existencia de una demanda social de políticas capaz de reforzar,
complementar o suplementar las políticas de seguridad pública desa­
rrolladas por el estado y por el gobierno federal.

Otra posibilidad, sin embargo, es la anticipación por parte de lide­
razgos municipales a demandas aún ocultas o latentes en el área de se­
guridad ciudadana. Cuando los estudios e investigaciones indican la
perspectiva de aumento del crimen y de la violencia, liderazgos mu­
nicipales, con una visión de largo plazo, pueden organizar y movilizar

¡ al gobierno y a la sociedad para tratar el problema antes que se mani­
I fieste o se agrave.
I Las políticas municipales de seguridad ciudadana pueden nacer por

941 iniciativa gubernamental, no gubernamental o conjunta, pero su sus-



tentabilidad depende, fundamentalmente, de arreglos j 'istitucionales
que garanticen la colaboración y rendición de cuentas Ir .rtua por par­
te de los diversos socios involucrados en su desarrollo.

Los consejos, foros, conferencias y audiencias pública son espacios
que vienen siendo creados por los municipios para orga rizar y movi­
lizar tanto a agentes públicos, como a líderes y miernbrc s de la socie­
dad, con el fin de que participen en el desarrollo de polí .icas de segu­
ridad ciudadana. Cuanto mayor la representatividad en esos espacios,
mayor la posibilidad de formación de consensos capace : de sustentar
alianzas entre amplios sectores del gobierno y de la soci .dad,

Aunque el grado de consenso posible esté condicion do por la na­
turaleza e intensidad de los conflictos en el gobierno r iunicipal y la
sociedad, la formación de consensos depende, fundame ttalmente, de
la capacidad de articulación entre los liderazgos y los ge .tores/as mu­
nicipales. La participación de los medios de comunicaci m, en sus di­
versas formas, es otro factor importante para ampliar el a )oyo y la sus­
tentabilidad de las políticas municipales de seguridad cit. dadana (Buc­
ci 1996, 2000; Njaine y Souza 2003; Sartori 2001).

Problemas en el desarrollo de políticas
de seguridad ciudadana

El desarrollo de políticas públicas requiere de la disponi zilidad y mo­
vilización de recursos técnicos, administrativos, económ cos, sociales y
políticos. Este constituye el primer gran problema con el cual se en­
frentan los municipios interesados en el desarrollo de po iticas munici­
pales de seguridad ciudadana. Los recursos disponibles el el municipio
(municipales, estatales o federales; públicos y privados) r J sólo condi­
cionan la decisión de desarrollar o no políticas municip. les de seguri­
dad ciudadana, sino también el propio desarrollo y los re: ultados de di­
chas políticas. Igualmente, de estar disponibles los recurs. -s, éstos preci­
san ser movilizados por el gobierno municipal o por el Joder 10ca1.

No siempre, sin embargo, la decisión de desarrollar 1= olíticas muni­
cipales de seguridad ciudadana está anclada en una eva uación de los 95



recursos disponibles que pueden ser movilizados por el gobierno mu­
nicipal para este fin. La consecuencia en estos casos es, generalmente,
el desarrollo de políticas insustentables, limitadas, imperfectas y hasta
contraproducentes.

Incluso cuando el municipio dispone de los recursos necesarios y
es capaz de movilizarlos para el desarrollo de políticas municipales de
seguridad ciudadana, el gobierno municipal frecuentemente se en­
cuentra con dos tipos de problemas.

Por un lado, la política municipal frecuentemente está basada en
estrategias orientadas al Estado, al gobierno o al partido en el poder y
no a las necesidades o expectativas de la sociedad o de los ciudadano­
s/as. Se trata, en este caso, de un problema de democracia, de un défi­
cit de transparencia, participación social, responsabilización legal y res­
peto a los derechos humanos, que hace que ciertos gobernantes e in­
tereses privados se beneficien más de las políticas municipales que la
ciudadanía y el interés público.

Por otro lado, la política de seguridad ciudadana por ser una acti­
vidad nueva para los municipios, está apoyada en estrategias de gestión
desarrolladas y adecuadas para otro tipo de políticas municipales, que
no necesariamente son adecuadas para el área de seguridad ciudadana.
Las estrategias pueden ser inflexibles o flexibles, lo que implica que se
trate entonces de un problema de gestión.

Democracia
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En regímenes democráticos, la participación de la sociedad y la ciuda­
danía es fundamental para el éxito de las políticas públicas. Esa parti­
cipación, sin embargo, puede ocurrir de diferentes maneras y en dife­
rentes grados de intensidad.

En un nivel mínimo, la participación de la sociedad ocurre a tra­
vés de la elección de representantes, a los cuales se delega la responsa­
bilidad del desarrollo de las políticas municipales de seguridad ciuda­
dana.

Pero la sociedad y los ciudadanos/as, a través de sus asociaciones y
grupos de interés, pueden participar en mayor o menor grado en to-
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das las etapas del desarrollo de la política: diagnóstico, forr iulación, im­
plementación, monitoreo y evaluación. Cuanto más la ociedad y la
ciudadanía participan del desarrollo de la política, en sus varias etapas,
más acentuado es el carácter democrático de la política. 1 licha partici­
pación puede contribuir a la continuidad de las políticas, sspecialmen­
te porque ayuda a fiscalizar y minimizar los riesgos de i istrurnentali­
zación por parte de partidos políticos o grupos de interé , privado.

La democratización de las políticas de seguridad c udadana au­
menta sus posibilidades de éxito, pero no garantiza sus esultados. Es
fundamental la forma de organización y movilización e ~ la sociedad
y la ciudadanía para participar en el proceso. Dependien lo de su ade­
cuación a las características del municipio, a la naturale, 1 del proble­
ma y a las necesidades de la política, la extensión y gra( o de partici­
pación social pueden contribuir positiva o negativamen e al éxito de
la política.

Gestión

La buena gestión es otro aspecto fundamental en el éxii J de las polí­
ticas municipales de seguridad ciudadana. La adopción de estrategias
limitadas, no comprensivas, no implica necesariamente ( ue exista una
mala gestión, una vez que puede ser resultado de una d ecisión racio­
nal referente al alcance posible de la política municipal en un deter­
minado tiempo y lugar. Sin embargo, lo mismo no ocu 're con estra­
tegias ineficaces, ineficientes, contraproducentes o ilegíti nas. Las estra­
tegias que no producen resultados, que producen resul ados a costos
excesivos, que producen resultados contrarios a los desea fas o que son
ilegítimas, son señales más claras de una mala gestión.

La dificultad radica en los mecanismos utilizados pa 'a monitorear
y evaluar las políticas municipales de seguridad ciudadzia. Por ejem­
plo, ¿CÓITlO hacer para medir el progreso y evaluar el imj acto en el de­
sarrollo de estas políticas?

Una premisa de los procesos de monitoreo y evaluac ión es que no
son exclusivamente técnicos, sino que implican juicios ( e valor, par ti- 97



cularmente en la elección de criterios para definir el éxito y los indi­
cadores para medir el progreso e impacto de políticas, programas y ac­
ciones. En este sentido, los procesos de rnonitoreo tienen una dimen­
sión técnica que involucra las cuestiones de definición y medición. Sin
embargo, tienen también otra dimensión política que involucra, ade­
más de los especialistas, a las comunidades, organizaciones y grupos in­
volucrados directa o indirectamente en las políticas (Spink 2001).

Es importante garantizar la participación de la comunidad, la inter­
sectorialidad y la interdisciplinariedad, no sólo en el monitoreo y eva­
luación, sino también en todas las etapas de desarrollo de las políticas
municipales de seguridad ciudadana. En este sentido, es preciso con­
solidar las instancias participativas, intersectoriales e interdisciplinarias
de gestión, sean ellas secretarías, coordinaciones, comités, grupos de
gestión o consejos. Empero, la construcción y efectividad de ese tipo
de instancias dependen de una transformación en la manera como los
órganos de la administración pública acostumbran trabajar, en general,
de forma compartimentada, fragmentada y aislada. Ese cambio de cul­
tura es uno de los grandes desafíos que enfrenta la gestión de las polí­
ticas de seguridad ciudadana.

Los procesos de monitoreo y evaluación, antes, durante y después
del desarrollo de la política, exigen la construcción de indicadores de
desempeño, es decir, mediciones que ayudan a "responder la pregunta
sobre cuánto, o si efectivamente, se está logrando progresar hacia un
objetivo determinado" (definición de USAID citada en Vera Institute
ofJustice 2003:2). En este sentido, la definición de objetivos es clara­
mente una base para la definición de indicadores. Por otro lado, la de­
finición de indicadores depende de la disponibilidad de datos e infor­
maciones que permitan "medir" progresos en relación a los objetivos
deseados.

- Indicadores de desempeño
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La elección de indicadores de desempeño está directamente asociada
a la definición de los objetivos, estrategias, programas y acciones de las
políticas municipales de seguridad pública. Diferentes tipos de indica-



dores son empleados y pueden ser clasificados como i rdicadores de
desempeño directos o indirectos, y como indicadores 01 jetivos y sub­
jetivos (Bayley 1994: 96-101).

Los indicadores directos son aquellos que miden el r sultado de las
políticas municipales con respecto a la sociedad, la redr cción del cri­
men y la violencia, el aumento de la seguridad, etc. Son j 'ecuentemen­
te llamados indicadores de resultados o fines. Los indica lores indirec­
tos son aquellos que miden las actividades desarrollada en la imple­
mentación de la polirica, independientemente del efectc de estas acti­
vidades. Son frecuentemente llamados indicadores de actividades o
medios.

Los indicadores objetivos son aquellos que miden e mbios objeti­
vos en la sociedad, mientras que los indicadores subjetiv )s miden per­
cepciones de cambio. Está bien documentado que los cambios y las
percepciones sobre los mismos no se relacionan de forr la simple y li­
neal, debido a que hoy situaciones en que la reducción e el crimen y la
violencia puede verse asociada a aumentos de la insegu 'idad (en tan­
to percepción) y viceversa.

La evaluación de resultados y de actividades pued en ser hechas
con base en indicacores objetivos y subjetivos, de lo que pueden
existir cuatro tipos: a) indicadores objetivos de resulta. os; b) indica­
dores subjetivos de resultados; c) indicadores objetivos ( .e actividades,
e; d) indicadores subj etivos de actividades. Los indicado es pueden ser
medidos de forma ogregada (para la población total) ) desagregada
(por tipo de crimen o violencia; por área geográfica; P' .r edad, géne­
ro, color!etnia, etc).

La ventaja de losindicadores subjetivos es que norm Imente se ba­
san en encuestas de opinión realizadas a través de técni. as bien cono­
cidas (alta confiabilidad). La desventaja es que no siempi ~ pueden me­
dir exactamente las actividades desarrolladas y los result idos de la po­
lítica.

Los indicadores objetivos, por otro lado, ofrecen la 'entaja de po­
der medir exactamente las actividades y los resultados de la política
(validez), pero tienen la desventaja de que se basan en datos e infor­
maciones cuyo origen y calidad son frecuentemente cu estionables.



En síntesis, los indicadores objetivos tienden a tener mayor validez
y menor confiabilidad, mientras que los indicadores subjetivos tienden
a tener mayor confiabilidad y menor validez. La mejor solución para
medir el progreso y evaluar el impacto de las políticas municipales de
seguridad ciudadana, por lo tanto, es combinar el uso de indicadores
objetivos y subjetivos. Particularmente, es necesario señalar que en el
caso de los indicadores objetivos, es importante utilizar más de una
fuente de datos para aumentar la confiabilidad del indicador.

Presento a continuación algunos ejemplos de los distintos indica­
dores que pueden ser utilizados para medir el desempeño de las polí­
ticas municipales de seguridad ciudadana:

Ejemplos de indicadores objetivos de resultados:

Tasas de delitos o violencias registradas por la policía.

Tasas de victimización.

Utilización del espacio público.

Actividades económicas, sociales y culturales.

Valor de los inmuebles.

Ejemplos de indicadores subjetivos de resultados:

Miedo a crímenes y violencias, sensación de seguridad.

Opinión de la población sobre los resultados de la política.

Confianza de la población en las autoridades y agentes responsa­
bles por la política.

Reclamos y elogios de la población en relación a los resultados de
las políticas.

Reclamos y elogios de la población en relación a las autoridades y
agentes responsables por la política.



, ~gurjd¡1dciudªdana

Ejemplos de indicadores objetivos de actividades:

Número de personas preparadas, organizadas y rno- ilizadas para
desarrollar la política.

Calificación de las personas preparadas, organizadas; movilizadas
para desarrollar la política.

Valores invertidos 'Jara desarrollar la política,

Documentos escritos de presentación de la política.

Actos del poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial para desarrollar la
política.

Ejemplos de indicadores subjetivos de actividades:

Conocimiento de la política entre la población.

Conocimiento de la política por parte de los agente¡ involucrados
en su desarrollo.

Opinión de la población sobre el desarrollo de la po ítica.

Opinión de los!as agentes involucrados sobre el dé arrollo de la
política.

Confianza de los/as agentes involucrados en las au oridades res­
ponsables por el desarrollo de la política.

Tipos de política de seguridad ciudadana

Frente a los problemas mencionados, los municipios ienen básica­
mente la opción de desarrollar tres tipos de política de : eguridad ciu­
dadana, naturalmente pudiendo combinar elementos de dos o tres ti­
pos: a) políticas de empoderamiento del municipio; b) 1 olíticas de re­
ducción del crimen y la violencia, y promoción de la : eguridad ciu­
dadana, y; e) políticas de democratización de la segurid, d pública.
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Pollticas de empoderamiento del municipio

Las políticas de este tipo se plantean como objetivo principal aumen­
tar el poder de los municipios en el área de la seguridad pública. En
Brasil, este tipo de política se ha basado principalmente en la creación,
fortalecimiento y atribución de funciones policiales a las guardias mu­
nicipales. Es un tipo de política más tradicional, más diseminada en el
país, que ganó fuerza con la Constitución Federal de 1988 que auto­
rizó a los municipios a constituir guardias municipales. Este tipo de
política ha favorecido el conflicto y ha dificultado la cooperación en­
tre municipio y Estado en el área de la seguridad pública. En estos ca­
sos, el gobierno federal adopta una posición de mediación entre los
dos niveles de gobierno, apoyando en ocasiones a los municipios, pe­
ro en la mayor parte de los casos a los estados centrales.

Pollticas de reducción del crimen y promoción de la seguridad ciudadana

Las políticas de este tipo tienen por objeto la reducción del crimen y
la violencia, y la promoción de la seguridad de la ciudadanía. En Bra­
sil, este tipo de política se ha basado principalmente en la adopción,
por parte de los municipios, de programas y acciones de naturaleza
preventiva, particularmente de prevención primaria pero también de
prevención secundaria y terciaria. Es un tipo de política más reciente,
menos diseminado en el país, pero que ha ganado fuerza desde el año
2000 con el apoyo del gobierno federal -a través del Programa Na­
cional de Seguridad Pública y del Sistema Único de Seguridad Públi­
ca- y de organizaciones internacionales. Este tipo de política ha favo­
recido la cooperación entre municipio y Estado en el área de la segu­
ridad pública.

~
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Pollticas de democratización de la seguridad pública

Las políticas de este tipo tienen por objeto principal la democratiza­
ción de las políticas de seguridad pública. En Brasil, este tipo de polí-



tica se ha basado princpalmente en la adopción de progr;; nas y accio­
nes que incentivan la organización, movilización y part cipación de
grupos de la sociedad civil, del sector privado, de las un versidades y
las comunidades locales en los asuntos de seguridad p iblica. En la
práctica, este tipo de política ha favorecido la aproximaci 'm y coope­
ración entre el gobierno municipal y la sociedad, y ha c mtribuido a
la ampliación del acceso de la población a los beneficios 1 e programas
y acciones de seguridad pública. En nuevas democracias y sociedades
desiguales como la brasileña, hay siempre el riesgo de qu< este tipo de
política refuerce la seguridad de grupos más organizado y moviliza­
dos de la sociedad, que ya disponen de mayor acceso a se: vicios de se­
guridad pública y privada, en detrimento de grupos mer os organiza­
dos y movilizados que no tienen acceso a esos servicios.

Conclusión

En Brasil, han sido y continúan siendo hoy en momento de una par­

ticular crisis de la seguridad pública, los gobernantes y p iliticos quie­
nes presentan soluciones para la crisis: propuestas para re orrnar la po­
licía y mejorar la seguridad pública que no sólo no tom m en cuenta
el historial del país en este campo, sino también la natu aleza demo­
crática o no de estas soluciones y propuestas.

Es importante observar que las políticas de segurid id pública y,
particularmente, las políticas municipales de seguridad e udadana son
democráticas no porq ue son definidas y dirigidas por gol iernos elegi­
dos democráticamente cada cuatro años, sino porque so 1 transparen­
tes, subordinadas a la ley, respetuosas de los derechos hu: aanos y diri­
gidas a atender las expectativas de la sociedad.

Es importante, en fin, observar por qué las políticas democráticas
incrementan las posibilidades de éxito en la reducción d. 1 crimen y la
violencia, y en el aumento de la seguridad de la mayor 1 de los y las
ciudadanas.

La transparencia es fundamental para el conocimien :0 de datos e
informaciones sobre políticas de seguridad pública y e .ganizaciones 103



policiales, dentro y fuera del gobierno, sin el cual es imposible definir
objetivos y estrategias de forma clara y precisa para orientar los pro­
gramas y acciones, y construir indicadores para monitorear los avances
y evaluar los hechos en el área de la seguridad pública.

La subordinación a la ley y el respeto a los derechos humanos son
fundamentales para controlar el problema de la instrumentalización de
las políticas de seguridad y las organizaciones policiales por parte de
gobiernos, partidos o grupos, y para el control de la corrupción y la
violencia, en sus diversas modalidades.

La atención a las expectativas de la sociedad es fundamental para la
creación de relaciones de confianza y colaboración entre policía o
guardia municipal y ciudadanía, sin ellas las políticas de prevención y
control del crimen y la violencia tienen pocas posibilidades de éxito.



v. Los municipios y la
1

C
om o se explicó en el capítulo anterior en Brasil desde la tran­
sición a la democracia y la promulgación de h Constitución
Federal de 1988, los municipios ampliaron su a .tuación en la

formulación e implementación de políticas públicas, p: rticularmente
en las áreas de salud, educación y asistencia social. En las elecciones
municipales del año 2000, el tema de la seguridad púb ica, y más es­
pecíficamente del rol de los municipios en el área de la seguridad pú­
blica, ganó importancia en la agenda de los candidatos alcalde, en la
mayoría de los estados del país. A partir de 2001, cuand: tomaron po­
sesión las nuevas administraciones municipales, divers )s municipios
ampliaron significativamente su rol en el área de segur dad pública y
pasaron a compartir efectivamente con los estados y el ~ obierno fede­
ralla responsabilidad de prevenir el crimen y la violenc 1 y mejorar la
seguridad de la población.

Además de crear y fortalecer las guardias municipales ,diversos mu­
nicipios crearon secretarías o coordinaciones municipale , y elaboraron
políticas y programa; municipales para el área de segu .idad pública.
Asimismo, crearon consejos, comisiones, comités o foro para incenti­
var la participación ele la comunidad en la formulaciór e implemen­
tación de las accione; municipales en dicha área".

Texto publicado originalmente como: "Os municípios e a seguranc pública", en José
Mário Brasiliense Carn eiro et al. (2004) "Avances nas prefeituras: nov: s carninhos da de­
mocracia", Cadernos Ac'enauer, Vol. 1. Sao Paulo: Fundación Konrad A enauer, p. 51-68.

2 Pano Alegre, Curitiba, Sao Paulo, Belo Horizonte, Vitória, Salva, or e Macapá son
ejemplos de capitales 'Iue crearon órganos municipales que desarro an acciones en el
área de seguridad pública, dichas instancias tuvieron diversas denom naciones y fueron
incorporados a las áreas de seguridad urbana, defensa social, ciudada: ia y derechos hu- I05
manos de los municipios.



Una serie de factores contribuyeron a la creciente inserción de los
municipios en el área de seguridad pública en los últimos años, entre
los cuales se destacan:

El incremento de la criminalidad y la violencia urbana particular­
mente en las ciudades localizadas en regiones metropolitanas y de
las demandas de la población por acciones efectivas dirigidas a la
prevención del crimen y la violencia y la mejora de la seguridad
pública;

Las limitaciones de la mayoría de los gobiernos estatales para desa­
rrollar acciones de prevención del crimen y de mejora de la seguri­
dad pública capaces de responder a las expectativas de la población;

Las posibilidades de diversos gobiernos municipales de desarrollar
acciones de prevención del crimen y mejora de la seguridad públi­
ca de forma integrada o independiente de los estados, a través de
las guardias municipales y/o de las organizaciones municipales res­
ponsables por la formulación e implementación de políticas socia­
les y urbanas.

Además de estos factores, es importante destacar el apoyo del gobier­
no federal a la expansión de la actuación de los municipios en el área
de seguridad pública, a través del Plan Nacional de Seguridad Pública
y del Fondo Nacional de Seguridad Pública lanzados en el año 2000.
A pesar de ser aún limitado, este apoyo fue reforzado en el año 2003
con el lanzamiento del proyecto del Sistema Único de Seguridad PÚ­
blica y la alteración de la ley que reglamenta el Fondo Nacional de Se­
guridad Pública.

En este contexto, es fundamental analizar la naturaleza de la inser­
ción -de la mano de los gobiernos estatales y el gobierno federal- de
los municipios en este campo de acción y las consecuencias de este
proceso en la formulación e implementación de políticas de preven­
ción del crimen y mejora de la seguridad pública en cada municipio".

106 3 Otro tema importante son las consecuencias de este proceso en la estructura y funcio­
namiento del sistema federativo, particularmente en el tipo de inserción que el muni-



¿Podrán los gobiernos municipales y los gobiernos, statales deba­
tir, negociar y decidir conjuntamente la política más ó itima de pre­
vención del crimen y la violencia y de mejora de la se¡ uridad públi­
ca para cada municipio? ¿O el proceso de inserción de los gobiernos
municipales en el área de seguridad pública llevará a la atensificación

de conflictos entre dichas esferas gubernamentales?
¿Podrán los gobiernos municipales, los gobiernos es! itales y el go­

bierno federal integrar acciones en el área de seguridad oública, supe­
rando eventuales conflictos generados por intereses part darios y elec­
torales? ¿O estos conflictos impedirán la integración de acciones mu­
nicipales, estatales y federales, sin la cual es prácticarne ate imposible
desarrollar y sustenta' políticas de prevención del crime 1 y de mejora
de la seguridad pública?

¿Podrá la inserción de los municipios en el área deeguridad pú­
blica contribuir de manera significativa a la prevención del crimen y
la violencia y la mejora de la seguridad pública en el paí ? ¿O la inser­
ción de los municipios apenas aumentará la cornplejida i y la dificul­
tad del proceso de formulación e implementación de Folíticas de se­
guridad pública en los estados y municipios y, consecui ntemente, re­
ducirá las posibilidades de éxito de estas políticas?

Politica de seguridad pública en los municipios

En el Estado de Sao Paulo, que puede servir como eje mplo para un
análisis de la inserción de los municipios en el área de .eguridad pú­
blica en Brasil, no hay una política estatal de seguridad r íblica que in­
tegre efectivamente las acciones de prevención y prom< ción de la se­
guridad pública desarrolladas por el gobierno estatal y F or las alcaldías
municipales. En este contexto, la política de seguridad: ública imple­
mentada en cada municipio puede ser analizada como esultado de la
combinación de políticas, programas y acciones del gol: erno estatal y

cipio tiene dentro del sistema federativo de Brasil. Ello, sin embarg >, no es objeto de
análisis de este capítulo. 107



políticas, programas y acciones de la alcaldía municipal, que pueden
tener mayor o menor grado de convergencia o divergencia.

El estado
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En los últimos veinte años, el gobierno del Estado de Sao Paulo ha ac­
tuado en el área de la seguridad pública principalmente a través de ac­
ciones policiales. Acciones económicas, sociales, culturales y urbanas
de varios tipos han sido desarrolladas, pudiendo eventualmente con­
tribuir a la prevención del crimen y la violencia, pero normalmente
no han sido dirigidas hacia dicho objetivo. Hubo un aumento signifi­
cativo de las inversiones en el área de seguridad pública, dirigidas prin­
cipalmente al aumento del efectivo policial, equipamiento y arma­
mento de las policías. El gobierno del estado promovió también la in­
formatización de los registros y mapas de ocurrencias delictivas; la in­
tegración de la policía civil y militar y la creación de la superinten­
dencia de la policía técnico-científica; la creación de la Defensoría del
Pueblo y el fortalecimiento de las comandancias de la policía militar
y de la policía civil.

Las acciones policiales del gobierno estatal pueden ser diferencia­
das en dos grupos principales, además de la atención de ocurrencias
sociales que ocupan buena parte del tiempo de los policías. Por una
parte, hay acciones enfocadas en la atención de hechos delictivos y la
aplicación de la ley penal, más específicamente la prisión, juzgamien­
to y sanción de los responsables por la práctica de crímenes. La crea­
ción y el fortalecimiento de unidades especializadas de la policía mi­
litar y la policía civil reflejan y contribuyen al fortalecimiento de este
tipo de acciones.

Por otra parte, hay acciones orientadas hacia la prevención del cri­
men y la violencia, más específicamente, dirigidas a la reducción de los

factores de riesgo y al aumento de los factores de protección -en la
esfera de la familia, la escuela, el trabajo, la comunidad, la salud, la po­
licía y la justicia- que aumentan o disminuyen la incidencia y el im­
pacto de crímenes en un determinado municipio o en un determina-
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do barrio. Las iniciativas de aproximación entre la polie a, los demás
órganos públicos y las organizaciones de la sociedad civi , a través del
modelo de policía comunitaria, comisarías participativas, ,rogramas de
atención a víctimas de crímenes y violencias, reflejan ya ioyan el for­
talecimiento de este tipo de acciones.

A pesar de las diversas iniciativas que buscan preveni el crimen y
la violencia, las acciones policiales que se concentran er atender he­
chos delictivos y en la aplicación de la ley penal son da 'amente pre­
dominantes en la política de seguridad pública del gol ierno estatal
-hecho éste que contribuye al aumento de la población carcelaria en
el estado, que pasó de 55 mil en 1994 a 118 mil en 200: .

El municipio

Las alcaldías comenzaron a actuar más en el área de segt :idad pública

tras las elecciones municipales realizadas en el año 2000. En el Estado

de Sao Paulo, así como en otros estados, diversos alcald, s fueron ele­
gidos con propuestas de seguridad pública y al tomar p ssesión, en el
año 2001, crearon secretarías o coordinaciones municipa es y elabora­
ron planes municipales para dicha área. También crearon .onsejos mu­
nicipales y comisiones, comités o foros locales para incer tivar la parti­
cipación de la cornun idad en la formulación e impleme itacióri de las

acciones municipales de seguridad pública.
Los alcaldes entienden que las alcaldías tienen un rol ubsidiario en

el área de la seguridad pública, una vez que la Constit ición Federal
atribuye al gobierno federal y a los estados la responsabi .dad de orga­
nizar, preparar y emplear las fuerzas policiales, facultand J a los muni­
cipios apenas la creaci ón de guardias municipales para la irotección de

bienes, servicios e instalaciones municipales. Pero entie iden también
que, ante las limitaciones del gobierno federal y estatal p; caresolver los
problemas de la seguridad pública y frente a las demand, s de la pobla­

ción por más seguric.ad, las alcaldías pueden y deben a npliar sus ac­

ciones en el área.
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La actuación de las alcaldías en dicho campo ocurre generalmente
a través del traspaso de recursos para subsidiar el funcionamiento de las
policías estatales (policía civil y policía militar). La construcción, alqui­
ler y mantenimiento de predios para comisarías y bases comunitarias de
seguridad; la cesión de funcionarios para comisarías y bases comunita­
rias; la cesión de vehículos, gastos de combustible y mantenimiento de
vehículos y pagos a policías; son ejemplos de los subsidios proporcio­
nados por las alcaldías para la actuación de las policías estatales.

Recientemente, sin embargo, las alcaldías comenzaron a cambiar su
forma de actuar en el área de la seguridad pública. Desde el punto de
vista de muchos alcaldes, el apoyo financiero para el desempeño de las
policías estatales no siempre producía los resultados esperados y el mu­
nicipio tenía poca influencia y control sobre el uso de los recursos
municipales transferidos. En este sentido, se pensó que podría ser más
ventajoso para las alcaldías expandir y perfeccionar las acciones de las
guardias municipales, o incluso crear guardias municipales, así como
movilizar recursos destinados a organizaciones municipales actuando
en las áreas de salud, educación, trabajo, asistencia social, infraestructu­
ra urbana, entre otras, para generar acciones de prevención del crimen
y la violencia.

La alcaldía de la ciudad de Sao Paulo, por ejemplo, creó la Secre­
taría Municipal de Seguridad Urbana, elaboró un plan municipal de
seguridad urbana, creó un consejo intersectorial para integrar las ac­
ciones de los diversos sectores de la alcaldía e inició un proceso de
creación de comisiones civiles comunitarias (creadas en cinco barrios
hasta el año 2003) para incentivar la participación de la comunidad en
los asuntos de seguridad pública.

En relación a la actuación de las alcaldías en el área de seguridad
pública, es importante diferenciar entre aquellas que tienen guardias
municipales y aquellas que no las tienen. Las alcaldías que no cuentan
con guardias municipales pueden actuar en la prevención del crimen
y la violencia y en la promoción de la seguridad pública, principal­
mente a través de acciones sociales y urbanas. Las alcaldías, como ocu­
rre con el gobierno estatal, desarrollan diversas acciones en el área so­
cial y urbana que pueden eventualmente contribuir a la prevención



del crimen y la violencia, pero solamente en los últimos años comen­
zaron a dirigir estas acciones con el objeto de prevenir, 1 crimen y la
violencia y mejorar la seguridad pública.

Las alcaldías que tienen guardias municipales, por su oarte, pueden
enfocar el funcionamiento de las guardias en la atención le hechos de­
lictivos y la aplicación de la ley penal, siguiendo así el l' iemplo de las
policías estatales, o pueden orientarlas hacia acciones ( e prevención
del crimen y la violencia, en asociación con otros órgan: 's de la admi­
nistración municipal y organizaciones de la sociedad civ .1.

La actuación de las alcaldías está condicionada por ( iversos facto­
res, incluyendo las inclinaciones de los alcaldes y sus iartidos, pero
principalmente es determinada por los problemas de se~ uridad públi­
ca del municipio, las demandas de la población, las inve siones estata­
les en la prevención del crimen y en la mejora de la se~ uridad públi­
ca en el municipio, y los recursos disponibles en el mun cipio para in­
vertir en la seguridad pública.

Sin embargo, la actuación de las alcaldías también se ve condicio­
nada por el tipo de relación que existe entre el municip o y el estado.
Esta relación está bastante influenciada por factores de iaturaleza po­
lítico-electoral, particularmente la asociación partidaria del goberna­
dor y del alcalde. Pero también está atravesada por facte -es de natura­
leza político-institucional. En la medida que el municip .o busca crear
o fortalecer la guardia municipal, destinando a la mism. recursos que
podrían ser dirigidos a las policías estatales, se verifica un . reacción ne­
gativa por parte de las policías estatales, aumenta el ries ;0 de generar
conflictos y disminuye la posibilidad de cooperación en re el estado y
el municipio en el área de seguridad pública.

Los conflictos entre el estado y el municipio tiend. n a aumentar
aún más cuando las alcaldías orientan las acciones de lar guardias mu­
nicipales hacia la atención de ocurrencias delictivas y la aplicación de
la ley penal, y reivindican cambios en la Constitución F deral para re­
gularizar el ejercicio de actividades de patrullaje exten ivo por parte
de las guardias municipales -actividades éstas que son h )y monopolio
de la policía militar, que a su vez se siente amenazada P' .r el fortaleci­
miento de las guardias municipales. No es accidental e le las policías I I I



militares se opongan a que las guardias municipales sean convertidas
en policías municipales, y propongan que éstas se dediquen exclusiva­
mente a las actividades de vigilancia y preservación del patrimonio
municipal previstas en la Constitución Federal. Cuando concuerdan
con la ampliación de la esfera de actuación de las guardias municipa­
les, las policías militares proponen que las guardias actúen sólo en la
atención de ocurrencias sociales, que actualmente las sobrecargan, li­
berándolas así de la atención de ocurrencias delictivas.

Estado y municipio
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Tomando en cuenta las posibilidades de actuación del estado y del
municipio en el área de la seguridad pública, es posible construir una
tipología de las políticas de seguridad pública en el municipio. La pri­
mera dimensión de la tipología sería la actuación del estado en el área
de seguridad pública, que puede estar centrada en acciones de la po­
licía estatal o en acciones sociales y urbanas. La segunda dimensión de
la tipología sería la actuación del municipio, que puede estar centrada
en acciones de vigilancia (a travéz de la guardia municipal) o en ac­
ciones sociales y urbanas.

A partir de las combinaciones de estas dos dimensiones, es posible
identificar cuatro tipos principales de políticas de seguridad pública en
los municipios (ver Cuadro 1).

Un tipo de política de seguridad pública está centrado en accio­
nes policiales por parte del estado y acciones de vigilancia por parte
del municipio. Aunque las policías estatales y las guardias municipales
puedan ser orientadas hacia acciones de naturaleza comunitaria y pre­
ventiva, las políticas centradas en acciones policiales y de vigilancia
son dirigidas principalmente a la atención de ocurrencias delictivas y
la aplicación de la ley penal. Este es el tipo de política de seguridad
pública encontrado más frecuentemente en los municipios del Esta­
do de Sao Paulo.

Un segundo tipo de política de seguridad pública se concentra en
acciones policiales por parte del estado y acciones sociales y urbanas
por parte del municipio. En este caso, la política tiende a combinar la



atención de hechos delictivos y la aplicación de la ley p nal, realizada
por el estado, con acciones de prevención del crimen "la violencia
realizadas por el municipio. Este es el tipo de política de : eguridad pú­
blica defendido por el gobierno estatal y por diversas a caldias de los
municipios del Estado de Sao Paulo.

Cuadro 1

Políticas de seguridad públíca en el municipio

Social/urbano

MUNICIPIO

Guardia

Represión
Prevención

Represión
Represión

Policía

Prevencié "l

Prevencié n

Prevenci- n

Represió 1

Social/i rbano
ESTADO

Un tercer tipo de política de seguridad se centra en acc iones sociales
y urbanas llevadas a cabo por el estado y acciones de vigi' mcia del mu­
nicipio. En esta situación, aparentemente excepcional, , s posible en­
contrar municipios donde la presencia de las policías es atales es muy
reducida, inferior a la presencia de las guardias municipal -s.En este ca­
so, como en el anterior, la política también tiende a con binar la aten­
ción de ocurrencias delictivas y la aplicación de la ley pe! al con la pre­
vención del crimen y la violencia. Pero a través del apo) ) de las guar­
dias municipales a las policías estatales, el municipio exp: nde su actua­
ción en el área de la atención de ocurrencias delictivas y aplicación de
la ley penal, mientras el estado, a través de acciones soci: les y urbanas,
expande su actuaciór, en el área de la prevención.

Finalmente, un cuarto tipo de política está centrad) en acciones
sociales y urbanas. Aunque el estado y el municipio cont núen actuan- I 13
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do en la atención de ocurrencias delictivas y en la aplicación de la ley
penal, a través de las policías estatales y de las guardias municipales, la
política de seguridad en el municipio es dirigida principalmente hacia
acciones de prevención en la familia, la escuela, el trabajo, los medios
de comunicación, la comunidad y la salud. Este es un tipo de política
prácticamente inexistente en los municipios del Estado de Sao Paulo,
debido al predominio de políticas de seguridad centradas en la aten­
ción de hechos delictivos y la aplicación de la ley penal.

El desarrollo de cualquiera de los cuatro tipos de política de segu­
ridad pública mencionados arriba supone que estado y municipio de­
sarrollan acciones regulares, permanentes, en el área de la seguridad
pública -Io que no siempre ocurre-, y que las principales diferencias
entre los municipios se relacionan con el tipo de política, programa o
acción desarrollada por el estado y por el municipio.

Más aún, en cualquiera de las situaciones descritas arriba, las accio­
nes del municipio y del estado pueden ser más o menos integradas.
Por ejemplo, puede haber mayor o menor integración entre las accio­
nes policiales del estado y las acciones de la guardia municipal, o en­
tre las acciones policiales del estado y las acciones sociales y urbanas
del municipio. Cuanto mayor sea el grado de integración entre las ac­
ciones del estado y del municipio, mayor será la posibilidad de éxito
en la prevención del crimen y la violencia y en la promoción de la se­
guridad pública del municipio.

Diferenciar claramente cuatro tipos de política de seguridad públi­
ca que son o pueden ser implementados en cada municipio permite
que las autoridades políticas y los gestores/as responsables de la formu­
lación e implementación de la política de seguridad pública analicen
las ventajas y desventajas de cada modelo, e identifiquen aquel que
mejor atiende a las necesidades del municipio y las expectativas de la
población.

Es fundamental tener siempre en cuenta que no hay un tipo de po­
lítica de seguridad pública ideal o superior a los otros que pueda ser
desarrollado con mayor posibilidad de éxito en cualquier municipio.
El valor de cada tipo de política de seguridad pública descrito arriba,
desde el punto de vista de la prevención del crimen y la violencia y
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del mejoramiento dé la seguridad pública, depende de 1 . naturaleza de
los problemas enfrentados por el municipio, de los reci rsos a disposi­
ción del estado y del municipio para la formulación e ir iplementación
de las políticas de seguridad pública y de las expectatix as de la socie­
dad en relación a las políticas gubernamentales en dich l área.

Por ejemplo, municipios o barrios con problemas asociados a la
presencia del crimen organizado exigen un tipo de pol: :ica de seguri­
dad pública apoyado fuertemente en la acción de las p< licias estatales,
lo que no ocurre en municipios o barrios donde el cri nen organiza­
do no está presente, pero hay problemas de violencia eJ las escuelas o
violencia contra las mujeres y grupos minoritarios.

Otro ejemplo relevante: estados y municipios que d sponen de in­
formación confiable sobre la incidencia y el impacto ie crímenes y
violencias y sobre los factores que aumentan o dismir lyen el riesgo
de victimización, pueden desarrollar políticas de pn vención inte­
grando acciones de ]a policía, las guardias y otras organ zaciones esta­
tales y municipales. Estados y municipios que no tiener esta informa­
ción, o que no tienen profesionales capaces de analizar y utilizarla, no
podrán desarrollar políticas de prevención y tendrán lue limitar su
acción a la atención de ocurrencias delictivas y a la a .Iicación de la
ley penal.

Condicionantes de la actuación de los municipios
en la seguridad pública

La inserción de los municipios en el área de seguridad pública es aún
incipiente, pero puede tal vez ser caracterizada como u la de las prin­
cipales innovaciones producidas en la estructura del sist ma de seguri­
dad pública de Brasil desde la transición a la democrac La. Sin embar­
go, es un proceso qu e se desarrolla en un contexto cor stitucional ad­
verso y que se enfrenta a la resistencia de las policías e tatales, princi­
palmente de las policías militares.

La Constitución Federal de 1988 mantuvo la estruc tura básica del
sistema de seguridad pública constituido durante el rég men autorita- 115



rio, según la cual la policía militar es considerada una fuerza de reser­
va y auxiliar del Ejército, responsable por el patrullaje extensivo y el
mantenimiento del orden público, mientras que la policía civil es res­
ponsable de la investigación criminal en el ámbito estatal. Desde el
proceso de elaboración de la Constitución Federal de 1988 las policías
estatales se han opuesto a propuestas de cambio constitucional que
buscan separar la policía militar de las fuerzas armadas, unificar la po­
licía militar y la policía civil y transformarlas en policías de ciclo com­
pleto. Dichas propuestas se volvieron inviables debido a la resistencia
y oposición de las policías militares y las civiles. De la misma forma,
las policías estatales se han opuesto a propuestas de cambio constitu­
cional que permitan dotar a los estados de autonomía para estructurar
sus sistemas de seguridad pública y autorizar a los municipios a cons­
tituir policías municipales.

A través de lobbies en el Congreso Nacional, las policías estatales
han intentado impedir cualquier cambio constitucional que rompa el
monopolio de la policía militar sobre el patrullaje extensivo y el mo­
nopolio de la ""olicía civil sobre la investigación criminal en el ámbi­
to estatal. Así, 11. policía militar procura impedir el involucramiento de

la policía civil y de las guardias municipales en el patrullaje extensivo;
la policía civil procura impedir el involucramiento de la policía mili­
tar, de las guardias municipales y del Ministerio Público en la investi­
gación criminal, y; la policía civil y la militar procuran impedir el in­
volucramiento de la policía federal en la investigación de crímenes
practicados por policías estatales.

La oposición de las policías estatales a la constitución de policías
municipales, o la autorización constitucional de las guardias municipa­
les para realizar actividades de patrullaje extensivo y mantenimiento
del orden público, atiende a intereses corporativos bien definidos. Pe­
ro tiene como consecuencia dificultar la inserción de los municipios

en el sistema nacional de seguridad pública en condiciones de igual­
dad con los estados. Contribuye así a mantener una tendencia históri­
ca, fortalecida durante el régimen autoritario, de subordinación de los

I I6 municipios a los estados en el área de seguridad pública.



La continuidad y fortalecimiento del proceso de irise rción de los
municipios en el área de seguridad pública, así como las c insecuencias
de este proceso para el perfeccionamiento de las políticas le seguridad
pública, dependerán mucho de la posibilidad de superac ón de la si­
tuación de desigualdad existente entre los estados y los rr unicipios en
esta área. Esta desigualdad dificulta el debate y la negociac ón entre es­
tados y municipios sobre la política de seguridad pública nás apropia­
da para cada estado y cada municipio.

El logro de cambios constitucionales es una forma d ' superar di­
cha desigualdad y permitir la inserción de los municipio: en esta área
en condición de igualdad con los estados. Pero, frente a la , dificultades
impuestas para llevar s.delante dichos cambios constituci males por el
lobby de las policías estatales, otras estrategias han sido ade ptadas, entre
ellas, las articulaciones entre los municipios, y entre éstos '1 las organi­
zaciones de la sociedad civil, el gobierno federal y los pr< pios gobier­
nos estatales para promover y fortalecer la actuación de le ; municipios
en el área de la seguridad pública. Este proceso depender L, sin embar­
go, de las respuestas de la sociedad civil, el gobierno fedi ral y los go­
biernos estatales a las iniciativas de los alcaldes. Un rol imj ortante pue­
de ser desempeñado por los Foros Metropolitanos, que e imenzaron a
ser articulados por los alcaldes para discutir y promover la inserción de
los municipios en la seguridad pública. Dos Foros Metn ,politanos ya
fueron creados, en las regiones metropolitanas de Sao Pa tlo y Recife,
y un tercer Foro estaba en proceso de creación, en la Re gión Metro­
politana de Porto Alegre'.

4 Información sobre el Foro Metropolitano de Seguridad Pública de S .o Paulo y sobre
la Cámara Metropolitana de Política y Defensa Social y el Foro Pern mente Intermu­
nicipal de Secretarios, en el Consejo de Desarrollo de la Región Metr .polirana de Re­
cife, están disponibles en la página web de! Foro Metropolitano de S, guridad Pública:
wwwforumsp.org.br. Sobre e! Foro Metropolitano de Seguridad Púl lica de Sao Pau- 117
lo, ver también e! capítulo VI de este volumen,



Foros Metropolitanos

La creación de Foros Metropolitanos es una estrategia que comenzó a
ser adoptada por los alcaldes, con apoyo de la sociedad civil, el gobier­
no federal y el gobierno del estado, para promover la inserción de los
municipios en el área de la seguridad pública. A través de estos foros,
los alcaldes buscan minimizar conflictos y ampliar consensos entre
municipios, creando condiciones más favorables para generar debates
y negociaciones con los estados y el gobierno federal, en lo que refie­
re a la seguridad pública.

En 2001, los alcaldes de los 39 municipios de la Región Metropo­
litana de Sao Paulo crearon el Foro Metropolitano de Seguridad Pú­
blica, con apoyo del Instituto Sao Paulo Contra la Violencia. Desde su
creación, el Foro Metropolitano promovió, además de acciones muni­
cipales en la prevención del crimen y la violencia y el mejoramiento
de la seguridad pública, la realización de convenios con el objeto de
integrar acciones de los municipios, el gobierno estatal y el federal.

Entre las acciones desarrolladas por el Foro, destacan la elaboración
de un Plan Metropolitano de Prevención de la Violencia y el estable­
cimiento de convenios entre las alcaldías y el gobierno estatal para de­
sarrollar mapas y datos sobre hechos delictivos en base a los registros
de la policía, que sirvan de guía para el desarrollo de programas mu­
nicipales de prevención del crimen y la violencia.

En 2003, los alcaldes de los catorce municipios de la Región Me­
tropolitana de Recife organizaron, en el marco del Consejo de Desa­
rrollo de la Región Metropolitana de Recife, la Cámara Metropolita­
na de Política y Defensa Social, en la que participa el gobierno esta­
tal, el gobierno federal, universidades y la sociedad civil, y a la cual es­
tá asociado el Foro Permanente Intermunicipal de Secretarios. Entre
las acciones desarrolladas por la Cámara, se destaca la elaboración del
Plan Metropolitano de Política de Defensa Social y Prevención de la
Violencia en la Región Metropolitana de Recife.

El Foro Metropolitano de Seguridad Pública en Sao Paulo y la Cá­
mara Metropolitana de Política y Defensa Social y el Foro Permanen­
te Intermunicipal de Secretarios en Recife son ejemplos de experien-



cias innovadoras en el área de seguridad pública. En las r .giones me­
tropolitanas de Sao Paulo y Recife, el Foro y la Cámara han contri­
buido de manera significativa a la superación de conflictc ; entre esta­
dos y municipios y entre administraciones estatales y rm nicipales de
diferentes partidos, que tradicionalmente han vuelto invi He el desa­
rrollo y sustentación de políticas de prevención del crin en y la vio­
lencia y el mejoramiento de la seguridad pública en Bras l.

En abril del año 2004, las experiencias de los Foros vletropolita­
nos de Sao Paulo y Recite fueron presentadas en el Sem nario Inter­
nacional "Ciudades Más Seguras" de Porto Alegre, que ti vo entre sus
objetivos promover el debate sobre la constitución de un ~oro Metro­
politano de Seguridad Pública en la región de Porto Ale .re,

Perspectivas

La inserción de los municipios en el área de seguridad 1 ública es un
proceso nuevo, aún incipiente, posiblemente reversible. ] lay obstácu­
los de naturaleza constitucional que limitan el aumento le la partici­
pación de los municioios en el área, particularmente a través de las
guardias municipales. Pero hay también incentivos y pre~ ones favora­
bles a la ampliación dé la participación de los municipios en este cam­
po, a través de acciones de las guardias municipales y, pr: acipalmenre,
a través de acciones sociales y urbanas desarrolladas por otras organi­
zaciones de la administración municipal.

Las consecuencias de este proceso para la estructura ( el sistema de
seguridad pública y para las políticas de seguridad públi .a desarrolla­
das actualmente en les diversos estados y municipios de país todavía
son poco conocidas. Sin embargo, parece claro que el p oceso de in­
serción de los municipios en el área de seguridad pública está transfor­
mando la estructura del sistema de seguridad pública y ~l proceso de
formulación e implementación de las políticas de seguric id pública en
el país, en la siguiente dirección:

La seguridad pública dejó de ser un área reservada a os gobiernos
estatales y al gobierno federal, y pasó a ser un área de la cual hacen I 19



parte también los gobiernos municipales, además de organizacio­
nes de la sociedad civil.

La inserción de los municipios en el área de seguridad pública no
implica una transferencia de responsabilidades de los estados a los
municipios -una "municipalización" de la seguridad pública.

La inserción de los municipios en la seguridad implica un proceso
de definición del rol del municipio y de redefinición del rol del es­
tado en el área, que amplía significativamente el campo de posibi­
lidades para el desarrollo de políticas de seguridad pública.

~
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Más específicamente, la inserción de los municipios en este campo
llama la atención por el hecho de que las políticas de seguridad públi­
ca involucran ahora no sólo acciones de las policías estatales orienta­
das a la atención de ocurrencias delictivas y la aplicación de la ley pe­
nal, sino también acciones de las guardias municipales orientadas a la
atención de hechos delictivos y la aplicación de la ley penal, así como
acciones de prevención del crimen y la violencia desarrolladas por po­
licías estatales, guardias municipales y por otras organizaciones de las
administraciones municipales y estatales.

Considerando la etapa inicial y el poco conocimiento existente so­
bre el proceso de inserción de los municipios en el área de seguridad
pública, no hay todavía informaciones y datos disponibles que permi­
tan una evaluación positiva o negativa de este proceso. No hay ningu­
na garantía de que este proceso traerá beneficios, tampoco de que trae­
rá perjuicios a la seguridad pública. No hay, por lo tanto, ninguna ra­
zón para defender, por principio, las posiciones adoptadas por alcaldías
y guardias municipales, o las posiciones defendidas por gobiernos es­
tatales, policías militares y policías civiles. Lo más prudente parece ser
acompañar este proceso, eventualmente participar de su desarrollo, po­
siblemente a través de los Foros Metropolitanos de Seguridad Pública,
buscando explorar y evaluar las diferentes posibilidades de articulación
de las políticas, programas y acciones estatales y municipales en el área
de seguridad pública.



VIII. Los derechos humanos en

E
l presente capítulo presenta un panorama gener 1 de la políti­
ca de derechos humanos durante el Gobierno L ila, entre ene­
ro de 2003 y diciembre de 2004, tomando como punto de par­

tida las inversiones y convenios firmados para la imple nentación del
Programa Nacional ele Derechos Humanos II (PNDH). Son presenta­
dos también los datos relativos al año 2002, cuando el 'NDH pasó a
ser implementado con recursos presupuestarios previsi os en el Plan
Plurianual (PPA) y en la Ley Presupuestaria Anual (LO ~)2.

Desde el lanzamiento del PNDH, el 13 de mayo de 1996, corres­
ponde a la Secretaría Especial de Derechos Humanos SEDH)3 pro­
mover acciones orientadas a la protección y promoció l de los dere­
chos humanos. En el año 2002, se actualizó el PNDH con la inclu­
sión de los derechos econórriicos, sociales y culturales.

El Plan Plurianual 2000-2003 garantizó que la maye ría de las me­
tas del PNDH fuesen incorporadas en los instrumento de planifica­
ción y presupuesto del gobierno federal y se convirties -n en progra­
mas y acciones específicas, con recursos asignados por la Ley Presu-

Texto escrito conjuntamente con Adriana A. Loche, investigadora de Centro de Estu­
dios sobre Políticas de Seguridad Pública y Derechos Humanos de a Pontificia Uni­
versidad Católica de Silo Paulo (PUCSP).

2 Todos los datos presentados fueron compilados de los documentos di oonibles en la pá­
gina web de la Secretaria Especial de Derechos Humanos: wwwpresic mcia.gov.br/scdh.

3 La SEDH fue creada como Secretaría Nacional de Derechos Hu lanas en 1997 y
transformada en Secrearía Estatal de Derechos Humanos en el año 1999. En el año
2003, con la posesión del nuevo Presidente de Brasil, la Secretaría, on el nombre de
Secretaría Especial de :Jerechos Humanos, pasa a ser vinculada dire. tamente a la Pre­
sidencia de la República, al aprobarse la Ley 10.683 el 28 de mayo ( ~ 2003. Este esta-
tus de Ministerio dado por el Presidente de la República a la Secreta! a revela una pers- I63
pectiva de fortalecimiento de las políticas en el sector.



puestariaAnual.Así, fueron contemplados en el PPA 2000-2003 los si­
guientes programas:

Asistencia a víctimas y testigos amenazados.

Atención a la persona con discapacidad.

Combate al abuso y la exploración sexual de niños/as y adolescentes.

Combate a la violencia contra la mujer.

Defensa de los derechos del niño y el adolescente.

Derechos humanos, derechos de todos.

Gestión de la política de derechos humanos.

Paz en las escuelas.

Protección de la adopción internacional.

Reinserción social del adolescente en conflicto con la ley.

En mayo de 2002, fue creada la Secretaría Estatal de Derechos de la
Mujer, por lo que las acciones de defensa y garantía de los derechos de
la mujer, así como el apoyo administrativo al Consejo Nacional de los
Derechos de la Mujer dejaron de ser gerenciados por la SEDH.

El Plan Plurianual 2004-2007 definió como unidades presupuesta­
rias de la SEDH las siguientes líneas programáticas:

Combate al abuso y la exploración sexual de niños/as y adoles­
centes.

Atención socioeducativa del adolescente en conflicto con la ley.

Promoción y defensa de los derechos del niño/ay el adolescente.

Derechos humanos, derechos de todos.

Gestión de la política de derechos humanos.

Asistencia a víctimas y testigos amenazados.

164 Nacional de accesibilidad.



Promoción y defensa de los derechos de personas con discapacidad.

Protección de la adopción y combate al secuestro in ernacional.

Además de estos programas, en el año 2004 la SEDH g renció los si­
guientes programas: :J) erradicación del trabajo infantil; )) protección
social del anciano, que en el PPA 2004-2007 correspon le al Ministe­
rio de Asistencia Social, y; c) erradicación del trabajo e l condiciones
de esclavitud, del Ministerio del Trabajo y Empleo.

En el presente capítulo serán analizados los convenio firmados pa­
ra la implementación del PNDH en el periodo 2002-2( )4, resaltando
los programas y el valor destinado a ellos. Los datos se P' esentan en las
Tablas 1,2 Y 3. La TaJla 1 presenta el número de conve uos firmados,
el valor total de estos convenios y los valores porcentua es, por estado
y región de Brasil, entre 2002 y 2004. La Tabla 2 present: para cada es­
tado brasileño, el número de convenios firmados cada .ño y sus res­
pectivos valores. La Tabla 3 presenta el tipo de convenio y el valor a él
destinado entre 2002 y 2004 Y también cada año.

Convenios y valore,

De acuerdo con los informes de gestión4, en el período 2002-2004 la
SEDH invirtió el equivalente a R$ 171.162.809,71 en 1 olíticas públi­
cas de protección y promoción de los derechos humano , proyectos de
cooperación internacional y apoyo administrativo. En t ¡ año 2002, la
SEDH invirtió el equivalente a R$ 66.382.682,84; en t , año siguien­
te, este valor bajó a R$ 37.968.518,34, y; en el año 201 14 subió a R$
66.811.608,53. Los recursos fueron recibidos de dos fue ates: el Tesoro
Nacional y el Fondo Nacional del Niño y el Adolescer te.

Es importante resaltar que en 2003 la SEDH fue ce ntemplada en
el Presupuesto General de la Unión con recursos en e orden de R$
128.654.877,00, pero apenas 32,43% de estos recursos ueron puestos

4 Ver Informes de Gestión 2003 y 2004 disponibles en la página web de la SEDH: I65
www.presidencia.gov.br/sedh,



a su disposición. En 2004, la Ley Presupuestaria Anual (LOA) designó
a la SEDH recursos con un valor de R$ 116.032.121,00 de los cuales
fueron puestos a su disposición un 70,31 %. Hubo todavía una diferen­
cia entre lo que fue puesto a disposición y lo que fue ejecutado en
programas de protección y promoción de los derechos humanos por
la SEDH. El valor establecido por la LOA para estos dos años y el va­
lor efectivamente aplicado resultó en una diferencia de R$
139.906.8715

, superando el valor aplicado a los convenios establecidos
entre 2002 y 2004.

Entre los años 2002 y 2004 fueron firmados 569 6 convenios con
los gobiernos estatales, municipales y con organismos de la sociedad
civil de todo el país, representando un valor de R$ 116.164.743,54­
que equivale a 67,87% del valor total de R$ 171.162.809,71 inverti­
do por la SEDH en el período.

En la Tabla 1, que presenta el número total de convenios firmados
por la SEDH en el periodo 2002-2004, se puede observar que la re­
gión Sudeste lidera el número de convenios y también el valor recibi­
do, con 189 proyectos que representan 32,2% del total invertido.

Tabla 1

Convenios para implementar el PNDH, Brasil 2002-2004

Región/Estado

Total

Acre

Amapá

569

11

3

100,0

1,9

0,5

116.164.743,54

2.343.206,63

2.704.467,22

100,0

2,0

2,3

Para el año 2002 no fue posible identificar, en el Informe de Gestión, la diferencia en­
tre lo que fue establecido en la Ley Presupuestaria Anual, lo que fue puesto a disposi­
ción y lo que fue efectivamente ejecutado.
Información sobre los convenios están disponibles en la página web de la SEDH:
www.presidencia.gov.brlsedh.



Tabla 1 (continuación)

Región/Estado N"Total % Total Valor

Pará 18 3,2 4.596.350,60

Rond6nia 6 1,1 379.507,60

Roraima 6 1,1 491.306,20

Tocantins 7 1,2 491.682,50
Región Nordeste 164 28,8 26.760.747,50

Alagoas 18 3,2 4.102.876,37

Bahia 33 5,8 4.785.550,37

Ceará 14 2,5 1.009.600,89
Maranháo 14 2,5 1.210.015,69

Paraíba 11 1,9 679.028,35 •

Pernambuco 32 5,6 7.810.307,24

Piauí 15 2,6 1.581.393,12 I

Río G. do Norte 18 3,2 4.391.828,20 i

Sergipe 9 1,6 1.190.147,27

Región Centro- 104 18,3 28.008.764,09
Oeste

Distrito Federal 69 12,1 19.977.451,89

Goiás 17 3,0 3.484.599,60

Mato Grosso 8 1,4 713.420,00

Mato Grosso do Sul 10 1,8 3.833.292,60

Región Sudeste 189 33,2 37.446.495,05

Espirito Santo 18 3,2 5.357.682,04

Minas Gerais 56 9,8 12.272.603,68

Río de Janeiro 55 9,7 6.224.514,45

Sao Paulo 60 10,5 13.591.694,88

Región Sur 55 9,7 12.147.614,15

Paraná 16 2,8 1.539.029,50

Santa Catarina 17 3,0 3.663.799,00

Río G.do Sul 22 3,9 6.944.785,65

Fuente: Gobierno Federal, Presidencia de la República, Secretaria General, SUbSé

Humanos.

% Valor total

4,0

0,3

0,4

0,4
23,0

3,5

4, 1

0,9

1, O

0,6

6, 7

1,4

3,8

1, O

24, 1

17,2

3,0

0,6

3,3

32,2

4,6

10,6

5,4

11,7

10,5

1,3

3,2

6,0

retada de Derecho
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El Distrito Federal lidera el número de convenios firmados, cuyos re­
cursos representan 17,2% del total invertido. Los estados de Sao Pau­
lo y de Minas Gerais recibieron el equivalente a 11,7% Y a 10,6%, res­
pectivamente, del total de recursos destinados a los convenios. Las tres
unidades federativas superaron las inversiones destinadas a las regiones
Sur y Norte, que suman 12 estados, y recibieron cerca de 10% y
10,2%, respectivamente, del valor total de inversiones de la SEDH. Se
concentran en las regiones Norte y Nordeste del país los estados en
que menos hubo inversiones (inferior a 1% del total).

La distribución de recursos por unidades federativas muestra su
concentración en la Capital Federal y la Región Sudeste, en especial
en los estados de Sao Paulo y Minas Gerais, que son los más ricos de
Brasil. La Región Norte y Nordeste que son consideradas las más po­
bres del país fueron, proporcionalmente al número de estados que las
componen, aquellas que menos recibieron inversiones del gobierno.
Tal vez ello pueda ser explicado por la articulación del movimiento
social de derechos humanos -que tiende a ser más fuerte en los esta­
dos más ricos- y también por una tendencia político-electoral, puesto
que acciones realizadas en estos estados dan mayor visibilidad al go­
bierno y, consecuentemente, traen resultados más positivos en las ur­
nas. En ambos casos, es la disputa política la que mueve las inversiones
y no las necesidades concretas.

La distribución de recursos por año

Hubo una baja significativa en las inversiones de la SEDH entre los
años 2002 y 2004, a pesar de su transformación en Ministerio en el
año 2003. Esta disminución presupuestaria puede estar relacionada
con la política adoptada por el gobierno federal, que exige un control
de recursos en todas las acciones gubernamentales. Aún así, de acuer­
do con los informes de gestión de la SEDH, se puede observar que no
se trata solamente de una falta de recursos, pues hubo una gran dife­
rencia entre los recursos que fueron puestos a disposición de la Secre­
taría y lo que efectivamente fue ejecutado en convenios".

168 7 Ver sección "Convenios y valores" de este capitulo.



Tabla 2

Convenios para implementar el PNDH,

Brasil 2002-2004

Acre 3 1.496.568,13 2,92 5 627.680,00 2,26 3 218.958,50 0,59

Amazonas 4 604.652,00 1,18 2 189.950,00 0,69 O 0,00 0,00

Amapá 2 2.424.792,15 4,73 O 0,00 0,00 1 279.675,07 0,75

Pará 10 1.371.833,74 2,67 3 133.460,00 0,48 5 : 091.056,86 8,32

Rondónia 3 152.109,60 0,30 30.000,00 0,11 2 197.398,00 0,53

Roraima 3 344.815,20 0,67 16.491,00 0,06 2 130.000,00 0,35

Tocantins 4 291.682,50 0,57 150.000,00 0,54 2 50.000,00 0,13

Alagoas 12 3.547.551,37 6,92 3 266.901,00 0,96 3 288.424,00 0,78

Bahía 21 2.754.028,26 5,37 5 423.950,70 1,53 7 1 607.571,41 4,33

Ceará 6 417.546,10 0,81 3 249.089,00 0,90 5 342.965,79 0,92

Maranháo 7 439.771,00 0,86 3 201.039,69 0,73 4 569.205,00 1,53

Paraíba 3 316859,00 0,62 3 110.000,00 0,40 5 252.169,35 0,68

Pernambuco 12 2.002 284,54 3,90 12 4.138.313,70 14,93 8 1 669.709,00 4,49

Piauí 5 902040,92 1,76 4 344.258,60 1,24 6 335.093,60 0,90

Río Grande 6 625665,00 1,22 6 383.258,41 1,38 6 : 382.904,79 9,10

do Norte

5 200.897,37 0,39 O 0,00 0,00 4 989.249,90 2,66

~ 205.541,13

317.699,00

369.840,00

394.000,00
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Tabla 2 (continuación)

Río G. do Sul 12 2.291.780,10 4,47 4 463.428,35 1,67 5 4.189.577,20 11,27

Fuente: Gobierno Federal, Presidencia de la República, Secretaría General, Subsecretaría de Derecho

Humanos.

2002

Como se observa en la Tabla 2, en el año 2002 fueron invertidos el
equivalente a R$ 51.286.017,35 distribuidos en 283 convenios por to­
do el país. La Región Sudeste respondió por 31,31% de los recursos,
liderando el Estado de Minas Gerais (11,24%) seguido por el Estado
de Sao Paulo (10,25%). La región en que menos hubo inversiones de
la SEDH fue la Sur, que sumó en los tres estados el equivalente a R$
3.177.375,60 de los cuales más de la mitad fue destinada a Río Gran­
de do Su!'

El Distrito Federal recibió el equivalente a 21,5% del total de re­
cursos. Debido a este valor, la Región Centro-Oeste superó las inver­
siones hechas en la Región Nordeste, alterando la tendencia del total
de recursos ejecutados en el periodo 2002-2004.

Destaca en este año, en la Región Norte, el Estado de Amapá, que
tuvo dos convenios firmados y recibió la suma de R$ 2.404.792,15
para la construcción de un centro educacional de atención a adoles­
centes en conflicto con la ley. Este fue el mayor valor destinado a un
convenio de la Región Norte del país.
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En la Región Nordeste, cabe resaltar el convenio f rmado con el
Gobierno del Estado para la reforma y ampliación del J -Iúcleo Estatal
de Atención Socioeducativa, para el cual fue destinado: 1 suma de R$
2.399.999,97, equivalente a más de la mitad del valor total recibido
por este estado entre 2002 y 2004 Y el mayor valor e estinado a un
convenio en la región.

2003

En este año la distribución de los recursos para los prog "amas de pro­

tección y promoción de los derechos humanos disminu re 46% en re­
lación al año 2002. Fueron invertidos en 137 convenio: el equivalen­
te a R$ 27.719.049,97. Esta baja sigue la misma tendel cia de los re­
cursos recibidos por la SEDH para el año 2003 que sufr eran una dis­
minución de 43% en relación al año anterior.

El estado que más recibió recursos de la SEDH fue Pernambuco,

que firmó 12 convenios, totalizando R$ 4.138.313,70. ~ste valor co­
rresponde a 14,93% de la suma destinada a los convenios para la im­
plementación del PNDH II. Poco más de un tercio d. este valor se
destinó a la construcción de un centro de atención soci oeducativa en
la Región Metropolitana de Recife, para la Fundación Jel Niño y el
Adolescente de Pernambuco. En los demás estados de la región, las in­
versiones no superaron el 1,5% del valor total de recursc s destinados a
esta área en el país.

Seguidamente se ubicaron el Distrito Federal, con 1 l convenios y
13,98% del total de recursos, y Sao Paulo, igualmente ( on 18 conve­
nios y el equivalente a 13,26% de los recursos. El Estadc de Santa Ca­
tarina fue el que recibió la mayor cantidad de dinero en 1 elación al nú­
mero de convenios: R$ 2.522.086,00 para tres convei ios firmados,

siendo que apenas uno de ellos recibió la suma de R$ 2.395.000,00
para el programa de libertad asistida, prevista como mee ida socioedu­
cativa en el artículo J 12, inciso IV, del Estatuto del Niñ ) y el Adoles­
cente. Este proyecto íue ejecutado por la Pastoral del M enor del Mu­
nicipio de Criciúma.

i'
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En la Región Norte, con excepción del Estado de Acre que reci­
bió 2,26% del total de inversiones de la SEDH, los demás estados de
la región tuvieron inversiones inferiores al 1%.

En la Región Centro-Oeste, la mayor inversión fue para el Estado
de Goiás, que recibió por un convenio el valor de R$ 2.000.000,00.
Se trataba de la construcción de una unidad de atención a adolescen­
tes que se encontraban cumpliendo medidas socioeducativas.

A diferencia del año anterior, cuando en todos los estados había
por lo menos un convenio firmado con la SEDH, en el año 2003
Amapá y Sergipe no tuvieron programas de implementación del
PNDH 11 financiados por la Secretaría.

2004

172

En el año 2004, con 148 convenios firmados, la Secretaría invirtió el
equivalente a 37.159.676,22, que representó un aumento de 34% en
relación al año anterior. En este año, el presupuesto de la SEDH des­
tinado a las políticas públicas de protección y promoción de los dere­
chos humanos, proyectos de cooperación internacional y apoyo admi­
nistrativo sumaba R$ 66.811.608,53, de acuerdo con el Informe de
Gestión 2004. Se registró así la mayor diferencia entre lo que fue libe­
rado para inversiones y lo que fue efectivamente destinado a los con­
venios por parte de la Secretaría.

La Región Sudeste mantiene su posición con la mayor cantidad de
inversiones, que sumaron R$ 12.437.537,62, equivalentes a 33,47%
del total de recursos. Se destacan los estados de Sao Paulo y Minas Ge­
rais. En segundo lugar, aparece la Región Nordeste, con 25,40% de las
inversiones, distribuidas en 48 convenios. Destaca el Estado de Río
Grande do Norte, que recibió más de un tercio del total destinado a
la región. La mayor parte de la cantidad recibida por este estado se re­
fiere a la construcción de una unidad de privación de libertad en el
municipio de Mossoró y a la reforma y ampliación de un centro in­
tegrado de atención a adolescentes, incluidas en el Programa de Aten­
ción Socioeducativa del Adolescente en Conflicto con la Ley, ambos
proyectos ejecutados por la Fundación Estatal del Niño y el Adoles­
cente de Río Grande do Norte.
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Una vez más, el Distrito Federal responde por la Ir ayor cantidad
de las inversiones de la Secretaría, más de R$ 5 millone ;, distribuidos
en 18 convenios. Este valor representa el 83% del total i ivertido en la
Región Centro-Oeste, que si no fuera por el DF sería .quella con el
menor número de convenios firmados y recursos recibi los.

La segunda mayor inversión de este año fue realizad en el Estado
de Río Grande do Sul, que en 5 convenios recibió el eql .ivalente a R$
4.189.577,20, cifra que representó 11,27% del total ca icedido en el
año. De este valor, Rl~ 4.000.000,00 fueron destinados a m único pro­
yecto: la construcción de un centro de atención socioe lucativa en el
municipio de Santa Cruz do Sul. El proyecto fue ejecuta, lo por la Fun­
dación de Atención Socioeducativa del Estado de Río erande do Sul.

La distribución de recursos por programa

Los datos de la Tabla 3 fueron agrupados según los sigr .entes progra­
mas prioritarios:

Erradicación del trabajo infantil.

Combate al abuso y la explotación sexual de niñoc s/as y adoles­
centes.

Atención socioeoucativa del adolescente en conflict ) con la ley.

Promoción y defensa de los derechos del niño/a y d 1 adolescente.

Derechos humanos, derechos de todos.

Gestión de la política de derechos humanos.

Asistencia a víctimas y testigos amenazados.

Erradicación del trabajo en condiciones de esclavin d.

Nacional de accesibilidad.

Promoción y defensa de los derechos de personas ca l discapacidad.

Protección del anciano.

Protección de la adopción y combate al secuestro i uernacional, 173



Paz en las escuelas.

Segundo tiempo.

La Tabla 3 presenta los convenios firmados por la SEDH en el perio­
do 2002-2004, distribuidos por estado y con sus respectivos valores.
A pesar de la definición de los programas prioritarios para la imple­
mentación del PNDH II, los recursos destinados se concentraron en
apenas cuatro de los catorce programas. Tres de ellos tuvieron sólo un
convenio firmado en todo el país, sumando R$ 269.180,00 que re­
presentan 0,23% de los recursos ejecutados. Ellos son: el Programa de
Erradicación del Trabajo Infantil, la Gestión de la Política de Dere­
chos Humanos y la Protección de la Adopción y Combate al Secues­
tro Internacional. Con excepción de la Erradicación del Trabajo In­
fantil, que pertenece a la Unidad Presupuestaria del Ministerio de
Asistencia Social, los otros dos programas fueron aprobados en el PPA
2004-2007 de la SEDH, con previsión de presupuesto en la LOA.

La mayor inversión de la Secretaría se dirigió a los programas de
Promoción y Defensa de los Derechos del Niño/a y el Adolescente,
con 130 convenios firmados que totalizaron R$ 42.240.478,44. Este
total representa 37,22% de los gastos de la SEDH en la implementa­
ción del PNDH II. Las regiones que más recibieron recursos para es­
te programa fueron la Centro-Oeste -debido a la cantidad destinada
al Distrito Federal- y Sudeste (Tabla 3). Los convenios de este progra­
ma fueron ejecutados por los gobiernos estatales, especialmente cuan­
do la meta era la reforma y ampliación de centros de atención inte­
grada para niños/as y adolescentes o la implementación y expansión
del Sistema de Información para la Infancia y la Adolescencia (SIPIA).
Las entidades de la sociedad civil actuaron en proyectos de talleres ar­
tísticos; de fortalecimiento de consejos tutelares y de capacitación de
consejeros; de centros de atención jurídica y sicológica del niño y el
adolescente, entre otros. Fueron también firmados convenios con or­
ganismos internacionales para la prevención de la violencia en las es­
cuelas y atención especial a niños y niñas víctimas de violencia.



Fuente: Gobierno Federal, Presidencia de la República, Secretaría General, Subsecretaría de Derechos Humanos.

Descripción de items: A·Erradicación del Trabajo Infantil; B-Combate al Abuso y a la Explotación Sexual de Niños/as y Adolescentes; C-Atención So
cioeducativa del Adolescente en Conflicto con la Ley; D-Promoción y Defensa de los Derechos del Niño/a y del Adolescente; E- Derechos Humanos, De
rechos de Todos; f-Gestión Política de los Derechos Humanos; G-Asistencia aVíctimas y a Testigos Amenazados.

Tabla 3

Convenios para implementar el PNDH 11,Brasil 2002-2004

Convenios por orden de prioridad

Rezión/Estado A Valor B C Valor D Valor E Valor F Valor G Valor

Total 1 76.000,00 9 2.275.875,84 84 30.471.883,19 130 43.240.478,44 123 13.638.692,69 1 57.680,00 44 11.528.135,75

Región Norte O 0,00 O 0,00 12 5.199.087,29 17 4.000.213,87 15 1.099.757,09 O 0,00 5 1.259.008,00

Acre 3 1.255.541,13 3 417.281,00 2 157.722,50 2 477.662,00

Amazonas 1 199.862,00 3 299.120,00 1 278.620,00

Amapá .¿ 206M.46 / ,¿¿ 1 20.000)00

Pará 4 695.507,74 5 3.008.662,27 5 313.054,59 2 502.726,00

Rondónia 3 290.007.60 1 22.500,00

Roraíma 1 199.333,20 3 161.973,00 2 130.000,00

Tocanrins 1 164.376,00 2 102.290,00 2 177.360,00

~
O 0,00 1 37.142,90 31 12.084.287,81 32 4.588.717,36 35 3,427.773,77 1 57680,00 13 3,395.~

Alagoas 5 2.735.095,67 4 385.063,70 2 74.600,00 4 717.000,00

Babia 6 1.655.128,32 5 495.958,84 11 1.965.502,80 1 57680,00 2 273.800,00

Ceará 3 319.748,10 3 274.954,69 2 138.367,00 1 74.350,00

Maranhiio 3 186.475,69 5 269.353,00 1 74.350,00

Paraíba 2 151.859,00 2 150.000,00 3 135.000,00 1 165.000,00

Pernambuco 8 3.562.487,74 4 1.023.490,70 5 431.853,00 4 2.091.493,00
~. ,.,.., i j" nn ~ ""71'"7 C'lC ()'1 , "'Ir'!''], ()'l(l"7f'\ 1 1(\'7 '7'7Q t:.n

Río G.do Nortel I I 1 I 41 2.922.433,061 6/ 900.446,141 21 139.570,001 ¡ I 1



Tabla 3 (continuación)

10.110.471,38

2.487.661,00

550.395,00

Mato G.do Su! 264.000,00 3 1.872.353,70 1.312.288,90

Región Sudeste 653.999,94 28 8.148.883,88 12.621.383,18 2.741.120,53 O

Espírito Santo 3,820.093,08 584.780,00

Minas Gerais 2 653.999,94 13 4.295.194,08 4.154.958,34 397.076,00

Río de Janeiro 9 1.111.698,63 1.064.677,42 919.469,00

Sao Pau!o 6 2.741.991,17 3.581.654,34 839.795,53

RegiÓllSur o 0,00 622.683,00 4 1.322.954,00 7.569.347,75 670,534,10 o
Paraná 622.683,00 1 82.290,00 310.000,00 224.737,00

Santa Catarina 2.729.3%,00 55.000,00

Río G. do Su! 3 1.240.664,00 6 4.529.951,75 390.797,10

344.650,00

4.748.371,00

723.800,00

1.562.907,00

1.150.593,00

1.311.071.00

861.587,00

3 404.350,00

2 457.237,00

Fuente:Gobierno Federal, Presidencia de la República,Secretaría General,Subsecretaria de Derechos Humanos.
Descripción de ite s: A-Erradicación del Trabajo Infantil; B-Combate al Abuso y a la Explotación Sexual de Niños/as y Adolescentes; C-Atención So
cioeducativa del Adolescente en Conflicto con la Ley; O-Promoción y Defensa de los Derechos del Niño/a y del Adolescente; E- Derechos Humanos, De
[echos de Todos; F-Gestión Política de los Derechos Humanos; G-Asistencia aVíctimas y a Testigos Amenazados.



Fuente: Gobierno Federal, Presidencia de la República, Secretaria General, Subsecretaría de Derechos Humanos.

Descripción de íte s: H-Erradicación del Trabajo en Condiciones de Esclavitud;I-Nacional de Accesibilidad;J-Promoción y Defensa de los Derechos de
Personas con Discapacidad, K-Protección Social del Anciano; L-Protección de la Adopción y Combate al Secuestro Internacional; M-Paz en las Escuelas; N

Segundo Tiempo.

I I I I
I

I II 31 126.000,00 I II ISergipe I I

Tabla 3 (continuación)

por orden . Y"

Región/Estado H Valor 1 J Valor K Valor L Valor 1M Valor IN Valor

Total 3 135.500,00 7 494.285,04 133 7.552.121,17 5 658.672,00 1 220.320,00 24 3.071.929,42 3 2.697.170,00

Región Norte O 0,00 O 0,00 7 206.056,50 O 0,00 O 0,00 1 "",(l(lO(l(l O 0,00

Acre 1 35.000,00

Amazonas 1 17.000,00

Am~p~

Pará 2 76.400,00

Rondónia 1 30.000,00 1 37.000,00

Ror:rima

Tocantins 2 47.656,50

Región O 0,00 1 53.063,00 43 1 O~? Il¡;~ ¡;¡; 1 418.862,00 O 0,00 5 .,,0g01l1l O 0,00

rsomesre

Alagoas 3 191.117,00

Balúa 6 n? ,IA", 2 ?Il, ,.¡;¡;()()

Ceará 1 53.063,00 4 149.118,10

Matanhao 3 229.075,00 1 418.862,00 1 31.900,00

Paraíba 3 77.169,35

10 486.759,80 1

Piauí 6 379.006,00
- -



Tabla 3 (continuación) .-rRegión/Estado H Valor M Valor

Región Centro 1 50.000,00 2 90.000,00 18 1.211.863,65 1 40.600,00 O 0,00 3 158.080,00 1 280.000,00

-Oeste

Distrito Federal 13 1.062.380,05 1 40.600,00 3 158.080,00 I 1 280.000,00

Goiás 1 50.000,00 4 102.703,60

Mato Grosso 1 50.000,00 1

Mato Grosso 1 40.000,00
do Su!

Región Sudeste 2 85.500,00 3 270.982,04 I 50 3.410.976,56 2 167.800,00 1 220.320,00 13 1.959.987,92 2 2.417.170,00

Espírito Santo 6 229.008,96

Minas Gerais 1 35.000,00 9 . 879.709,20 I I 3 276.589,12 1 17.170,00

Río de Janeiro 1 40.000,00 1 150.000,00 22 1.518.834,40 1 29.500,00 2 239.742,00

lO•• D~..l. 1 45.500,00 1 85.982,04 13 1 1 220.320,00 8 1.443.656,80 I 1 2.400.000,00

Región Sur O 0,00 1 80.240,00 15 791.155,80 1 31.410,00 ° 0.00 2 197.702,50 O 0,00

Paraná I 1 118.170,50 I-

Santa Catarina 7 443.643,00 1 31.410,00

Río G.do Sul 1 1 80.240,00 1 "lO ~~') ()I)

Fuente: Gobierno Federal, Presidencia de la República, Secretaría General, Subsecretaría de Derechos Humanos.

Descripción de íte s: H-Erradicación del Trabajo en Condiciones de Esclavitud;I-Nacional de Accesibilidad; J-Promoción y Defensa de los Derechos de
Personas con Discapacidad, K-Protección Social del Anciano; LsProtección de la Adopción y Combate al Secuestro Internacional; M-Paz en las Escuelas; N

Segundo Tiempo.
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La segunda mayor inversión se asignó al programa d, Atención So­
cioeducativa del Adolescente en Conflicto con la Ley, .on 84 conve­
nios firmados en todo Brasil, totalizando R$ 30.471.8 B,19, que re­
presentan 26,46% de los recursos de la SEDH. El prir cipal proyecto
ejecutado con estos recursos fue la creación o la reform de centros de
atención para adolescentes en conflicto con la ley, conji ntamente con
gobiernos locales.

A pesar de que los dos programas mencionados arrib l sumaron 214
convenios, que representan 37,6% del total de conve rios firmados,
ellos respondieron por casi dos tercios de los recursos .isponibles pa­
ra la implementación del PNDH II. Es importante [( saltar, además,
que muchos de los proyectos de estos convenios se COI funden. Algu­
nas veces la construcción y reforma de centros de ate ición o la im­
plantación del SIPIA recibieron recursos en el marco d 1 programa de
Atención Socioeducativa del Adolescente en Conflic: J con la Ley;
otras veces, estos mismos proyectos recibieron recursos (entro del pro­
grama de Promoción y Defensa de los Derechos del Ni ío/a y el Ado­
lescente. No es posible identificar la razón de esta sin ación, pero es
posible afirmar que, por la cantidad de recursos destir ados a los dos
programas, la infancia y la adolescencia fueron las mayo 'es prioridades
de la Secretaría en la implementación del PNDH II.

Adicional a estos dos programas, entre 2002 y 2004 fueron firma­
dos 168 convenios en las líneas de Derechos Humano, Derechos de
Todos y Asistencia aVíctimas y Testigos Amenazados (P lOVITA), que
respondieron por la suma de R$ 25.212.828,44, i quivalentes al
21,70% de los recursos destinados.

En la línea programática Derechos Humanos, Dere :hos de Todos,
a diferencia de las otras líneas, no hay una temática ( specífica y los
convenios firmados tratan los más diversos temas relacic .iados a la pro­
tección y promoción de los derechos humanos. Así, lo. proyectos tie­
nen metas tales como: formación comunitaria (CEN. ,FOCO); ges­
tión y capacitación en derechos humanos; combate a 1: tortura, el ra­
cismo y la homofobia; justicia comunitaria; segurid: d alimentaria;
educación para la paz y los derechos humanos; proyec os para la ter-
cera edad; políticas afirmativas de inserción en el mere do de trabajo; 179



distribución de cartillas, etc. De modo general, este programa respon­
de a la demanda por derechos económicos, sociales y culturales. El
Distrito Federal fue el que más recibió recursos para esta línea progra­
mática, recibiendo la cantidad de R$ 5.247.262,20 para el total de 24
convenios que fueron ejecutados, en su mayoría, por entidades no gu­
bernamentales.

En el período analizado, el programa de Asistencia aVíctimas y Tes­
tigos Amenazados recibió R$ 11.528.135,75 por 44 convenios, desta­
cándose las regiones Nordeste y Sudeste. Se observan básicamente dos
tipos de convenios: el programa de Protección a Testigos Amenazados
(PROVITA) -que es ejecutado por los gobiernos locales en alianza
con entidades de la sociedad civil que hacen el acompañamiento del
proyecto- y los Centros de Atención aVíctimas de Violencia (CAVq,
también conducidos por órganos gubernamentales.

El programa de Promoción y Defensa de los Derechos de Perso­
nas con Discapacidad fue el responsable por el mayor número de con­
venios firmados y por la quinta dotación presupuestaria, según se pue­
de observar en la Tabla 3. Los recursos destinados a esta línea de ac­
ción corresponden a 6,5% del total destinado por la Secretaría. Los
proyectos tienen por objeto la implementación del Sistema Corde de
Informaciones (SICORDE); cursos de formación y sensibilización;
jornadas científicas y foros nacionales; integración comunitaria e ins­
talación de consejos municipales y estatales de defensa de los derechos
de la persona portadora de discapacidad.

Como parte del Plan Plurianual 2000-2003, el programa Paz en
las Escuelas recibió de la Secretaría, en 2002 y 2003, R$
3.071.929,42. Después de esta fccha no hubo más financiamiento pa­
ra este programa, que fue retirado de las prioridades de la Secretaría",
La mayoría de los convenios se ubican en la región Sudeste, destacán­
dose el Estado de Sao Paulo, que responde por un tercio de ellos y
cerca de la mitad de los recursos designados. Los proyectos del pro­
grama versaban sobre la educación para la no discriminación racial y

180 8 El programa Paz en las Escuelas no consta en ninguna Unidad Presupuestaria del PPA
2004-2007.
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de género; formación y sensibilización de agentes de la ~ ~guridad pú­
blica; prevención de la violencia; creación de gremios eJ _las escuelas;
talleres artísticos, entre otros.

El programa Segundo Tiempo que figura en el PI n Plurianual
2004-2007 como perteneciente a la Unidad Presupuesta ia del Minis­
terio del Deporte, recibió de la SEDH, por medio del 1 ondo Nacio­
nal del Niño/ay el Adolescente, el valor de R$ 2.697.lí ),00 para tres
convenios ejecutados en el año 2004 en los estados de Sal' Paulo y Mi­
nas Gerais y en el Dis.rito Federal. El objetivo de este pn grama es de­
mocratizar el acceso y estimular la práctica deportiva ent :e jóvenes. El
valor más alto fue destinado a una asociación de la soc edad civil de
Sao Paulo para el mantenimiento de 81 núcleos de fornación en de­
portes, con capacidad para atender a 4.200 jóvenes.

A pesar de que los temas relacionados con la infanc I y la adoles­
cencia ocuparon un rol destacado en el recibimiento de .ecursos de la
Secretaría durante la implementación del PNDH 11, el programa de
Combate al Abuso y Explotación Sexual de Niños/as y Adolescentes
tuvo poca inversión. Fueron ejecutados en todo el país, entre 2002 y
2004, nueve convenios, totalizando la cantidad de R$ 2.275.875,84
que representa cerca de 2% del total de recursos invertí los en el pe­
ríodo. Los convenios planteaban como objetivo priorit rio de inter­
vención el tema del abuso y la violencia contra niños, n ñas y adoles­
centes, y dentro de ello perseguían la creación de un b neo nacional
de datos y de programas de atención especializada en tiñas, niñas y
adolescentes víctimas de abuso y violencia, así como la F .evención del
abuso sexual. Apenas dos convenios, uno en Paraná y ( tro en Minas
Gerais, tenían por objetivo eliminar la explotación sexua comercial de
niños, niñas y adolescentes.

El Programa de Protección al Adulto Mayor recibió R$
658.672,00 por cinco convenios firmados entre 2002 ¡ 2004. Estos
convenios se refieren a proyectos de investigación sob: e indicadores
sociales para medir la calidad de vida del adulto mayor proyectos de
intervención para el fortalecimiento de instituciones qu : actúan en la
prevención de la violencia contra el anciano; proyectos ( e divulgación
y capacitación en derechos de los ancianos, como el Es atuto del An- I8 I



ciano; además de un seminario nacional de enfrentamiento a la vio­
lencia y a los malos tratos contra el adulto mayor.

El Programa Nacional de Accesibilidad busca promover la accesi­
bilidad a los bienes y servicios de la comunidad para personas con dis­
capacidad y movilidad reducida. En el periodo 2002-2004 fueron fir­
mados en todo el país siete convenios, cuyos recursos sumaron R$
494.285,04. La cantidad destinada financió encuentros y conferencias
nacionales e internacionales; cursos de capacitación y calificación pro­
fesional; además de la ampliación de un diccionario bilingüe LI­
BRAS9-portugués. Un proyecto financiado en Minas Gerais, en socie­
dad con la Alcaldía Municipal de Belo Horizonte, reprodujo manua­
les de accesibilidad en edificaciones y de movilidad accesible en vías
públicas, que contienen información técnica para profesionales y el
sector público sobre la construcción de edificios y vías públicas que
aseguren la accesibilidad de las personas con discapacidad y/o movili­
dad reducida. Este proyecto fue el que mejor respondió a los objetivos
del Programa Nacional de Accesibilidad.

Un tema anunciado como prioritario por el gobierno federal es el
de la Erradicación del Trabajo en Condiciones de Esclavitud que ha
sido blanco de campañas y debates nacionales. Sin embargo, a pesar de
su prioridad, los recursos destinados a este programa no corresponden
al empeño puesto por el gobierno federal en su erradicación. Entre
2002 y 2004 fueron firmados apenas tres convenios que sumaron R$
135.500,00. De todos los programas financiados por la SEDH, este fue
el que obtuvo la menor cantidad de recursos por convenio, en prome­
dio R$ 45.000,00. El proyecto desarrollado en Mato Grosso tenía por
objeto prestar asistencia directa a las víctimas de trabajo esclavo del
municipio de Sao Félix do Araguaia. El proyecto de Río de Janeiro
perseguía crear un Balcdo de Derechos (Balcón de Derechos) para asis­
tir a los trabajadores rurales e inhibir la práctica del trabajo en condi­
ciones degradantes y de esclavitud en la región de Campos dos Goy­
tacazes. y, finalmente, el proyecto de Sao Paulo, llamado ¡Esclavo, Ni
Pensar!, se planteaba capacitar a jóvenes para prevenir el trabajo escla­
vo en el sertíio nordestino (región árida del Nordeste de Brasil).

~

I
~
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* 9 Lengua Brasileña de Señales.



Es importante resaltar que el proceso de revisión del I rograma Na­
cional de Derechos Humanos, que resultó en el PNDI- JI, elevó los
derechos económicos, sociales y culturales (DESC) al m smo nivel de
importancia que el otorgado a los derechos civiles y polí icos. Sin em­
bargo, las líneas que recibieron más inversiones fueron a [Uellas referi­
das a los derechos civiles y políticos. Según Mário Mam -de, subsecre­
tario de Derechos Humanos al momento de hacer esta nvestigación,
programas como Fome Zero y Bolsa Familia", desarrollad )s por medio
de acciones intersectoriales, buscan garantizar los dereclos humanos,
económicos, sociales y culturales, y en ellos la SEDH a< túa como un
órgano de articulación política más no de ejecución. "Fe ne Zero es un
programa que cubre 7 millones y 600 mil familias y las 1 ersonas no se
están dando cuenta de que tiene un fuerte contenido de derechos hu­
manos. Es mi lectura del presupuesto que permite una v sión más am­
plia de las acciones que son desarrolladas por la Secretar a?".

Esta diferencia entre órgano de articulación y de ejec ición de pro­
gramas tal vez pueda explicar la mayor inversión en las lí leas de Aten­
ción Socioeducativa del Adolescente en Conflicto con a Ley y Asis­
tencia a Víctimas y a Testigos Amenazados, para los cua ~s, aún según
el subsecretario, la Secretaría actúa como ejecutora dire. tao

Consideraciones finales

Lo que cabe resaltar sobre el período analizado es la dif rencia que se
observa entre los valores ejecutados por la SEDH y los 'alares efecti­
vamente aplicados en los convenios para la implen entación del
PNDH Ir. Esta diferencia llama especialmente la atenc ón en el año
2004 cuando la LOA aprobó recursos en el o den de R$
116.032.121,00 de los cuales 70,31% fueron puestos a I .isposición de
la SEDH, el equivalente a R$ 81.578.323,43. De esta cantidad, fue

10 Programa de transferencia de rentas que beneficia a las familias pobi -s.
11 Entrevista a Mário Marnede realizada por la Agencia Carta Maior. B letim Carta Maior, 183

25 de agosto de 2005.
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efectivamente ejecutada la suma de R$ 66.811.608,53. Sin embargo,
de ese total, fue destinado a los convenios el valor de R$
37.159.676,22. Hay, por lo tanto, una diferencia de más de R$ 40 mi­
llones entre lo que fue puesto a disposición de la Secretaría y lo que
fue aplicado en los convenios. En 2003, cuando las inversiones fueron
las más bajas, esta diferencia fue de cerca de R$ 10 millones.

Otro punto importante es la disminución de inversiones en rela­
ción al gobierno anterior. En 2002, fueron aplicados en convenios R$
51.286.017,35 y en el año 2004 fueron aplicados R$ 37.159.676,22.
Se observa además que la Secretaría pasó a estar vinculada directamen­
te a la Presidencia de la República, es decir, ya no estaba subordinada
a ningún Ministerio y, por lo tanto, contaba con una dotación presu­
puestaria propia. Una hipótesis que puede ser levantada es que la po­
lítica de derechos humanos fue sometida, así como otros órganos del
gobierno, a limitaciones técnicas y presupuestarias -lo que puede ha­
ber perjudicado mucho su actuación. Aún con estatus de Ministerio, la
SEDH sufrió las consecuencias directas de la política económica adop­
tada por el gobierno, de contención de gastos y superávit primario.

En relación a la distribución de recursos, llama la atención la des­
proporcionada inversión realizada en el Distrito Federal, que corres­
ponde al 17% de las inversiones realizadas entre 2002 y 2004.Aún más,
es importante mencionar que a pesar de que algunos convenios firma­
dos en el Distrito Federal tuvieron un alcance nacional, como el Dis­

que-Racismo y algunos programas de combate a la tortura, la gran ma­
yoría de ellos tuvo una incidencia local y, además, tuvo como contra­
partes al Ejecutivo y al Poder Judicial del Distrito Federal.

No se puede afirmar, por los convenios firmados y por la distribu­
ción de los recursos en los estados, que haya algún tipo de afiliación o
afinidad partidaria entre la SEDH y las contrapartes de los convenios.
No obstante, se puede afirmar que la distribución de recursos sigue la
misma lógica de siempre: los grandes centros urbanos son los más be­
neficiados.

En relación a las líneas financiadas, se observa que gran parte de los
recursos se destinó a programas orientados hacia niños, niñas y adoles­
centes. Muy poco, o prácticamente nada, fue invertido en trabajo in-



fantil, abuso y explo :ación sexual de niños, niñas y adc lescentes, y al
trabajo en condiciones de esclavitud, temas que han si lo anunciados
como prioridad por el gobierno federal.

Para finalizar, es importante resaltar la pérdida del es! itus de Minis­
terio de la SEDH er. julio del año 2005, por lo que pa ó a responder
a la Secretaría General de la Presidencia de la Repúblic. y a su Minis­
tro. Tal rebajamiento, unido a la disminución de inve .siones, puede
estar reflejando la falta de prioridad de los derechos 1 umanos en la
agenda gubernamental de Lula.

185



IX. Policía, fuerzas armadas

E
n la década ele 1990, varios países de América] .atina finaliza­
ron la transición del autoritarismo a la democrcia y comen­

zaron, entonces, a centrar su atención en las tan as de consoli­

dación democrática. El declive de la polarización politi. a e ideológica
que marcó la era de la Guerra Fría facilitó la consolida .ión de la de­
mocracia en la región, sin embargo, otras tendencias h cieron de éste
un proceso problemático o, por lo menos, dificil: la cris , fiscal del Es­
tado y los programas de reestructuración económica en Brasil, Argen­
tina y México durante las décadas de 1980 y 1990, y; ( l aumento del
crimen y la violencia en Brasil, México, Colombia y J erú , asociado
con problemas de pobreza e inequidad y la expansión I .el crimen or­
ganizado y el tráfico de armas y drogas.

Una revisión de la literatura sugiere que el proceso de consolida­
ción democrática fue más dificil en América Latina ql ~ en el sur de
Europa. Entre los principales obstáculos de la consolida ión democrá­

tica en América Lati na destacan los altos grados de de igualdad eco­
nómica y social; un sistema de partidos debilitado y Es :ados vulnera­
bles, y; bajos niveles de control civil y democrático sobn las fuerzas ar­
madas y la policía (Diamond et al. 1997; Diarnond, Linz y Lispet 1989,

1995; Dominguez y Lowenthal1997; Huntington 1991 Linz y Stepan
1996; Mainwaring, O'Donnell yValenzuela 1992; O'Dc nnell, Schmit­

ter y Whitehead 1986; Przeworski 1991, 1995).

Texto publicado originahnente como: "Police, Armed Forces and 1 'emocracy in Bra­
zil", en Menachem Amir y Stanley Einstein (eds.) (2001) Policing, ~ecurity and Demo­
cracy: Theory and Praaire. Huntsville, Texas: OICJ Press. p. 285-309, 187



Este capítulo examina un elemento problemático en los procesos
de consolidación democrática latinoamericanos que ha sido relativa­
mente ignorado en las investigaciones realizadas: el rol de las fuerzas
armadas y la policía.

En América Latina, existen varios estudios sobre el rol de las fuer­
zas armadas en la política (Agüero 1992; Diamint 1997; Fitch 1998;
Fitch y Lowenthal 1986; Goodman, Mendelson y Rial 1990; Rouquié
1987; Stepan 1973b, 1988a;Varas 1989) . No obstante, existen pocos es­
tudios sobre el rol de las fuerzas armadas en el sistema de seguridad
pública y sobre la relación existente entre las fuerzas armadas y la po­
licía, particularmente desde la perspectiva de la transición y consolida­
ción democrática".

La separación y diferenciación entre las fuerzas armadas y la poli­
cía, la limitación del rol de las fuerzas armadas en el sistema de segu­
ridad pública y los controles civiles y democráticos de ambas institu­
ciones son características primordiales de los regímenes democráticos
(Bayley 1985, 1994; Dahl 1989; Gatti-Domenach, Gleizal y]ournés
1993; Mann 1993; Monet 1993; Tonry y Morris 1992). Sin embargo,
en América Latina el Ejército todavía juega un rol central en el siste­
ma de seguridad pública, socavando el control civil y democrático de
la policía -particularmente en países donde las fuerzas armadas esta­
blecieron regímenes autoritarios y asumieron el control del gobierno
y la policía en las décadas de 1960 y 19703

• Así, un desafio fundamen­
tal para las nuevas democracias de la región es delimitar el rol de las
fuerzas armadas en el sistema de seguridad pública y en el desarrollo
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2 Estudios sobre el rol de! Ejército en el sistema de seguridad pública tienden a enfocar­
se en la participación de las fuerzas armadas en el control del tráfico de drogas, ver:
Goodman y Mende!son (1990); Smith (1993). Para un análisis de las relaciones fuerzas
armadas-policía, ver: Huggins (1991); U.S. Department of ]ustice, National Institute of
]ustice/U.S. Department of State, Bureau of International Narcotics and Law Enforce­
mentAffairs (1997);Waldmann (1996);WOLA (1995).

3 Las fuerzas armadas establecieron gobiernos militares en Brasil (1964-1985), Argentina
(1966-1973 y 1976-1983), Uruguay (1973-1985), Chile (1973-1989), Perú (1968­
1980), Ecuador (1972-1979), Bolivia (1964-1978 y 1980-1982) Y Paraguay (1954­
1989). En Guatemala, Honduras, El Salvador, Nicaragua y Panamá, los líderes militares
organizaban frecuentemente golpes y contra-golpes de Estado y asumían e! control de!
gobierno.



armadas 1 delTlo<:racia en Brasil

de instituciones y prácticas que aseguren el control civ l y democrá­
tico de la policía (Frühling 1998; Méndez, O'Donne 1 y Pinheiro
1999;WOLA 1998).

El presente análisis se enfoca en la experiencia de ¡rasil, un país
donde el Ejército aún participa extensamente en el siste na de seguri­
dad pública; donde la, funciones de las fuerzas armadas' la policía no
están claramente definidas ni diferenciadas, y; donde as fuerzas de
control civil y democrático de la policía no están bien ce nsolidadas. Se
examina el legado del régimen autoritario y los esfuerz .s del gobier­
no democrático para limitar la participación del Ejércitc en el sistema
de seguridad pública, separar y diferenciar las fuerzas arrr idas de la po­
licía y establecer un control civil y democrático de la p< licía. El capí­
tulo enfatiza el impacto de factores institucionales y polí .icos en la es­
tructura y funcionamiento del sistema de seguridad púl ica, y destaca
las formas en que la naturaleza del régimen autoritario precedente y
el proceso de transición a la democracia han dado forma a los arreglos
institucionales y políticos y a las estructuras del sistema de seguridad
pública del régimen democrático.

Brasil no es un ejemplo o modelo para otro países d. América La­
tina. Los países de la región tienen historias, institueio les y culturas
muy diferentes. Sin embargo, el análisis del caso brasilere destaca algu­
nos de los problemas que se presentan en el área de la eguridad pú­
blica y que, en mayor o menor grado, se han presentado .n muchos de
los países de la región en sus intentos por consolidar regí nenes demo­
cráticos.

Durante el régimen autoritario en Brasil, tanto las fi: erzas armadas
como la policía unieron fuerzas para la represión de gr LpOS políticos
y movimientos sociales, La paticipación de las tuerzas arn .adas en la re­
presión política fue justificada y sostenida por la doctrin. de seguridad
nacional: formulada y difundida por la Escuela Superior de Guerra, la
cual prestaba atención a los problemas de seguridad inte na y de desa­
rrollo nacional, más no a la seguridad externa (Stepan 1 )71, 1973b).

La policía fue influenciada, controlada y, frecuenten ente, dirigida
parlas militares (Pinheiro 1981, 1991b, 1991c; Silva 1991 ).Bajo el do-
minio del Ejército, la policía fue además permeada por 1 doctrina de 189



seguridad nacional: organizada y preparada principalmente para man­
tener el orden político y social y para reprimir los movimientos socia­
les y grupos políticos, más no para controlar el crimen, garantizar la
aplicación de la ley y el orden y la protección de las comunidades y la
ciudadanía (Chevingy 1991,1995; Pinheiro 1996, 1997a, 1997b). La
policía, en especial la militar, estaba más preocupada por regular la se­
guridad interna que por garantizar la seguridad pública'. Los proble­
mas de la violencia policial (Americas Watch/Núcleo de Estudos da
Violencia 1993; Cano 1997; Chevigny 1991, 1995; Human Rights
WatchlAmericas 1997, 1996; Mesquita Neto 1999a; Núcleo de Estu­
dos daVioléncia/Comissáo Teotonio Vilela 1993, 1995; Pinheiro et al.
1991; Pinheiro 1996, 1997a, 1997b) y el crimen y la violencia en la
sociedad (Adorno 1997; Caldeira 1997; Catáo 1999; CEDEC 1996a,
1996b, 1997a, 1997b; Minayo 1994; Soares 1996; Souza 1994; World
Bank 1997), se convirtieron en el mayor obstáculo para los procesos
de transición y consolidación democrática.

Al enfrentar los crecientes problemas de crimen, violencia social y
violencia por parte de la policía, durante la década de 1980 y 1990, los
reformadores de la sociedad civil y, más recientemente, del gobierno
federal y los gobiernos estatales, insistieron en propagar dos cambios
básicos en el sistema de seguridad públicas:

La separación y diferenciación entre las fuerzas armadas y la poli­
cía, incluyendo la limitación del rol de los militares en el área de
seguridad pública, y;

4 En Brasil, e! concepto de "seguridad pública" se refiere a la seguridad de los ciudada­
nos/as y de las comunidades, en e! contexto de los conflictos en los cuales éstos se ven
inmersos como parte de una sociedad compleja. Los conceptos de "seguridad interna"
y "seguridad externa" se refieren a la seguridad de! Estado, en e! contexto de los con­
flictos en los que e! Estado se ve involucrado con otras organizaciones dentro de! te­
rritorio y, particularmente, otros Estados fuera del territorio.
Ver e! proyecto para la nueva constitución presentada por la Comisión Alfonso Arinos
ante la Asamblea Constituyente de 1986, descrita más abajo en la sección sobre la tran­
sición a la democracia.Ver también: Cámara dos Deputados (1991, 1997b); Gabinete do
Governador do Estado de Sao Paulo (1997); Ministério da justica (1997a, 1997b); Or­
dem dos Advogados do Brasil (1994); Presidencia da República (1996); .



La expansión de los controles civiles y democrático sobre la po­
licía.

Los militares, sin embargo, han insistido en mantener y 1 edefinir el rol
de las fuerzas armadas en el área de seguridad interna asignando al
Ejército la responsabilidad de apoyar a las organizacione policiales en
el área de la seguridad pública, particularmente, en lo re erente al cri­
men organizado, el tráfico de drogas y de armas (Flores 1992; Minis­
tério do Exército, Secretaria de Comunicacáo Social do Exército
1987;Vidiga11989).

El compromiso consistía en aceptar la participación ti mporal de las
fuerzas armadas en el área de seguridad pública sólo en .ircunstancias
de emergencia, mientras las organizaciones policiales er. n reformadas
y mejor dotadas para la protección de comunidades y iudadanos/as
frente al crimen y la violencia (Cardoso 1994; estas idea se ven refle­
jadas también en la Constitución Federal de 1988 y Ia: Leyes Com­
plementarias N° 97/1999 Y N° 69/1991).

En este contexto, desde la transición democrática er Brasil se de­
sarrollaron los siguientes argumentos respecto al rol de as fuerzas ar­
madas en el sistema de seguridad pública y las relaciones -ntre las fuer­
zas armadas y la policía:

Los gobiernos democráticos han fracasado en estable cer una sepa­
ración y diferenciación entre las fuerzas armadas y la policía, en li­
mitar el rol de las fuerzas armadas dentro del sistema de seguridad
pública y en consolidar un control civil y democrátic ) sobre la po­
licía.

En los procesos de reforma del sistema de segurida :l pública, los
gobiernos democráticos han confrontado serias crisis '1 se han apo­
yado en las fuerza, armadas para mantener el orden .úblico.

El gobierno federal y los gobiernos estatales estableci ron compro­
misos con las fuerzas armadas y la policía, limitandc la participa­
ción de las fuerzas armadas a situaciones de emergen< ia. Si bien es-
tos compromisos han permitido la contención de cr sis en el cor- 19 1



to plazo, han hecho más dificil la separación y diferenciación entre
las fuerzas armadas y la policía y la consolidación de controles ci­
viles y democráticos sobre el funcionamiento de la policía en el
largo plazo.

La sociedad civil ha jugado un limitado pero importante rol en la
reforma del sistema de seguridad pública, apoyando y proponien­
do políticas y programas para separar y diferenciar a las fuerzas ar­
madas de la policía, restringiendo el rol de las fuerzas armadas en
el sistema de seguridad pública y consolidando el control civil y
democrático sobre la policía.

La separación y diferenciación incompleta entre las fuerzas arma­
das y la policía y la incertidumbre en torno al control civil y de­
mocrático de la policía contribuyen a la persistencia de la violen­
cia policial, amenazando el éxito de políticas y programas de con­
trol del crimen y la violencia y de consolidación del régimen de­
mocrático.

Estos planteamientos ayudan a explicar las crisis del sistema de seguri­
dad pública, la contención de estas crisis y la dificultad para resolver­
las en Brasil. También ayudan a explicar los cambios y continuidades
en las relaciones entre las fuerzas armadas y la policía, lo que ha faci­
litado la transición del autoritarismo a la democracia pero ha dificul­
tado la consolidación del régimen democrático.

En la primera parte, el capítulo describe en mayor detalle la es­
tructura del sistema de seguridad pública en Brasil. En la segunda y
tercera parte se revisa la organización del sistema durante el régimen
autoritario y los cambios y continuidades en el sistema durante la
transición a la democracia. La cuarta sección analiza los obstáculos de
la reforma, mientras que la última sección se centra en los prospectos
de reforma para los sistemas de seguridad pública y las relaciones en­
tre las reformas del sistema de seguridad pública y la consolidación de
la democracia en Brasil.
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El sistema de seguridad pública y el Estado Federal

Brasil es un Estado Federal formado por la unión de :2 ) estados y el
Distrito Federal, por lo tanto la estructura del sistema de seguridad
pública está cercanamente relacionada con la estructr ~a federal del
Estado brasilero. Aunque en Brasil, desde la proclamac ón de la Re­
pública en 1889, ha habido seis constituciones (1891 1934, 1937,
1946, 1967 revisada en 1969 y 1988) Y distintos tipos de regímenes
políticos, la estructura básica del sistema de seguridad rública no ha
cambiado dramáticamente",

Brasil tiene un sistema de seguridad pública p1uralist 1. Está forma­
do por varias organizaciones policiales (como en Estadc ; Unidos, Ca­
nadá, Alemania, Gran Bretaña, México y Argentina) er lugar de una
sola organización (como en Japón, Israel, Suecia, Noru. ga, Finlandia,
Dinamarca, Islandia, Irlanda, Grecia, Bolivia, Perú y Ca ombia) o dos
entidades policiales (como en Francia, Italia, España, Pe rtugal y Chi­
le). El sistema es descentralizado y tiene dos organizacic [les de policía
controlados por diferentes gobiernos (como el caso de Estados Uni­
dos, Canadá, Alemania, Reino Unido, México y Arger :ina) en lugar
de un solo gobierno ,:al igual que Francia, Italia, España, 'ortugal, Chi­
le, Bolivia, Perú y Colombia)",

Sin embargo, tanto el pluralismo como la descentra1i .ación del sis­
tema de seguridad pública en Brasil no son extremos, sc n moderados.
El pluralismo es tan moderado que el país tiene docena de organiza­
ciones policiales (como en Alemania y el Reino Unid, ,) en lugar de
tener cientos de estas organizaciones (como en Canadá) o miles de las
mismas (como en los EE.UU.). La descentralización es 1 ioderada y las
organizaciones de la policía son controladas por el gobi -rno federal y
por el gobierno esta:al (como en Alemania), más no p rr los gobier­
nos locales o de la ciudad (al igual que en EE. uu., Cal adá yel Rei­
no Unido).

6 Para una revisión de la historia política de Brasil, ver Skidmore (19t " 1988).
7 Para la estructura de los sistemas policiales en democracias avanzadas ver: Gatti Dome- I93

nach, Gleizal y journé: (1993); Monet (1993).



Brasil tiene una policía federal relativamente pequeña, con aproxi­
madamente 7.000 agentes, civiles, no uniformados, bajo el control del
gobierno federal, responsables de investigar crímenes dentro de la ju­
risdicción federal, sancionar el tráfico de drogas y controlar las fronte­
ras". En oposición a Argentina, por ejemplo, que tiene también un Es­
tado Federal, Brasil no tuvo una policía federal extensa ni una policía
militar federal".

Los guardias municipales son responsables de la protección de la
propiedad privada, pero estos guardias no tienen autoridad de policía.
Contrario a los Estados Unidos y a Canadá, Brasil no tiene policías lo­
cales controladas por gobiernos locales.

Los estados de la federación tienen como responsabilidad principal
la organización de la policía y cada uno de los estados tiene dos orga­
nizaciones policiales. La policía militar, que cuenta con mayores recur­
sos y un mayor número de agentes, es una policía uniformada, admi­
nistrativa y responsable del orden público 10. La policía civil, en cambio,
no está uniformada, es judicial y tiene a su cargo la investigación cri­
minal. En oposición a Francia, Italia y España, que tienen dos policías
con diferentes responsabilidades territoriales y similares responsabili­
dades funcionales, los estados federales de Brasil tienen dos policías
con los mismos compromisos territoriales y distintas funciones.

Cada uno de los 26 estados federales y el Distrito Federal tienen
una policía militar y una policía civil. Para el año 2001, Brasil tenía 54
agencias de policía estatales, además de la policía federal, con 472.803

8 La policía federal se creó como Policía del Distrito Federal en 1944 y fue reorganiza­
da corno Policía Federal en 1960.

9 En Argentina, que también es un Estado Federal, hay una policía federal reforzada, con
33.000 agentes, y una policía militar, la Gendarmería Nacional, con 18.500 agentes
controlados por e! gobierno federal. Las provincias tienen solamente una organización
policial que es responsable de mantener e! orden público y desarrollar investigación
criminal. La única excepción ocurre en Córdoba, donde hay dos organizaciones poli­
ciales. La provincia de Buenos Aires tiene la policía más extensa de! país, con 48.000
agentes.Ver CELS (1997:9-12).

10 En Brasil, e! término "policía militar" se refiere a la fuerza policial militarizada de los
estados federales más no a la policía de las fuerzas armadas. Para una revisión de la his­
toria, organización y función de la policía militar y la civil en Brasil, ver: Fernandes
(1985); Holloway (1993); Kant de Lima (1994); Rocha (1991); Silva (1990).



oficiales policiales en total". El número total de oficiale ¡ de la policía
militar era de 368.900 Y el número total en la palie 1 civil era de
103.903. En el Estado de Sao Paulo, donde funciona la 1 olicía más ex­
tensa del país, la policía militar tenía en ese momento ~ 2.021 agentes
y la policía civil contaba con 36.883 agentes.

Mientras los gobiernos estatales son responsables pe r la organiza­
ción de la policía, el gobierno federal es responsable pe r la organiza­
ción de las fuerzas armadas: la armada, la fuerza naval y, Iesde 1941, la
fuerza aérea. Sin embargo, no hay una clara separación y liferenciación
entre la policía y las fuerzas armadas en lo que refiere 1 la organiza­
ción y funcionamiento del sistema policial. Las fuerza armadas son
responsables de la defensa externa y la seguridad intern: . La policía es
responsable de la seguridad pública y la seguridad inter la.

La policía militar es considerada como una fuerza al xiliar y de re­
serva del Ejército, que mantiene una organización basta ite centraliza­
da, similar a la de las fuerzas armadas. Asimismo, dentn de la policía
militar, y de igual forma que las fuerzas armadas, los of .iales y solda­
dos tienen niveles educativos, entrenamientos, carreras, alarios, bene­
ficios y derechos muy diferentes. La in equidad y el auto itarismo den­
tro de la policía militar reproducen y refuerzan la ineq iidad y el au­
toritarismo de las fuerzas armadas, así como de la socied rd brasilera en
general. En la policía militar, como en las fuerzas arrn: das, la educa­
ción y el entrenamiento históricamente han enfatizado la función de
seguridad interna.

La causa de esta superposición de formas de organ zación y fun­
ciones militares y pc liciales, así como el origen de la e ualidad de las
agencias de policía en los estados, no es el reforzamiern ) de los siste­
mas de defensa nacional y la seguridad pública o el con rol civil y de­
mocrático sobre las fuerzas armadas y la policía. La dup icación de los
roles es un instrumento a través del cual el gobierno fed eraly las fuer­
zas armadas pueden balancear el poder de los gobiernc ; estatales y la
policía, y viceversa. También es un instrumento a través lel cual el go­
bierno federal y las fuerzas armadas pueden unir fuerz, ¡ para mante­
ner el orden político y social.

11 Ministerio de Justicia, Secretaría Nacional de Seguridad Pública. 195



Aunque las organizaciones revolucionarias, guerrilleras o terroris­
tas nunca tuvieron una fuerte presencia en Brasil, históricamente la
seguridad interna ha sido el rol principal de las fuerzas armadas y de
la policía (en lugar de la defensa externa y la seguridad pública). Di­
chas instituciones han sido organizadas para proteger al Estado de
opositores políticos y movimientos sociales, o para reprimir conflic­
tos políticos y sociales, más no para proteger al Estado de amenazas y
ataques de otros Estados o para mantener la ley y el orden público y
proteger a la ciudadanía. El régimen autoritario, entre 1964 y 1985,
simplemente acentuó y llevó al extremo esta tendencia (Cancelli
1994; Pinheiro 1991a).

El régimen autoritario

En 1964, el Ejército asumió el control del gobierno federal y la ex­
pansión del rol de las fuerzas armadas en la política. Una parte impor­
tante de este proceso fue la expansión del rol de las fuerzas armadas en
el área de la seguridad pública. Dicha expansión fue apoyada por
acuerdos institucionales y políticas gubernamentales que mantuvieron
la participación directa de las fuerzas armadas en la aplicación de la ley,
la garantía del orden público y la subordinación de la policía al con­
trol militar (Castro, D'Araújo y Soares 1994a, 1994b; Skidmore 1988;
Stepan 1971, 1973a).

La Constitución de 1967, estableció que las fuerzas armadas serían
responsables no sólo de defender la nación sino también de mantener
la ley, el orden público y la protección de los tres poderes constitucio­
nales: el Ejecutivo, el Legislativo y el Judicial (Constituicáo Federal
1967, artículo 92, párrafo 2)12. Esta misma Constitución también esta­
blecía que la policía militar en los estados era una fuerza auxiliar y de
reserva del Ejército, responsable de mantener el orden y la seguridad
interna (Constituicáo Federal 1967, artículo 13, párrafo 4).

196
12 La Enmienda Constitucional N° 1 de 1969 estableció que las fuerzas armadas también

eran responsables de la ejecución de la política de seguridad nacional, una responsabi­
lidad que incluía a todas las demás (Emenda Constitucional N° 1 1969, artículo 91).



Así, el contexto institucional generó cuatro tipos de . .roblemas pa­
ra el sistema de seguridad pública:

Ambigüedad e imprecisión en relación al rol de lasuerzas arma­
das y la policía;

Conflicto entre la, fuerzas armadas y la policía respel to a sus roles;

Dificultad de coordinación entre las fuerzas armadas {la policía, y;

Dificultad de coordinación entre la policía militar y a policía civil
en los estados.

Durante el régimen autoritario estos problemas fueror minimizados
por medio de la expansión del control militar sobre la oolicía. A tra­
vés de los Decretos-Ley 317/1967 Y 667/1969, el go iierno militar
reorganiza la policía militar y la subordina al Ministerio de las Fuerzas
Armadas. Se estableció también una división especial dentro de las
fuerzas armadas para supervisar y controlar a la policía r ulitar (Decre­
to-Ley 667/1969, artículos 1 y 2), y establecer las norn as para su or­
ganización y movilización (Constituicáo Federal 1967, ~ -ticulc 8). Los
mismos decretos de ley establecieron que el Ministerio de las Fuerzas
Armadas debía aprobar la postulación del Comandant. de la Policía
Militar la cual, de acuerdo a la Constitución de 1967, er l realizada por
los gobernadores estatales (Decreto-Ley 667/1969, artí. ulo 6).

Este acuerdo institucional fue reforzado por las leye de seguridad
nacional que también intensificaron el rol de las fuerzas armadas en el
área de la seguridad interna y la subordinación de la pe licía al Ejérci­
to". Más aún, durante el régimen autoritario los gober iadores de los
estados sistemáticamente asignaron a oficiales militares la tarea de di­
rigir no sólo la policía militar sino también la Secretan: de Seguridad
Pública, responsable de promulgar políticas de segunda i pública y de
tutelar a la policía m.litar y la civil (Silva 1996). En las d cadas de 1960
y 1970 se formaron, bajo el mando militar, unidades esp .ciales confor­
madas por militares y policías para reprimir la oposici :m al régimen

13 Decreto-Ley 898/19(9, Ley 6.620/1978 y Ley 7.170/83. 197



(Arquidiocese de Sao Paulo 1985; Bicudo 1977; Huggins 1998; Hari­
tos-Fontouros y Huggins 1996). En 1978, el régimen autoritario lle­
vó al extremo el control militar de la policía y su aislamiento del ám­
bito civil y del control democrático. La Corte Federal Suprema trans­
firió de la Justicia Penal a la Justicia Militar la competencia para juz­
gar a oficiales de la policía militar acusados de cometer crímenes en
contra de civiles",

La centralización y concentración de poder en las fuerzas armadas
minimizaron el problema de la coordinación entre las fuerzas armadas
y la policía. Sin embargo, el proceso produjo distorsiones serias en el
rol de dichas instituciones, y en la organización y funcionamiento del
sistema de seguridad pública. Por un lado, este proceso sometió a la
policía a controles militares y autoritarios en lugar de controles civiles
y democráticos. Por otro, este proceso virtualmente eliminó la separa­
ción y diferenciación entre las fuerzas armadas y la policía. Las fuerzas
armadas fueron organizadas no para la defensa externa sino, principal­
mente, para la seguridad interna. Las fuerzas policiales tampoco fueron
constituidas para la seguridad pública sino, primordialmente, para la
seguridad interna.

Desde la perspectiva de la aplicación de la ley y la regulación del
orden público, el resultado de la militarización del sistema de seguri­
dad pública fue una reducida efectividad policial y un incremento en
la violencia por parte de la policía, pues ésta se preocupó más por con­
servar el control político y social que por aplicar la ley y mantener el
orden público. Para ello, la policía se basó sistemáticamente en el uso
y la amenaza de la violencia, particularmente en contra de miembros
de clases desfavorecidas y de grupos minoritarios.

Cabe aclarar que el sistema de seguridad pública ya había sido mi­
litarizado antes de la instalación del régimen autoritario entre 1964 y
1985. No obstante, dicho régimen sostuvo y aumentó la militarización
del sistema, llevándola a su máximo nivel (pinheiro 1981, 1991a,
1991 b). Por otro lado, la militarización del sistema de seguridad públi­
ca no sólo sucedió en Brasil, sino también en Argentina, Chile, Perú,

14 Sobre la justicia Militar, ver Pereira (1998) y Bieudo (1997).



México y otros países de América Latina que, como B 'asil, tuvieron
regímenes autoritarios durante las décadas de 1960 y 970. Aunque
hubo diferencias significativas de un país a otro, la mili arización del
sistema de seguridad pública de un país facilitó y fue fa ilitado por la
militarización de lossistemas en otros países".

La transición a la democracia

En Brasil, la transición del autoritarismo a la democraci. comenzó en
1974, cuando el pres:dente Ernesto Geisel inició el lev, ntamiento de
la censura de la prema y estableció el proceso de liberal zación políti­
ca, conocido como "la apertura" (abertura). En 1982, y p( r primera vez
desde 1964, se realizaron elecciones directas y libres para los gobiernos
estatales. La oposición ganó las elecciones en nueve esta los, incluyen­
do los estados centrales de Sao Paulo, Río de Janeiro y vlinas Gerais.
Entre 1984 y 1985, la oposición ganó también las elecc ones indirec­
tas a la Presidencia de la República, y un civil, José San: ~y, asumió di­
cho cargo después de la muerte del presidente electo Ta icredo Neves.
La Asamblea Constituyente se reunió entre 1987 y 19 38 y la nueva
Constitución Federal fue promulgada en 1988. La tran ición a la de­
mocracia terminó en 1990 cuando Fernando Collar de Mello, el pri­
mer presidente directamente electo desde 1960, asumió la Presidencia
de la República".

El principal reto durante el proceso de transición d, mocrática fue
la desmilitarización del sistema político '? y, particularme tte, la desmili­
tarización del sistema de seguridad pública, que constitu 'ó un conjun­
to complejo de tres procesos distintos aunque interdepe idienres:

15 Sobre la milicarización de la policía en América Latina, ver: CEL (1997); Huggins
(1991);Waldmann (19i6);WOLA (1995).

16 Sobre la transición a la democracia, ver: Linz y Stepan (1996); Mal .inez-Lara (1996);
Skidrnore (1988); Scepan (1988b).

17 Para una revisión de los cambios en las relaciones civil-militares dur nte la transición a
la democracia, ver: Hunter (1997); Castro, D'Araújo y Soares (199' ); Machias (1995);
Mesquita Neto (1995); Rizzo de Ohveira (1994); Skidmore (1988); .cepan (1988); Za- 199
verucha (1994).



La separación y diferenciación entre las fuerzas armadas y la poli­
cía, con la especialización de las fuerzas armadas en la defensa ex­
terna y la especialización de la policía en la seguridad pública;

La limitación del rol de las fuerzas armadas en el área de la seguri­
dad pública, y;

El establecimiento del control civil y democrático sobre la policía.

La desmilitarización del sistema de seguridad pública inició durante el
régimen autoritario y ganó fuerza con la promulgación de la Consti­
tución Federal de 1988. Sin embargo, el alcance de este proceso ha si­
do limitado debido a la oposición de las fuerzas armadas, la policía mi­
litar y los partidos y grupos conservadores. Además, y quizás lo más
importante, este proceso ocurrió durante un período de crecimiento
del crimen y la violencia en grandes centros urbanos, lo cual sostuvo
e incluso reforzó las presiones para preservar el rol de las fuerzas arma­
das en la seguridad pública.

El primer paso para la limitación del rol de las fuerzas armadas en
el sistema de seguridad pública fue el reforzamiento de la policía, es­
pecialmente, de la policía militar. Desde 1981 hasta 1991, el número
de soldados de las fuerzas armadas en la policía militar aumentó de
185.000 a 243.000, mientras que el número de soldados en las fuerzas
armadas creció de 272.500 a 296.700 (Mesquita Neto 1995). En 1994,
había 385.600 en la policía militar y 336.800 soldados en las fuerzas
armadas (219.000 en el Ejército, 58.400 en la fuerza naval y 59.400 en
la fuerza aérea) (IISS 1994).

Desde 1981 hasta 1994, el número de integrantes de la policía mi­
litar creció en un 208%, mientras que el número de miembros de las
fuerzas armadas creció en un 139%. En 1994, la policía militar que en
1981 era 24% más pequeña que las fuerzas armadas las superó en un
14%. Este cambio reflejó y contribuyó a la expansión del rol de la po­
licía y de los gobiernos estatales, y a la limitación del rol de las fuerzas
armadas y el gobierno federal en la aplicación de la ley y el manteni-
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En 1986, el presidente José Sarney estableció la Con .isión Affonso
Arinos para diseñar un proyecto para la nueva constitueón. La comi­
sión presentó un proyecto que de haber sido aprobado, habría altera­
do radicalmente la estructura del sistema de seguridad p iblica. Los es­
tados federales habrían sido capaces de preservar la 1 olicía militar,
manteniendo una clara separación entre ésta y las fuerza. armadas. Es­
ta policía se habría convertido en una fuerza auxiliar di la policía ci­
vil, más no del Ejército. La policía civil pasaría a ser resp, .nsable de ga­
rantizar la seguridad :Jública, y las fuerzas armadas habrín tenido a su
cargo la defensa externa y el orden constitucional. Más; ún, el gobier­
no federal y el Ejérci:o tendrían la autoridad de establee er control so­
bre la policía sólo en situaciones excepcionales: tras una «.eclaración de
guerra, una intervención federal en los estados o en Esté :los de Emer­
gencia".

A pesar de las circunstancias, las reformas propuestas por la Comi­
sión Affonso Arinos fueron rechazadas en la Asamblea ( .onstituyente.
Las fuerzas armadas, la policía militar y los partidos coi.servadores se
opusieron sistemáticamente a ellas bajo el argumento d : que la poli­
cía no era lo suficientemente fuerte y requería de la asi tencia militar
para controlar el crimen organizado y, particularmente, el tráfico ile­
gal de drogas y armas.",

La Constitución Pederal de 1988, estableció las base: instituciona­
les para el nuevo régimen democrático y para la organi ración y fun­
cionamiento del sistema de seguridad pública. Esta cor stitución, por
primera vez en la historia brasilera, introdujo concept is de defensa
nacional y seguridad pública, distinguiendo y diferencial o los roles de
las fuerzas armadas y de la policía. Cuenta con un capí ulo dedicado
a la seguridad pública, que se enfoca en la policía federa la policía ci-

18 Para acceder al texto c.e! proyecto constitucional elaborado por la ( 'omisión Affonso
Arinos, ver Fa/ha de Sii,) Paulo, "Guia da Consrituinte", Edicáo especi 1, 19 de septiem­
bre de 1986.

19 Ver: Assembléia Nacional Consrituinte, Cornissáo da Organizacáo E eitoral, Partidaria
e Garantia das Instituicóes (1987);Assembléia Nacional Constituinte, =omissao da Or­
ganizacáo Eleitoral, Partidaria e Garantía das Instituicóes, Sub-comi ¡ao da Defesa do
Estado, da Sociedade e da sua Seguranca (1987).



vil, la policía militar y las guardias municipales. Hay también un capí­
tulo separado sobre las fuerzas armadas y otro capítulo sobre los Esta­
dos de Emergencia. Estos tres capítulos han sido agrupados bajo el tÍ­
tulo dedicado a la defensa del Estado y las instituciones democráticas
(Constituicáo Federal 1988, artículos 136-144). La constitución tam­
bién extendió las facultades del Poder Judicial, del Congreso Nacio­
nal y de la Presidencia en lo referente al control de las fuerzas arma­
das, así como las prerrogativas del Judicial, las Asambleas Legislativas y
los gobiernos estatales respecto al control de la policía.Adicionalmen­
te, la constitución asignó a los fiscales la responsabilidad del control
externo de las actividades de la policía (Constituicáo Federal 1988, ar­
tículo 129, párrafo 7).

Esta constitución, al igual que previas constituciones, asignó a las
fuerzas armadas, además del trabajo de defensa nacional, la responsabi­
lidad de aplicar la ley, mantener el orden y proteger los poderes cons­
titucionales (Constituicáo Federal 1988, artículo 142). La diferencia es
que la Constitución de 1988 establece explícitamente que las fuerzas
armadas están autorizadas a salvaguardar la ley y el orden público, só­
lo bajo pedido de los poderes constitucionales. La Ley Complementa­
ria N° 69/1991 y, subsecuentemente, la Ley Complementaria N°
97/1999 establecieron explícitamente que esta participación puede
darse sólo bajo la dirección del Presidente de la República y luego de
que las fuerzas policiales demostraran incapacidad para mantener el
orden público.

Con la aprobación de esta nueva constitución la responsabilidad de
la seguridad pública se asignó explícitamente a la policía federal, la ci­
vil, la militar y las guardias municipales. Adicionalmente, se traspasó el
control de la policía civil y militar a los gobiernos estatales.

Incluso así, se mantuvieron la cláusulas que establecen que la poli­
cía militar sirve de reserva y fuerza auxiliar del Ejército, y que la orga­
nización y funcionamiento de la policía militar sea regulada por el go­
bierno federal (Constituicáo Federal 1988, artículo 144, párrafos 1 y
8). Así, las fuerzas armadas continúan siendo responsables por la segu­
ridad pública de forma regular, no sólo en casos excepcionales de gue­
rra, intervención federal y Estados de Emergencia -como propuso la
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Comisión Affonso Arinos. El presidente puede determ nar la movili­
zación de las fuerzas armadas para mantener la ley y el o den, indepen­
dientemente del Congreso Nacional o el aparato judi. ial, siempre y
cuando la policía sea realmente o sea percibida como iJ capaz de pre­
servar la seguridad pública.

En consecuencia, la Constitución de 1988 reflejó y SE stuvo un pro­
ceso gradual de separación y diferenciación entre las ti. erzas armadas
y la policía, al asignar la responsabilidad de la seguridad ¡: íblica a la po­
licía y la responsabilidad de la defensa nacional a las fu -rzas armadas.
La mayor parte del personal policial se encuentra en la .olicía militar,
la cual continúa siendo una fuerza auxiliar y de reserva lel Ejército, y,
por lo tanto, sujeta constantemente a regulaciones y co itroles milita­
res -ya no sólo en situaciones excepcionales, En much )S estados, los
generales o coroneles del Ejército son todavía asignados para dirigir la
policía militar y la Secretaría de Seguridad Pública.

En 1996, el presidente Fernando Henrique Cardo o comenzó a
implementar políticas diseñadas para reforzar las norm s de la nueva
constitución y delimitar el rol de las fuerzas armadas en el área de se­
guridad pública, anunciando la Política de Defensa Nac onal, Esta po­
lítica definió el rol de las fuerzas armadas en torno a los problemas de
defensa externa y paz internacional. Restringió la aC1 .iación de las
mismas, dentro del área de seguridad pública, a situacio les excepcio­
nales y temporales bajo el control de autoridades civiles y al apoyo de
las operaciones policiales en lugar de su control y direc ción, particu­
larmente en la región amazónica y en lo referente al co mol del tráfi­
co ilegal de drogas y armas. En 1999, el presidente refoi ró esta políti­
ca a través de la creación del Ministerio de Defensa y la ubordinación
del Ejército, la fuerza naval y las fuerzas aéreas a dicho ninisterio, en
junio de 1999.

Desde la transición a la democracia, las fuerzas armad is se han con­
centrado más en la defensa nacional y la policía ha vr lcado más su
atención sobre la seguridad pública. Tanto las fuerzas arr ladas como la
policía están más sujetas al control civil y de los gobiern )S democráti­
cos. Igualmente, la participación de las fuerzas armadas en el sistema
de seguridad pública es más limitada de lo que fue durar te el régimen



militar. Sin embargo, esta participación, directa e indirecta, de apoyo a
la policía es todavía frecuente y permanente, en lugar de temporal y
excepcional, como en las democracias consolidadas.

De esta manera, entre noviembre de 1994 y mayo de 1995 el go­
bierno federal y el gobierno estatal desarrollaron la "Operación Río",
en la cual las fuerzas armadas fueron desplegadas como soporte de las
operaciones policiales en contra de organizaciones criminales y el trá­
fico de drogas, y de actividades de control de corrupción y violencia
policial en el Estado de Río de Janeiro (Caldeira 1995; Soares 1996).
Desde 1985 hasta 1997, las fuerzas armadas intervinieron en al menos
50 ocasiones en varios estados, principalmente para apoyar las opera­
ciones policiales, aunque también, para inmovilizar las crisis policiales
y los motines -como la huelga de la policía federal en 1994 y las huel­
gas de la policía civil y militar en 1997.

En esta línea, la Tabla 1 muestra que la participación directa de las
fuerzas armadas en el ámbito de la seguridad pública se ha incremen­
tado entre 1985 y 1997. La colaboración de dicha institución en el
control de las huelgas disminuyó, pero su participación en la aplica­
ción de la ley, la preservación del orden y el control de protestas ma­
sivas incrementó, particularmente en los sectores rurales. Además, las
fuerzas armadas han participado en el control de crisis y rebeliones de
la policía, que comenzaron cuando agentes de esta institución, que no
les permite hacer huelgas, organizaron movilizaciones en contra de
políticas gubernamentales y exigieron alzas en los sueldos. Entre 1994
y 1997, las fuerzas armadas intervinieron para controlar crisis policia­
les: al menos cuatro rebeliones realizadas durante el gobierno de Ita­
mar Franco (1993-1994) y nueve durante el gobierno de Fernando
Henrique Cardoso (1995-1997).
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Tabla 1
Participación de las fuerzas armadas en la seguridad
Brasil 1985-1997

Año
de la :Iey~orden E

1985
1986 1
1987
1988
1989
Total Sarney Ü O 1
1990 1

1991 1

1992 1
Total Collor :;: 1 O
1993 1 1
1994 1 2

Total Itamar 1 1 3

1995 1

1996 " 2..
1997 rt 3 6
Total ~ , 13 3 8

Total 16 5 12

Fuentes: Folha de Sao Paulo, o Estadode Sao Paulo, o Globo,jornal do Brasil, Veja

de.ro9.cra¡:iae.DJlr~sil

Obstáculos institucionales a la reforma

Desde la transición 1 la democracia en Brasil, se han p oducido cam­
bios significativos et relación a la separación y diferenc ación entre las

fuerzas armadas y la policía y en cuanto al establecimie ito de un con­
troJ civil sobre la policía. Aún así, las fuerzas armadas odavía ejercen

una importante influencia sobre la policía, especialmer te sobre la po­

licía militar.
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Existen por lo menos cuatro normas institucionales que dificultan
la desmilitarización del sistema:

Primero, la norma según la cual las fuerzas armadas son responsa­
bles no sólo de la defensa nacional sino también del mantenimien­
to de la ley y el orden (Constituicáo Federal 1988, artículo 142 y
Ley Complementaria N° 69/1991). Esta regla, a pesar de las limi­
taciones impuestas a dicha participación, todavía provee un amplio

espacio para la actuación de las fuerzas en la seguridad pública, co­
mo se demuestra en la Tabla 1.

Segundo, la norma que dispone que los estados deben contar con
fuerzas policiales militares y que éstas deben actuar como fuerzas
auxiliares y de reserva del Ejército (Constituicáo Federal 1988, ar­

tículo 144, especialmente los párrafos 5 y 6).

Tercero, y relacionada al punto anterior, la norma según la cual la
organización y funcionamiento de las fuerzas policiales militares
está sujeta a reglas federales y militares (Decreto-Ley 667/1969, ar­
tículo 22, ítem XXI).

Cuarto, la norma que dispone que los estados en los cuales la po­
licía militar tiene más de 20.000 agentes pueden hacer uso de la
Justicia Militar para juzgar a los oficiales de dicha policía. En 1996,
el Congreso Nacional aprobó una ley que transfiere de la Justicia
Militar al sistema de Justicia Penal la responsabilidad de juzgar a los

oficiales acusados de homicidio. Sin embargo, esta ley permite to­
davía que la Justicia Militar se responsabilice de juzgar a oficiales
acusados por otros crímenes, contribuyendo a mantener la expec­
tativa de impunidad en relación a la policía militar.

Estas cuatro normas dificultan la reforma del sistema de seguridad pú­
; blica debido a que limitan el alcance de la reorganización y redefini­
i ció n del rol de la policía al igual que la integración de la policía mili­
~! tar y la policía civil; también subestiman el control civil y democráti-

2061 ca de la policía, y; finalmente, obstaculizan la reducción de la violen-



cia policial y el incremento de la efectividad y legitimic ad policial en
la aplicación de la ley y el mantenimiento del orden pi: olico,

En el Estado de Sao Paulo, el único estado que rece pila y publica
información sobre violencia policial, el número de civ les asesinados
por la policía bajó de 1.086 en 1991 y 1.458 en 1992 a 420 en 1993,
550 en 1994,661 en 1995 y 436 en 1996; sin embargo el número de
civiles asesinados por la policía continúa siendo extrem idamente alto
en comparación al número de civiles asesinados por la policía en las
democracias consolidadas. Incluso, las cifras incrementar. In nuevamen­
te de 466 en 1997 a 546 en 1998 y 647 en 1999 (Ver Ta ila 2, ver tam­
bién Tabla 6 del capítulo XI de este volumen; este terr 1 se desarrolla

en el próximo capítulo).

Tabla 2

Número de civiles muertos por la policía,

Estado de Sao Paulo 1990-1999

Fuente: Sao Pauto, Secretaría Estatal de Seguridad Pública.

En este contexto, para que exista continuidad en las re ormas del sis­
tema de seguridad pública se requerirá cambios signiicativos en las
normas constitucionales. En esa línea, se plantearon al menos cuatro
propuestas importantes en el Congreso Nacional.

Hélio Bicudo, diputado federal del Estado de Sao 'aulo, propuso
una enmienda que, de haber sido aprobada, habría des nilitarizado el
sistema de seguridad pública a través de la abolición dé la policía mi­
litar y la justicia militar, y la separación y diferenciaciór completa en- i
tre la policía y las fiierzas armadas. Bicudo propuso 1< enmienda en 1207
1991 (Cunara dos Deputados 1991).
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En abril de 1997, el gobernador del Estado de Sao Paulo, Mário
Covas, propuso otra enmienda constitucional que, de haber sido
aprobada, habría transferido de la policía militar a la policía civil la
responsabilidad de mantener el orden público (Gabinete do Gover­
nador do Estado de Sao Paulo 1997). Aunque reducida, la policía mi­
litar habría permanecido en los estados para controlar eventos públi­
cos, protestas masivas, prisiones, escuelas, bosques, así como para re­
gular el tráfico, los cuerpos de bomberos y la defensa civil. Además,
esta enmienda habría otorgado a la policía militar la responsabilidad
no sólo de velar por el orden público sino también de garantizar la
"seguridad interna".

En agosto de 1997, el presidente Fernando Henrique Cardoso y el
Ministro de Justicia, Iris Rezende, propusieron una enmienda consti­
tucional que buscaba proveer a los estados autonomía parar decidir so­
bre la preservación o extinción de la policía militar (Cámara dos De­
putados 1997b). Sin embargo, de acuerdo a esta propuesta la policía
militar habría continuado siendo una reserva y fuerza auxiliar del Ejér­
cito, organizada de acuerdo a reglas federales y militares y, al igual que
en la propuesta hecha por el gobernador Mário Covas, habría sido res­
ponsable no sólo de mantener el orden público sino también de la "se­
guridad interna".

Zulaié Cobra Ribeiro, diputado federal del Estado de Sao Paulo y
vocero de la Comisión Especial para Examinar Cuestiones de Seguri­
dad Pública de la Cámara de Diputados propuso una nueva enmien­
da constitucional en junio de 1998. Como la enmienda constitucional
propuesta por Bicudo en 1991, la de Ribeiro, de haber sido aprobada,
habría eliminado en los estados federales el estatus militar de la poli­
cía uniformada y su relación con el Ejército. Habría separado y dife­
renciado a la policía de las fuerzas armadas, pero, al igual que las pro­
puestas presentadas por Bicudo, Covas y Cardoso, ésta no habría cam­
biado el rol constitucional de las fuerzas armadas ni limitado su rol en
la aplicación de la ley y la preservación del orden público".

20 Ver: Cámara dos Deputados, Cornissáo Especial com a Finalidade de Examinar a Ques­
tao da Seguran¡:a Pública no País (1998).



El Congreso Nacional nunca votó por las enmiend 1S constitucio­
nales mencionadas anteriormente. Sin embargo, en fel -rero de 1998,
bajo la presión de la, fuerzas armadas y la policía milit, r, el Congreso
aprobó una enmienda constitucional que transformó e estatus de los
soldados de las fuerzas armadas de "sirvientes públicos" a "militares de
las fuerzas armadas", mientras que los agentes de la poI cía militar pa­
saron de ser "agentes de policía militar" a ser "militares ( e los estados".
Así, la enmienda constitucional reforzó el estatus milita : de los oficia­
les en la policía militar y complicó aún más la desmilitar zación del sis­
tema de seguridad pública".

Perspectivas para la reforma

La consolidación de la democracia requiere no sólo que se limite el rol
de las fuerzas armadas en el gobierno y la política, sino :ambién la de­
finición del rol de 125 fuerzas armadas en el sistema de seguridad pú­
blica. Los acuerdos mstitucionales existentes y las polí :icas guberna­
mentales no han apoyado este proceso. A pesar de que ,e han produ­
cido cambios importantes desde la transición a la del rocracia, estos
cambios no han sido suficientes para separar y diferenc lar claramente
a las fuerzas armadas de la policía, y delimitar efectiva, .iente el papel
de las fuerzas armadas en la seguridad pública. El resul ado es la per­
sistencia de la influencia, supervisión y control militar s ibre la policía,
estrategias represivas en la aplicación de la ley penal y el .nantenimien­
to del orden y la continuidad de la violencia por paru de la policía,
particularmente en contra de miembros de grupos mil oritarios y de
bajos recursos.

Las fuerzas armadas, la policía militar y grupos con ervadores han
bloqueado exitosamente las propuestas que han buscadc cambiar la es­
tructura básica del sistema de seguridad pública, preSl ntadas ante la
Asamblea Constituyente, las Comisiones Legislativas es! iblecidas en el
Congreso Nacional y las Asambleas Legislativas.

21 Ver: Cámara dos Depurados (1997a). 209



En los últimos años, sin embargo, los medios de comunicación y
las organizaciones no gubernamentales, como la Comisión de Dere­
chos Humanos Teotonio Vilela en Sao Paulo, Amnistía Internacional y
el Centro de Justicia y Leyes Internacionales, han jugado un impor­
tante papel en la denuncia de la violencia policial y la baja efectividad
de la institución en la garantía de la seguridad pública. Centros de in­
vestigación como el Núcleo de Estudios de laViolencia de la Univer­
sidad de Sao Paulo (NEV-USP)22 y el Instituto para el Estudio de la
Religión en Río de janeiro (ISER), han estudiado y propuesto refor­
mas con el objeto de reducir la violencia policial y, paralelamente, in­
crementar su efectividad.

El NEV-USP, con la colaboración de organizaciones no guberna­
mentales y gubernamentales elaboró el proyecto del Programa Na­
cional de Derechos Humanos, presentado por el presidente Fernan­
do Henrique Cardoso en mayo de 1996 (Presidencia da República
1996). También, se elaboró el proyecto para el Programa de los Dere­
chos Humanos en el Estado de Sao Paulo, presentado por el gober­
nador Mário Covas en septiembre de 1997 (Governo do Estado de
Sao Paulo 1997). Ambos programas se enfocan ampliamente en cues­
tiones de seguridad pública y apoyan el establecimiento de modelos
de policía comunitaria y de rendición de cuentas a la ciudadanía por
parte de la policía, como estrategias para reducir la violencia policial
y mejorar el desempeño de la policía en la aplicación de la ley y el
mantenimiento del orden (Affonso y Mesquita Neto 1998; Mesquita
Neto 1999b; Ouvidoria da Polícia do Estado de Sao Paulo 1997,
1998, 1999a).

Asimismo, con el apoyo de organizaciones no gubernamentales, los
estados de Sao Paulo, Río de Janeiro, Minas Gerais y Pará establecie­
ron una Defensoría del Pueblo (Ouvídoría de Polícía) independiente
que recepta quejas de los ciudadanos y monitorea la investigación de
faltas cometidas por la policía. El Estado de Sao Paulo, por su parte, ha
implementado también un programa de policía comunitaria a 10 lar­
go del estado.

210 ~ 22 Núcleo de Estudos da Vio/encia, Universidade de sao Paulo.



A pesar de la creciente participación y presión de la sociedad civil,
los cambios en la organización y funcionamiento del si tema de segu­
ridad pública son todavía limitados. Los gobiernos derr ocráticos con­
tinúan buscando el apoyo de las fuerzas armadas para c( ntener las cri­
sis del sistema -crisis que no son resueltas o incluso sor. generadas por
la policía. De esta manera, el apoyo de las fuerzas arrnaas ha ayudado
a los gobiernos democráticos a detener las crisis del si: tema de segu­
ridad pública en el corto plazo. Así, se han reforzado lo ' acuerdos ins­
titucionales y las políticas gubernamentales que limitar. las reformas y
la desmilitarización del sistema de seguridad pública, ta l necesaria pa­
ra resolver estas crisis en el largo plazo.

Desde la transición a la democracia, los gobierno democráticos
han buscado delimitar, y al mismo tiempo preservar, 1 . participación
de las fuerzas armadas en la seguridad pública. Apoyan a reforma y la
desmilitarización de este sistema, lo cual es necesario 1 ara la consoli­
dación de la democracia en el largo plazo. No obstant. , ante las crisis
del sistema de seguridad pública y la oposición cons -rvadora en el
Congreso Nacional y las Asambleas Legislativas, los go iiernos demo­
cráticos aceptan la participación de las fuerzas armadas ( n el sistema de
seguridad pública como estrategia de supervivencia poJ tica en el cor­
to plazo.

La pregunta es hasta qué punto podrán los gobierne ; democráticos
reformar y desmilitarizar el sistema de seguridad púbJ ca en el largo
plazo si dependen de las fuerzas armadas en el corto pl. zo. La reforma
y la desmilitarización de la seguridad pública es un pl oceso de largo
aliento.

Si los gobiernos democráticos restringen la partir 'paClon de las
fuerzas armadas en la seguridad pública, aumentan 1 s posibilidades
de reforma y desmilitarización del sistema en el la go plazo, aun­
que también incrementa el riesgo de que se produz :an crisis en el
corto plazo.

Si los gobiernos democráticos aceptan la participac: ón de las fuer­
zas armadas en el sistema de seguridad pública redu. en el riesgo de



generar crisis en el corto plazo, aunque también reducen las posi­
bilidades de reforma y desmilitarización en el largo plazo.

Frente a este dilema, los gobiernos democráticos continúan apoyán­
dose en las fuerzas armadas para reducir el riesgo de que se produzca,
en el corto plazo, una crisis en el sistema de seguridad pública, por lo
que han abandonado o pospuesto temporalmente el proyecto de re­
forma y desmilitarización. Esta estrategia ha facilitado el control de las
crisis en el sistema de seguridad pública durante el periodo de transi­
ción a la democracia, pero también ha obstruido el proceso de refor­
ma y desmilitarización en la época de consolidación democrática.

En este contexto, se requiere hacer más investigación sobre políti­
cas y estrategias que otros gobiernos democráticos han adoptado y que
pueden adoptar para reconciliar el conflicto entre la reforma y la des­
militarización en el largo plazo y el control de las crisis del sistema de
seguridad pública en el corto plazo. En especial, es necesario realizar
estudios sobre las oportunidades y riesgos que plantean las reformas
policiales en democracias emergentes, particularmente en reformas di­
rigidas al establecimiento de modelos de policía comunitaria y meca­
nismos de rendición de cuentas por parte de la policía. Estas reformas,
apoyadas por la labor de organizaciones no gubernamentales, pueden
reducir la violencia ejercida por la policía, incrementar la efectividad
policial y limitar el nivel de dependencia en las fuerzas armadas que
tiene el gobierno en el ámbito de la seguridad pública. Sin embargo,
éste tipo de reformas no excluyen la necesidad de promover reformas
constitucionales que dependen en mayor medida del apoyo de los go­
biernos y los partidos.
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XI. La policía comunitaria en
Sao Paulo: problemas de
implel1'l~ntpci,ón,y"cQnsolidaciQJ oc", .,.'. ,".""

E
l 10 de diciembre de 1997, la policía militar bra ileña adoptó
el modelo de policía comunitaria como una filos, ,tia y estrate­
gia de organización y anunció un plan para su irrr dementación

en el Estado de Sao Paulo. Se trata de un nuevo método de vigilancia
y una forma de mejorar los servicios policiales con el fin de reducir la
delincuencia y el desorden y de acrecentar la seguridad ( ~ la ciudada­
nía y la calidad de vida de la comunidad. También se utizó como un
medio de auto reforma que permitiría a la policía militar transformar­
se en una organización dedicada a "la protección de los e erechos de la
ciudadanía y la dignidad humana'".

Inspirada en la experiencia de Estados Unidos, Canad ,Japón e In­
glaterra, la policía militar asignó a sus oficiales la responsa iilidad de es­
tablecer asociaciones con grupos comunitarios y orgar izaciones no
gubernamentales, con el fin de puntualizar y resolver p: oblemas con
efectos en la seguridad y en la calidad de vida de la ciuc idania. Com­
rmmíty Polícíng: How to Get Started, la obra de Trojanowi. z y Bucque­
roux (1998) que había sido traducida al portugués por la policía mili­
tar del Estado de Río de Janeiro, se convirtió en una gu: 1 para la im­
plementación de la policía comunitaria en el Estado de : áo Paulo",

El modelo de policía comunitaria se había ensayado a rtes en algu­
nas ciudades del interior del estado, particularmente en I .ibeiráo Pre­
to, situada a 318 kilórr.etros al noroeste de Sao Paulo, y el algunos ba-

Texto publicado originalmente en Hugo Frühling (ed.) (2004) Calles más seguras: estu­
dios de policía comunitaria en América Latina.Washington, De: BID. p.l i )-137.

2 Nota de instrucción PM3-004/02/97, 10 de diciembre de 1997.

3 Ver la experiencia de policía comunitaria en Río de Janeiro en 1994 1995, en Muniz 243
et al. (1997) y Musumeci et al. (1996).
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rrios de la ciudad de Sao Paulo. En 1993, el consejo comunitario de
la policía militar preparó un documento titulado "Proyecto Policía
Comunitaria", en el que esbozaba una propuesta para la implementa­
ción de la policía comunitaria 'en el Estado de Sao Paulo. En el mis­
mo sentido, el plan estratégico de la policía militar para el período
1996-1999 tenía una sección que se concentraba en la relación entre
la policía y la comunidad. Sin embargo, sólo en 1997, al confrontar una
crisis en el largo proceso de deterioro de ese vínculo, la policía mili­

tar adoptó el modelo de policía comunitaria como una filosofía y una
estrategia de organización.

Este capítulo tiene por objeto evaluar la ejecución y los resultados
de la policía comunitaria en el Estado de Sao Paulo, poniendo énfasis
en las cuestiones por resolver y en las estrategias que puedan adoptar­
se para consolidar este modo de vigilancia. Se hace aquí una descrip­
ción del contexto en que surgió, sus orígenes y proceso de implemen­
tación, se presentan los resultados y problemas pendientes y, por últi­
mo, se analizan sus perspectivas.

La evaluación se hizo con el método de estudios de casos. Se ba­
só, asimismo, en los resultados del trabajo del autor durante casi cua­
tro años de observación de la experiencia de policía comunitaria en
Sao Paulo, en su calidad de investigador principal del Núcleo de Es­
tudios de la Violencia de la Universidad de Sao Paulo (NEV-USP)4 y
participante en la Comisión Estatal de Policía Comunitaria", así como
en visitas a las unidades de policía que han puesto en práctica la poli­
cía comunitaria, en entrevistas y conversaciones con los principales
protagonistas, en el estudio de documentos y en estadísticas, informes
de investigación y artículos de prensa.

Otros estudios en los que se comparan la implementación y los re­
sultados de la policía comunitaria en diferentes países de América La­
tina, en distintos estados del Brasil y en diversas ciudades del Estado de
Sao Paulo deben servir de complemento a éste y permitir una mejor

4 Núcleo de Estudos da Viol¿núa, Universidade de sao Paula,

5 En un principio, la Comisión de Policía Comunitaria se llamó Comisión de Asesora­
miento para la lmplementación de la Policía Comunitaria. En el año 2000, se reestcuc­
turó y cambió su nombre por el de Comisión Esraral de Policía Comunitaria.



comprensión de los éxitos y fracasos de la policía comu utaria y de las
estrategias que amplían sus posibilidades de consolidacié n en Sao Pau­
lo. El autor espera que este trabajo sirva de incentivo Jara que otros
perfeccionen o, si fuera necesario, refuten sus conclusic .ies.

Al centrar la atención en los problemas que es precis ) resolver y las
estrategias que se pueden adoptar para consolidar la pol cía comunita­
ria, se destacan tres hechos que se deberá tener en cuer .a para evaluar
los éxitos y las dificultades de la experiencia que a e -ntinuación se
describe: 1) la puesta en práctica y la consolidación de la policía co­
munitaria son procesos extremadamente complejos, di: .ciles e incier­
tos, particularmente en las nuevas democracias; 2) no lay soluciones
unilaterales para estos problemas, pues ni la policía, nia comunidad,
ni los expertos tienen la llave maestra de la policía COI iunitaria, y; 3)
se pueden encontrar soluciones, pero solamente si los 1 olíticos, la co­
munidad y los expertos exponen los problemas con cl iridad, los dis­
cuten con franqueza y los abordan con toda seriedad.

Contexto: nuevos problemas, viejas instituciones

Según datos publicados en 1998, el Estado de Sao Paulc tenía una po­
blación de 35.410.587 habitantes, de los cuales 93,3% se ubicaba en las
zonas urbanas y 6,7% en las rurales. La Región Metro] olitana de Sao
Paulo (RMSP) concentraba 48,4% de la población t .tal del estado
(Tabla 1).

Tabla 1

Distribución de la población, Estado de Sao Paulo 19S

Zonas urbana

Fuente: lBGE. 1998. 245



El índice de delincuencia, que comprende los delitos violentos, ha
aumentado casi continuamente desde la década de 1970 (Pinheiro et
al. 1998). La tasa de homicidios en el estado alcanzó a ser de 39,7 por
cada 100 mil habitantes, muy superior a la tasa nacional de 24,761100
mil". En la RMSp' esta proporción ascendió a 59,3/100 mil (Secreta­
ria de Estado da Saúde de Sao Paulo 1998), con una distribución de
homicidios muy desigual: 111,52/100 mil en Jardim Ángela, en la zo­
na periférica meridional de la ciudad de Sao Paulo, frente a 2,65/100
mil en Perdizes, en la región central (CEDEC 1996a).

Brasil es un Estado Federal y la responsabilidad de la seguridad
pública está dividida entre el gobierno federal, los estados y los mu­
nicipios. La estructura básica del sistema de seguridad pública se
conformó durante el régimen autoritario (1964-1985), cuando el
problema de la delincuencia no era tan agudo y el gobierno y la po­
licía estaban más preocupados por el control de los movimientos so­
ciales y por los adversarios políticos que por el de la delincuencia
(para una descripción detallada de este sistema, ver el capítulo IX de
este volumen).

Orígenes de la crisis institucional

La transición a la democracia, la entrada en vigor de la Constitución
Federal de 1988 y la ratificación de los principales tratados internacio­
nales de derechos humanos promulgados al comienzo de los años no­
venta cambiaron las expectativas con respecto a la policía. Al contra­
rio de lo sucedido durante el régimen autoritario, hoy en día se espe­
ra que la policía cumpla con las normas democráticas, respete el Esta­
do de Derecho y los derechos humanos y preste servicio imparcial a
todos los ciudadanos.
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6 Tasa de homicidio en Sao Paulo en 1998 y tasa de homicidio en Brasil en 1996, según
la Secretaria de Estado da Saúde de Sao Paulo, ver: http://www.saude.sp.gov.br. En
1997, la tasa de homicidio en Sao Paulo fue de 36,10/100 mil habitantes: 67,38/100
mil hombres y 5,84/100 mil mujeres; 57,49/100 mil personas de 15 a 49 años de edad.



También se espera que la policía sea más efectiva y ( ficiente en el
control de la delincuencia. Por una parte, la transición a a democracia
coincidió no sólo con un aumento de la delincuencia, sino también
con el surgimiento de nuevos tipos de delitos, particular nente moda­
lidades de crimen organizado. La sociedad y el gobierne comenzaron
a ver cada vez más a la policía como una institución ene irgada de de­
tener la delincuencia y ya no como un medio de contr ,1 de los mo­
vimientos sociales y ele los adversarios políticos. Por otr L parte, las li­
mitaciones del presupuesto estatal y la intensificación de uso de nue­
vos enfoques liberales para abordar problemas sociales n. ' sólo contri­
buyeron a la expansión de los servicios privados de segur dad, sino que
también aumentaron la presión ejercida sobre la policía sara que fue­
ra más productiva e "niciera más con menos".

A pesar de las cuantiosas inversiones, los cambios en as institucio­
nes y las prácticas, y la mejora en los servicios prestados en los dece­
nios de 1980 y 1990 la policía no ha podido satisfacer e .as expectati­
vas. Enfrentados a crecientes problemas de legitimidad, efectividad y

eficiencia, así como de remuneración insuficiente, los ag. ntes de poli­
cía comenzaron a desplazarse en número cada vez mayor de la seguri­
dad pública a la privada, vinculándose laboralmente a est última, ade­
más de conservar su empleo regular en la policía militar y en la civil.
La práctica de tener un segundo empleo en seguridad f rivada es ile­
gal, a pesar de ser aceptada por funcionarios públicos y ificiales de la

fuerza pública.
En 1997, la relación conflictiva entre la policía y la ce munidad lle­

gó a un punto crítico: en el mes de marzo se filmó un vi, .eo en el que
aparecen varios oficiales de la policía militar golpeando a la gente y
dando muerte a una persona en la Fave1a Naval, ciudad :le Diadema,
en la Región Metropolitana de Sao Pau10; en mayo, ofici tIes de la po­
licía militar dieron muerte a tres personas que participan n en la ocu­

pación de un terreno baldío en Fazenda da Juta, en la f eriferia de la
ciudad de Sao Paulo; en agosto, varios oficiales de la palie a militar que
trabajaban como guadias de seguridad privados secuestr tron y mata­
ron a un niño de 8 años, hijo de su patrón,Yves Ota. Es, mismo año,



agentes del Ministerio Público mostraron que los oficiales de la poli­
cía civil emplearon medios de tortura para forzar a un grupo de per­
sonas inocentes a confesar su participación en un homicidio amplia­
mente publicitado de dos jóvenes profesionales en el bar Bodega, si­
tuado en un barrio de clase media de la ciudad de Sao Paulo.

Además de estos conocidos casos de violencia policial en Sao Pau­
lo, en junio y julio de 1997 hubo huelgas de la fuerza pública en la
mayoría de los estados. El gobierno federal empleó a las fuerzas mili­
tares para controlar las huelgas ocurridas en Minas Gerais, Mato Gros­
so do Sul, Alagoas, Pernambuco, Paraíba, Ceará y Río Grande do Sul.
En Sao Paulo, la policía no hizo huelga pero la amenaza persistió por
vanas semanas.

Una encuesta realiza por Data Folha en la ciudad de Sao Paulo, en
1997, mostró que 74% de la población tenía más miedo que confian­
za en la policía (en comparación con 51% en 1995). La misma en­
cuesta mostró que 73% consideró que la policía usaba más violencia
de la necesaria (en comparación con 44% en 1995) y 36% consideró
que la policía era ineficiente (en comparación con 22% en 1995r.
Otra encuesta realizada en 1998 por la Fundación SEADE en el Es­
tado de Sao Paulo, mostró que 5,9% de la población (1,65 millón de
personas) había sido víctima de por lo menos un robo o hurto en los
últimos 12 meses. Más de la mitad de las víctimas no notificaron el
delito a la policía.

En respuesta a las presiones para que se hiciera una reforma de la
policía, el gobernador presentó una propuesta de enmienda de la
Constitución Federal de 1988 para trasladar la responsabilidad del pa­
trullaje de la policía militar a la civil, asignando a la primera solamen­
te el mantenimiento del orden. En la práctica, la enmienda constitu­
cional debilitaría gravemente a la policía militar y fortalecería a la po­
licía civil. La propuesta fue abiertamente refutada por los comandan­
tes de la policía federal de varios estados y no fue aprobada. Sin em­
bargo, mostró la profundidad del conflicto entre la policía, el gobier­
no y la sociedad.

Folha de sao Paulo, 6 de febrero de 2000.



En septiembre de 1997 se anunció el Programa Estat il para los De­
rechos Humanos, que incluyó la propuesta de policía CI -munitaria. En
ese mismo mes se nombró a un nuevo comandante en jefe de la po­
licía militar, quien sugirió inmediatamente la adopció l de la policía
comunitaria como una nueva filosofía y estrategia de ' .rganización y
estableció una comisión con representantes de la policí. militar, la po­
licía civil, los organismos gubernamentales, las organiz: ciones no gu­
bernamentales y varios grupos comunitarios, para ayud: r a planificar e
implementarla en el ámbito de la policía militar.

Menos de tres meses después del nombramiento del iuevo coman­
dante en jefe y del establecimiento de la Comisión Es: atal de Policía
Comunitaria, la policía militar adoptó oficialmente esa práctica e ini­
ció su implementación en 41 compañías (9 en la ciuda i de Sao Pau­
lo, 10 en otras ciudades de la RMSP, 17 en el interior iel estado y 5
en otras unidades especializadas)",

Implementación de la polícía comunitaria

En Sao Paulo, el movimiento hacia la policía comunitara fue iniciado
y supervisado por el alto mando de la policía militar el , ua1,a pesar de
la crisis institucional mantuvo el control de la organi: ación, Fue así
como pudo prevenir la huelga ocurrida en varios esi idos, evitar la
aplicación de las reformas a la policía propuestas por los gobiernos es­
tatal y federal y por la sociedad civil y, por último, inic ar y controlar
la puesta en marcha de la policía comunitaria. En tales .ircunstancias,
su realización y cons olidación dependen en gran medié 1 del compro­
miso del personal directivo de la policía militar y de su capacidad pa­
ra forjar alianzas entre la policía, el gobierno y la comu iidad,

Aunque nunca Sé la definió claramente, la policía C( munitaria fue
relacionada con la ic.ea de una asociación entre la poli, ía y la comu­
nidad con el fin de identificar y resolver problemas de seguridad pú­
blica. En un documento elaborado por la Comisión Es atal de Policía
Comunitaria se la p:~esenta como una nueva filosofia : estrategia de

8 La policía militar está organizada en comandos, batallones y compal ías. 249



organización basada en la cooperación entre la policía y la comuni­
dad, y orientada hacia la identificación y resolución de problemas de
seguridad pública, la mejora de la calidad de vida de la población y la
protección de la vida, libertad, igualdad y dignidad de todas las perso­
nas (Governo do Estado de Sao Paulo, Secretaria da Seguranca Públi­
ca 1997).

Una definición vaga y ambigua contribuyó a ampliar la alianza en
apoyo de la policía comunitaria y a abrir el espacio para innovaciones
dentro de la policía militar. Al mismo tiempo, sin embargo, la falta de
una visión clara y precisa en torno de la policía comunitaria ha mina­
do la capacidad del liderazgo militar para planificar, vigilar y evaluar su
implementación y, por ende, sus posibilidades de consolidación.

Objetivos

La policía comunitaria se adoptó como una filosofía y estrategia de or­
ganización con tres objetivos:

Reformar a la policía militar mediante su transformación de una
organización cerrada en una organización abierta a la consulta y a
la colaboración con la comunidad;

Mejorar la calidad del servicio de policía buscando una mayor
efectividad y eficiencia, así como respeto por el Estado de Dere­
cho y los derechos de los ciudadanos;

Mejorar la seguridad pública mediante la reducción de la delin­
cuencia, el desorden y la inseguridad en la sociedad.

i
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La reforma de la policía militar constituye un eje central, en tanto re­
sulta indispensable para mejorar las relaciones entre la policía, la co­

munidad y el gobierno, y por lo tanto para reducir al mínimo el ries­
go de reformas impuestas por los gobiernos estatales y federal, así co­
mo el de la pérdida gradual de apoyo político, social y económico que
pueda debilitar e incluso amenazar su existencia.



Aunque independiente, es dificil separar la reforma irganizacíonal
de los otros dos objetivos. Por una parte, es imposible co isolidar tal re­
forma sin mejorar la calidad del servicio de la policía r la seguridad
pública. Por otra parte, sin la reforma organizacional es mposible am­
pliar la responsabilidad y receptividad de la policía ante la comunidad
y el consentimiento dado por esta última para la vigila icia policial y
la participación conj ..mta en la resolución de problema: , que a su vez
son elementos indispensables para mejorar la calidad de: servicio de la
policía y la seguridad pública.

Actores

En la policía militar, el apoyo para la policía comuni aria proviene
principalmente de la alta dirección, es decir, oficiales ce 1 experiencia
académica e internaci onal y nuevas generaciones que la . en como una
estrategia prometedora para abordar los problemas de la eguridad pú­
blica. La resistencia y oposición provienen principalme n .e de oficiales
en unidades de élite y de antiguas generaciones, que la :onciben co­
mo una modalidad de relaciones públicas o de trabajo ~ ocial y como
un desvío de la aplicación de la ley y el mantenimiento Iel orden. Lo
mismo sucede con les suboficiales, que no cuentan coro información
sobre la policía comunitaria y notan la falta de apoyo de la alta oficia­
lidad y de la comunidad. A pesar de la importancia de os oficiales y
supervisores de línea para efectos de su implementación, a policía mi­
litar mantiene una estricta separación entre los oficiales y los subofi­
ciales y no incluye representantes de estos últimos en la Comisión
Estatal de Policía Comunitaria.

Aunque está representada en la Comisión Estatal de P ilicía Comu­
nitaria, la policía civil tiene una participación muy lin itada en ese
campo, en gran medida como resultado del conflicto per .istente entre
sus efectivos y los de la policía militar y porque se la ide ntifica como
un proyecto de esta última. Sólo enjulio de 2001, la pol: :ía civil creó
una comisión de asistencia en la planificación y ejecucié n de la poli- •~251



cía comunitaria, es decir, casi cuatro años después de que lo hiciera la
policía militar",

En la sociedad, el apoyo para la policía comunitaria proviene so­
bre todo de los grupos más organizados, a menudo en los segmentos
de altos y medianos ingresos y particularmente de quienes ya tenían
relaciones de cooperación con la policía. Los grupos menos organiza­
dos, generalmente los de bajos ingresos y minoritarios -en especial los
que mantienen una relación conflictiva con la policía- consideran a la
policía comunitaria como una promesa vacía. En los grupos organi­
zados existe una clara división entre los conservadores y los progresis­
tas. Los grupos conservadores tienden a mostrarse favorables a la po­
licía comunitaria, pero expresan dudas sobre su efectividad para el
control del delito. Por su parte, los grupos progresistas, incluso los ac­
tivistas de derechos humanos y los especialistas académicos, también
se manifiestan favorables a la policía comunitaria, pero dudan sobre la
capacidad e incluso sobre la disposición de la policía militar para po­
nerla en práctica.

En el gobierno estatal, el Secretario de Seguridad Pública apoya la
consolidación de los consejos comunitarios de seguridad pública co­
mo instrumento para promover la consulta y colaboración entre la po­
licía y la comunidad. También respalda la producción y distribución de
estadísticas sobre actos delictivos, la integración de la policía civil con
la policía militar y la coordinación de actividades entre la policía, otras
entidades estatales e instituciones municipales en el campo de la segu­
ridad pública. Estas iniciativas son importantes para el éxito de la po­
licía comunitaria, aunque no están claramente integradas en su imple­
mentación.

El gobierno federal apoya la puesta en práctica de la policía comu­
nitaria por medio del Programa Nacional de Derechos Humanos lan­
zado en 1996 y del Programa Nacional y el Fondo Nacional para la
Seguridad Pública, lanzados en el año 2000.
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Los gobiernos municipales respaldan a menudo la pI esta en mar­
cha de la policía comunitaria mediante el establecimientc de consejos,
secretarías o departamentos municipales encargados de resolver pro­
blemas de seguridad pública y de suministrar recursos financieros y
materiales para sostener el financiamiento comunitario.

Medidas estratégicas

La implementación de la policía comunitaria comprend ~ tres fases:

• Cambio en el discurso, la imagen de la policía y las e .pectativas en
torno a ella dentro de sus propios efectivos y en la e imunidad;

Mayor nivel de comunicación y consulta entre la P' licía y la co­
munidad;

Mayor nivel de organización, movilización y colabar ición entre la
policía y la comunidad.

La primera fase se ha promovido por medio de una seri ~ de reformas
en la organización y el liderazgo, que incluyen principalr lente: la crea­
ción de la Comisión Estatal de Policía Comunitaria; la n definición de
la visión, misión y valores de la policía; la divulgación d. información
sobre la policía comunitaria; el adiestramiento de efect vos para este
nuevo modo de vigilancia; la designación de unidades y oficiales de
policía comunitaria, y; la creación del Departamento d ~ Policía Co­
munitaria y Derechos Humanos.

La segunda fase se ha promovido por medio de re miones sobre
policía comunitaria y contactos en las esferas estatal, re, ;ional y local.
En el ámbito estatal, la Comisión Estatal de Policía Co nunitaria y el
Departamento de Policía Comunitaria y Derechos Hu nanos son los
principales foros para discutir este tema. En 2001, la poli .ía militar co­
menzó a crear Comisiones Regionales de Policía Com miraría. En la
esfera local, varias clases de consejos comunitarios de se: ;uridad públi­
ca, así como de foros, centros, programas y eventos ciud .danos son los
principales espacios para reuniones sobre policía comur itaria. 253
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Las unidades, las bases y especialmente los efectivos encargados de
la policía comunitaria son el punto de contacto entre la policía y la
comunidad. En un principio, la policía militar favoreció la construc­
ción de bases fijas de policía comunitaria y a menudo dependió del
apoyo de la comunidad para su establecimiento y mantenimiento.
Después comenzó a adquirir camionetas para emplearlas como bases
móviles, viendo en ello dos ventajas importantes: exigían un cuadro de
personal más pequeño y podían trasladarse fácilmente de un lugar a
otro si la situación así lo requería. Además, podían emplearse para ave­
riguar si las condiciones eran adecuadas antes de construir bases fijas.

La colaboración entre la policía y la comunidad se ha promovido
principalmente por medio de la organización y movilización de esta úl­
tima en apoyo a la vigilancia policial y, en menor grado, a la solución de
problemas. Hay muchos ejemplos de movilización de la comunidad en
respaldo a la policía comunitaria: se canalizan los recursos financieros y
materiales para operaciones policiales; se construyen y mantienen bases
de policía comunitaria; se instalan servicios de vigilancia electrónica en
espacios públicos; los voluntarios trabajan en bases de policía comuni­
taria y en otras instalaciones de la policía; los ciudadanos organizan cam­
pañas de vigilancia en los vecindarios y contratan a vigilantes privados
y los gobiernos municipales nombran guardias municipales.

Menos común es la movilización de la comunidad en apoyo a la
solución de problemas, que entraña la identificación de patrones de
criminalidad y de aquellos factores que aumentan el riesgo de crimi­
nalidad y violencia, así como la ejecución de medidas para reducir el
riesgo de criminalidad en determinadas zonas. Este es el caso de mu­
chos programas que se concentran en familias, escuelas, adolescentes,
drogas, armas y revitalización de espacios públicos. Un ejemplo desta­
cado, es la intervención de la policía en la Favela Alba en la ciudad de
Sao Paulo, la cual estaba dominada por una organización delictiva de­
dicada al narcotráfico. La policía militar ocupó el barrio, arrestó al ca­
becilla de la organización, comenzó a organizar a la población y llamó
a otros organismos gubernamentales y grupos comunitarios para dis­
cutir estrategias encaminadas a mantener a las organizaciones delicti­
vas fuera de Alba.



Alcance

Entre diciembre de 1997 y julio de 2001, la policía rr ilitar puso en
práctica el modelo de policía comunitaria en 199 de las 386 unidades
locales de la policía en el estado: 67 en Sao Paulo,23 e 1 otras ciuda­
des de la RMSP y 109 en el interior (Tabla 2).

Tabla 2
Unídades de policía comunítaria, Estado de Sao Paulo :

Fuente: Policía Militar, Esr.adc de Sao Paulo.

En el mismo periodo, la policía militar estableció 251 ba .es de policía
militar: 47 en Sao Paulo, 46 en otras ciudades de la R!v SP y 158 en
el interior del estado (Tabla 3). Además estableció 202 . 'ases móviles
de policía comunitaria: 87 en Sao Paulo, 51 en otras e udades de la
RMSP y 64 en el interior. Se adquirieron 32 bases móvi es en 1998 y
170 en 2001 (Tabla 4;.

Tabla 3
Bases de policía comunitaria, Estado de Sao Paulo 2001



Tabla 3 (continuación)

Área

Total

Sorocaba

Interior

Estado de Sao Paulo

Bases

Puente: Policía Militar, Estado de Sao Paulo.

I Tabla 4

I Nuevas bases móviles de policia comunitaria,
Estado de Sao Paulo 1988 y 2001

Área . Ciudad . 1988 2001
CPA/MI Sao Paulo Centro 4 7
CPAlM2 Sao Paulo Sur 4 7

CPA/M3 Sao Paulo Norte 3 9

CPA/M4 SaoPaulo Este 4 15
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Tabla 4 (continuación)

Área Ciudad 1988
CPA/M5 Sao Paulo Oeste 3

CPAiM9 Sao PauIo Nordeste -
CPA/M10 Sao PauIo Sudeste -
CPCHOQUE Sao Paulo -
CMED Sao Paulo -
CPTRAN Sao Paulo -
GRPAE Sao Paulo -
Total Sao Paulo 18
CPA/M6 RegiónABCD 3

CPA/M7 Gualulhos 3

CPA/M8 Osasco 3

Total RMSP 9
CPI-1 Sao José Campos 1

CPI-2 Campinas 1

CPI-3 Riberáo Preto 1

CPI-4 Bauru -
CPI-5 Sao José Rio Preto 1

CPI-6 Santos 1
CPI-7 Sorocaba -

Total Interior 5
Total Estado de Sao Paulo 32

Fuente: Policía Militar, Estado de Sao Paulo.
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En 2001, el número de oficiales de policía que trabajab. n en bases de
policía comunitaria llegó a 7.305 (aproximadamente 8,3 Va del total de
oficiales de la policía militar): 1.956 en Sáof'aulo, 944 e 1 otras ciuda­
des de la RMSP y 4.405 en el interior (Tabla 5).



Tabla 5

Número de agentes de la policía comunitaria y población

cubierta por área, Estado de Sao Paulo 2001

Área Ciudad . Agentes. Población

CPA/Ml Sao Paulo Centro 679 1.500.000

CPA/M2 Sao Paulo Sur 552 671.000

CPA/M3 Sao Paulo N arte 316 533.000

CPA/M4 Sao PauIó Este 306 908.000

CPA/M5 Sao Paulo Oeste 115 830.000

Total Sao Paulo 1.968 4.442.000

CPA/M6 ABCD 306 608.000

CPA/M7 Guarulhos . 503 779.000

CPA/M8 Osasco 135 50.600

Total RSMP 944 1.437.600

CPI-l Sao José Campos 764 1.262.000

CPI-2 Campina 774 1.934.000

CPI-3 Riberáo Preto 1.071 1.175.000

CPI-4 Bauru 1.239 1.168.000

CPI-5 Sao José Río Preto 268 364.000

CPI-6 Santos 223 273.000

CPI-7 Sorocaba 66 249.000

Total Interior 4.405 6.425.000

Total Estado de Sao Paulo 7.317 12.304.600

Fuente: Policía Militar, Estado de Sao Paulo.

La policía militar puso en práctica el modelo de policía comunitaria
en 192 de las 645 ciudades del estado, que tienen una población de

12,4 millones de habitantes (una tercera parte del total).



Inversiones

Incluso con la adopción de la policía comunitaria come filosofía y es­
trategia de organización, en diciembre de 1997 la polici l militar invir­
tió un volumen muy limitado de recursos financieros r humanos en
su ejecución. En 1998 y 1999, la policía militar no ten 1 oficiales en­
cargados de planear é: implantar la policía comunitaria e: el ámbito es­
tatal o local, y además carecía de un presupuesto para 1 acerlo. En es­
tas condiciones, la planificación y ejecución dependiero 1 en gran me­
dida de la posibilidad de usar para la nueva modalidad 1 arte del tiem­
po y los recursos normalmente empleados en vigilan: ia tradicional.
Por 10 tanto, la policía comunitaria se convirtió en unomplemento,
aunque muchos agentes agradecieron la oportunidad d. participar en
ella, estaban sobrecargados por sus actividades ordinaria; y no podian
incorporar actividades adicionales.

En el año 2000, la policía militar creó el Departame ItO de Policía
Comunitaria y Derechos Humanos, al que asignó la resp msabilidad de
planificar y coordinar la puesta en marcha del nuevo mo lelo.En 2001,
el Departamento contaba con un presupuesto de unos. l$ 3 millones
para hacerlo: R$ 50Ü.000 para adiestramiento de oficia es de policía;
R$ 500.000 para la construcción y el mantenimiento d. bases fijas, y;
R$ 2 millones para la adquisición de bases móviles".

Ese año el Departamento de Policía Comunitaria y ] >erechos Hu­
manos preparó un proyecto de consolidación de la poliía comunita­
ria en el Estado de Silo Paulo, con un presupuesto aprco imada de R$
7,7 millones, sobre tcdo para la formación de oficiales (e policía (R$
738.000), capacitación de dirigentes comunitarios (R$ 8 )0.000) y ad­
quisición de nuevas camionetas para emplearlas como Jases móviles
(R$ 5,4 millones). En el momento de concluir este trab. jo, el secreta­
rio de Estado de Seguridad Pública había presentado , 1 proyecto al
Ministerio de Justicia y esperaba obtener recursos para su ejecución
del Fondo Nacional para la Seguridad Pública.

10 En 2001, 1 USO era ecuivalente a aproximadamente a R$ 2,35.



Resultados de la experiencia

En 2001, hacía casi cuatro años que la policía militar había puesto en
práctica la policía comunitaria, pero no había podido consolidarla. Y
aunque ni la policía, ni el gobierno, ni la comunidad la cuestionaran
abiertamente, sólo una minoría de efectivos la había practicado regu­
larmente. La mayoría se había abstenido de hacerlo por falta de infor­
mación y apoyo de la policía y la comunidad, dudas sobre su efectivi­
dad y preferencia por las modalidades tradicionales de policía.

La implementación de la policía comunitaria ha ampliado el gra­
do de comunicación y consulta entre la policía y la ciudadanía en las
esferas estatal, regional y local. También ha incrementado el nivel de
organización y movilización de la comunidad en apoyo a la policía.
Sin embargo, no se ha hecho mucho esfuerzo por organizar y movili­
zar a la comunidad en apoyo de la solución de problemas.

Calidad del servicio de policía

En relación con los cambios en la calidad del servicio de policía, los
indicadores de importancia son el número de civiles muertos por ofi­
ciales de la policía, el número de oficiales de policía muertos en ser­
vicio, el número de quejas recibidas por la Defensoría del Pueblo en­
tre 1997 y 2000 Y la forma en que la población percibe el servicio.

El número de civiles muertos por agentes de la policía militar au­
mentó de 435 en 1997 a 485 en 1998, a 576 en 1999 y a 767 en 2000
(76% en tres años). En el mismo periodo, el número de efectivos de
la policía militar muertos aumentó de 182 en 1997 a 242 en 1998 y
a 319 en 1999 (74%), pero se redujo a 205 en 2000 (35% en 1 año)
(Tabla 6).



Tabla 6

Civiles muertos o heridos en manos de agentes de la
policia militar y agentes de la policia militar muertos
o heridos en servicio, Estado de Sao Paulo 1982-2000

Año ~ n
s os

1982 28<í 74 26

1983 328 109 45

1984 48: 190 47

1985 585 291 34

1986 399 197 45

1987 30S 147 40

1988 29~ 69 30

1989 532 135 32
.

1990 585 251 107

1991 1.076 1.259 98

1992 1.451 1.138 124

1993 402 910 97

1994 519 1.063 147

1995 618 933 118

1996 398 1.132 170

1997 435 739 182

1998 485 923 242

1999 576 1.246 319

2000 767 1.085 205

Total 10.522 11.891 2.106

Fuente: Secretaria de Seguridad pública/NEV-USP.
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El número de quejas contra oficiales de la policía militar recibidas
por la Defensoría del Pueblo aumentó de 1.628 en 1997 a 1.864 en
1998, a 2.368 en 1999 y a 2.564 en 2000 (52% en tres años). Las que­
jas por la calidad del servicio aumentaron de 78 en 1997 a 137 en
2000 (75%). Las quejas por corrupción aumentaron de 14 en 1997 a
30 en 2000 (114%). La buena noticia es que se redujo significativa­
mente el número de quejas por tortura, de 111 en 1997 a 37 en 2000
(66%) (Tabla 7).

Las encuestas realizadas por Data Folha muestran que el porcenta­
je de la población con más temor que confianza hacia la policía, que
había aumentado de 51% en 1995 a 74% en 1997, se redujo a 66% en
1999. Asimismo, el porcentaje de la población que considera que la
policía usa fuerza excesiva, que había aumentado de 44% en 1995 a
73% en 1997, se redujo a 49% en 1999. Sin embargo, las mismas en­
cuestas muestran que el porcentaje de la población que considera que
la policía es ineficiente aumentó continuamente, de 22% en 1995 a
36% en 1997 y a 43% en 1999".

La policía militar proporciona datos que muestran que el número
de arrestos, decomisos de armas y drogas y respuestas de emergencia a
problemas sociales aumentó considerablemente entre 1998 y 2000. El
número total de delitos registrados por la policía militar aumentó de
2,43 millones en 1998 a 2,68 millones en 1999 y a 3,04 IJÚl10nes en
2000 (25,1%).

11 Folha de Sao Paulo, 6 de febrero de 2000.
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Tabla 7

Quejas contra agentes de la policía militar,

Estado de Sao Paulo 1997-2000

Año 1997 1998 19
Abuso de autoridad 372 410

Agresión - 69

Amenaza 76 60

Denuncia de un crirr en 3

Corrupción 14 5

Crimen contra el consumidor - -
Elogio/ sugerencia 11 3

Enriquecimiento ilícito 10 9

Golpiza/ tortura 111 41

Fraude 2 4

Extorsión/desfalco 58 64

Facilitación de fuga - -
Falta de vigilancia po licial 206 217

Homicidio por particular 4 -
Homicidio policial 83 246

Infracción disciplinarí a 239 302

Malos ratos - -

Negligencia 42 36

Peculado 9 9

Prevaricato 43 33

Calidad de atención 78 106

Robo a cargo de la policía - -
Intento de homicidio - 18

Tráfico de drogas por particulares 35 2

Tráfico de drogas pol: cial 37 51

Otros 198 179

Total 1.628 1.867 2.:

Fuente: Defensoría del Pueblo, Estado de Sao Paulo.
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Los datos presentados anteriormente muestran que la policía está
trabajando más, pero no se ha comprobado que la calidad del servicio
prestado haya mejorado mucho. Por el contrario, las pruebas obteni­
das muestran que, a pesar de algunas mejoras en relación con 1997, su
calidad sigue constituyendo un grave problema. Si la implementación
de la policía comunitaria contribuyó de alguna forma a mejorarla -y
se ha comprobado que esto sucedió realmente en determinadas zo­
nas-, el efecto fue sumamente limitado y además compensado por el
impacto de otros factores.

Seguridad pública

En lo que respecta a los cambios en el índice de delincuencia, violen­
cia e inseguridad, hubo una reducción del número de homicidios, ro­
bos y hurtos en la Región Metropolitana de Sao Paulo en el año
2000, pero no en el interior del estado. Además, el número de robos y
hurtos de vehículos aumentó en la RMSP y en el interior (Tabla 8).

La reducción del número de delitos en la RMSP a duras penas
puede atribuirse a la policía comunitaria, pues es en el interior donde
están la mayoría de las bases y los agentes asignados. También es en el
interior, no en la Región Metropolitana, donde los agentes de policía
trabajan por períodos más prolongados en determinadas unidades y
zonas, lo que amplía su capacidad para establecer asociaciones con
grupos comunitarios y organizaciones no gubernamentales.

La Secretaría de Seguridad Pública atribuye la reducción de las ta­
sas de homicidio, robo y hurto al proceso de integración de la poli­
cía militar y civil, así como a mejoras en tecnología, información, aná­
lisis, planificación, responsabilidad y aplicación de la ley. Los especia­
listas académicos sostienen que la reducción de la tasa de delincuen­
cia no indica una tendencia y podría estar relacionada con otros fac-

i tores, incluso de carácter accidental, y no a mejoras en el desempeño
m de la policía.
~
9
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Evaluaciones locales

En dos estudios se ha analizado el efecto de la policía ce :nunitaria por

medio de encuestas entre la población de las zonas de ade la policía

militar estableció sus bases.Y aunque estos estudios son de alcance li­

mitado, sus resultado> tienden a confirmar la idea ante iormente ex­
puesta de que hasta <hora la policía comunitaria ha ten do muy poco
efecto en la calidad del servicio prestado por la policía' en la seguri­

dad de la comunidad.

Tabla 8
Cambios en el índice de delíncuencia, violencia
e inseguridad, Estado de Sao Paulo 1997-2000

Homicidios dolosos

1997 1998 1999

G. Sao Paulo 7.548 8.312 9.027

Interior 3.019 3.549 3.791

Estado 10.567 11.861 12.818
Coeficientes /100.O00 habitantes

G. Sao Paulo 44,61 48,47 52,(

Interior 16,80 19,43 20,.

Estado 30,29 33,49 35,-

Robos

G. Sao Paulo 106.725 133.406 1.596.806
Interior 46.114 56,151 62.848

Estado 152.839 189.557 219.654
Coeficientes /100.000 habitantes

G. Sao PauIo 630,68 777,69 902,1

Interior 256,62 307,34 338,.

Estado 438,02 535, 1 611

2000
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Fuente: Secretaría de Seguridad Pública/HsGli.

Fórum em Defesa da Vida Contra a Violéncia, año 2000

266

Jardim Ángela, localizado en la zona periférica meridional de la ciu­
dad, es uno de los distritos más violentos de Sao Paulo. El Fórum em

Defesa da Vida Contra a Violéncia, una agrupación de 200 organizacio­
nes no gubernamentales, presionó a la policía militar para que estable­
ciera dos bases de policía comunitaria (Jardim Ángela y Jardim Ranie­
ri) y colaboró en su implementación en el área. En el año 2001, el Fo­
ro realizó una encuesta con 945 residentes y propietarios de almace­
nes y otra con 846 estudiantes, con el fin de evaluar su aplicación y re­
sultados en la zona (Fórum em Defesa da Vida Contra a Violencia
2002). La encuesta hecha a propietarios de almacenes y residentes
muestra lo siguiente:
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Los residentes y propietarios de almacenes que estabn a menos de
1 kilómetro de las bases de policía comunitaria sal: .an más sobre
esta modalidad y estaban conscientes de las mejora de la calidad
del servicio prestado por la policía y de la segurid .d pública, en
comparación con quienes estaban a más de 1 kilóm etro de dichas
bases.

Cerca de las bases de policía comunitaria, 84% de 1, s propietarios
de almacenes y 66% de los residentes estaban enterac os del progra­
ma, en comparación con 74 Y 60%, respectivamente, :le quienes es­
taban a más de 1 kilómetro.

Cerca de las bases de policía comunitaria, 78% de 1, s propietarios
de almacenes y 65% de los residentes consideraban ( ue ésta mejo­
raba la seguridad de la zona, en comparación con I 4 Y 50%, res­
pectivamente, de quienes estaban a más de 1 kilórne :ro.

Cerca de las base; de policía comunitaria, 73% de 1, .s propietarios
de almacenes y 60% de los residentes dijeron que é: ta facilitaba el
contacto con la policía, en comparación con 58 y 5: %, respectiva­
mente, de quienes estaban a más de 1 kilómetro.

Cerca de las base; de policía comunitaria, 71% de 1, s propietarios
de almacenes y 59% de los residentes dijeron que ésta mejoraba
el trato dado po:" la policía a la población, en cor: .paración con
47 y 43%, respectivamente, de quienes estaban a r iás de 1 kiló­

metro.

La mayor parte ele la población cree que la policía no hace nada
contra el narcotráfico en la región e incluso que e slabora en esa
actividad: 48% de: los propietarios de almacenes y 5: % de los resi­
dentes que estaban cerca de las bases de policía cOI iunitaria pen­
saban así, en comparación con 62 y 65%, respectivmente, de los
propietarios de almacenes y residentes que estaban más de 1 ki­
lómetro.



Cerca de las bases de policía comunitaria, 25% de los propietarios
de almacenes y 36,4% de los residentes creían que no valía la pe­
na comunicarse con la policía después de un delito, en compara­
ción con 35% de los propietarios de almacenes y 35% de los resi­
dentes que estaban a más de 1 kilómetro. Entre los integrantes de
ambos grupos que creían que valía la pena comunicarse con la po­
licía, 81% de los propietarios de almacenes y 69% de los residentes
preferían el contacto con la policía en la base de policía comuni­
taria y no en el distrito policial.

lLANUD, año 2000

En el año 2000 la oficina del Instituto Latinoamericano de las Nacio­
nes Unidas para la Prevención del Delito y el Tratamiento del Delin­
cuente (ILANUD) en Brasil, con apoyo de la Fundación Ford, realizó
una encuesta entre 1.963 residentes de 23 barrios con bases de policía
comunitaria y 23 carentes de ellas (Kahn 2000). Su objetivo era deter­
minar el efecto de la policía comunitaria en: la tasa de notificación de
delitos, el temor a ellos, las quejas contra la policía, la confianza en la
policía, la satisfacción con el servicio prestado por la policía y el gra­
do de compromiso con la comunidad. Los principales resultados de la
encuesta fueron los siguientes:

La satisfacción con las actividades policiales de control de la delin­
cuencia llega a 49% en zonas donde hay bases de policía comuni­
taria y la población tiene información al respecto, en comparación
con 31% en las zonas sin bases.

Entre quienes tienen información sobre policía comunitaria, 55%
consideró que ésta mejoraba su seguridad y 65% que funcionaba
bien o muy bien, mientras que 88% apoyó su continuidad.

En las zonas donde hay bases de policía comunitaria y los habitan­
tes tienen información al respecto, 18% tenía miedo de caminar

268 solo de noche, en comparación con 26% en las zonas sin bases.



En las zonas donde hay bases de policía comunitaria '1 los habitan­
tes tienen información al respecto, 45% fue víctima de delitos en
los últimos cinco años y 51% lo notificó a la policía en compara­
ción con 37 Y 53%, respectivamente, en las zonas sir bases.

No existen marcadas diferencias en cuanto a la adop .ión de medi­
das de seguridad por parte de la comunidad entre las zonas con ba­
ses de policía comunitaria y donde la población tien ~ información
al respecto, y las zonas sin bases.

Problemas pendientes

La policía militar adoptó la policía comunitaria como fi osofia y estra­
tegia de organización, pero no comprometió suficients recursos fi­
nancieros ni humanos para planificarla, implantarla, supe rvisarla y eva­
luarla.A menudo las exigencias de reforma de la policía ( ntran en con­
flicto con los requerimientos de resultados inmediatos .n lo que res­
pecta a la mejora del servicio prestado y la seguridad 1 ública. La so­
ciedad y el gobierno apoyan la reforma de la policía, J ero al mismo
tiempo la presionan para que obtenga resultados inmedi. tos, 10que di­
ficulta más la concentración de recursos financieros y 1 umanos en la
reforma de la institución y en la policía comunitaria.

En Community Policing: How to Get Started, Trojanow cz y Bucque­
roux (1998) dedican un capítulo a la planificación y an umentan que
por causa de la inherente dificultad para instituir cambi. s en centena­
res de personas, los departamentos de policía de las grt ndes ciudades
quizá no se arriesgan a lanzar ninguna nueva iniciativa; ntes de intro­
ducir páginas y páginas de nuevas políticas y procedimi -ntos. Señalan
igualmente que en e. otro extremo del espectro hay pe [ueños depar­
tamentos para los qu~ es dificil hacer alcanzar el tiempe para la plani­
ficación. Asimismo, s.notan que en su mayoría, los dej artamentos se
hallan en un punto sttuado entre los dos extremos y lue aan por equi­
librar la necesidad de planificar con su preocupación po la insuficien-
cia de presupuesto, plazos muy cortos y emergencias in -vitables. 269



La policía comunitaria es un método tan práctico y vital que no
se puede resistir la tentación de "simplemente ir y hacerlo". Pero la
planificación avanzada tiene sus virtudes, de las cuales la posibilidad
de anticipar problemas figura entre las de mayor importancia. La pla­
nificación también proporciona oportunidades de mejorar la com­
prensión de los cambios, dentro y fuera del departamento, con lo que
se reduce la resistencia a ellos. Si la policía comunitaria se inicia co­
mo un experimento en una zona pequeña, obviamente la dificultad
es mucho menor que si el plan consiste en aplicarla como una filo­
sofia de todo un departamento y como estrategia para toda una ciu­
dad. Sin embargo, no importa cuán limitado o ambicioso sea este es­
fuerzo, la policía comunitaria entraña un cambio tan fundamental que
el hecho de dedicar tiempo a planificar podría marcar la diferencia
entre el éxito y el fracaso.

Planeamiento

En el Estado de Sao Paulo, la policía militar comenzó a poner en prác­
tica el modelo de policía comunitaria bajo la presión de una crisis ins­
titucional y sin mucha planificación avanzada. Solamente después de
dos años, con la creación del Departamento de Policía Comunitaria y
Derechos Humanos se asignó un pequeño grupo exclusivamente a
planear y coordinar la ejecución del proyecto. Además, en la planifica­
ción no intervinieron los suboficiales (agentes y supervisores de línea),
quienes en definitiva tienen la responsabilidad de llevarla a cabo. La
Comisión Estatal de Policía Comunitaria incluyó oficiales de nivel su­
perior y representantes de diferentes grupos comunitarios y organiza­
ciones no gubernamentales, pero no suboficiales. A medida que au­
mentó el número de unidades de la policía destinadas a implementar
la estrategia, la participación en la Comisión se restringió a los respon­
sables de alto rango encargados de los comandos de zonas extensas.
Los de nivel intermedio, a cargo de las unidades de policía locales don­
de se implementa la policía comunitaria, quedaron por fuera de la Co­
misión. Además, los representantes de la policía civil y otros organis­
mos públicos tuvieron una participación muy limitada.



La reestructuración de la Comisión Estatal de Polici: Comunitaria
en el año 2000 y particularmente la creación de siete ~ ubcomisiones
(estructura, evaluación, justicia penal y seguridad públia, comunica­
ción social, integración gubernamental, integración soc al y valoriza­
ción profesional), así como la instalación de comisiones regionales en
el año 2001, tienen precisamente el objetivo de foment: r la participa­
ción de los .grupos internos y externos en la implementa .ión de la po­
licía comunitaria. Aun así, ni las subcomisiones ni las e omisiones re­
gionales fomentan la vinculación de suboficiales al proe eso,

Capacitación

Desde el principio, la Comisión Estatal de Policía Cormnitaria ha re­
calcado la importancia de la capacitación de toda la pe licía militar y
de los dirigentes de la comunidad en relación con la pe licía comuni­
taria. Sin embargo, la capacitación se concentró princip: lmente en los
aspectos conceptuales y teóricos más que en los práctic JS. Como re­
sultado de las limitaciones en materia de planificación, 1 . policía mili­
tar no tuvo un conjunto de políticas, estrategias y proce limientos de­
tallados para oriental la ejecución del nuevo sistema e L la localidad.
Por una parte, la falta de estas directrices permitió expe imentación e
innovación.

Por otra, si bien dejó a los oficiales de policía -part cularmente a
los suboficiales y también a los responsables de nivel inte rmedio y aún
alto- bien informados sobre su misión, no los ilustró sol re los medios
a su disposición para cumplirla.

Además, en lo que se refiere a los aspectos práctico de la policía
comunitaria, la capacitación se ha centrado en la comun: :ación y con­
sulta con la comunidad, por medio de diferentes tipos e ;: reuniones y
contactos, y no tanto en la resolución de problemas. =omo conse­
cuencia, según la clasificación general de policía comur itaria, la poli­
cía y la comunidad comenzaron a colaborar, pero sobre :odo a aplicar
estrategias de vigilancia policial tradicional reactiva. Un de las quejas
más comunes referentes a las bases de policía comunita 'ia es que sir- 271



ven para la vigilancia policial regular o que benefician a grupos parti­
culares, e incluso a autoridades, políticos y propietarios de empresas,
sin que cumplan la función para la cual fueron creadas.

La mayor parte del presupuesto para la policía comunitaria se ha in­
vertido en la construcción y el mantenimiento de sus bases fijas y en la
adquisición de vehículos que puedan servir de bases móviles.Y aunque
revisten importancia crítica para llevar a la práctica y consolidar la po­
licía comunitaria, se ha prestado menor atención y se han asignado me­
nos recursos a cuestiones vinculadas a la administración, capacitación,
supervisión, organización y movilización de la comunidad, la integra­
ción entre la policía militar y la civil, la coordinación entre los organis­
mos estatales y municipales, y la resolución y evaluación de problemas.

La cercanía de las elecciones para la Presidencia de la República y
el gobierno estatal en 2001 agravó el problema, pues la tendencia gu­
bernamental es invertir en activos de alta visibilidad, como bases de po­
licía comunitaria fijas y móviles, en lugar de hacerlo en activos menos
visibles pero más útiles, como técnicas de resolución de problemas.

Perspectivas

A pesar de los problemas mencionados, la policía militar ha podido no
sólo sostener el cambio hacia la policía comunitaria, sino también apo­
yar su aplicación en otros estados del país. En el plan estratégico de la
policía militar para 2000-2003 se incluye el compromiso de imple­
mentar la policía comunitaria como estrategia operativa y el manejo
de la calidad total como estrategia de gestión (Polícia Militar do Esta­
do de Sao Paulo 2000a).

La policía civil estableció una comisión de policía comunitaria pa­
ra ayudar en la implementación a los responsables de alto rango (De­
creto DGP 22, 15 de agosto de 2001). Por su parte, el gobierno esta­
tal seleccionó la policía comunitaria como un programa prioritario en
el campo de la seguridad pública y lo incluyó en su Agenda SP 21 (Po­
lícia Militar do Estado de Sao Paulo 2000b). Por último, el gobierno
federal recomendó su implementación en el Programa Nacional de



Seguridad Pública, seleccionó a la policía militar come un excelente
centro de policía comunitaria y la contrató para que e rganizara pro­
gramas regionales de adiestramiento encaminados a div ilgar informa­
ción sobre el tema y a ejecutar la estrategia en el país.

Sin embargo, la consolidación de la policía comuni :aria está muy
lejos de ser segura y exige la identificación y resolución de los proble­
mas que han minado el proceso. Para abordarlos se puec en emplear las
mismas técnicas utilizadas para tratar los temas de segt ridad pública,
esto es, identificarlos, analizarlos y formular una estrate sia de resolu­
ción, ponerla en práctica y evaluar su ejecución y resul adoso

Si el análisis presentado en este trabajo es correcte las siguientes
medidas estratégicas pueden desempeñar una función decisiva en la
consolidación de la policía comunitaria:

Definir más claramente las políticas, estrategias y 1= .ocedimientos
que guían el modelo de policía comunitaria, recalca rdo la impor­
tancia no sólo de la asociación entre la policía y la , omunidad, si­
no también de la resolución de problemas.

Integrar a los representantes de los responsables de ni 'el intermedio
y de los suboficiales en la Comisión Estatal de Policía :=omunitaria y
en el proceso de definición de políticas, estrategias y P ocedimientos.

Integrar más plenamente a los representantes de la 1 olicía civil, de
otras entidades gr.bernamentales del Estado, de instit iciones muni­
cipales, de grupo:; comunitarios y de organizacione no guberna­
mentales en la eomisión Estatal de Policía Comui itaria y en el
proceso de definición de políticas, estrategias y proc -dimientos.

Reformular la capacitación de los agentes de policía y los dirigen­
tes comunitarios, centrando la atención no sólo en el concepto y
la teoría, sino principalmente en la práctica de policí comunitaria,
en las políticas, estrategias y procedimientos que la g lían y, más es­
pecíficamente, en la resolución de problemas.

Supervisar y evaluar la aplicación de las políticas, est ategias y pro-

cedimientos de policía comunitaria. 273



• Invertir más en la formación de buenos profesionales en el campo
de la policía comunitaria -mediante selección, capacitación, super­
visión, evaluación y promoción- y menos en la adquisición de

equipo y armas.



XII. Desafíos de la reforma
lícíal ~'" L" 1pp ~o(:lao .eOJ,JJ1~~Jo~ª;",ª,1!oa .' 00 ••

L
a reforma policial está en la agenda política de liversos países
de América Latina que vivieron transiciones del autoritarismo
a la democracia en las décadas de 1980 y 1990. En países que

pasaron por experiencias autoritarias o guerras civiles ye enfrentaron
al crecimiento del crimen y la violencia durante los prc cesos de tran­
sición democrática, la reforma policial constituye un pa: o esencial pa­
ra adecuar el funcionamiento de la policía a las exigenci s del régimen
democrático y a las necesidades de una política de segi .ridad pública
capaz de prevenir y controlar el crimen y la violencia.

A partir de los años 1990, siguiendo la producción d ~ una literatu­
ra concentrada en la violencia policial (ver capítulo Xl de este volu­
men), comienza a desarrollarse en la región una literatu: 1 enfocada en
la reforma policial. Esta literatura, así como la que le ar .ecedió, busca
no sólo describir y explicar los procesos de reforma pc icial, sus pro­
gresos, retrocesos o parálisis, sino también proveer bases para la acción
de diversos grupos y organizaciones involucrados en d chos procesos
(Bailey y Darnmert :2005; Candina y FrüWing 2001, 2 104; Frühling,
Golding y Tulchin 2003; Lindholt et al. 2003; Shaw 20( 1).

Este capítulo analiza algunos de los problemas y per pectivas de la
reforma policial en América Latina, señalados por estudi rs e investiga­
ciones realizados en la región. Parece haber un amplio ( onsenso acer­
ca de las dificultades, resistencias y límites de la mayoría de los proce­
sos de reforma policial, pero no hay consenso, y pocas ve ces existe cla­
ridad, sobre los objetvos de la reforma policial, los indic idores de éxi-
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to y los intereses en juego en el proceso. Esta falta de consenso y cla­
ridad amplía las incertidumbres, debilita las estrategias de cambio y se
convierte en un obstáculo adicional para la reforma policial (Mesqui­
ta Neto 2001b).

Reforma policial: teoría

David H. Bayley (2001, 2005) analizó los procesos de reforma policial
en las nuevas democracias como procesos de democratización de la
policía, dirigidos hacia la constitución de policías capaces de proteger
y promover el régimen democrático, organizadas de acuerdo a cuatro
normas:

1) La policía debe dar máxima prioridad operacional a la prestación
de servicios a ciudadanos/as individuales y grupos de la sociedad,
no al gobierno y los gobernantes.

2) La policía debe responder a la ley antes que al gobierno.

3) La policía debe proteger los derechos humanos, especialmente
aquellos que son requeridos para la libre actividad política que es
la marca característica de la democracia.

4) La policía debe ser transparente en sus actividades.
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Charles Call (2003), por su parte, identificó por lo menos cinco visio­
nes sobre la "reforma policial" que predominan entre investigadores y
actores involucrados en estos procesos. Además de la visión democrá­
tica, ejemplificada por Bayley, Call señala la existencia de otras cuatro
visiones que están orientando los estudios y procesos de reforma po­
licial. Una de las más tradicionales es la visión de los derechos huma­
nos (que podríamos llamar "humanitaria"), según la cual el principal
objetivo es la constitución de policías capaces de proteger y promover
los derechos humanos. Frecuentemente en conflicto con la visión hu­
manista, existe también la visión de la ley y el orden ("legalista"), pa­
ra la cual el principal objetivo es la constitución de policías capaces de



controlar el crimen y; de manera creciente, el crimen o ganizado y el
terrorismo.

Otras dos visiones son difundidas principalmente pOI actores inter­
nacionales. Una de ellas, la visión del mantenimiento de la paz ("paci­
fista"), es propia de procesos de reforma policial en sociedades que
emergen de guerras civiles y presenta como principal r reta la consti­
tución de fuerzas policiales capaces de mantener y cons ruir la paz en
sociedades divididas por el conflicto. La otra más recient, pero de cre­
ciente influencia en la región, es la visión del desarrol o económico
("desarrollista") que presenta como principal objetivo 1 constitución
de policías capaces de reducir los costos del crimen y .a violencia y
crear condiciones favorables para atraer inversiones naci. males e inter­
nacionales y para el desarrollo económico.

Independientemente de la visión y de los objetivos c le orientan la
reforma policial, la eficacia, eficiencia, equidad y respon abilidad de la
policía, en diferentes combinaciones y con diferentes : .rados de im­
portancia son resultados esperados del proceso de refor: na. Equidad y
responsabilidad, por un lado, eficacia y eficiencia, por otro, son fre­
cuentemente percibidos como resultados contradictorio i , En este sen­
tido, el aumento de la eficacia y la eficiencia implicaría] l disminución
de la equidad y la responsabilidad, y viceversa, en un j lego de suma
cero. Aunque puedan ser conflictivas en muchos casos, 1 o son necesa­
riamente contradictorias. Al contrario, se pueden reforz r mutuamen­
te, a medida que los objetivos de equidad y responsabil dad son trata­
dos como resultados esperados de la gestión de la polic 1, al igual que
la eficacia y eficiencia, y no sólo como resultados esper: dos de la ges­
tión del gobierno y de la justicia (Call2ÜÜ3).

Reforma policial: desafio

A pesar de estar siempre en la agenda política, la reforrn. policial es ra­
ramente, o casi nunca, una prioridad gubernamental en I\mérica Lati­
na. Autoridades gubernamentales han postergado la re .orma policial
que, por definición, como toda reforma organizacional, es un proceso 277



complejo, dificil y de largo plazo. A pesar de que muchos demuestran
voluntad política, falta a la mayoría de los gobernantes el apoyo polí­
tico o la capacidad para movilizar el apoyo de la sociedad y la policía
para implementar una reforma policial. Sin la organización, moviliza­
ción y participación de liderazgos de la sociedad civil y de profesiona­
les de la policía, la reforma se convierte en un objetivo inalcanzable.
La simple propuesta de reforma genera en la policía resistencias y reac­
ciones que pueden intensificar problemas y crisis en el área de seguri­
dad pública y desestabilizar al gobierno.

En América del Sur, los procesos de transición a la democracia no
alteraron sustancialmente las instituciones y prácticas policiales. Tras
más de diez años de transiciones democráticas, las reformas legislativas
fueron tímidas, e incluso las de mayor alcance produjeron resultados
limitados desde el punto de vista de los cambios organizacionales y
operacionales en policías que continúan enfrentando graves problemas
de corrupción y violencia (Méndez, O'Donnell y Pinheiro 1999).

Los programas de policía comunitaria fueron adoptados en varios
países no sólo como modelo de policía, sino también como estrategia
de reforma policial. A pesar de producir resultados positivos desde el
punto de vista de las relaciones entre policía y sociedad, no produjeron
resultados significativos desde el punto de vista de la reducción del cri­
men y la violencia en la sociedad, de la violencia y la corrupción po­
licial y de la reformapolicial (Candina y Frühling 2001, 2004; Früh­
ling 2004; Loche y Mesquita Neto 2003; Mesquita Neto 2004b).

Herencias históricas, la persistencia de prácticas políticas y organi­
zacionales autoritarias y el crecimiento del crimen organizado, parti­
cularmente del tráfico de drogas y de armas, han tornado a la policía
democrática en una "realidad distante" en Brasil y en Argentina (Hin­
ton 2005).

En América Central, en especial El Salvador, Guatemala y Haití,
las reformas policiales tuvieron apoyo y asistencia internacional,
principalmente en el proceso de separación y diferenciación entre la
policía y las fuerzas armadas. Pero el apoyo internacional no fue sufi­
ciente para asegurar la continuidad y consolidación de estas reformas
(Neild y Ziegler 2002).



El crecimiento del crimen y la violencia, asociado al crimen orga­
nizado, tráfico de drogas y de armas, creó nuevas oportinidades e in­
centivos para la reforma policial en América Latina. Al n .ismo tiempo,
sin embargo, estos nuevos problemas en el área de segu .idad pública,
agravados por las crisis económicas y por la desigualdad: ocial en la re­
gión, sobrecargaron a las policías de la región. Frecuent mente, la de­
manda de respuestas inmediatas a problemas de seguri. ad pública se
impusieron y debilitaron las demandas de reformas or ;anizacionales
que persiguen resultados a largo plazo.

Darnmert y Bailey (2005) observaron que las refor nas policiales
tienden a combinar modelos internacionales y produce n políticas de
seguridad pública con inclinación punitiva y con alta d< sis de simbo­
lismo. El resultado es que las encuestas de opinión, noti .ias de prensa
e informaciones de interlocutores en los diversos paíse de la región
muestran que hay pecas mejoras en el área de la segur: :lad pública y
la reforma policial "no cubre las causas reales de la bruta idad y la ine­
ficacia policial" (Bailey y Darnmert 2005:34).

Dos desafíos interrelacionados e interdependientes é .tán presentes
en los procesos de reforma policial de las nuevas derm cracias, sobre
todo de aquellas con altas tasas de crimen y violencia. E primer desa­
fío es el de implementar cambios institucionales, políti .os, organiza­
cionales y profesionales sin comprometer y, si fuera posil le aumentan­
do, la capacidad de la policía para resolver problemas y risis de la se­
guridad pública, en particular, el crecimiento del crimer organizado y
el miedo al terrorismo. El segundo desafío consiste en implementar
acciones capaces de solucionar problemas y crisis de la eguridad pú­
blica sin comprometer y, si fuera posible fortaleciendo e aumentando,
las posibilidades de éxito del proceso de reforma policis,

Reforma policial en la práctica: el caso de Brasil

Como ya ha sido analizado en este volumen, en Brasil d esde la transi­
ción a la democracia y frente al crecimiento del crimen T la violencia,
sucesivas adnúnistraciones, en el gobierno federal y en os gobiernos



estatales, apoyaron proyectos de reforma de la policía. Basados princi­
palmente en visiones democráticas, humanitarias, legalistas y desarro­
llistas, dichos proyectos tuvieron por objeto constituir en el país poli­
cías ciudadanas, comunitarias, orientadas a la resolución de problemas,
de proximidad, de resultados o de mantenimiento del orden, tal como
planteaban los defensores de las reformas.

Además de cambiar el perfil de las policías, diversos proyectos de
reforma policial perseguían generar la integración de la policía civil y
la policía militar en los estados, de las policías estatales y la policía fe­
deral, y también fortalecer las guardias municipales integrándolas a las
policías estatales. Mientras la articulación entre las policías estatales y
la policía federal se pensaba como una manera de crear mejores con­
diciones para la represión del crimen organizado, la articulación de las
policías estatales, particularmente de la policía militar con las guardias
municipales, buscaba crear mejores condiciones para la prevención del
delito común.

Al mismo tiempo que los gobernantes y los policías desarrollaban
e implementaban sucesivos proyectos de reforma policial, con mayor
o menor participación de la sociedad civil y las universidades, el área
de seguridad pública atravesó una serie de crisis provocadas por orga­
nizaciones criminales, huelgas en las policías y episodios de violencia
y corrupción policial. Estas crisis llevaron a los gobernantes a apoyar
el endurecimiento de la legislación penal y la expansión de los pode­
res de la policía en detrimento de las garantías de los derechos indivi­
duales. A pesar de haber sido mantenido el compromiso público con
la reforma policial, en la práctica, ésta fue sistemáticamente posterga­
da, retardada, distorsionada o limitada.

Las crisis de la seguridad pública contribuyeron al mantenimiento
de organizaciones policiales de ciclo incompleto en los estados, atri­
buyéndose la responsabilidad de patrullaje extensivo a la policía mili­
tar y de investigación criminal a la policía civil. Además, dichas crisis
ayudaron a mantener la organización militar de las policías responsa­
bles por el patrullaje extensivo y de su condición de fuerzas auxiliares
y de reserva del Ejército. Finalmente, llevaron a los gobernantes a apo­
yar el empleo de las fuerzas armadas en el área de seguridad pública e



incluso a crear una fuerza nacional formada por polici: s militares pa­
ra sustituir o limitar el empleo de las fuerzas armadas, n acciones de
contención de crisis de la seguridad pública en los esta los.

Sin embargo, estas medidas de naturaleza emergern ~, adoptadas o
reforzadas en períodos de crisis, han demostrado ser inc paces de con­
tener el crecimiento del crimen y la violencia, particular .nente del cri­
men organizado, y de evitar la recurrencia de crisis en e área de segu­
ridad pública. Más aún, han comprometido cada vez rr ís las posibili­
dades de una reforma de las policías.

Sin reforma, las policías continúan siendo vulnerab es a la acción
del poder político y, crecientemente, del crimen organiz Ido y de la se­
guridad privada. Deficiencias en la gestión de la instituc ón policial, en
particular el déficit de transparencia en la gestión org inizacional, el
monitoreo y evaluación de resultados y la responsabiliz ición de poli­
cías involucrados en acciones ilegales o irregulares, perr titen la persis­
tencia de la ineficacia, corrupción y violencia policial' el involucra­
miento de policías en organizaciones criminales y de se mr idad priva­
da. Sin reforma policial, estas deficiencias vuelven invi ible la imple­
mentación de cualquier política de seguridad pública.

Reforma policial y seguridad pública: perspectivas

El cuadro no es favorable para la reforma policial y la se niridad públi­
ca en América Latina. El crecimiento del crimen organi sado y el mie­
do al terrorismo debilitan los procesos de reforma de 1; policía, sobre
todo de aquellos orientados por visiones democráticas y humanitarias.
Ganan fuerza los proyectos de reforma inspirados en Ul a visión lega­
lista, dirigidos hacia el mantenimiento de la ley y el ore en, y en la vi­
sión desarrollista, dirigidos hacia la reducción de los cos os del crimen
y de la violencia. No obstante, incluso estos proyectos s icumben ante
la presión de sucesivas crisis que llevan a los gobernantes 1 adoptar me­
didas emergentes contraproducentes a largo plazo, dese ~ el punto de
vista de la reforma policial y de la seguridad pública.

Al analizar los ataques a las Torres Gemelas en los E~ :ados Unidos,
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el11 de septiembre de 2001 ,Jacques Derridá habla del terrorismo co­
mo manifestación de una enfermedad del sistema inmunológico (Bo­
rradori 2003). Esta enfermedad se manifestaría en tres períodos o eta­
pas, cada una más grave que la anterior: a) guerra fría; b) post-guerra
fría, y; e) balance del terror. En cada uno de estos períodos, las accio­
nes para contener las agresiones o amenazas que enfrenta el gobierno
y la sociedad, de forma casi suicida, contribuyen a destruir las protec­
ciones del gobierno y de la sociedad frente a agresiones y amenazas, y
ponen en riesgo la democracia, el Estado de Derecho y hasta la sepa­
ración entre Estado e Iglesia (Borradori 2003:94-102).

Jürgen Habermas, por otro lado, analiza el terrorismo como mani­
festación de una reacción defensiva de sociedades y grupos tradicio­
nales frente al avance de la modernización, globalización, desigualdad,
discriminación, pobreza y marginalización, mediada por distorsiones y
manipulaciones que vuelven inviables los procesos de comunicación e
intensifican las desconfianzas, los conflictos y las violencias (Borrado­
ri 2003).

Derridá y Habermas tienen visiones diferentes sobre la naturaleza
y causas del terrorismo, y llegan a cuestionar la visión de los ataques a
las Torres Gemelas como acciones "terroristas". Pero los dos autores
comparten la visión de que las respuestas de los gobiernos y de la co­
munidad internacional no han ayudado a resolver el problema del te­
rrorismo, al contrario, han contribuido a agravarlo.

Aplicar en el análisis de la reforma policial y de la seguridad públi­
ca en América Latina los cuadros teóricos utilizados por Derridá y
Habermas para analizar el terrorismo, nos llevaría a cuestionar si y có­
mo las respuestas gubernamentales a los problemas y crisis de seguri­
dad pública estarían debilitando instituciones y prácticas democráticas
que posibilitaron el control y prevención de la violencia en socieda­
des modernas.

En el caso de Brasil, nos llevaría a cuestionar en qué medida, de
qué manera, el endurecimiento de la legislación penal, la militariza­
ción de las policías estatales responsables del patrullaje extensivo, el
empleo de las fuerzas armadas en la seguridad pública y la creación
y empleo de una Fuerza Nacional de Seguridad Pública estarían tras-



tornando los procesos de reforma policial y de mejor l de la seguri­
dad pública.

Nos llevaría también a monitorear y evaluar de for na más cuida­
dosa los procesos de reforma de las policías y las polític, s de seguridad

pública, con el objeto no sólo de apuntar sus limitacioi es y distorsio­
nes, sino principalmente de redirigirlas y fortalecerlas.

Este desafio de debatir y promover reformas en las policías y me­
joras en la seguridad pública, defendiendo la policía de! iocrática y va­
lorando las estrategias preventivas de reducción del del: :0 y la violen­
cia, motivó la reunión de profesionales de la policía, re] resentantes de
organizaciones de la sociedad civil y centros de investi ;ación dedica­

dos a los asuntos de seguridad pública en torno al For l Brasileño de
Seguridad Pública".

Creado en marzo del año 2005 con apoyo de org. nizaciones in­
ternacionales, en particular de Ford Fundation, Tinke Foundation y
Open Society Institute, el Foro Brasileño de Seguridad lública es una

organización no gubernamental, apartidaria y sin fines d ~ lucro. Su ob­

jetivo es promover la interacción, colaboración y accié n colectiva de
policías y de civiles, teniendo como objetivo la promoc 6n del estudio
y la investigación, la transferencia de conocimiento y L diseminación
de información sobre políticas de seguridad pública y prácticas poli­

ciales democráticas (' innovadoras.
Para alcanzar estos objetivos, el Foro desarrolla las ~ iguientes acti­

vidades: a) realización de investigaciones y publicació 1 de informes
anuales sobre las políticas de seguridad pública en Brasi, b) edición de
la Revista Brasileira de Seguranfa Pública, con artículos s' .bre seguridad
pública y policía; e) construcción y mantenimiento ,ie una página
web; d) realización de un encuentro anual de gestores/e i de seguridad
pública, profesionales de la policía y representantes de irganizaciones
de la sociedad civil y centros de investigación, y; e) U] programa de
becas de investigación para gestores/as de seguridad P' blica y profe­
sionales de la policía.

2 Forum Brasileiro de Seguran,a Pública. 283



A pocos años de su creación y todavía en fase de estructuración, es
aún temprano para evaluar la contribución que ha hecho el Foro Bra­
sileño de Seguridad Pública a la reforma de las policías en Brasil. Pe­
ro vale la pena señalar que esta es una iniciativa que abre una nueva
perspectiva para la reforma policial al enfatizar la importancia de los
aspectos técnicos, organizacionales y profesionales y de la articulación
entre el gobierno, la sociedad y la policía, durante el proceso de refor­
ma policial y de mejora de la seguridad pública. Se trata de encarar la
reforma policial y la seguridad pública como asuntos interrelaciona­
dos e interdependientes, que se relacionan no sólo con los intereses de
gobiernos, partidos políticos, grupos de interés u organizaciones poli­
ciales, sino también con la consolidación de la democracia y el Estado
de Derecho.

.
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S
on muchas lascausas de la crisis de la seguridad p iblica en Bra­
sil, que se manifiesta en los elevados índices de ( riminalidad y
violencia y en la desconfianza de la sociedad en relación a las

organizaciones policiales y a las políticas y acciones de los gobiernos
estatales y federales en esta área. Se manifiesta tarnbiéi , en el creci­
miento del crimen organizado y, en los últimos años, e 1 la adopción
de acciones terroristas por parte del crimen organizado, .omo ocurrió
en el año 2006 en el Estado de Sao Paulo (ver nota 2 e el capítulo III
de este volumen). El objetivo de este capítulo no es al alizar el con­

junto de causas de dicha crisis. Cabe señalar, sin embarj o, que una de
ellas es seguramente la no adecuación de las policías bra .ileras y de las
políticas de seguridad pública a las exigencias de la derr ocracia, el Es­
tado de Derecho y la sociedad contemporánea.

A pesar de que existen divergencias en cuanto a la ir iportancia re­
lativa de la reforma policial como solución a la crisis e ~ la seguridad

pública, parece haber consenso sobre la necesidad de u la reforma de
la policía. Casi veinte años después de la transición a la democracia y
la promulgación de la Constitución Federal de 1988 la reforma de la
policía, a pesar de una serie de iniciativas y de avances innegables en
algunas áreas, es todavía un desafio para las autoridad. s públicas, los
profesionales del área, las organizaciones de la sociedad civil y los es­

tudiosos del tema.

Texto presentado en el seminario "Seguridad Pública, Justicia y De echos Humanos",
organizado por e! Núcleo de Estudios de la Violencia de la Univer- dad de Sao Paulo,
y llevado a cabo en la sede de la Asociación de Abogados de! Es ado de Sao Paulo
(AASP), e! 18 de agosto de 2006, en Sao Pauto, Brasil.



Este capítulo hace una retrospectiva de las propuestas de reforma
policial luego de transición democrática en Brasil, enfocándose parti­
cularmente en las propuestas provenientes del gobierno federal. A par­
tir de esta retrospectiva se busca identificar algunos obstáculos que aún
enfrenta el proceso de reforma policial y el perfeccionamiento de las
políticas de seguridad pública en el país.

Gobierno Fernando Henrique Cardoso

En 1994, Fernando Henrique Cardoso y Luiz Inácio Lula da Silva
concurrieron a la Presidencia de la República con propuestas de re­
forma y perfeccionamiento de las instituciones policiales, basadas en
diagnósticos que revelaban la crisis de la seguridad pública y de las ins­
tituciones policiales en el país (Cardoso 1994).

El programa de gobierno del candidato Fernando Henrique Car­
doso presentaba como metas fundamentales el control de todas las for­
mas de criminalidad y la aplicación rigurosa de la ley.Apuntaba al for­
talecimiento e integración de los órganos y autoridades actuando en
las áreas de la seguridad pública y de la justicia, como acciones estra­
tégicas para lograr estas metas. No rechazaba el empleo de las fuerzas
armadas en el área de seguridad pública, pero si la limitaba a situacio­
nes excepcionales y transitorias. Finalmente, definía la seguridad como
un "derecho fundamental del ciudadano", rechazando cualquier re­
curso a la "truculencia" como forma de controlar la criminalidad (Pre­
sidencia da República 1996).

Las principales propuestas para el área de seguridad pública in­
cluían:

Aumentar la cooperación entre Unión', Estados y Municipios en
la defensa de la seguridad pública, a través del contacto directo y
permanente del Presidente de la República y el Ministro de Justi­
cia con gobernadores y alcaldes de las áreas más afectadas por la

§
286 i 2 Se refiere a la esfera del gobierno federal en Brasil.
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criminalidad; la creacion de la Secretaría Nacional de Seguridad
Pública; operaciones conjuntas de las policías feder, les y estatales
contra el crimen organizado, y; la integración de acc iones de pre­
vención y represión del crimen en la esfera local. Se proponía pa­
ra ello la integración de información sobre delitos pr iducida en las
áreas de seguridad pública y justicia, la participación le la comuni­
dad en la definición de problemas y prioridades en c: da municipio
y distrito de ciudades grandes, así como en el plar teamiento de
metas de reducción de la criminalidad y la divulgacié n nacional de
iniciativas exitosas en el área de seguridad pública.

Justicia rápida y accesible para todos, a través de la reí orma del Có­
digo de Procedimiento Penal, así como la creación d lJuzgado Es­
pecial Criminal y del Consejo Nacional de Justicia.

Implementación y perfeccionamiento del sistema pe iitenciario, en
los términos definidos por la Ley de Ejecución de P mas.

Fortalecimiento ce la policía federal y la policía fec eral vial, y su
articulación con otros órganos federales, incluyendo el Ministerio
Público, las Fuerzas Armadas y el Servicio Federal d Rentas.

Con la elección de Fernando Henrique Cardoso, el go iierno federal
comienza a invertir en el perfeccionamiento e integrac ón de las ins­
tituciones policiales, más que en el cambio de las norrn. , constitucio­
nales que definen la estructura del sistema de segurid d pública. Se
adopta la estrategia de reformar, integrar y perfeccionar las institucio­
nes policiales en el contexto del sistema de seguridad P' blica existen­
te en el país, en lugar de seguir la propuesta, defendida ior el Partido
de los Trabajadores y, posteriormente, por el Gobernac or del Estado
de Sao Paulo, Mário Covas, de reformar la estructura lel sistema de
seguridad definida en la Constitución Federal de 19883

Un paso inicial para la implementación de estas re formas fue la
creación de la Secre:aría de Planificación y Acciones ..racionales de
Seguridad (SEPLANSEG) subordinada al Ministerio ,Le Justicia, en

3 Para una descripción de esta estructura, ver capítulos II y IX de este volumen, 287



enero de 1995, órgano que fue reestructurado y transformado en Se­
cretaría Nacional de Seguridad Pública (SENASP) en 1997.

Más relevante, sin embargo, fue el Programa Nacional de Derechos
Humanos (PNDH), cuya elaboración fue coordinada por el jefe de
gabinete del Ministro de Justicia N elson Jobim, José Gregori, a partir
de una amplia consulta a organizaciones de la sociedad civil que fue
facilitada por el Núcleo de Estudios de laViolencia de la Universidad
de Sao Paulo (NEV-USP)4. Lanzado el 13 de mayo de 1996, el PNDH
contenía una serie de propuestas para la reforma y perfeccionamiento
de los sistemas de seguridad pública, justicia penal y administración
carcelaria, incluyendo la implementación de la policía comunitaria,
servicios de atención a víctimas, programas de protección a víctimas y
testigos de crímenes y el fortalecimiento de los mecanismos de con­
trol interno y externo de las instituciones policiales, particularmente a
través de las defensorías del pueblo y del Ministerio Público (Institu­
to da Cidadania 2002).

También en relación al control externo de la policía, el Congreso
Nacional aprobó en 1996 la Ley Federal 9.299, que transfirió de laJus­
ticia Militar a la Justicia Común el juzgamiento de los policías milita­
res acusados de practicar crímenes dolosos contra la vida.

En 1997, como consecuencia del escándalo de la Favela Naval", el
Congreso Nacional aprobó la Ley Federal 9.455, que tipificó el cri­
men de tortura.

En abril de 1997, también como consecuencia del escándalo de la
Favela Naval, el gobernador Mário Covas presentó al presidente Fer­
nando Henrique Cardoso una propuesta de enmienda constitucional
que planteaba atribuir a las policías civiles la competencia de realizar
el patrullaje preventivo, uniformado, limitando el número de efectivos
y las actividades de la policía militar y autorizando a las guardias mu­
nicipales apoyar las actividades de patrullaje de la policía civil, bajo la
dirección y responsabilidad de la policía civil, y auxiliar el patrullaje de

Núcleo de Estudos da Violénda, Universidade de Sao Pau/o.
Referido a la grabación y transmisión, en marzo de 1997, de imágenes de violencia y
corrupción policial en esta faveia, ubicada en la ciudad de Diadema de la Región Me­
tropolitana de Sao Paulo.
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tránsito y la seguridad escolar, bajo la dirección y respoi sabilidad de la
policía militar.

Tras la presentación de la propuesta de enmienda COl stitucional del
gobernador Mário Covas, en el marco de una serie de huelgas de las

policías militares y civiles en diversos estados del país, t . gobierno fe­
deral constituye el Grupo de Trabajo de Evaluación del iistema de Se­
guridad Pública. Bajo la coordinación del Secretario N: cional de De­
rechos Humanos, josé Gregori, el grupo reunía veinte representantes
de organizaciones del gobierno federal, del Ministerio '>úblico, de las
policías, de la sociedad civil y de universidades, de diver .os estados del

país. En poco más de dos meses, entre el 23 de mayo y el 4 de agosto

de 1997, el grupo analizó y presentó un conjunto de r ledidas Míni­
mas para la Reforma de la Seguridad Pública, centradas en las siguien­
tes directrices:

Administración e integración de las policías estatales por medio de
las Secretarías Estatales de Seguridad Pública.

Modernización de la gestión y de los equipamientos de las policías
estatales, con apoyo del gobierno federal, a través de la creación de
la Secretaría Nacional de Seguridad Pública en el vlinisterio de

Justicia.

Formación profesional del personal policial basada en los valores
democráticos y los derechos humanos.

Valoración del trabajo policial.

Responsabilización de los policías por los crímenes iracticados en
el ejercicio de la función, durante campañas política: y movimien­
tos huelguistas.

Control interno y externo de las policías.

Control de armas de fuego y desarme.

Las propuestas del grupo de trabajo, sin embargo, fuero 1 obstaculiza-
das por el debate constitucional y por la simultánea pre entación, por 289



parte del Ministro de Justicia, Íris Rezende, de una propuesta de en­
mienda constitucional que reestructuraba el sistema de seguridad pú­
blica. La propuesta del ministro Íris Rezende atribuía a los estados una
relativa autonomía para organizar los sistemas estatales de seguridad
pública, pudiendo eventualmente extinguir las policías militares, y au­
torizaba que las guardias municipales realizaran actividades de patru­
l1aje de acuerdo a los términos fijados en la ley estatal.

En 1997 y 1998, años de elecciones federales y estatales, no avan­
zaron las propuestas de enmienda constitucional para la reestructura­
ción del sistema de seguridad pública presentadas por el gobernador
Mário Covas y por el ministro Íris Rezende. Al contrario, en 1998 fue
aprobada la Enmienda Constitucional 18 que refuerza la vinculación
entre las policías militares y las fuerzas armadas, excluyendo a los mi­
litares del cuadro de servidores públicos, que queda integrado apenas
por los servidores civiles, y haciendo de los policías militares "milita­
res de los estados".

En 1997, además de transformar la Secretaría de Planificación y
de Acciones Nacionales de Seguridad Pública en Secretaría Nacio­
nal de Seguridad Pública, el gobierno federal creó la Secretaría Na­
cional de Derechos Humanos, también bajo la égida del Ministerio
de Justicia. A partir de 1997, la Secretaría Nacional de Derechos Hu­
manos, bajo la dirección de José Gregori, pasó a coordinar y promo­
ver la implementación del Programa Nacional de Derechos Huma­
nos. La secretaría fue transformada en Secretaría Estatal de Derechos
Humanos con estatus de Ministerio en 1999 y en Secretaría Especial
de los Derechos Humanos (SEDH) vinculada a la Presidencia de la
República en el año 2003.

Plan Nacional de Seguridad Pública

En el año 2000, ya en el segundo mandato del presidente Fernando
Henrique Cardoso, el gobierno federal lanzó el Plan Nacional de Se­
guridad Pública (PNSP) y creó el Fondo Nacional de Seguridad PÚ­
blica (FNSP). La preparación de dicho plan tuvo inicio en 1999 bajo



la coordinación del Ministro de Justicia, José Carlos Di .s, No obstan­
te, el PNSP fue concluido en el año 2000 bajo la coordii ación del Mi­
nistro de Justicia, José Gregori, y lanzado en junio de ese año como
consecuencia del secuestro del ómnibus 174 en Río de Janeiro (Insti­
tuto da Cidadania 2(02).

El Plan Nacional de Seguridad Pública, elaborado a partir de con­
sultas al Gabinete de Seguridad Institucional, gobierno: estatales, uni­
versidades y organizaciones de la sociedad civil, defini ) por primera
vez una política nacional de seguridad pública, tenienc :J como obje­
tivo "integrar políticas de seguridad, políticas sociales ~ acciones co­
munitarias, que permitan reprimir y prevenir el delito y reducir la im­
punidad, aumentando la seguridad y tranquilidad del e udadano bra­
sileño". Presentaba r.n conjunto de 124 acciones, en lo; esferas fede­
ral, estatal, municipal, normativa e institucional, y 15 :ompromlsos,
incluyendo:

Combate al narcotráfico y al crimen organizado.

Desarme y control de armas.

Represión del robo de carros y mejora de la seguridad de los estados.

Implementación del subsistema de inteligencia de la seguridad pú­
blica.

Ampliación del Programa de Protección a Testigos 'Víctimas del
Crimen.

Reglamentación de la actuación de los medios de .omunicación
en relación a la violencia.

Reducción de la violencia urbana.

Inhibición de las pandillas y combate al desorden.

Eliminación de las matanzas y ejecuciones sumarias.

Combate a la vio.encia rural.

Intensificación de las acciones del Programa Naciona de Derechos
Humanos.



Capacitación profesional y reequipamiento de las policías.

Perfeccionamiento del sistema penitenciario.

Perfeccionamiento legislativo.

Implementación del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

292

El PNSP partía del supuesto de que la mejora de la seguridad pública
no era tarea exclusiva de las instituciones policiales, y que la política
nacional de seguridad pública definida en este plan debería ser imple­
mentada teniendo en cuenta las especificidades estatales y municipa­
les, en consonancia con la política de derechos humanos definida en
el PNDH. En esta línea, uno de los compromisos se refería exacta­
mente a la "Intensificación de las acciones del Programa Nacional de
Derechos Humanos".

A través de los 15 compromisos y de las 124 acciones propuestas,
el plan buscaba también integrar las acciones del gobierno federal, go­
biernos estatales, gobiernos municipales, sociedad civil y sector priva­
do, en la represión y prevención del crimen y la violencia y en la me­
jora de la seguridad pública. En este sentido, apuntaba a la creación de
un sistema nacional de seguridad pública.

En las acciones referentes al compromiso de reducir la violencia
urbana, además de la integración de las policías civiles y militares, el
PNSP planteaba promover los programas de policía comunitaria, apo­
yar e incentivar la creación de guardias municipales e incentivar y fi­
nanciar los proyectos municipales que tenían como meta mejorar la
calidad de vida de la población y la instalación de equipamientos y ser­
vicios sociales en áreas de riesgo.

El FNSP fue creado -a través de la medida provisoria 2.029 del 20
de junio de 2000, convertida en Ley Federal 10.021 el 14 de febrero
de 2001- con el objeto de apoyar los proyectos de los gobiernos esta­
tales en el área de seguridad pública y de los municipios que tuviesen
guardias municipales. Las directrices para la aplicación de los recursos
del FNSP condicionaban la liberación de recursos a la implementa­
ción por parte de los estados de medidas cuyo objetivo fuera la inte­
gración de las policías civiles y militares.



dad pública en Brasil

La ley que creó el FNSP permitía la utilización d. recursos del
fondo en proyectos e.e prevención de la violencia, sierr:ore y cuando
estuviesen encuadrados en las directrices del PNSP y 1 ecomendados
por el Gabinete de Seguridad Institucional al Consejo G stor del Fon­
do. El Consejo Gestor estaba formado por dos represen' antes del Mi­
nisterio de Justicia, un representante del Ministerio de Planificación,
Presupuesto y Gestión, un representante de la Casa Civil un represen­
tante del Gabinete de Seguridad Institucional de la Pre .idencia de la
República y un representante de la Procuraduría Genera de la Unión.

Entre las acciones relacionadas con el compromiso ( e crear el Sis­
tema Nacional de Seguridad, el PNSP proponía la creaci Sn de un Co­
mité de Acompañamiento e Integración de los Progr: mas Sociales,
que dio origen al Programa de Integración y Acompañe niento de los
Programas Sociales (PIAPS) y al Plan de Prevención c ~ la Violencia
Urbana, bajo la coordinación del Gabinete Institucion 1 de la Presi­
dencia de la República (Instituto da Cidadania 2002).

En 2001, aún bajo la coordinación del Ministro d Justicia, José
Gregori, el gobierno federal constituye el Comité de As, soramiento al
Núcleo de Ministros de Estado para la Reestructuracié n del Sistema
Nacional de Seguridad Pública. Sin embargo, Gregori fue sustituido
por el diputado federal Aloysio Nunes Ferreira, en ioviernbre de
2001, quien a su vez, tras un rápido pasaje por el Minis .erio de Justi­
cia, fue sustituido, en abril de 2002, por el abogado y P' ofesor Miguel
Reale Jr., quien habia sido el coordinador de la cornisi Sn establecida
en 1997 por el gobernador Mário Cavas para proponer la reforma del
sistema de seguridad pública. En virtud de los conflict .s sobre la in­
tervención federal en Espirito Santo, estado con graves problemas de
corrupción y violencia policial con apoyo de autoric ades estatales,
Reale Jr. permaneció apenas tres meses en el cargo, renu ició y fue sus­
tituido por el abogado y profesor Paulo de Tarso Ram rs Ribeiro, en
julio del año 2002.

Bajo la coordinación del nuevo ministro, el Ministe rio de Justicia
constituyó un grupo de trabajo formado por represent ntes de la Se­
cretaría Nacional de Seguridad Pública, la Secretaría N cional de Jus­
ticia y la Secretaría Estatal de Derechos Humanos para :Jroponer me-
didas que promovieran la integración de las acciones fe Jerales, estata- 293
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les y municipales en el área de seguridad pública para lograr reducir el
crimen y la violencia en el país. El informe final del grupo de trabajo
presentó la propuesta de constitución del Programa Nacional de Apo­
yo a la Administración de la Seguridad Pública en los Estados y Mu­
nicipios (PENASPEM), con el objetivo de integrar acciones federales
en las áreas de seguridad pública, administración de la justicia penal,
administración carcelaria y derechos humanos, así como acciones fe­
derales, estatales y municipales que enfatizaran la importancia de las
acciones de prevención y persiguieran la reducción del crimen y la
violencia en el país, entre 2002 y 2006.

En mayo de 2002, el gobierno federal lanzó el PNDH Il, que ac­
tualiza las propuestas de acción para proteger los derechos civiles y
políticos e incorpora la protección de los derechos económicos, so­
ciales y culturales a la política de derechos humanos del gobierno fe­
deral. Buscando promover de manera explícita la integración de ac­
ciones en las áreas de seguridad pública y de derechos humanos, in­
cluye, luego de la sección dedicada a la garantía del derecho a la vi­
da, la propuesta de "Apoyar la ejecución del Plan Nacional de Segu­
ridad Pública" (Instituto da Cidadania 2002).

Durante los dos mandatos del presidente Fernando Henrique Car­
doso, la única propuesta de enmienda constitucional que alteraba la es­
tructura del sistema de seguridad pública aprobada por el Congreso
Nacional fue la propuesta de Enmienda Constitucional 87/1999, que
dispone sobre la competencia de las guardias municipales. Aprobada en
segunda vuelta en el Senado Federal, el 24 de abril de 2002 fue envia­
da a la Cámara de Diputados y adjuntada a la propuesta de Enmienda
Constitucional 53412002. Estas propuestas alteran el artículo 144 de la
Constitución Federal de 1988, autorizando a los municipios a "cons­
tituir guardias municipales destinadas a la protección de sus poblacio­
nes, sus bienes, servicios, instalaciones y lugares públicos municipales,
según disponga la Ley Federal".

A pesar del sinnúmero de debates, propuestas y acciones para la re­
forma del sistema de seguridad pública y de las instituciones policia­
les los resultados de este proceso fueron limitados. En parte, la aten­
ción del Gobierno Fernando Henrique Cardoso, entre 1995 y 2002,



estuvo dirigida principalmente hacia el área económicao en especial a
la implementación del Plan Real que buscaba reducir y e mtener la in­
flación, y hacia la reestructuración de la economía, aperr ira de merca­
dos y privatización de empresas. Por otro lado, como res iltado de ne­
gociaciones políticas con el Congreso Nacional, el Min sterio de Jus­
ticia tuvo nueve titulares entre 1995 y 2002 lo cual difi :ultó en gran
medida la formulación e implementación de la Polític: Nacional de
Seguridad Pública.

Gobierno Luiz Inácio Lula da Silva

En el año 2002, Luiz lnácio Lula da Silva, candidato del PT, derrotó a
José Serra, candidato del PSDB, en las elecciones para a Presidencia
de la República. Tras el cambio en la dirección del gol:erno federal,
el Ministerio de Justicia y la SENASP bajo la direccié n, respectiva­
mente, del abogado Márcio Thomaz Bastos y de Luiz Ec uardo Soares,
adoptaron como Plan Nacional de Seguridad Pública el Proyecto Se­
guridad Pública para Brasil, elaborado originalmente P' Ir el Instituto
de la Ciudadanía". Inspirado en la experiencia del Siste na Único de
Salud (SUS), el Proyecto Seguridad Pública para Brasil o -revé la cons­
trucción de un Sistema Único de Seguridad Pública (S1 JSP), que pa­
só a ser promovido por el Ministerio de Justicia, a través de la
SENASP (Instituto da Cidadania 2002).

El proyecto del SUSP está centrado en la integraci m de las po­
licías civiles y militares, y contempla la creación de un 1 o más poli­
cías estatales de cicle completo. También se centra en a integración
de las policías estatales con las policías federales y las g tardías muni­
cipales, constituidas estas últimas como guardias cornur itarias orien­
tadas hacia la resolución de problemas, a las cuales se I odría atribuir

el estatus de policía.
La integración de las policías civiles y militares y 1< mayor inser­

ción de las guardias municipales en la provisión de los SI rvicios de se-

6 Instituto da Cidadania.
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guridad pública son considerados como elementos fundamentales en
un proceso de reforma del sistema de seguridad pública y de las insti­
tuciones policiales, cuya profundización implica una reforma constitu­
cional que permita flexibilizar las normas referentes a la seguridad pú­
blica. En esta línea, dicha reforma debería tener en cuenta la amplia­
ción de la autonomía de los estados para estructurar sistemas estatales
de seguridad pública y organizar una o más policías estatales de ciclo
completo, y la ampliación de la autonomía de los municipios para es­
tructurar sistemas municipales de seguridad pública y organizar poli­
cías municipales.

Son consideradas condiciones para el éxito de la reforma del siste­
ma de seguridad pública y la constitución de policías estatales de ciclo
completo: la subordinación de la policía al gobierno estatal, a través de
la Secretaría Estatal de Seguridad Pública; la desvinculación de las po­
licías militares del Ejército; la extinción de los tribunales y audiencias
militares estatales; el establecimiento de una ley orgánica única para las
policías estatales; el establecimiento de un sueldo básico nacional para
los policías y la reducción de las disparidades salariales en la policía; la
introducción de la práctica de investigación policial preliminar sin in­
terrogatorio, dejándose el interrogatorio a cargo del Ministerio Públi­
co; la autonomía del peritaje técnico-científico en relación a la poli­
cía, y; la constitución de defensorías del pueblo autónomas e indepen­
dientes, con poder de fiscalización, investigación y auditoría.

De acuerdo con el proyecto, uno de los principales instrumentos
para la integración de las acciones federales, estatales y municipales y
la construcción del SUSP sería la creación, en el gobierno federal, de
la Secretaría Estatal de Seguridad Pública, a partir de la reestructura­
ción y el fortalecimiento de la SENASP. La Secretaría Estatal de Se­
guridad Pública sería el órgano coordinador de la implementación de
la Política Nacional de Seguridad Pública, al cual se subordinarían la
policía federal (actualmente subordinada al Ministro de Justicia) y la
Coordinación Nacional de Política de Drogas (que incorporaría a la
Secretaría Nacional Antidrogas, actualmente vinculada al Gabinete de
Seguridad Institucional de la Presidencia de la República).Además de
presupuesto propio, contaría con recursos del Fondo Nacional de Se-



guridad Pública para promover la creación de gabinetes integrados de
gestión en los estados y la formulación e implementa: ión de políti­
cas estatales y municipales acordes con la Política Naci mal de Segu­
ridad Pública.

En síntesis, el proyecto del SUSP es un proyecto de reforma, des­

militarización y descentralización del sistema de segurid d pública, cu­
yo objetivo es ampliar la autonomía de los estados y los nunicipios en
el área de seguridad pública. Está inserto en el ámbito e e una Política
Nacional de Seguridad Pública que busca promover: 1; participación
de la sociedad civil en los asuntos de seguridad públic ; la construc­
ción de políticas de seguridad pública basadas en el res reto a la ley y

a los derechos humanos y orientadas a la prevención lel crimen, la
violencia doméstica y de género, la violencia contra m [lonas, la vio­

lencia en el tránsito, etc.; la ampliación del acceso a la j isticia; la pro­

tección de testigos amenazados; el mayor uso de pena5 alternativas y
una aplicación más humana de la penas de prisión; el ce ntrol de la se­
guridad privada, y; el desarme y control de armas de fu ~go.

Con el objetivo ele definir principios, directrices y F ·ioridades pa­

ra la construcción del SUSp, entre septiembre de 2003) abril de 2004
la SENASP desarrolló, con el apoyo del Programa dé las Naciones
Unidas para el Desarrollo (PNUD) y la Federación dé Industrias de
Río de Janeiro (FIRJAN), el proyecto Arquitectura In titucional del
SUSP. Bajo la coordinación del politólogo Renato Le5 1, la SENASP

constituyó nueve grupos de trabajo que produjeron infomes con aná­
lisis y propuestas para nueve áreas estratégicas:

Modernización de la gestión de las instituciones de jI sticia penal.

Capacitación en gestión integrada de la seguridad P iblica.

Bases nacionales de datos sobre justicia penal.

Gestión de la prevención en seguridad pública.

Control y participación social en la gestión de la po icía.

Perfeccionamiento de los servicios de la policía técr:ca. 297



Control de armas de fuego.

Gestión municipal de la seguridad pública.

Gestión del sistema carcelario.

En octubre del 2003, el gobierno federal reestructuró el Fondo Na­
cional de Seguridad Pública, a través de la Ley Federal 10.746, buscan­
do crear condiciones más favorables para la utilización de recursos fe­
derales en el desarrollo de programas estatales y municipales de pre­
vención del crimen y la violencia, y para integrar los programas del
área de seguridad pública y los programas de prevención del crimen y
la violencia desarrollados en otras áreas. En particular, la nueva ley per­
mitía la asignación de recursos del FNSP no sólo a instituciones poli­
ciales, sino también al desarrollo de programas estatales y municipales
de prevención. Sin embargo, los recursos destinados al FNSP fueron
reducidos a partir del año 2003.

En diciembre de 2003, además, mientras se desarrollaba el proyec­
to Arquitectura Institucional del SUSP, Luiz Eduardo Soares renunció
a la SENASP por conflictos con el Ministerio de Justicia y el gobier­
no federal sobre la implementación de la Política Nacional de Segu­
ridad Pública, siendo sustituido por el delegado de policía federal Luiz
Fernando Correa. El proyecto del SUSP no fue interrumpido, pero su
alcance e impacto fueron sustancialmente reducidos.

En 2004, el gobierno federal vuelve a discutir el despliegue de tro­
pas del Ejército para combatir el crimen organizado en Río de Janei­
ro y envía tropas para mantener el orden público en Sao Paulo duran­
te la Conferencia de las Naciones Unidas sobre "Comercio y Desarro­
llo" y para contener huelgas de funcionarios policiales en Minas Ge­
rais y Piauí. En junio de ese mismo año, el gobierno federal anunció
la creación de una Fuerza Nacional de Seguridad Pública, integrada
por grupos de élite de la policía federal y de las policías estatales, para
actuar en situaciones de emergencia en los estados.

El 2 de septiembre del 2004, Brasil adoptó la Ley Complementa­
ria N° 117, alterando la Ley Complementaria N° 97/1999 que regu­

298 laba la organización, preparación y empleo de las Fuerzas Armadas, es-



tableciendo que "el empleo y la preparación de las Pi erzas Armadas
en la garantía de la ley y el orden son considerados ca no parte de la
actividad militar" (Ley Complementaria N° 11712004, ; rtículo 15, pá­
rrafo 7). Esta ley, en la práctica, restringe las facultade de la Justicia
Común para investigar violaciones contra los derechos iumanos prac­

ticadas por policías militares y sirve como un incentivo Jara el empleo
de las fuerzas armadas en el área de la seguridad públic l. Además, en­
tra en contradicción con el objetivo de la Ley 9.299/1' 96, que trans­
firió de la Justicia Militar a la Justicia Común la compet -ncia para juz­
gar crímenes dolosos contra la vida, practicados por p< licías militares
en el ejercicio de sus actividades de patrullaje extensivc y preventivo.

Perspectivas

La experiencia internacional relatada por diversos autor 's cuyos traba­
jos fueron publicadcs en la Série Policía y Sociedade', rr uestra que los

procesos de reforma y perfeccionamiento de las instituiones policia­
les frecuentemente dependen de dos factores: 1) en la e~ :era social: de­
penden de la reducción de la desigualdad y la universa ización de los
derechos civiles, políticos y sociales, y; 2) en la esfera P rlicial: depen­
den de la modernización de la gestión de las organizacir nes policiales,
de tornar a estas organizaciones más transparentes, m. s abiertas a la

participación y al control de la sociedad civil y dotarlas le capacidades

para planificar e implementar procesos de cambio or~ mizacional, al
mismo tiempo que cumplen sus responsabilidades en el nantenimien­
to de la seguridad pública.

El análisis de la experiencia internacional en el área de la reforma
y perfeccionamiento de las instituciones policiales sugie re, por lo tan-

7 Ver las publicaciones ce la Série Pollcia e Sociedade, que hacen parte ( e un programa de
transferencia de tecnología del Núcleo de Estudios de laViolencia de la Universidad de ~
Sao Paulo (NEV-USP), en conjunto con la Fundación Ford y la Editora de la i
Universidad de Sao Faulo (EDUSP). Las publicaciones se encuer ran listadas en el I
siguiente link: http://www.nevusp.org/portugues/index.php?opt on=com_content .1299
&task=view&id=1391&Iternid=132.
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to, que los déficits en la protección de los derechos humanos y en la
gestión de las organizaciones policiales pueden representar serios obs­
táculos para las reformas de! sistema de seguridad pública y de las ins­
tituciones policiales en Brasil. Sin un abordaje más amplio del proble­
ma de la reforma de la policía, que vincule dicho proceso a la protec­
ción y promoción de los derechos humanos en la sociedad y a la mo­
dernización de la gestión organizacional en las policías, e! gobierno fe­
deral y los gobiernos estatales y municipales, dificilmente se logrará
avanzar en la construcción de instituciones policiales adaptadas a las
exigencias de la democracia y capaces de atender las demandas de la
sociedad en e! área de seguridad pública.

En Brasil, el panorama ha sido y continúa siendo que, particular­
mente en momentos de crisis, gobernantes y políticos presentan solu­
ciones para la crisis y propuestas para reformar la policía y mejorar la
seguridad pública que desconocen no sólo el historial del país en esta
área, sino también la naturaleza democrática o antidemocrática de es­
tas soluciones y propuestas.

Es tal vez importante recordar que las políticas de seguridad públi­
ca y las organizaciones policiales no son automáticamente democráti­
cas porque son definidas y dirigidas por gobiernos elegidos democrá­
ticamente cada cuatro años. Son democráticas cuando son transparen­
tes, subordinadas a la ley, respetuosas de los derechos humanos y orien­
tadas a atender las expectativas de la sociedad.

Finalmente, es importante repensar por qué las políticas de seguri­
dad pública y las organizaciones policiales democráticas son más efica­
ces en la reducción del crimen y la violencia, en e! debilitamiento del
crimen organizado y en la eliminación del terrorismo urbano.

La transparencia es fundamental para e! conocimiento de datos e in­
formaciones sobre políticas de seguridad pública y organizaciones po­
liciales, dentro y fuera de! gobierno. Sin este conocimiento es imposi­
ble definir objetivos y estrategias de forma clara y precisa para orientar
programas y acciones, así como construir indicadores para monitorear
avances y evaluar los éxitos en el área de la seguridad pública.

La subordinación a la ley y el respeto a los derechos humanos son
fundamentales para controlar el problema de la instrumentalización de
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las políticas de seguridad y organizaciones policiales po parte de los
gobiernos, partidos o grupos y de la corrupción y la vic lencia, en sus
diversas modalidades.

Por último, la atención a las expectativas de la socie lad es funda­
mental para crear relaciones de confianza y colaboraciói entre la po­
licía y la sociedad, sin las cuales las políticas de prevenc ón y control
del crimen y la violencia tienen pocas posibilidades de i xito.
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